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ARCENIO 
VÁZQUEZ VALDEZ

☼ 12 de febrero de 1957
† 12 de julio de 1996

MARIANO LUIS DÍAZ
☼ 19 de agosto de 1952

† 22 de julio de 1996

Arcenio Vázquez Valdez (CI N° 1.395.482) nació el 12 de febrero de 1957 en Ñumi, departamento 
del Guairá, hijo de Ladislao Vázquez y Licitación Valdez viuda de Vázquez (ambos ya fallecidos). 
Tenía 39 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Pertenecía a una numerosa familia, 
conformada por 14 hermanos nacidos del matrimonio Vázquez-Valdez. Aunque Arcenio Vázquez 
carecía de un lote de tierra propia, trabajaba exclusivamente en la agricultura en un fundo que su 
familia tenía en Potrero Ubaldina, colonia Blas Garay, distrito de Coronel Oviedo, departamento 
de Caaguazú. Arcenio Vázquez era soltero y no tenía hijos. Había estudiado hasta el 6° grado de 
la escuela primaria y hablaba como lengua materna solamente el guaraní762.

Mariano Luis Díaz (CI N° 2.283.658) nació el 19 de agosto de 1952 en Coronel Oviedo, 
departamento de Caaguazú, hijo de Félix Saturnino Díaz y Lucrecia Benítez (ambos ya fallecidos). 
Tenía 43 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Trabajaba exclusivamente como 
agricultor, en un lote de tierra de su hermano, del que ocupaba una pequeña fracción. Estaba 
casado desde el 5 de julio de 1980 con María Concepción Pinto, con quien tuvo 7 hijos: Fulvia 
Ramona (nacida el 19 de febrero de 1981), Estela (nacida el 15 de diciembre de 1982), Patricio 
(nacido el 9 de septiembre de 1984), Juan (nacido el 14 de diciembre de 1988), José David 
(nacido el 8 de abril de 1991), Lucía Belén (nacida el 2 de marzo de 1993) y Mariano (quien 
nació después de la ejecución de su padre). Había estudiado hasta el 1° grado de la escuela 
primaria y hablaba solamente el guaraní763.

Buscando un lote de tierra propia, como agricultores benefi ciarios de la reforma agraria, Arcenio 
Vázquez Valdez y Mariano Luis Díaz se habían unido a la comisión vecinal de sin tierras Santa 
Carmen, integrada a la Asociación Regional de Productores Agrícolas de Caaguazú (ARPAC), 
afi liada de la Federación Nacional Campesina (FNC). En la comisión, ambos campesinos 
tenían puestos de dirigencia. Mariano Díaz era coordinador del asentamiento Santa Carmen, 
y era un dirigente que gozaba de mucha confi anza por su honestidad. Arcenio Vázquez Valdez 

762 Testimonio N° 0092. Cédula de Identidad de Arcenio Vázquez Valdez.
763 Testimonio N° 0093. Cédula de Identidad de Mariano Luis Díaz. Certifi cado de Matrimonio de Mariano Luis Díaz y María Concepción 

Pinto. Certifi cados de Nacimiento de Fulvia Ramona, Estela, Patricio, Juan, José David y Lucía Belén Díaz Pinto.
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había empezado desde muy joven integrando el grupo de jóvenes catequistas y el coro de 
su parroquia, y de allí había pasado al Servicio Arquidiocesano de Comercialización (SEARCO) 
durante la dictadura. Luego pasó a militar en la ARPAC y llegó a ser dirigente departamental de 
la Federación Nacional Campesina en Caaguazú. También militaba en el Movimiento Popular 
Revolucionario “Paraguay Pyahurã”, partido político de izquierda764.

Esta comisión vecinal inició en 1992 los trámites administrativos ante el IBR para lograr la 
adjudicación de lotes de tierra como benefi ciarios de la reforma agraria para sus asociados, 
reclamando la expropiación de 2.000 hectáreas de un inmueble de 5.500 hectáreas que 
denunciaban como tierras malhabidas en propiedad de la empresa Alfa Inmobiliaria S.A., 
ubicadas en el km 135 sobre la ruta 7, en el distrito de J. Eulogio Estigarribia, departamento 
de Caaguazú. El accionista principal de la empresa era el General de División (SR) Roberto 
Knopfelmacher, ex director de la empresa siderúrgica estatal ACEPAR durante la dictadura del 
General Stroessner, integrante del anillo de confi anza del dictador depuesto y egresado de la 
Escuela de las Américas765. Tras la caída de la dictadura, Knopfelmacher soportaba procesos 
penales por defraudación al Estado.

Los campesinos sostenían que las tierras habían sido adjudicadas fraudulentamente por el IBR 
a Knopfelmacher durante la dictadura, sin tener este los requisitos exigidos por ley para ser 
considerado un sujeto de la reforma agraria. Ya como consecuencia de los juicios seguidos a 
ex jerarcas del régimen dictatorial por ilícitos contra la Administración Pública, el Estado 
paraguayo había recuperado del poder de Roberto Knopfelmacher un inmueble de 10.273 
hectáreas inscriptas a su nombre como fi nca No. 62 del Distrito de San Carlos, Departamento de 
Concepción, la que fue declarada Parque Nacional por Decreto No. 11.964 del Poder Ejecutivo 
y adjudicada al Ministerio de Agricultura y Ganadería por Ley N° 238/93.

Después de dos años de aguardar infructuosamente el resultado del trámite administrativo, unos 
80 campesinos ocuparon la propiedad el 18 de julio de 1994 y bautizaron Santa Carmen al 
asentamiento. Los campesinos fueron desalojados, pero en enero de 1995 volvieron a ocupar 
el predio, de donde volvieron a ser desalojados por segunda vez en ese mismo mes. En esta 
ocasión, abandonaron voluntariamente la ocupación para ubicarse en un costado de la ruta, a 
la espera de una posible oferta del terreno por parte de los propietarios. Sin embargo, en abril 
de 1995 los campesinos ocuparon la fracción por tercera vez, y a los pocos días volvieron a ser 
desalojados por la Policía, que portaba una orden judicial. Los campesinos quedaron apostados 
al costado del terreno, esperando una respuesta de las autoridades pertinentes.

En abril de 1995, la Federación Nacional Campesina (FNC) denunció ante la Comisión Bicameral 
de Investigación (CBI) que los campesinos acampados frente a la propiedad de Alfa Inmobiliaria 
S.A. eran objeto de sistemáticas persecuciones, actos de amedrentamiento y provocaciones 
por parte de guardias parapoliciales contratados por los dueños del inmueble, solicitando la 
intervención de la CBI para lograr la identifi cación de los guardias y su detención. En junio 
de 1995, Alfonso Cohene de la FNC denunció que se produjo un ataque y enfrentamiento 
con los guardias civiles de la empresa Alfa Inmobiliaria S.A., de cuyas resultas fueron heridos 
con disparos de arma de fuego los campesinos Isidoro González y Julián Gavilán. El jefe de la 
comisaría de J. Eulogio Estigarribia, el comisario Perfecto Figueredo sostuvo que el administrador 
de la empresa, el señor Luis Arsenio Guillén, informó que empleados de la estancia habían 
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764 Testimonios N° 0092 y 0093.
765 De acuerdo a la información proporcionada por la organización SOA Watch, Roberto Knopfelmacher realizó estudios de ingeniería en la 

Escuela de las Américas, de la que se graduó en 1954.
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sido interceptados por campesinos sin tierras desalojados del inmueble, y que protagonizaron 
así un enfrentamiento, cuando los empleados sobrepasaron la barrera puesta supuestamente 
por los campesinos, para impedir que se realizaran trabajos en la estancia. En ese mismo mes, 
la Policía Nacional hizo público un supuesto informe resultado de un trabajo de infi ltración 
en la comisión vecinal llevada adelante en 1994, en donde señalaba que los campesinos se 
encontraban armados y realizaban prácticas y “entrenamientos especiales” en los montes.

El 5 de junio de 1995 el juez de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel 
Oviedo, Silvio Flores Mendoza, ordenó el procesamiento y dictó orden de captura en contra de 
más de 100 campesinos ocupantes de Santa Clara, en el expediente “Adrián Vázquez y otros s/ 
usurpación de propiedad privada, daño intencional e incendio en Torín – J. E. Estigarribia”, Año 
1995, N° 61, folio 70.

En junio de 1995, los campesinos fueron desalojados por cuarta vez del inmueble. En esa ocasión, 
los campesinos realizaron una manifestación de protesta y cerraron la ruta 7, frente a la propiedad 
ocupada, por espacio de una hora y 50 minutos, denunciando que el comisario Ricardo Villamayor, 
jefe de la Policía Ecológica y Rural que había ejecutado el desalojo, había proporcionado informes 
falsos al Senado, en el sentido de señalar que los campesinos habían accedido a abandonar el 
predio reclamado porque habían aceptado ser reubicados en otro asentamiento.

En junio de 1995, el IBR anunció que no solicitaría la expropiación de las tierras de Alfa 
Inmobiliaria S.A., porque consideraban que las mismas se encontraban racionalmente 
explotadas y que impulsar su expropiación destruiría una unidad productiva en contra de lo 
dispuesto en la legislación agraria. Sin embargo, legisladores de la oposición integrantes de la 
Comisión de Reforma Agraria de la Cámara de Senadores presentaron un proyecto de ley de 
expropiación de una fracción de 1.000 hectáreas del inmueble propiedad de Knopfelmacher. El 
14 de septiembre de 1995 la Cámara de Diputados aprobó la media sanción del proyecto de 
expropiación, y la Cámara de Senadores, por 17 votos a favor y 10 en contra, aprobó también 
el proyecto de ley el 30 de noviembre de 1995, que quedó sancionada como Ley N° 795 que 
declara de interés social y expropia a favor del Instituto de Bienestar Rural (IBR) parte de dos 
inmuebles adyacentes individualizados como fi ncas N° 7.133 y 7.857, ambas del departamento 
Caaguazú, pertenecientes a la fi rma Alfa Inmobiliaria S.A. Dicha ley fue posteriormente vetada 
por el entonces Presidente de la República, Juan Carlos Wasmosy, y la Cámara de Senadores no 
consiguió los dos tercios de votos para el rechazo del veto y la ratifi cación de la sanción.

Mientras tanto, la propiedad había vuelto a ser ocupada por la organización campesina, y las cosas 
se mantuvieron en relativa calma mientras el proyecto de ley de expropiación había tenido suerte 
en el trámite legislativo. Pero tras el veto del Poder Ejecutivo y su aceptación por la Cámara de 
Senadores, los propietarios volvieron a presionar a los ocupantes mediante ataques intimidatorios 
por parte de los guardias civiles armados. En junio de 1996, nuevamente la Federación Nacional 
Campesina denunció la presencia de civiles armados en la propiedad de Alfa Inmobiliaria S.A., 
quienes habían vuelto a disparar en contra de los campesinos. El 12 de julio de 1996 se produjo el 
ataque parapolicial más grave, que costó la vida a dos dirigentes de la ocupación.

El 30 de julio de 1996, mediante una orden judicial del juez Silvio Flores Mendoza, la propiedad 
fue desalojada nuevamente por fuerzas de la Policía Ecológica y Rural, quienes expulsaron de 
la ocupación a 98 familias que estaban instaladas en el lugar, procediendo a la destrucción 
de sus cultivos y viviendas que fueron derribadas e incendiadas. Los policías habrían robado 
todo lo que pudieron encontrar de valor; inclusive el ganado porcino del chiquero comunitario 
fue sacrifi cado por los policías, quienes cortaron la cabeza de los cerdos con una motosierra 
para posteriormente hacer un asado. Tras el desalojo se detuvo a 43 integrantes varones de la 
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organización, quienes pasaron a guardar reclusión en la Penitenciaría Regional de Coronel Oviedo. 
En ese penal, habilitado para recluir a 60 personas, estaban privadas de libertad unas 391 
personas, la mitad de las mismas detenidas en distintos operativos de desalojo de ocupaciones 
en los departamentos de Caaguazú y San Pedro, lo que generaba una situación calamitosa de 
hacinamiento y precariedad en el penal.

Al fi nal, tras haber soportado siete desalojos y luego del rechazo de la expropiación, la comisión 
vecinal Santa Carmen abandonó el intento de conquistar las tierras. Los campesinos se unieron a 
otras comisiones vecinales, o se fusionaron con otros asentamientos766.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como consecuencia de la actividad social y política de la organización campesina que ocupaba el 
inmueble de propiedad de la empresa Alfa Inmobiliaria S.A., reclamando su expropiación para 
fi nes de la reforma agraria, los dirigentes y demás compañeros y compañeras de la ocupación 
se encontraban en una situación de riesgo por el enfrentamiento que el confl icto generaba con 
los propietarios de las tierras ocupadas. Los dueños del inmueble habrían contratado a guardias 
privados parapoliciales que custodiaban la estancia y que realizaban actos de intimidación en 
contra de los campesinos, incluidos los ataques con armas de fuego. En particular, las amenazas 
iban dirigidas contra los dirigentes principales de la ocupación, Mariano Díaz, Arcenio Vázquez 
y el hermano menor de éste, Adrián Vázquez. En una ocasión, ataron al cuello de un perro de 
la ocupación una esquela que decía: “Pecontrola porque ojejukataha la dirigente” (en guaraní 
jopara: “Controlen porque se asesinará a los dirigentes”)767.

Esta situación había sido adecuadamente denunciada por los ocupantes y la Federación Nacional 
Campesina en diversas oportunidades previas a la ejecución arbitraria de las víctimas, ante 
distintas autoridades del Estado. El 5 de abril de 1995, Eladio Flecha (presidente de la FNC) 
y José Páez Vera (secretario de actas), presentaron denuncia ante la Corte Suprema de Justicia, 
solicitando la intervención judicial para identifi car a los guardias policiales y proceder a su 
detención, a raíz de los sistemáticos hechos de amedrentamiento y amenaza de los que eran 
víctimas. El 20 de septiembre de 1995, Alberto Areco (presidente de la FNC) y Adrián Vázquez 
(presidente de la Comisión Vecinal Santa Carmen), presentaron denuncia sobre el hostigamiento 
de civiles armados ante los presidentes de ambas cámaras del Poder Legislativo. El 21 de junio 
de 1996, Alberto Areco, Adrián Vázquez y Francisco Vargas (de la comisión vecinal de Ypekua), 
presentaron denuncia ante el Ministro del Interior respecto de las amenazas y amedrentamientos 
que recibían en el asentamiento Santa Carmen por parte de los guardias civiles contratados por 
los propietarios del establecimiento, solicitando del Ministerio la intervención para salvaguardar 
el orden público y evitar un enfrentamiento768.
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766 Testimonios N° 0092 y 0093. Riquelme (2003:91-92). Informativo Campesino N° 70/1994, 72/1994, 76/1995, 77/1995, 78/1995, 79/1995, 
80/1995, 81/1995, 82/1995, 83/1995, 91/1996, 93/1996, 94/1996.

767 Testimonios N° 0092 y 0093. Certifi cado de Defunción de Mariano Luis Díaz. Acta de constitución del Juzgado de Paz; croquis 
referenciado del lugar del hecho; parte policial de 18 de julio de 1996 elevado por el comisario DEJAP Juan Basilio Pavón; Denuncia 
de 20 de septiembre de 1995 ante la Cámara de Diputados; Denuncia de 20 de septiembre de 1995 ante la Cámara de Senadores; 
Denuncia de 5 de abril de 1995 ante la Corte Suprema de Justicia; Denuncia de 21 de junio de 1996 ante el Ministerio del Interior 
(expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. 
Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo 
de Carlile Gauto Sanabria, fs. 2-6, 7-12, 59, 60, 61 y 62).

768 Idem.



395

Pocos días después que la Cámara de Senadores no lograra revertir el veto del Poder Ejecutivo 
a la ley de expropiación de las tierras ocupadas, la comisión vecinal tuvo una asamblea general 
entre todos los ocupantes. El viernes 12 de julio de 1996, los campesinos se reunieron desde 
tempranas horas de la mañana. Cerca del mediodía, decidieron carnear un cerdo del chiquero 
comunitario que mantenían, para cerrar la asamblea con una olla popular. Un grupo de 5 
campesinas que estaban en el equipo de la cocina pidieron ayuda para ir a un bosque cercano 
del campamento del asentamiento, a traer apepu (naranja agria silvestre) para sazonar el cerdo. apepu (naranja agria silvestre) para sazonar el cerdo. apepu
Las mujeres querían ser acompañadas por algunos hombres de la ocupación, porque tenían 
miedo de internarse solas en el bosque, donde habitualmente merodeaban los parapoliciales 
de la estancia. Mariano Díaz y Arcenio Vázquez se ofrecieron a acompañarlas. Las mujeres eran 
Máxima y María Isabel Báez (17 y 16 años), hijas de uno de lo ocupantes de nombre Juan Báez, 
Fulvia Ramona y Estela Díaz Pinto (de 15 y 13 años respectivamente), hijas de Mariano Díaz, y 
Valentina Cáceres (20 años)769.

El grupo de cinco mujeres, con la compañía de Mariano Díaz y Arcenio Vázquez fue caminando 
tranquilamente hasta el bosque donde encontrarían los apepu, atravesando un campo rosado que 
era cruzado por un camino que partía en dirección sur desde el lugar donde estaban los ranchos 
precarios de los campesinos. Cuando estaban a unos 60 metros del campamento, sonaron tres 
disparos simultáneamente disparados por guardias parapoliciales parapetados desde la espesura 
del bosque. Mariano Díaz cayó gravemente herido en el mismo sitio, en tanto que Arcenio Vázquez 
fue alcanzado en la pierna izquierda, y pudo salir corriendo de regreso al campamento con las otras 
cinco mujeres; no obstante, fue dejando un profuso reguero de sangre que iba perdiendo por la 
herida, hasta que faltando unos 30 metros para llegar al campamento, cayó desvanecido770.

Al escuchar los disparos, todos los campesinos y campesinas que estaban en la asamblea corrieron 
rápidamente a auxiliar a los heridos. Arcenio Vázquez recibió un impacto de arma de fuego, 
presumiblemente fusil, que le atravesó el muslo interesándole importantes vasos sanguíneos. 
Al cabo de 40 minutos, falleció desangrado cuando aún sus compañeros intentaban trasladarlo 
a un centro asistencial. Mariano Díaz recibió un disparo de arma de fuego, presumiblemente 
de fusil, en la parte frontal de la cabeza. Pudo llegar a ser auxiliado y trasladado a hospitales 
públicos y privados de la capital, pero después de 11 días del atentado falleció el 22 de julio en 
el Hospital Nacional de Itaugua771.

De acuerdo al informe presentado por la médica forense de la circunscripción, doctora Mirtha 
María González, Arcenio Vázquez Valdez presentaba a la inspección “herida por arma de fuego 
en la región del muslo izquierdo orifi cio de entrada: tercio distal parte lateral externa; orifi cio 
de salida tercio distal parte lateral interna”. El cuerpo de la víctima fue entregado a su hermano 
Adrián Vázquez por disposición del Juez de Instrucción de Caaguazú Paulino Sosa772.

Los familiares de las víctimas estaban en la misma ocupación y observaron todo lo sucedido773.
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769 Idem.
770 Idem.
771 Idem.
772 Acta de constitución; Diagnóstico expedido por la doctora Mirtha María González de fecha 15 de julio de 1996 (expediente “Mario Silva, 

Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 
143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, 
fs. 38-40).

773 Idem.
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INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de este hecho se inició el 13 de julio de 1996, cuando en el Juzgado de 
Paz de J. Eulogio Estigarribia a cargo de Luis Alberto Machuca, fue presentada la denuncia verbal 
del hecho por parte de agentes de la comisaría local. El Juzgado de Paz ordenó la apertura del 
sumario en averiguación del hecho y dispuso la inmediata constitución en el lugar del crimen 
para la inspección. En esa misma fecha, el Juzgado de Paz y efectivos de la Policía Nacional 
del Departamento de Investigación de Delitos de la jefatura del departamento de Caaguazú y 
de la comisaría local se constituyeron en el sitio del asentamiento Santa Carmen, donde había 
ocurrido el hecho. En el sitio, el Juzgado de Paz levantó un croquis circunstanciado de la escena 
del crimen, así como recogió información sumaria de varios testigos presenciales y dirigentes del 
asentamiento que fueron identifi cados debidamente. En compañía de los testigos presenciales, 
el Juzgado de Paz se constituyó en el sitio donde fueron heridas las víctimas, en donde se pudo 
observar varios rastros de sangre. Luego de una inspección en el matorral desde donde partieron 
los disparos, se constató un área de dos metros de diámetro donde el yuyal estaba pisado y de 
donde levantaron una vainilla servida percutida calibre 357 Magnun y un kepis. A unos cinco 
metros de allí, al costado de un árbol, también se encontraron rastros de pisadas y dos vainillas 
servidas y percutidas calibre 38 Spl. Asimismo, el Juzgado encontró y levantó como evidencia 
un proyectil de arma de fuego, calibre 38 Spl o 357 Magnun, que se encontraba incrustado 
en el suelo del camino, a unos 10 metros de donde habían sido acertadas las víctimas. En la 
misma diligencia judicial, el Juzgado de Paz se constituyó en un retiro de estancia, ubicado 
a unos 1.500 metros del lugar del hecho, donde se encontró a 4 personas a las cuales se les 
requirió su identifi cación: Juan Sixto Rolón Fleitas, Teodoro Palacios Díaz, Ranulfo González y 
Olga González, todos ellos oriundos de Pedro Juan Caballero (departamento del Amambay), 
quienes manifestaron ser personal transitorio contratado por la fi rma Alfa Inmobiliaria S.A. Tras 
una inspección ocular por los alrededores del puesto, se encontró en un pequeño pozo ubicado 
a unos 120 metros del retiro, en un yuyal, un rifl e tipo Winchester, marca Amadeo Rossi, calibre 
38 Spl / 357 Mag., de procedencia brasilera, envuelto en una tela camoufl age, cargado con 5 
proyectiles calibre 38 Spl, que fue incautado en calidad de evidencia y entregado al comisario 
DEJAP Juan B. Pavón, Jefe del Departamento de Investigación de Delitos de la Jefatura de Policía 
Departamental, para los estudios laboratoriales en el Departamento de Criminalística de la Policía 
Nacional. Las cuatro personas encontradas en el retiro fueron detenidas por orden del Juez de 
Paz para las averiguaciones correspondientes774.

El 19 de julio de 1996, el comisario DEJAP Juan Basilio Pavón, presentó un parte policial con las 
averiguaciones practicadas por el personal policial a su cargo en la investigación del hecho. En 
el parte, el comisario Pavón informa que el presunto autor del hecho es Mario Silva, personal 
contratado por la fi rma Alfa Inmobiliaria S.A. para el alambrado de los campos, quien fue 
aprehendido por la Policía. De acuerdo a la versión suministrada por el comisario Pavón:

“MARIO SILVA, en sus manifestaciones relató como sigue: Que hace cinco 
meses que trabaja como alambrador y que él mismo prepara sus postes en las 
inmediaciones y lleva unos días que no puede trabajar de los denominados 
Campesinos sin Tierra, inclusive le habían cortado sus alambradas y sacado sus 
postes quemándolo (sic) en el lugar; y en otras ocasiones dispararon sobre su 

CAPÍTULO V  PARTE II

774 AI N° 42 de 13 de julio de 1996; Acta de constitución del Juzgado de Paz; croquis referenciado del lugar del hecho (expediente “Mario 
Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, 
N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, 
fs. 1 y 2-6).
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humanidad y desde aquella oportunidad procuró conseguir un arma, el día 12-VII-
96 pasado el medio día a trescientos (300) metros de su rancho hacia el Norte se 
abocaba a preparar postes en compañía de HERIBERTO PAREDES, encontrándose 
en forma sorpresiva con un grupo de los autodenominados Campesinos, quienes 
al verlo dispararon hacia su humanidad, momento en que empuñó su arma y 
efectuó tres disparos al aire retirándose del lugar, desde ese momento se refugió 
en su rancho en donde se encontraba en el momento de ser demorado, siendo 
las diez y seis horas del día 13-07-96.

Hago constar a S.S., que MARIO SILVA manifestó de lo sucedido en forma 
voluntaria.”

La Policía Nacional requisó del poder de Mario Silva un revólver marca Taurus calibre 357 
Magnun, industria brasilera, con número de serie NK157263, una escopeta calibre 12, marca 
Winchester, de procedencia norteamericana, con número de serie L-1969532, y una escopeta 
calibre 12 de dos caños marca Rosi, de procedencia brasilera, con número de serie R-2349. En 
el mismo parte, el comisario Pavón reportó que fueron liberados, presumiblemente por decisión 
policial no comunicada a la autoridad judicial, los detenidos Ranulfo González, Olga González, 
Isidoro Báez Sánchez y Teodoro Palacios Díaz, porque tras las averiguaciones practicadas por la 
Policía (que no se expresan ni especifi can en el parte) se demostró que no tenían participación 
en el hecho. En tanto, continuaron detenidos Mario Silva y Juan Sixto Rolón Fleitas, este último 
“demorado en espera del resultado balístico de Criminalística y conforme a la misma (sic) será 
liberado o puesto a disposición de S.S.”775.

El 16 de julio de 1996, el Juzgado de Paz de J. Eulogio Estigarribia y agentes del Departamento de 
Investigación de Delitos a cargo del comisario DEJAP Juan B. Pavón se constituyeron nuevamente en 
la escena del crimen para levantar huellas de zapato que pertenecían a pisadas de Mario Silva776.

Mario Silva compareció a prestar declaración indagatoria ante el Juzgado de Paz el 23 de julio 
de 1996, oportunidad en que nombró defensor al abogado Esteban Escandriolo y se ratifi có en 
la versión que fuera suministrada por la Policía Nacional en el parte. El 25 de julio de 1996 el 
Juzgado de Paz resolvió convertir en prisión preventiva la detención de Mario Silva, y dispuso su 
reclusión en la Penitenciaría Regional de Coronel Oviedo, en libre comunicación y a disposición 
del Juzgado; asimismo, resolvió trabar embargo preventivo sobre sus bienes hasta cubrir la suma 
de 20 millones de guaraníes, para garantizar la efectividad de la responsabilidad civil emergente 
del delito. El 14 de agosto de 1996, el Tribunal de Apelación de la Circunscripción de Caaguazú 
Segunda Sala, tras la revisión de ofi cio de la prisión preventiva dictada por el Juzgado de Paz (art. 
35 de la Ley N° 879/81), resolvió confi rmar la decisión adoptada por el inferior777.
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775 Parte policial de 18 de julio de 1996 elevado por el comisario DEJAP Juan Basilio Pavón (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, 
Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante 
el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 7-12).

776 Acta de constitución (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble 
Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel 
Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 10-11).

777 Acta de declaración indagatoria de Mario Silva; AI N° 43 de 25 de julio de 1996; AI N° 199 de 14 de agosto de 1996 (expediente “Mario 
Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, 
N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, 
fs. 25-26, 42 y 55).
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El Juzgado de Paz resolvió dictar la detención preventiva de Juan Sixto Rolón Fleitas el 29 de 
julio 1996. Compareció a prestar declaración indagatoria ante el Juzgado de Paz el 30 de julio 
de 1996, oportunidad en la que designó abogado defensor a Esteban Escandriolo y negó haber 
tenido participación en el hecho. En esa misma fecha, el Juzgado de Paz decretó el levantamiento 
de su detención preventiva y dispuso su inmediata libertad, sin perjuicio de rever la medida si 
las diligencias posteriores del sumario lo ameritasen778.

El 31 de julio de 1996, el Juzgado de Paz resolvió remitir el expediente del sumario instruido al 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Coronel Oviedo. La causa fue asignada al Juzgado 
del 2° turno, a cargo de Carlile Gauto Sanabria779.

El 9 de agosto de 1996, Adrián Vázquez, por la representación de su hermano Arsenio Vázquez, 
interpuso querella criminal en contra de Isidoro Báez Sánchez, Mario Silva, Dimitri Fridikson 
y Roberto Pedro Knopfelmacher bajo el cargo de homicidio. El 11 de septiembre de 1996 el 
Juzgado resolvió admitir la querella promovida, y en consecuencia, ampliar la instrucción del 
sumario incluyendo como procesados a Isidoro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri 
Fridikson. El 13 de septiembre de 1996, María Concepción viuda de Díaz interpuso querella 
criminal en los mismos términos. El 19 de septiembre de 1996, el Juzgado resolvió sobre la 
admisión de la querella y el reconocimiento de su personería780.

Roberto Pedro Knopfelmacher se presentó en juicio 21 de agosto de 1996, se puso a disposición 
del Juzgado y nombró defensor al abogado Jorge Rubén Vasconcellos. Prestó declaración 
indagatoria el 24 de septiembre de 1996, oportunidad en que negó ser accionista o directivo 
de la fi rma Alfa Inmobiliaria S.A., ser propietario o copropietario del inmueble ocupado y haber 
tenido participación en el doble homicidio. Dimitri Fridikson Miranda se presentó en juicio el 2 
de octubre de 1996, oportunidad en que se puso a disposición del Juzgado y nombró abogado 
defensor. Compareció a prestar declaración indagatoria el 21 de febrero de 1997, oportunidad 
en la que negó su participación en calidad de autor moral del hecho781.

Durante el periodo sumario de la investigación judicial, se recibieron las declaraciones testifi cales 
de Heriberto Paredes, Domingo Ramos, Eugenio Jara, Luis Velázquez López, Cristóbal Recalde 
Riveros, todos ellos testigos de descargo propuestos por la defensa de Mario Silva782.

Asimismo, fueron agregadas como pruebas periciales:
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778 Providencia de 29 de julio de 1996; acta de declaración indagatoria de Juan Sixto Rolón Fleitas; AI N° 45 de 30 de julio de 1996 
(expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. 
Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo 
de Carlile Gauto Sanabria, fs. 47, 49-51, 52).

779 Providencias de 31 de julio, 2 y 5 de agosto de 1996 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher 
y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo 
Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 53 y 54).

780 Escrito de querella; AI N° 730 de 11 de septiembre de 1996; escrito de querella de María Concepción Pintos viuda de Díaz; providencia 
de 19 de septiembre de 1996 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ 
Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de 
Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 72-73, 100, 109 y 110).

781 Escrito de defensa; acta de declaración indagatoria de Roberto Pedro Knopfelmacher; escrito de la defensa; acta de declaración 
indagatoria de Dimitri Fridikson Miranda (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri 
Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° 
turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 85, 118-119, 126-127 y 164-165).

782 Declaraciones testifi cales de Heriberto Paredes, Domingo Ramos, Eugenio Jara, Luis Velázquez López, Cristóbal Recalde Riveros 
(expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. 
Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo 
de Carlile Gauto Sanabria, fs. 29, 166-167, 168, 182 y 183).
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a) Análisis del Laboratorio Forense del Departamento de Investigación de Delitos sobre los pelos 
encontrados en el kepis levantado como evidencia en la escena del crimen, con los pelos de 
los detenidos en el procedimiento judicial, dando como resultado la pericia que los pelos del 
kepis guardan caracteres semejantes con los pelos tomados de muestra a Mario Silva.

b) Pericia sobre el revólver marca Taurus calibre 357 Magnun, con número de serie NK157263, 
requisado del poder de Mario Silva, realizado por la Sección Balística Forense del Departamento 
de Investigación de Delitos. La pericia concluyó en que el revólver funciona normalmente y es 
apto para producir disparos y había sido disparado con anterioridad; no obstante, las vainas 
servidas halladas en la escena del crimen no habían sido disparadas por dicha arma, así como 
tampoco las balas halladas en el suelo, por no coincidir con el calibre del arma.

c) Pericia sobre el rifl e marca Rossi, calibre 38 Spl y 357 Magnun, número de serie K091720, 
requisado en un retiro dentro de la propiedad de Alfa Inmobiliaria S.A., y de las dos escopetas 
requisadas de Mario Silva, realizado por la Sección Balística Forense del Departamento de 
Investigación de Delitos. La pericia concluyó en que las tres armas funcionaban normalmente 
y eran aptas para producir disparos y habían sido disparadas con anterioridad; no obstante, 
las vainas servidas halladas en la escena del crimen no habían sido disparadas por el rifl e, 
así como tampoco las balas halladas en el suelo. Estas armas fueron entregadas por la Policía 
Nacional al abogado Esteban Escandriolo, en su condición de apoderado legal de la fi rma Alfa 
Inmobiliaria S.A.783

Como pruebas documentales fueron agregados el informe sobre antecedentes judiciales de Mario 
Silva, Arsenio y Adrián Vázquez, un informe de la fi rma Alfa Inmobiliaria S.A. remitiendo la 
nómina de directivos y accionistas del periodo 1995-1996, informe del Policlínico San Antonio 
referente a la internación de Roberto Knopfelmacher784.

Asimismo, como prueba documental se trajo a la vista el expediente “Averiguación s/ supuesto 
hecho de lesión corporal y herida en Dr. J. E. Estigarribia”, Año 1995, N° 197, folio 53, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno de Coronel Oviedo, a cargo Silvio Flores 
Mendoza785.

El 5 de marzo de 1997 el Juzgado resolvió hacer lugar a un incidente de excepción de personería 
promovido por la defensa de Knopfelmacher, en contra de la querella promovida por Adrián 
Vázquez, debido a errores materiales en el poder otorgado a su abogada patrocinante. El 
incidente tuvo dictamen favorable del fi scal Julio César Solaeche, y la abogada querellante se 
allanó al incidente. En consecuencia, la representación de la querella fue cancelada en juicio, y 
no volvió a presentarse otra786.
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783 Nota I.L. N° 16/07/96-381 de 22 de julio de 1996 del Departamento de Investigación de Delitos; Nota S.B. N° 150-96 de 5 de agosto de 
1996 del Departamento de Investigación de Delitos; Nota S.B. N° 139-96 de 26 de julio de 1996 del Departamento de Investigación de 
Delitos (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. 
E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo 
de Carlile Gauto Sanabria, fs. 31-35, 74-83 y 86-96).

784 Informe sobre antecedentes judiciales de Mario Silva; Informe sobre antecedentes judiciales de Arsenio Vázquez y Adrián Vázquez 
de la circunscripción judicial de Alto Paraná y Canindeyú; informe de la fi rma Alfa Inmobiliaria S.A., informe del Policlínico San Antonio 
(expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. 
Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo 
de Carlile Gauto Sanabria, fs. 114, 139-142, 143-153 y 172).

785 En expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. 
Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo 
de Carlile Gauto Sanabria, fs. 213-228.

786 Dictamen N° 51 de 6 de noviembre de 1996; AI N° 145 5 de marzo de 1997 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, 
Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 192-195).
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El 3 de junio de 1997, a solicitud de la defensa de Silva y de la agente fi scal Esmilda Álvarez de 
Santacruz, el Juzgado declaró abandonada la querella criminal instaurada por la señora María 
Concepción Pintos viuda de Díaz en la causa, y en consecuencia canceló la personería en el juicio 
a la abogada de la víctima. Dicha decisión no fue apelada787.

El 6 de febrero de 1998, el Juzgado resolvió hacer lugar a un incidente de sobreseimiento libre en 
interpuesto por la defensa de Roberto Pedro Knopfelmacher, con oposición de la fi scala Margarita 
Rodas, con lo que quedó totalmente desvinculado de la causa. La decisión no fue apelada por el 
Ministerio Público. Esta decisión no fue notifi cada a los familiares de las víctimas788.

El 19 de octubre de 1998 el Juzgado rechazó un incidente de sobreseimiento libre promovido 
por la defensa de Mario Silva, con oposición de la fi scala Esmilda Álvarez de Santacruz. Dicha 
decisión fue apelada por la defensa del procesado, pero el Tribunal de Apelación Segunda Sala 
de la Circunscripción Judicial de Caaguazú y San Pedro, integrado por Félix Ramírez Torres, 
Manuel Ramírez Candia y Delio Vera Navarro, rechazó el incidente promovido789.

El 10 de mayo de 1999, el Juez Carlile Gauto Sanabria, se excusó de seguir entendiendo en la 
causa a raíz de una recusación genérica presentada por la defensa de Mario Silva. La causa fue 
asignada al Juzgado en lo Criminal del Tercer Turno, a cargo de Guido Melgarejo790.

El 23 de septiembre de 1999 el Juzgado resolvió rechazar una solicitud de sustitución de la 
prisión preventiva por fi anza personal, interpuesta por la defensa de Mario Silva con oposición 
de la fi scala Esmilda Álvarez de Santacruz791.

El 6 de octubre de 1999, el Juzgado ordenó el cierre del sumario y la elevación de la causa al 
plenario en relación a Mario Silva, Juan Sixto Rolón y Dimitri Fridikson. No se pronunció respecto 
del procesado Isidoro Báez, por lo que el sumario quedó abierto en relación a éste792.

El 9 de noviembre de 1999 la fi scala Esmilda Álvarez de Santacruz presentó escrito de acusación 
en contra de Mario Silva, solicitando que la conducta del procesado sea califi cada bajo el artículo 
105 del Código Penal de 1997 (homicidio) y se le condene a una pena privativa de libertad 
de 5 años. El 24 de noviembre de 1999 la defensa de Mario Silva presentó sus escritos de 
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787 Dictamen N° 403 de 29 de mayo de 1997; AI N° 412 de 3 de junio de 1997 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, 
Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 207 y 208).

788 Dictamen N° 590 de 6 de octubre de 1997; AI N° 15 de 6 de febrero de 1998 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, 
Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 241-243 y 244-245).

789 Dictamen N° 278 de 11 de junio de 1998; AI N° 711 de 19 de octubre de 1998; AI N° 350 de 18 de diciembre de 1998 (expediente “Mario 
Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, 
N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, 
fs. 260, 262-263 y 276-277).

790 Providencias de 10 y 11 de mayo de 1999 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y 
Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal 
del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 281).

791 Dictamen N° 396 de 6 de agosto de 1999; AI N° 620 de 23 de septiembre de 1999 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro 
Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 284 y 287).

792 AI N° 648 de 6 de octubre de 1999 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri 
Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° 
turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 290).



401

conclusiones, solicitando sea califi cada la conducta de su defendido bajo el artículo 334 del 
Código Penal, y se le aplique una condena de tres años de penitenciaría. El 23 de marzo de 
2000, el agente fi scal José de los Santos Arzamendia presentó un escrito solicitando la absolución 
de culpa y pena a favor de los procesados Juan Sixto Rolón y Dimitri Fridikson, petición que 
fue ratifi cada por el Fiscal General del Estado Aníbal Cabrera Verón el 17 de abril de 2000. El 
Defensor Público del Primer Turno, Yamil Marecos, por la representación de Juan Sixto Rolón y 
Dimitri Fridikson, se adhirió a las solicitudes del fi scal asignado y del Fiscal General del Estado el 
25 de abril de 2000793.

El 7 de junio de 2000, el juez Guido Melgarejo dictó sentencia condenando a Mario Silva a la 
pena privativa de libertad de cuatro años de prisión en la Penitenciaría Regional de Coronel 
Oviedo, que la tendría compurgada el 13 de julio de 2000. Asimismo, lo declaró civilmente 
responsable del delito. En las consideraciones del Juzgado para fundar la responsabilidad penal 
del condenado, se señala que “la tesis esgrimida por MARIO SILVA, de que fue víctima también 
de disparos que pudieron costarle la vida, en verdad pudo haber sido cierto, por la presencia 
en el lugar de los campesinos llamados ‘sin tierra’, que por la radicalizada postura que siempre 
asumen no se descarta que hayan podido también intentar agredir al encausado, sin embargo no 
se compadece de la realidad fáctica ni se tiene demostrado, que el disparo efectuado por MARIO 
SILVA haya sido solamente para intimidarlos, sino al contrario los indicios y las presunciones, que 
surgen de las actuaciones procesales, a través de las distintas pruebas (…) revelan a juicio de esta 
Magistratura, que ante la evidente provocación del (sic) que fue víctima MARIO SILVA, el mismo 
ante la circunstancia en que se hallaba respondió a dicha provocación, con disparos de arma en 
que portaba en aquel momento (sic), que se había dado en un solo acto y con la voluntad de 
repeler sin que se haya determinado a qué personas podrían haber impactado los proyectiles. 
Sin embargo, la portación del arma en el lugar, no justifi ca ni lo exime de responsabilidad 
obviamente su comportamiento (sic) ya que no se puede explicar que para realizar su trabajo de 
alambrador haya tenido consigo un arma tan potente como la Magnun 357”.

No obstante, el Juzgado consideró como circunstancias atenuantes “las condiciones personales 
del incoado, referente a la ausencia de antecedentes penales, [y] la actividad laboral que tenía 
en el momento de producirse el ilícito”. Así, el Juzgado determinó califi car la conducta bajo el 
artículo 105 del Código Penal de 1997 (homicidio), de acuerdo al principio de la norma más 
favorable al condenado, en concordancia con el artículo 65 (atenuantes).

En la misma resolución, absolvió de culpa y pena a Dimitri Fridikson y a Juan Sixto Rolón, en 
razón que “al no existir acusación de parte del Órgano requirente como es el Ministerio Público, 
por la orfandad de elementos probatorios que los vincule (sic) a los citados en el hecho punible 
(…) el Juzgado no tiene otra alternativa que acoger favorablemente, en estricta observancia del 
principio ´nemo iudex sine actore´, y por consecuencia lógica corresponde absolver de culpa y 
pena a los incoados”. Esta resolución no fue apelada por el Ministerio Público794.
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793 Dictamen N° 573 de 9 de noviembre de 1999; escrito de conclusiones de la defensa de Mario Silva; Dictamen UTN 48 de 23 de marzo de 
2000; Dictamen N° 412 de 13 de abril de 2000; escrito de conclusiones de la defensa de Dimitri Fridikson y Juan Sixto Rolón (expediente 
“Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 
1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto 
Sanabria, fs. 293-296, 297-303, 308-309, 310-313 y 314).

794 SD N° 117 de 7 de junio de 2000 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson 
s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno 
de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 317-321).
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La resolución que condenó a Mario Silva y absolvió a otros dos procesados no fue notifi cada a 
los familiares de la víctima.

El 23 de junio de 2000, el Juzgado resolvió, a solicitud de la defensa de Mario Silva y con 
dictamen favorable del Ministerio Público, otorgar la libertad condicional al condenado en 
razón de haber cumplido las dos terceras partes de la condena impuesta y haber demostrado 
buena conducta durante su detención, acreditada por un informe del director de la Penitenciaría, 
en aplicación del artículo 51 de la Ley N° 1.160/97 Código Penal. El Juzgado dispuso como 
condición la comparecencia del condenado ante la secretaria del Juzgado por una sola vez, del 
1 al 5 de julio de 2000. Sin embargo, la condición no fue cumplida795.

REPARACIONES
Arcenio Vázquez Valdez fue enterrado en el cementerio de Santa María, en Carlos Pfanel, 
departamento de Caaguazú, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Mariano Luis Díaz 
fue enterrado en la que iba a ser la plaza del asentamiento Santa Carmen, pero de allí fue 
removido por disposición del Juez de Paz de J. Eulogio Estigarribia y trasladado al cementerio 
municipal de Caaguazú, en el departamento de Caaguazú, donde sus restos permanecen hasta 
ahora. Todos los gastos emergentes de la ejecución arbitraria de las víctimas, incluidos los gastos 
funerarios y judiciales, fueron cubiertos por sus familiares y por compañeros y compañeras de 
la organización.

Los familiares de Arcenio Vázquez Valdez y Mariano Luis Díaz no recibieron indemnización 
alguna en los términos del derecho internacional de los derechos humanos como medida de 
reparación. Tampoco recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de 
las circunstancias de su ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas.

En el distrito de Caaguazú existe un asentamiento y una escuela que lleva el nombre de Arcenio 
Vázquez, en su memoria y homenaje. Asimismo, un asentamiento recientemente habilitado en 
el distrito de San Joaquín, departamento de Caaguazú, lleva el nombre de Arcenio Vázquez. No 
obstante, estas designaciones fueron puestas por iniciativa de las organizaciones campesinas y, 
salvo la escuela, aún no cuentan con reconocimiento ofi cial a la fecha de este informe796.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los elementos probatorios reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene la 

convicción de que Arcenio Vázquez Valdez y Mariano Luis Díaz fueron víctimas de una 
ejecución arbitraria planifi cada y ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la 
tierra y como consecuencia de su militancia política en una organización campesina.

 Los elementos de convicción recolectados por la CODEHUPY, tanto testimoniales como los 
escasos elementos probatorios obrantes en el expediente judicial, llevan a concluir que el 
Ministerio Público cuenta con sufi cientes pruebas disponibles para procesar por este hecho 
a los miembros de la banda paramilitar que al tiempo de ocurrido el hecho habría estado 
operando al servicio de la fi rma Alfa Inmobiliaria S.A., en el sitio de la ocupación. 
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795 Dictamen UT N° 216 de 23 de junio de 2000; AI N° 3766 de 23 de junio de 2000 (expediente “Mario Silva, Juan Sixto Rolón, Isidro Báez, 
Roberto Pedro Knopfelmacher y Dimitri Fridson s/ Doble Homicidio en J. E. Estigarribia”, Año 1996, N° 143, folio 105, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile Gauto Sanabria, fs. 326 y 327).

796 Testimonios N° 0092 y 0093.
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 No obstante, la investigación judicial llevada adelante fue insufi ciente para determinar 
la identidad de los autores materiales, obligación que subsiste y corresponde de modo 
inexcusable a los organismos jurisdiccionales del Estado.

 A pesar de ello, surgen otros elementos de convicción que legitiman al Ministerio Público a 
investigar -y eventualmente solicitar el enjuiciamiento- de los directivos de la empresa Alfa 
Inmobiliaria S.A., y a los administradores de los bienes y representantes de dicha empresa 
en el establecimiento ganadero ocupado a la fecha de los hechos, ya que existen pruebas 
indiciarias que comprometen a estas personas en grado de instigación y complicidad en la 
ejecución arbitraria de las víctimas. La responsabilidad penal individual de estas personas 
debe ser debidamente esclarecida por los organismos jurisdiccionales del Estado, cosa que 
aún no ha sucedido.

Al hilo de la conclusión precedente, la CODEHUPY sostiene que el Ministerio Público contaba 
con sufi cientes elementos para investigar con mayor diligencia al general (SR) Roberto Pedro 
Knopfelmacher, por su presunta autoría moral del hecho; sin embargo, esta circunstancia no fue 
investigada en absoluto por los organismos jurisidiccionales del Estado. Al Ministerio Público 
le cabe investigar en mayor profundidad la responsabilidad penal del general quien, si bien 
no era accionista de la empresa Alfa Inmobiliaria S.A., tenía una notable intervención en los 
asuntos de administración y seguridad del establecimiento de acuerdo a las versiones recabadas 
por esta investigación; además, tenía muchos familiares en primer grado entre los accionistas 
y directivos, entre ellos María Isabel de Knopfelmacher y Liliana, Carlos Luis, Evelyn y Roberto 
Knopfelmacher Domínguez, de acuerdo a los documentos societales obrantes en el expediente 
de la causa. Asimismo, el domicilio legal de la empresa Alfa Inmobiliaria S.A. coincidía con el 
domicilio real del general (SR) Knopfelmacher en la época de los hechos, de acuerdo a lo que 
él mismo declarara en su indagatoria (General Santos N° 2577, en Asunción).

2. La CODEHUPY señala la circunstancia de que el Estado es institucionalmente responsable por 
la falta de medidas adecuadas adoptadas con la debida diligencia para prevenir y evitar la 
actuación de la banda parapolicial sostenida en el inmueble de la empresa Alfa Inmobiliaria 
S.A. Los actos delictivos de amedrentamiento que habría cometido esta banda, actuando 
impunemente ante la aquiescencia de los agentes públicos, habían sido anticipada y 
debidamente denunciados ante los organismos de seguridad y jurisdiccionales del Estado, tal 
como se reseñan en este relatorio. Sin embargo, ninguna medida de prevención fue adoptada 
para detener a esta banda.

3. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente 
por la impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de 
Arcenio Vázquez Valdez y Mariano Luis Díaz. La investigación judicial llevada adelante, fue 
notoriamente defi ciente en los términos requeridos por derecho internacional de los derechos 
humanos797.

 La CODEHUPY señala que la actuación de la abogada representante convencional de la 
querella promovida por los familiares de las víctimas fue inefi caz, y no contribuyó a aportar 
ningún elemento de convicción en apoyo de la denuncia presentada, dejando aún más 
desamparada a las víctimas cuyas pretensiones de justicia fueron burladas por su mala praxis 
profesional. No obstante, la mala calidad de la asistencia letrada de las víctimas, derivada de 
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su condición de pobreza que le impide contratar a buenos profesionales, no es una excusa 
que excluya la responsabilidad del Ministerio Público y del Poder Judicial en la investigación 
de ofi cio de las ejecuciones arbitrarias ni de otras violaciones de derechos humanos.

 El comportamiento del Ministerio Público en la prosecución de la investigación y el impulso 
del proceso destacó por su notorio desinterés. La investigación judicial omitió producir 
pruebas directas fundamentales para el esclarecimiento del ilícito investigado como la autopsia 
completa bajo supervisión de un médico forense acreditado de los cuerpos de las víctimas, 
así como la pericia balística de las heridas y de los proyectiles alojados en los cuerpos, a los 
efectos de establecer el calibre y origen del mismo. Destaca de un modo particular que no se 
haya solicitado de ofi cio un diagnóstico médico de Mariano Luis Díaz, fallecido en el Hospital 
Nacional de Itaugua, en cuya cabeza se encontraba alojada aún la bala que había acabado 
con su vida, y cuya pericia para determinar su calibre y origen hubiera sido una prueba 
fundamental.

 En este caso, destaca llamativamente que los organismos jurisdiccionales del Estado paraguayo 
carecen de un protocolo de investigación para la intervención, esclarecimiento y sanción de 
ejecuciones arbitrarias. La intervención judicial careció notoriamente de objeto y de líneas 
de investigación, y más bien se limitó a recibir las pruebas que con celeridad diligenció la 
defensa de los querellados.

 Tampoco fueron solicitadas pruebas básicas para una investigación de este tipo, como las 
pruebas periciales de parafi na en las manos de los detenidos durante la intervención policial 
preliminar y la solicitud de informes al Registro de Armas y Explosivos de la Dirección de 
Material Bélico, a los efectos de investigar la propiedad de las armas requisadas y quién las 
había proporcionado.

 La misma ausencia de una debida diligencia se observa respecto de la investigación a los 
posibles autores morales, quienes se mantienen en la más completa impunidad, debido a la 
futilidad de la investigación judicial llevada adelante. No hubo una investigación propiamente 
dicha respecto de la autoría moral de la ejecución arbitraria de las víctimas.

 Las graves violaciones al derecho a la tutela judicial efectiva en perjuicio de las víctimas 
encuentran un correlato en las violaciones al debido proceso y a la libertad personal sufridas 
por el único condenado del caso. Mario Silva fue detenido sin orden judicial, mediante 
una intervención policial carente de control jurisdiccional, y fue obligado a declarar en sede 
policial sin el concurso de un abogado defensor, circunstancia que fue usada en su contra 
para fundar su aprehensión. Se lo mantuvo en prisión preventiva durante 3 años y 11 meses, 
tiempo que resulta desde todo punto de vista irrazonable y excesivo.

 Además, es sugestivo que Mario Silva haya sido condenado en base a presunciones de su 
culpabilidad avalada por elementos de convicción poco consistentes y violatorios del principio 
de la inocencia presunta, como fueron las diligencias judiciales practicadas en su contra sin 
el concurso de un abogado defensor en las primeras diligencias sumariales realizadas por 
la Policía Nacional y el Juzgado de Paz de J. Eulogio Estigarribia y su propia declaración 
indagatoria tomada como autoinculpación. No existen pruebas directas que involucren a 
Mario Silva en el hecho, y eso se destaca en la errática declaración de su responsabilidad 
penal en el hecho que formula el Juez en la sentencia condenatoria.

 Independientemente de la posible participación de Mario Silva en la ejecución de los 
dirigentes campesinos, la CODEHUPY señala que el quantum de prueba requerido para quantum de prueba requerido para quantum
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fundar una condena penal debe ser notoriamente superior y más consistente que el que fue 
recabado en la causa que investigó la ejecución de Arcenio Vázquez Valdez y Mariano Luis 
Díaz. En atención a estas consideraciones, y teniendo en cuenta los elementos recopilados 
por la CODEHUPY y analizados en el expediente de la causa, cabe señalar que Mario Silva 
fue condenado sin pruebas directas que demuestren su responsabilidad, las que no fueron 
producidas debido a una notable falta de diligencia del Ministerio Público. En atención a este 
hecho, la CODEHUPY no da ninguna credibilidad a la hipótesis que Mario Silva es el único 
autor material de la ejecución de los dos dirigentes campesinos.

 Respecto a la obligación de investigar, cabe señalar que la causa sigue abierta en relación 
a Isidoro Báez, contra quien no se dictó declaración de rebeldía ni se dispuso su captura. 
La extremada dilación de la causa, abierta desde hace 10 años a la fecha de este informe, 
determina que en este caso se constate un retardo injustifi cado de los recursos judiciales 
internos798. A esta irregularidad, se suma el hecho que las resoluciones judiciales que dieron 
fi n al procedimiento respecto de los procesados nunca fueron notifi cadas a los familiares de 
las víctimas, lo que genera como consecuencia la indefensión y falta de protección judicial de 
los mismos, ya que quedan sin recibir la información que le es debida sobre los resultados de 
las investigaciones ofi ciales llevadas adelante y no pueden interponer los recursos judiciales a 
que tienen derecho.

 Estas omisiones en el deber de investigar, preservar la prueba y sancionar, llevan a la 
CODEHUPY a sostener que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
falta de una investigación adecuada y una sanción correspondiente a los autores del hecho.

4. Si bien la designación de dos asentamientos y una escuela con el nombre de una de las 
víctimas del presente caso es una medida de reparación adecuada de acuerdo al derecho 
internacional de los derechos humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a las 
víctimas y evitar que los hechos vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente 
para la reparación integral del daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares799. 
En tal sentido, la CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es 
internacionalmente responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de 
reparar integralmente a los familiares de Arcenio Vázquez Valdez y Mariano Luis Díaz, la que 
debería incluir por lo menos medidas de satisfacción y una indemnización compensatoria 
adecuada que mitigue los efectos económicos que se abatieron sobre sus familias tras el 
atentado.

5. Estas circunstancias de falta de medidas adecuadas para prevenir, la impunidad y la falta de 
reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es responsable 
internacionalmente por la ejecución arbitraria de Arcenio Vázquez Valdez y de Mariano Luis 
Díaz, de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad en el derecho internacional de los 
derechos humanos. Dicha ejecución fue realizada en el contexto de la actuación de parapoliciales 
que de acuerdo a los datos obtenidos, eran armados y sostenidos por latifundistas que se 
amparan en la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar 
dichas ejecuciones. La falta de diligencia debida para esclarecer la responsabilidad individual 
en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, como fue constatado en el presente caso, 
otorga un apreciable nivel de aquiescencia a dichos grupos.

798 Ver Capítulo III, sección 3.
799 Ver Capítulo III, sección 4.
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DEPARTAMENTO DE CAAGUAZÚ / JULIANA FLEITAS RAMÍREZ

JULIANA FLEITAS RAMÍREZ
☼ en estado de gestación

† 23 de septiembre de 1998

Juliana Fleitas Ramírez era hija de Sotelo Fleitas (47 años, a la fecha de este informe) y Antonia 
Ramírez Escalante (27 años, a la fecha de este informe). Aún no había nacido, y estaba en el 
octavo mes de gestación cuando fue víctima de una ejecución arbitraria800.

En busca de tierra propia, los padres de Juliana Fleitas Ramírez se habían unido a una comisión 
vecinal de sin tierras que integraba la Federación Nacional Campesina (FNC). Esta comisión, 
protagonizó una larga lucha para afectar a la reforma agraria un inmueble de 1.111 hectáreas 
ubicado en Ypekua, compañía Chacore, distrito de Repatriación, en el departamento de 
Caaguazú, que fi guraba a nombre de un ex funcionario del Instituto de Bienestar Rural (IBR) de 
nombre Julio Leiva Azuaga. En esa comisión, Sotelo Fleitas y Antonia Ramírez eran asociados y 
miembros de base801.

Los campesinos denunciaban que Julio Leiva, prevalido de su condición de funcionario en el IBR, 
se había apropiado ilegítimamente de las tierras en época de la dictadura de Stroessner, cuando 
se habilitó la colonia y repartieron lotes a ex combatientes de la Guerra del Chaco (1932-1935), 
y que esto había sido determinado mediante un estudio del IBR. En los primeros meses de 1995, 
unos 300 campesinos realizaron la primera ocupación del inmueble de Leiva, pero lo abandonaron 
en julio de ese mismo año. El 11 de agosto de 1995 unos 35 campesinos volvieron a ingresar 
a la ocupación, pero tres meses después, el 31 de noviembre de 1995 fueron violentamente 
desalojados por la Policía, aunque no hubo detenciones en esa oportunidad. Los campesinos 
volvieron a ocupar la propiedad del funcionario del IBR el 9 de enero de 1996, pero el 19 de 
abril de ese mismo año se ejecutó otro desalojo por la fuerza, practicado por la Policía Ecológica 
y Rural, y detuvieron a 13 ocupantes con una orden judicial (Braulio Iriarte, Isidoro Gaona, Pablo 
Rodríguez, Francisco Ojeda Caballero, Ramón Ortigoza, Teodolfo Alvarenga, Mariano Prieto, 
Baldomero Alcaraz, Crisanto Florentín Gómez, Mariano Iriarte Martínez, Crispín Romero, Ramón 
Chávez y Eusebio Núñez). El resto de los ocupantes estableció un campamento al costado del 
terreno, del que volvieron a ser desalojados por la Policía el 23 de abril de ese año.

800 Testimonios N° 0094, 0095 y 0096.
801 Idem.
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Después de haber abandonado la ocupación por casi un año y tras tramitar la libertad de los 
detenidos que permanecieron durante todo ese tiempo privados de libertad en la Penitenciaría 
Regional de Coronel Oviedo, los campesinos volvieron a ocupar el predio el 11 de marzo de 
1997. No obstante, el 19 de abril de 1997 volvieron a ser desalojados por la Policía y civiles 
armados presuntamente contratados por Leiva, a la vez que se detuvo a dos ocupantes. En mayo 
de 1997, la Federación Nacional Campesina solicitó al presidente del Poder Legislativo, Miguel 
Abdón Saguier, su intermediación para solucionar el confl icto y evitar un enfrentamiento entre 
los campesinos ocupantes y los policías y civiles armados que custodiaban el predio. Asimismo, 
denunciaron que Leiva había iniciado la deforestación masiva del inmueble y su ocupación con 
200 personas pertenecientes a la secta Pueblo de Dios, que fueron contratadas para justifi car la 
racionalidad de la explotación del lugar.

En enero de 1998 unas 31 familias volvieron a la ocupación, y el grupo rápidamente fue creciendo 
hasta llegar a 100 el número de campesinos ocupantes. Pero el 24 de julio de 1998 volvieron a 
ser desalojados por la Policía, que destruyó las viviendas, cultivos y enseres domésticos. Tras el 
desalojo, unas 27 mujeres de la ocupación con todos sus hijos fueron alzadas en un camión y 
dejadas en una comunidad cercana denominada Arroyito. Al día siguiente, las mujeres volvieron 
a ocupar el inmueble y a reconstruir sus viviendas. Después de 22 días de ocupación, la Policía 
llegó nuevamente y rodeó el lugar, pero sólo encontró a las mujeres ya que los hombres se 
habían escondido en los bosques aledaños. En esa ocasión, no se procedió al desalojo. Al cabo 
de 8 días se efectuó un nuevo desalojo, pero una semana después los campesinos ya estaban 
nuevamente dentro de la ocupación.

El 23 de septiembre de 1998, a tempranas horas de la mañana, unos 300 efectivos de la 
Policía Ecológica y Rural realizaron un nuevo desalojo violento, oportunidad en que detuvieron 
a dos ocupantes, pocas horas después que los dirigentes estuvieran revisando el expediente 
administrativo del caso en el local del IBR en Asunción. Los campesinos desalojados se trasladaron 
y establecieron en un campamento en el local de una iglesia cercana, de donde la Policía intentó 
desalojarlos infructuosamente. No obstante, en esa ocasión aprehendieron a cinco integrantes 
de la ocupación y unos 22 días después lograron apresar al presidente de la comisión vecinal, 
Higinio Lezme.

Varios días después, las mujeres y los niños volvieron a la ocupación, porque la situación 
era insostenible en el campamento de la Iglesia. En la reocupación del predio se produjo un 
incidente con la guardia policial y de civiles armados que se habían establecido en una caseta 
de guardia a la entrada del inmueble para impedir el ingreso de los campesinos. Al ver llegar 
sorpresivamente tanta cantidad de gente entre mujeres y niños, los guardias creyeron que 
estaban siendo atacados y salieron corriendo, abandonando la caseta con todos sus equipos y 
armamentos. Las campesinas tomaron el armamento y lo dejaron en la Iglesia donde habían 
establecido su campamento provisorio, para poder entregarlo en un acto público al Juez de 
Paz de Repatriación con la presencia de la prensa y del sacerdote local. No obstante, la Policía 
Nacional dio una rápida versión ofi cial que ganó pronto trascendido en la prensa, según la cual 
la guardia de agentes de la Agrupación de la Policía Ecológica y Rural había sido atacada por 
un grupo de campesinos, quienes despojaron de sus armas a los policías tras el enfrentamiento, 
estableciendo un “arsenal” en la capilla donde almacenaban sus armas de guerra y municiones. 
Todas las armas fueron recuperadas, pero el Juez de Paz de Repatriación, Alfredo Romero Gómez, 
ordenó el procesamiento y la detención de las personas que supuestamente estaban involucradas 
en el delito contra la policía, procediéndose a la captura de los campesinos y campesinas, tras 
un intenso operativo de control establecido por la Policía. Por este hecho, fueron procesados 
23 mujeres y 14 varones del asentamiento, bajo los cargos de asalto, robo a mano armada, 
homicidio frustrado y lesión corporal802.
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Sin embargo, desde esa última ocupación los campesinos no volvieron a abandonar más el 
inmueble ni se produjo otro desalojo. El IBR inició las negociaciones con el propietario para 
su adquisición y destino a los fi nes de la reforma agraria. No obstante, hasta la fecha de este 
informe, la compra del inmueble no se ha podido efectuar porque el IBR y el propietario no 
arriban a un acuerdo respecto del precio, y la ocupación sigue siendo precaria.

Los campesinos detenidos fueron siendo liberados paulatinamente, tras sucesivas medidas y 
acciones de presión que protagonizaron los campesinos. Desde el 21 de diciembre de 1998 
los campesinos ocuparon por tiempo indefi nido el local del Juzgado de Primera Instancia de 
Caaguazú, y otro grupo estableció un campamento al costado de la ruta N° 7 durante 6 días, 
durante los cuales cerraron la ruta por 24 horas, para presionar por la liberación de 7 detenidos 
que permanecían privados de libertad por el confl icto. Los últimos detenidos del caso fueron 
liberados el 30 de abril de 1999803.

El asentamiento aún no fue legalizado, y continúa desde hace 10 años el trámite administrativo 
para su adquisición y afectación a los fi nes de la reforma agraria. El asentamiento se tramita como 
una ampliación de la colonia Chacore, y comprende una superfi cie total de 1.111 hectáreas, 
que comprende las fi ncas 5.065 y 1.116, tituladas a favor de Julio Leiva Azuaga, y la fi nca 
6.777 titulada por el IBR a nombre de Fernando López Leiva, un sobrino de Leiva (expediente 
administrativo Nº 911/96, caratulado “Federación Campesina (Chacoré – Caaguazú) Ampliación 
y sus glosados, del lugar denominado Juliana Fleitas”).

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Antonia Ramírez y Sotelo Fleitas participaban activamente de la ocupación de las tierras de 
Ypekua, supuesta propiedad de Julio Leiva Azuaga. En dicho lugar tenían su casa y cultivos, 
mientras gestionaban con la organización la adjudicación legal de las tierras demandadas804.

Aproximadamente a las 07:00 horas de la mañana del 23 de septiembre de 1998, Antonia 
Ramírez y Sotelo Fleitas se encontraban en su casa de la ocupación tomando mate, cuando llegó al 
lugar una considerable fuerza policial de aproximadamente unos 300 efectivos de la Agrupación 
de la Policía Ecológica y Rural (APER). La fuerza policial estaba a cargo del comandante de 
la APER, el comisario DEJAP Juan de Rosa Mendoza, quien a su vez iba acompañado del jefe 
de la Sección Rural de la APER, el comisario DEJAP Braulio Morán, el jefe de la Sección de 
Inteligencia de la APER, el subcomisario OS Emilio López, y del asesor jurídico el ofi cial inspector 
abogado Francisco Alvarenga. Los policías portaban una orden judicial de desalojo emanada del 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo, a cargo de Carlile 
Gauto Sanabria805. Apenas llegada la fuerza policial, se desplegó en el sitio e inició el ataque al 
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802 Ver el expediente “Braulio González, Ramón Francisco Mendoza Velázquez, Ramón Roberto Acosta, Pedro Rodríguez, Nery Ramón 
Quiñónez Martínez, Mariana Martínez de Quiñónez, Del Rosario Santacruz Ortiz, Alicia Barrios, Germana Sánchez Ojeda, Isidra Falcón 
Vega, Eulalia Ayala, Lorenza Aranda, Florentina Franco, Elizabeth Ríos, Asunción Torres, Liduvina Cáceres, Edita Brítez, Mónica 
Sánchez, Zunilda Sánchez, Daniela Dávalos, Isabel López, Ignacia López, Ignacia Sánchez, Blanca Estela Carrera, Lorenza Alcaraz, 
Tomasa Pereira, Lucía Prodhone, Teresita Dejesús Fleitas, Ramona Sánchez, Cornelio Aranda, Higinio Lezme, Francisco Vargas, Benito 
González, Crecencio Aranda, Eleuterio Florentín, Óscar Ramón Torales, Pedro Benito Gómez Bordón y Gustavo Benítez s/ Asalto y Robo 
a mano armada, homicidio frustrado y lesión corporal en Repatriación”, Año 1998, N° 458, folio 24, ante el Juzgado de Primera Instancia 
en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar.

803 Testimonios N° 0094, 0095 y 0096. Riquelme (2003:110-111). Informativo Campesino Nº 91/1996, 104/1997, 105/1997, 120/1998, 
121/1998, 123/1998, 127/1999, 128/1999 y 133/1999.

804 Testimonios N° 0094, 0095 y 0096. Parte Policial de fecha 30 de septiembre de 1998 remitido por el ofi cial inspector OS Jorge Aníbal Aguilera, jefe 
de la Comisaría N° 7 de Repatriación; Acta de procedimiento (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho de Aborto en Repatriación”, Año 1998, 
N° 457, folio 24, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar, fs. 2 y 3).

805 Ofi cio N° 1.206 de 14 de septiembre de 1998 (expediente “Juan Concepción Sánchez y otros s/ asociación ilícita para delinquir y otros 
en Repatriación”, ante Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Coronel Oviedo).
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asentamiento para efectivizar el desahucio. Los campesinos se dieron las voces de alarma entre 
sí, y corrieron todos a guarecerse en una vivienda, en donde fueron rápidamente rodeados por 
los agentes y golpeados con brutalidad806.

En ese mismo lugar los policías arrestaron a dos ocupantes, Sotelo Fleitas y Juan Núñez Argüello, 
quienes no pudieron llegar a esconderse en el monte y fueron llevados detenidos. Antonia 
Ramírez, al ver que su marido era llevado por los policías hacia el monte, salió corriendo tras él, 
asustada por lo que podría llegar a sucederle y con la intención de defenderlo. Cuando alcanzó 
a los policías que estaban llevando a su marido, ya cerca de un bosque, uno de los agentes 
le ordenó que se quedara o si no la mataría. Como Antonia Ramírez persistió en acompañar 
a su marido a pesar de la amenaza, los policías ofuscados le dijeron “¡Cuántos hombres hay 
y vos seguís a este hombre… por inútil ya te tiene así!”, y allí empezaron pegarla entre todos 
hasta que cayó al suelo donde le siguieron dando patadas hasta dejarla semiinconsciente y 
ensangrentada807.

Los detenidos fueron llevados hasta la casa de un capataz del inmueble de Leiva en donde fueron 
torturados y golpeados por los policías. Ese mismo día fueron derivados como detenidos a la 
comisaría de Caaguazú y de ahí trasladados al día siguiente a la Penitenciaría Regional de Coronel 
Oviedo. La Policía Nacional destruyó las viviendas, cultivos, animales y enseres domésticos de los 
campesinos tras el desalojo808.

Antonia Ramírez empezó a sentir intensos dolores y a sufrir de un considerable sangrado 
después de la golpiza. Fue trasladada en la misma camioneta en la que llevaron a los detenidos 
y dejada en el Hospital Regional del Instituto de Previsión Social (IPS) en Caaguazú. En ese lugar 
fue ingresada a las 11:30 de la mañana de ese día y recibió atención médica. De acuerdo al 
diagnóstico que expidiera el director del Hospital, el doctor Julio César Reyes, el diagnóstico de 
ingreso fue:

“F.U.M. 07-12-97.- Gesta 3 – Cesárea 1.
F.V.C. -2 años P.A. 90/60
Embarazo de término por F.U.M.
Presentación Alta L F 1477 x D V 2/35.
Al tacto dilatación, bolsa íntegra.
Tratamiento: spasmospar 1 amp. i.m.
Se remite al Centro de Salud local para su cesárea, atendida por la Licenciada de 
guardia”8098098 .

En el Centro de Salud de Caaguazú se expidió el siguiente certifi cado:

“en fecha 26 de septiembre de 1998 siendo aproximadamente las 11:00 hs. ingresa al servicio 
la señora Antonia [Ramírez] Escalante de 22 años de edad procedente según refi ere de Ypecua, 
acompañada por terceros por un cuadro de Hemorragia Vaginal Profusa con Anemia grave y 
Shock incipiente.
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806 Idem.
807 Idem.
808 Idem.
809 Diagnóstico Médico expedido por el doctor Julio César Reyes, director de la Unidad Sanitaria de Caaguazú del Instituto de Previsión 

Social, de fecha 30 de septiembre de 1998 (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho de Aborto en Repatriación”, Año 1998, N° 457, 
folio 24, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar, fs. 6).
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EL EXAMEN MÉDICO REVELA
1. Embarazo de término con probable rotura uterina y feto muerto.
2. Hemorragia aguda.
3. Anemia aguda.
4. Shock incipiente.

Por el cuadro grave que presentaba el Médico de guardia Doctor Héctor Andrés Fernández 
decide una LAPAROTOMÍA de urgencia constatándose en el acto quirúrgico:

a. Rotura uterina con comprometimiento vaginal.
b. Feto muerto sexo femenino.
c. Anemia grave.
d. Shock incipiente.

Actualmente la paciente se encuentra en estado muy delicado con problema económico, razón 
por la cual no puede hacer un buen tratamiento, necesitando urgentemente como mínimo 4 
(cuatro) volúmenes de sangre para la transfusión”810(cuatro) volúmenes de sangre para la transfusión”810(cuatro) volúmenes de sangre para la transfusión” .

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
El 6 de octubre de 1998, el Juzgado de Paz de Repatriación a cargo de Alfredo Ramos Gómez, 
ordenó de ofi cio la instrucción de sumario en averiguación de un supuesto hecho de aborto 
ocurrido “aproximadamente en fecha 23 de septiembre [de 1998] (…) en la Col. Chacoré Ypekua 
de éste distrito”. En esa misma fecha solicitó un informe a la Comisaría N° 7 de Repatriación 
sobre la “actuación policial realiza en Col. Chacoré Ypekua y el estado de salud de la señora 
Antonia Ramírez Escalante” y ordenó la comparecencia de la víctima a los efectos de tomarle la 
declaración informativa. Sin embargo, no se notifi có a la víctima de la audiencia fi jada811.

El 7 de octubre de 1998 la Policía Nacional presentó un parte policial y el acta de procedimiento 
de lo actuado en el desalojo. En la parte medular, el acta señala:

“[El 23 de septiembre de 1998], siendo aproximadamente las cero siete horas, personal 
de la Agrupación Ecológica y Rural, a cargo del Sr. Jefe de Cuerpo Crio. DEJAP Juan 
de Rosa Mendoza, acompañados por el Jefe de la Sección Rural Crio. DEJAP Braulio 
Morán, Jefe de la Sección de Inteligencia Sub-Crio. OS Emilio López, asesor jurídico 
de dicha Agrupación Ofi c. Insp. Abogado Francisco Alvarenga, nos constituimos en la 
fi nca número cinco, cero, seis, cinco (5.065) del distrito de Repatriación propiedad 
de Julio Leiva Azuaga (…) Una vez en el lugar personal de esta Agrupación procedió 
a la detención de los siguientes, quienes dicen llamarse: 1.- Juan Núñez Argüello (…) 
2.- Sotelo Fleitas (…), ambos oriundos del lugar y ocupantes ilegales de la fi nca en 
mención, comunicándosele el motivo de la misma y los derechos que le asisten, según 
el art. doce de la Constitución Nacional. Seguidamente a las mujeres ocupantes del 
lugar, se dio lectura del contenido del ofi cio número (1206), quienes se resistieron para 
el levantamiento de sus respectivas huellas dactilares para su posterior identifi cación, 
momento en que fue utilizado la fuerza (sic) para el cumplimiento del ofi cio, lográndose 
tomar huellas dactilares de las siguientes: Alicia Barrios, Germana Sánchez Ojeda, 
Isidora Falcón Vega, Eulalia Ayala, Lorenza Aranda, Clementina Franco, Elizabeth Ríos, 
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810 Diagnóstico Médico expedido por el doctor Nelson Bogado Sánchez, director de la Centro de Salud de Caaguazú, de fecha 28 de 
septiembre de 1998 (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho de Aborto en Repatriación”, Año 1998, N° 457, folio 24, ante el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar, fs. 5).

811 AI N° 111 de 6 de octubre de 1998 (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho de Aborto en Repatriación”, Año 1998, N° 457, folio 24, 
ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar, fs. 1).
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Asunción Torres, Liduvina Cáceres, Edita Brítez, Mónica Fleitas, Zunilda Sánchez, Daniela 
Dávalos, Isabel López, Tomasa Pereira, Lucía Prodhome Caballero, cuyo resultado del 
estudio dactiloscópico será elevado a ese Juzgado. Siendo las cero nueve horas una 
mujer en avanzado estado de embarazo quien dice llamarse Antonia Ramírez 
Escalante, paraguaya, mayor de edad, ocupante ilegal del inmueble, manifestó 
sentir síntomas de dar a luz, por lo que fue auxiliada y trasladada hasta el 
Instituto de Previsión Social de Caaguazú, quedándose internada en estado de 
observación, acompañada de un familiar de la misma, Teresita Dejesús Fleitas,
(…) Acto seguido las personas identifi cadas más arriba, procedieron a retirar sus 
enseres y pertenencias abandonando el inmueble de forma pacífi ca. Seguidamente 
se procedió al desmantelamiento de cuarenta y dos ranchos precarios por personal 
contratado por el propietario del inmueble para el efecto. Siendo las once horas y 
treinta minutos se procedió a la entrega del inmueble al propietario totalmente libre 
de ocupantes. Los detenidos fueron trasladados hasta la comisaría de Caaguazú, para 
su posterior remisión a la Penitenciaría Regional”812.

Asimismo, el Juzgado de Paz dispuso durante la instrucción del sumario la agregación de las 
constancias médicas expedidas a Antonia Ramírez Escalante813.

El 23 de octubre de 1998 el Juzgado de Paz resolvió remitir la causa al Juzgado de Primera 
Instancia en lo Criminal de Caaguazú, a cargo del juez Orlando Escobar. El 27 de octubre el 
Juzgado dispuso la recepción de la causa, su anotación en el libro de mesa de entrada y la 
intervención del Ministerio Público814.

A solicitud de la agente fi scal interviniente Laura Beatriz Ocampo, se fi jó fecha de audiencia 
para la recepción de la declaración informativa de Antonia Ramírez Escalante. Sin embargo, esa 
decisión jamás fue notifi cada a la madre de la víctima, ni tampoco volvió a ser requerida por el 
Ministerio Público815. Ningún otro acto de investigación fue realizado.

El 30 de julio de 2001, el Juzgado en lo Penal de Liquidación y Sentencia de Caaguazú, a cargo de 
Julio Solaeche, decretó el archivamiento del expediente por no tener imputados individualizados, 
en el contexto del sistema de depuración de causas penales (art. 7 de la Ley N° 1444/99). Dicha 
decisión no fue apelada por el Ministerio Público. La resolución de archivo de la causa no fue 
notifi cada a los familiares de la víctima816.
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812 Parte Policial de fecha 30 de septiembre de 1998 remitido por el ofi cial inspector OS Jorge Aníbal Aguilera, jefe de la Comisaría N° 7 
de Repatriación; Acta de procedimiento (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho de Aborto en Repatriación”, Año 1998, N° 457, 
folio 24, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar, fs. 2 y 3). Resaltado no es del 
original.

813 Diagnóstico Médico expedido por el doctor Julio César Reyes, director de la Unidad Sanitaria de Caaguazú del Instituto de Previsión 
Social, de fecha 30 de septiembre de 1998; Diagnóstico Médico expedido por el doctor Nelson Bogado Sánchez, director de la Centro de 
Salud de Caaguazú, de fecha 28 de septiembre de 1998 (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho de Aborto en Repatriación”, Año 
1998, N° 457, folio 24, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar, fs. 5 y 6).

814 Providencias de 23 y 27 de octubre de 1998 (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho de Aborto en Repatriación”, Año 1998, N° 457, 
folio 24, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar, fs. 6).

815 Dictamen N° 784 de 19 de noviembre de 1998; providencia de 9 de diciembre de 1998 (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho 
de Aborto en Repatriación”, Año 1998, N° 457, folio 24, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de 
Orlando Escobar, fs. 7).

816 AI N° 2328 de 30 de julio de 2001 (expediente “Personas Innominadas s/ Hecho de Aborto en Repatriación”, Año 1998, N° 457, folio 24, 
ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caaguazú a cargo de Orlando Escobar, fs. 8).
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REPARACIONES
Juliana Fleitas Ramírez fue enterrada en un principio en el cementerio municipal de Caaguazú, 
en el departamento de Caaguazú. Posteriormente, sus familiares gestionaron su traslado hasta 
las tierras del asentamiento que conquistaron con su lucha, en donde hasta ahora reposan sus 
restos. Todos los gastos emergentes de su ejecución arbitraria, incluidos los gastos que demandó 
la atención médica de la madre, fueron asumidos por su familia y la FNC.

Como consecuencia directa de la agresión sufrida por los policías que la golpearon con brutalidad, 
la señora Antonia Ramírez, madre de Juliana, quedó incapacitada para poder volver a tener otro 
embarazo.

Los familiares de Juliana Fleitas Ramírez no recibieron indemnización alguna en los términos 
del derecho internacional de los derechos humanos. Nunca recibió la familia disculpas públicas 
ni un informe ofi cial respecto a la ejecución arbitraria de la víctima, ni de los resultados de las 
investigaciones llevadas adelante.

El asentamiento campesino conquistado por la organización en la que militan los padres de 
la víctima fue denominado Juliana Fleitas en su homenaje y recordación. Dicha designación 
fue resuelta por la propia organización, y aún carece de reconocimiento por las autoridades 
públicas817.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, 

la CODEHUPY tiene la convicción de que Juliana Fleitas Ramírez fue víctima de una ejecución 
arbitraria perpetrada por la Policía Nacional, en el contexto de la represión a organizaciones 
campesinas que demandaban acceder a la tierra en el contexto de la reforma agraria, 
mediante una estrategia de presión y desobediencia civil a través de la ocupación de un 
inmueble. En tal sentido, la ejecución arbitraria de Juliana Fleitas Ramírez es consecuencia de 
la pertenencia y militancia en una organización de trabajadores rurales sin tierra de su madre 
y padre.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
estas facultades no pueden ser ejercidas arbitrariamente y con total desprecio a la dignidad 
humana, como la CODEHUPY lamenta constatar en este caso.

 La CODEHUPY conluye que el uso de la fuerza utilizada por la Policía Nacional en la agresión 
de la que fuera víctima Antonia Ramírez, que derivara a su vez en la ejecución arbitraria 
de su hija en estado de gestación Juliana Fleitas Ramírez, en el desalojo realizado en las 
tierras detentadas por Julio Leiva Azuaga en la zona de Ypekua, distrito de Repatración, el 
23 de septiembre de 1998, fue innecesario, desproporcionado y, por lo tanto, ilegítimo. Esta 
conclusión se funda en el hecho evidente que, de acuerdo a la información recolectada, ni 
la víctima ni su madre pudieron haber puesto en peligro la vida de algún agente de policía u 
otra persona mediante actos de violencia, de manera que se justifi cara el uso de la desmedida 
y brutal violencia que se aplicó a la madre y, consiguientemente a la víctima.

 Concurren en fundamentar esta conclusión el hecho que la asistencia médica inmediatamente 
posterior a la agresión perpetrada por la Policía Nacional fue notoriamente defi ciente, tardía 
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y caracterizada por una total desidia, como asimismo el comportamiento de los agentes de 
la Policía Nacional inmediatamente posterior al desalojo y detención de los ocupantes, que 
evidencia un comportamiento de notoria intencionalidad criminal.

 Al no existir un reconocimiento ofi cial por parte de la Policía Nacional de la agresión 
perpetrada, y una investigación ofi cial que demuestre la necesidad del uso de la fuerza, la 
CODEHUPY no puede otorga credibilidad a los testimonios recolectados en esta investigación, 
coincidentes con otras pruebas documentales obrantes en el expediente judicial del caso, que 
refi eren que el ataque policial fue totalmente innecesario y desproporcionado.

 Cabe señalar dos aspectos que confl uyen en la caracterización de este caso. En primer lugar, 
la CODEHUPY sostiene que la agresión sufrida por la madre de la víctima fue ataque basado 
en su sexo, cuya consecuencia derivó en su incapacidad reproductiva subsiguiente, lo que 
fundamenta la sospecha de un móvil discriminatorio por razón de sexo en la conducta criminal. 
En segundo lugar, la víctima directa de la ejecución arbitraria era una niña, de acuerdo a las 
normas legales vigentes en Paraguay al momento del hecho, circunstancia que la hacía sujeto 
de derechos de protección especial por parte del Estado que no fueron respetados.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de Juliana 
Fleitas Ramírez, la investigación ofi cial fue insufi ciente para identifi car a los agentes de policía 
que fueron los autores materiales de la ejecución arbitraria de la víctima, obligación que 
subsiste y corresponde a los organismos jurisdiccionales del Estado, en particular al Ministerio 
Público. 

 No obstante, para la CODEHUPY resulta indudable el Ministerio Público cuenta con sufi cientes 
elementos incriminatorios que justifi caban la investigación y eventual enjuiciamiento del 
comisario DEJAP Juan de Rosa Mendoza, jefe policial al mando de los efectivos al momento 
de ocurrir los hechos, por su presunta responsabilidad penal en la ejecución arbitraria de la 
víctima, por haber autorizado y tolerado que sus subordinados utilizasen ilegítimamente la 
fuerza, y por no haber adoptado las medidas necesarias que razonablemente estaban a su 
alcance y potestad para regular la necesidad y proporcionalidad del uso de la fuerza.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los responsables de la ejecución de Juliana Fleitas Ramírez. La 
investigación judicial llevada adelante, si cabe llamar investigación al expediente abierto en 
averiguación de la ejecución arbitraria de Juliana Fleitas Ramírez, fue notoriamente defi ciente 
en los términos requeridos por derecho internacional de los derechos humanos818.

 El Ministerio Público intervino una sola vez para solicitar que sea llamada a declarar la 
madre de la víctima, diligencia que fue proveída por el Juzgado, pero nunca notifi cada a 
la declarante, por lo que devino totalmente fútil. Nada más fue requerido por el fi scal, ni 
diligenciado de ofi cio por el Juzgado.

 La activa complicidad institucional de la Policía Nacional en el encubrimiento de los 
responsables individuales, lleva a concluir que esta institución mantuvo una conducta cercana 
a la colaboración directa con el ilícito cometido. El comportamiento del Ministerio Público 
y del juez de la causa en este caso demuestra no sólo la notoria carencia de un protocolo 
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para investigar y sancionar casos de ejecuciones arbitrarias sino una general actitud de 
complacencia frente a estas violaciones a los derechos humanos.

 La causa fue archivada apelando a la inactividad del Ministerio Público y al sistema de 
depuración de causas penales tramitadas bajo el Código de Procedimientos Penales de 1890. 
A esta irregularidad, se suma el hecho que la decisión judicial que decretó el archivo de la 
causa nunca fue notifi cada a los familiares de la víctima, lo que genera como consecuencia 
la indefensión y falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la 
información que le es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas 
adelante y no pueden interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

 La extremada dilación y lentitud del procedimiento judicial incoado para investigar los hechos, 
cuya duración ya alcanza los 8 años a la fecha de este informe, sin arrojar resultado alguno 
y con el expediente archivado, confi gura un retardo injustifi cado de los recursos judiciales 
internos819.

3. Si bien la designación del asentamiento conquistado por la lucha campesina en la que falleciera 
Juliana Fleitas con su nombre es una medida de reparación adecuada de acuerdo al derecho 
internacional de los derechos humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a las 
víctimas y evitar que los hechos vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente 
para la reparación integral del daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares820.

 La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Juliana Fleitas Ramírez, la que debería incluir por lo menos medidas de 
satisfacción, un formal pedido de perdón a la familia y una indemnización compensatoria 
adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Juliana Fleitas Ramírez.
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CRISTÓBAL ESPÍNOLA CARDOZO
☼ 16 de noviembre de 1963

† 7 de abril de 1999

Cristóbal Espínola Cardozo (CI N° 1.204.263) nació el 16 de noviembre de 1963 en Valenzuela, 
departamento de la Cordillera, hijo de Teresa Cardozo (ya fallecida) y Bonifacio Espínola. Tenía 
35 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Vivía en un lote de tierra ocupado 
en proceso de legalización, en el asentamiento Ocampos kue – Mbarigui 14, actualmente 
asentamiento “Cristóbal Espínola”, en el distrito de Raúl Arsenio Oviedo, departamento de 
Caaguazú, en donde trabajaba exclusivamente como agricultor. En ese lugar tenía su vivienda, y 
vivía con su esposa Dominga López de Espínola, con quien tuvo cinco hijos: Darío Rubén (nacido 
el 3 de mayo de 1987), Yoni Diosnel (nacido el 8 de mayo de 1986), Edgar (nacido el 16 de 
julio de 1994), Luis (nacido el 4 de julio de 1995), y Nery Espínola López (nacido el 5 de julio 
de 1997). Cristóbal Espínola Cardozo había estudiado hasta el 6° grado de la escuela primaria y 
no había tenido otros estudios. Hablaba solamente el guaraní como lengua materna821.

En busca de tierra propia, Cristóbal Espínola Cardozo se había unido a la Asociación Campesina 
de Raúl Arsenio Oviedo, desde 1986. Esta organización estaba a su vez vinculada a Asociación 
Regional de Productores Agrícolas de Caaguazú (ARPAC), miembro de la Federación Nacional 
Campesina (FNC). La asociación agrupaba a unas 100 familias que venían reclamando al 
Instituto de Bienestar Rural (IBR) la compra de unas 2.063 hectáreas de tierra de un latifundio 
mayor de 18.641 hectáreas no explotadas que poseía la fi rma José Domingo Ocampos S.A. en 
el departamento. En esta asociación, Cristóbal Espínola había militado desde sus inicios, y llegó 
a ser miembro, tesorero y secretario de la comisión directiva.

Después de varios años de negociaciones, las tratativas fracasaron en 1989 por la negativa de la 
fi rma propietaria de vender las tierras al IBR. Sin embargo, los campesinos denunciaban que, por 
otro lado, la empresa había vendido unas 800 hectáreas de la misma fracción que se pretendía 
adquirir a la cooperativa mennonita Sommerfeld. En vista del fracaso de la negociación, el 
IBR solicitó al Poder Legislativo la expropiación del inmueble. El 16 de enero de 1990 fue 
promulgada por el Poder Ejecutivo la Ley N° 57/89 que declara de interés social y expropia 

821 Testimonios N° 0097 y 0098. Cédula de Identidad de Cristóbal Espínola Cardozo.
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a favor del Instituto de Bienestar Rural para su posterior adjudicación a los miembros de la 
Asociación Campesina de Raúl Arsenio Oviedo y de la Comunidad Indígena de Mbariguí 14 de 
los inmuebles anotados como Fincas N° 12.145, 12.146 y 12.147, con Padrones N° 10.725, 
10.723 y 10.724, respectivamente en la Dirección General de Registros Públicos a nombre de la 
Sociedad Civil Sommerfeld Comité, y del inmueble anotado como Finca N° 26, Padrón Nº 108, 
en la Dirección General de los Registros Público a nombre de la fi rma José Domingo Ocampos 
S.A., totalizando ambas propiedades una superfi cie total es de 2.063 hectáreas, 8.651 m² (art. 
1°). La ley, asimismo, facultaba al IBR a indemnizar a los propietarios de acuerdo a la legislación 
vigente y al loteamiento y ocupación de las fracciones expropiadas (arts. 2 y 3). Parte de las tierras 
habían sido transferidas por la fi rma José Domingo Ocampos S.A. a la cooperativa mennonita ya 
durante el tratamiento en el Poder Legislativo de la ley de expropiación.

No obstante la aprobación de la ley, las fi rmas propietarias interpusieron respectivas acciones de 
inconstitucionalidad, y obtuvieron como medidas cautelares durante la tramitación del juicio una 
prohibición de innovar en las tierras expropiadas. Sin embargo, en julio de 1990 los campesinos 
denunciaron que los dueños se encontraban talando árboles, desmontando e introduciendo 
mejoras en las tierras, con la complicidad de la policía y las autoridades judiciales locales, ante 
el desinterés del IBR.

Luego de esperar dos años a que la Corte Suprema de Justicia resolviera sobre la inconstitucionalidad, 
los campesinos resolvieron ocupar el terreno en junio de 1991. Sin embargo, al día siguiente, los 
50 ocupantes fueron desalojados del predio por efectivos de la Policía Especial de Operaciones 
(PEO) que portaban una orden de desalojo del Juez de Paz de Juan León Mallorquín, que según 
los campesinos era ilegal. En total, a lo largo del confl icto, los campesinos soportaron tres 
desalojos. Finalmente, la Corte Suprema de Justicia rechazó las acciones de inconstitucionalidad 
promovidas por las fi rmas propietarias.

A pesar de ello, las tierras del asentamiento aún no fueron legalizadas debido a las divergencias 
que existen entre el IBR y la fi rma ex propietaria respecto a la indemnización debida por la 
expropiación. El litigio por el pago de las tierras continúa en el Tribunal de Cuentas822.

Cristóbal Espínola Cardozo había participado de toda esta lucha, y tenía un lote de tierra en el 
asentamiento. A principios de 1999 las organizaciones campesinas nucleadas en la Federación 
Nacional Campesina (FNC) y en la Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 
(MCNOC), resolvieron iniciar acciones protesta a partir de la primera semana de enero para 
terminar con una gran manifestación sobre Asunción el 23 de marzo, en demanda de un paquete 
de reclamos en el que el punto central era la condonación de la deuda a los pequeños y medianos 
productores con las entidades públicas fi nancieras de la producción, entre ellas el Crédito Agrícola 
de Habilitación (CAH), el Banco Nacional de Fomento (BNF) y el Fondo de Desarrollo Campesino. 
Los campesinos sostenían que el sector de los pequeños productores agrícolas, especialmente el 
de los algodoneros, venía arrastrando una situación crítica desde 1993, año en que la producción 
algodonera sufrió su peor crisis de la que no se volvió a recuperar. A partir de ese momento, las 
deudas de los productores de algodón con las entidades fi nancieras fueron creciendo hasta llegar 
a una situación de insostenibilidad total a fi nes de 1998, que perjudicaba tanto a los productores 
que no podían afrontar sus obligaciones ni recibir más crédito, como a las propias entidades que 
arrastraban un considerable défi cit año tras año. 
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En ese sentido, las organizaciones habían presentado un proyecto de ley que facultaba a disponer 
quitas y condonaciones a los deudores de hasta 15 millones de guaraníes. Sin embargo, en 
la Cámara de Diputados habían dado media sanción al proyecto pero con una considerable 
reducción del universo de benefi ciarios, ya que se permitiría la condonación pero sólo para los 
deudores cuyas obligaciones no sobrepasaran los 3 millones de guaraníes. A instancias de la FNC 
se había constituido una Comisión Nacional de Deudores que empezó a realizar movilizaciones 
en diversos puntos del país a partir de enero de 1999.

El 23 de marzo de 1999, aproximadamente unos 30.000 campesinos y campesinas de diferentes 
puntos del país y de diferentes organizaciones fueron llegando a Asunción, concentrándose en 
el patio del ex seminario metropolitano, para realizar una manifestación por tiempo indefi nido 
en la capital presionando por la aprobación de la ley de condonación. Entre los manifestantes 
venía Cristóbal Espínola Cardozo. Poco antes de iniciarse la marcha rumbo al Poder Legislativo, 
la protesta campesina se conecta abrupta y accidentalmente con la mayor crisis institucional 
sufrida por el Paraguay durante su transición democrática, y que determina el desenlace de los 
acontecimientos posteriores823.

De acuerdo al Informe Anual 1998 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que la 
CODEHUPY adhiere en lo relacionado a la explicación de los sucesos que acaecieron en la crisis 
institucional de marzo de 1999, este confl icto se desencadena siguiendo el siguiente itinerario 
de hechos:

“El 22 de abril de 1996, el entonces Presidente, Ing. Juan Carlos Wasmosy, comunicó 
al Gral. Lino Oviedo, Comandante del Ejército, su decisión de relevarlo del mando y 
pasarlo a retiro. El Presidente Wasmosy denunció que el Gral. Oviedo intentó desafi ar 
su autoridad constitucional de Presidente de la República. Ante esta situación, los 
gobiernos de países limítrofes, de los Estados Unidos de América y el Secretario 
General de la OEA, doctor César Gaviria, dieron su total apoyo al sistema democrático, 
rechazando categóricamente toda medida extraconstitucional.

El Presidente Wasmosy arguyó que su condición de Comandante en Jefe de las Fuerzas 
Armadas le daba facultades sobre los militares retirados y, basándose en la legislación 
militar vigente, ordenó en noviembre de 1997, el arresto disciplinario del general en 
situación de retiro Lino Oviedo. Igualmente, el Presidente convocó a un Tribunal Militar 
Extraordinario para que juzgara al general retirado y a otros dos altos ofi ciales militares 
retirados: el Gral. Sindulfo Ruiz Ramírez y el Cnel. José Manuel Bóveda, acusándolos de 
haber cometido delitos de rebelión e insubordinación en abril de 1996.

En 1998, el Tribunal Militar Extraordinario, en sentencia defi nitiva Nº 01/98 de 9 
de marzo, condenó a prisión militar a los ofi ciales en situación de retiro Lino César 
Oviedo (10 años) y Juan Manuel Bóveda (3 años), por encontrarlos culpables de 
los delitos de rebelión e insubordinación. El 17 de abril de 1998, la Corte Suprema 
de Justicia adoptó el Acuerdo y Sentencia Nº 84, en la que confi rmó la sentencia 
del tribunal militar por encontrarla sujeta a derecho, incluyendo las penas accesorias 
consistentes en la baja absoluta de las Fuerzas Armadas y la inhabilitación para ejercer 
derechos civiles y políticos. En consecuencia, los organismos electorales cancelaron la 
candidatura del ex militar y habilitaron a su acompañante de fórmula, Ing. Raúl Cubas. 
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Es así, que la fórmula del Partido Colorado para la Presidencia y Vicepresidencia del 
Paraguay quedó conformada por Raúl Cubas y Luis María Argaña, respectivamente. 
Ambos resultaron electos en los comicios nacionales celebrados en mayo de 1998.

Ante el anuncio del presidente electo Cubas de que promovería una ley a fi n de 
permitir la liberación del ex general Oviedo, el Congreso aprobó, el 24 de junio de 
1998, una ley en virtud de la cual reglamentó la facultad presidencial del indulto, 
estableciendo que tal facultad puede ser ejercida una vez que el condenado haya 
cumplido la mitad de su sentencia.

(…)

El Ing. Raúl Cubas asumió la Presidencia de la República el 15 de agosto de 1998. 
Tres días después invocó la facultad que le otorga la Constitución de conmutar penas, 
y promulgó el Decreto Nº 117 por el cual “conmutó” las penas de 10 y 3 años de 
prisión, respectivamente, de los ex militares Oviedo y Bóveda por la de tres meses de 
arresto para ambos. El decreto expresa que “desaparece” la pena accesoria de baja 
absoluta, y la suspensión de la ciudadanía de los condenados. Asimismo, el Presidente 
ordenó la “inmediata liberación” de los ex militares cuya condena fue confi rmada por 
una sentencia de la Corte Suprema de Justicia de Paraguay.

Dentro de este marco, el Congreso Nacional, con una clara mayoría opositora al 
Presidente, adoptó una declaración de repudio del decreto mencionado “por violar 
expresas normas constitucionales y legales, atentar contra el Estado de Derecho, 
atropellar la independencia del Poder Judicial, constituir un abuso de poder y 
consagrar la impunidad como norma”. Asimismo, el Congreso planteó una acción de 
inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia, con base en que “a su criterio 
la Corte Suprema de Justicia, de conformidad al artículo 248, segundo párrafo, de la 
Constitución debe declarar la nulidad insanable” del mismo.

Por su parte, en agosto de 1998 el Presidente Cubas convocó a un nuevo Tribunal Militar 
Extraordinario, a fi n tomar declaración al general retirado Sindulfo Ruiz Ramírez, el 
otro ofi cial que había sido procesado por el intento de golpe de Estado de 1996.9
Mediante auto interlocutorio de 26 de agosto de 1998, dicho tribunal castrense declaró 
“la nulidad de actuaciones” que habían dado lugar a la sentencia 01/98 del mismo 
tribunal. Igualmente, el tribunal declaró que dicha nulidad benefi ciaba a Oviedo y 
Bóveda, y los sobreseyó “libre y totalmente”.

El 2 de diciembre de 1998, la Corte Suprema de Justicia adoptó el Acuerdo y Sentencia 
Nº 415 por el cual declaró la inconstitucionalidad del Decreto Nº 117.

(…)

Asimismo, la sentencia 415 de la Corte Suprema de Justicia ordenó al Presidente de 
la República la ejecución de la sentencia Nº 84 de abril de 1998, que confi rmó la 
condena de prisión militar y la baja absoluta de las fuerzas armadas para Oviedo y 
Bóveda.

El 4 de diciembre, el Presidente de la República emitió el Decreto Nº 1200, en virtud 
del cual remitió los antecedentes al Ministerio de Defensa. Asimismo, en declaraciones 
públicas, el Presidente Cubas manifestó que “había hecho todo lo que tenía que hacer” 
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y que no estaba dentro de sus atribuciones ordenar la detención de los condenados, 
puesto que los mismos habían sido “absueltos” por el Tribunal Militar Extraordinario 
y la sentencia de la Corte Suprema de Justicia era de “cumplimiento imposible”.

El 5 de febrero de 1999, el nuevo Presidente de la Corte Suprema de Justicia, doctor 
Wildo Rienzi, envió un ofi cio al Presidente de la República, en el cual le reiteró la 
comunicación anterior respecto a la sentencia Nº 415 del 2 de diciembre de 1998, en 
los siguientes términos:

En su carácter de Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas de la Nación, se 
servirá disponer dentro del plazo de 72 (setenta y dos) horas y sin ningún otro 
trámite la reclusión de los condenados en una prisión militar, de conformidad 
con el artículo 50 del Código Penal Militar.

El Presidente Cubas remitió el mismo día una comunicación al titular del Poder 
Judicial, en la cual “rechaza las expresiones de su nota”, negando que el Presidente de 
la Corte tenga la facultad constitucional de “disponer, en forma personal, la ejecución 
de una sentencia y mucho menos ordenar a otro Poder del Estado el cumplimiento 
de una resolución”. Cubas manifestó además que “el Presidente Constitucional de 
la República del Paraguay no se subordina al Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia”. Asimismo, el Presidente expresó su “profundo repudio” al doctor Rienzi por 
“poner en tela de juicio la dignidad, el imperio y los efectos constitucionales de los 
fallos emanados de los Tribunales castrenses”.

(…)

El pleno de la Corte Suprema de Justicia solicitó el 25 de febrero de 1999 al juez 
competente en lo penal el procesamiento del Presidente de la República por el 
incumplimiento de la sentencia 415 de diciembre de 1998. Entre los antecedentes, 
la Corte remitió la nota Nº 156 del 5 de febrero de 1999, en la cual el Presidente 
Cubas --en su calidad de Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas de la Nación-- 
se negó a cumplir el emplazamiento de 72 horas para que cumpliera dicha sentencia. 
Por su parte, el Fiscal General del Estado, Aníbal Cabrera Verón, había solicitado a la 
Corte que pida al Congreso Nacional el juicio político del Presidente Cubas. El titular 
del Ministerio Público paraguayo afi rmó que el Presidente de la República incumplió 
una orden del tribunal judicial, por lo que consideró que habría incurrido en el hecho 
punible de “frustración de la persecución y ejecución penal”, previsto en los artículos 
292, 293 y concordantes del Código Penal paraguayo (Ley 1.160/97).

El 23 de marzo de 1999, en horas de la mañana, fue asesinado el Vicepresidente 
del Paraguay, doctor Luis María Argaña. El hecho se produjo cuando un grupo de 
sicarios emboscó el vehículo en donde se trasladaba el doctor Argaña, y procedió a 
disparar contra sus ocupantes, utilizando al parecer armas automáticas (metralletas) y 
semiautomáticas. A raíz de tales hechos murió también el guardaespaldas del doctor 
Argaña, señor Francisco Barrios González, y quedó herido el chofer del vehículo.

El asesinato del doctor Argaña desencadenó la crisis que se venía desarrollando en 
Paraguay. El doctor Argaña era el principal opositor del Presidente Raúl Cubas y, 
especialmente, de la actitud desplegada por éste respecto al caso del ex general Lino 
Oviedo. El asesinato del doctor Argaña causó gran conmoción pública a nivel nacional 
e internacional. Los medios noticiosos informaron que el país en general se paralizó, y 
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que la gente salió a protestar vehementemente en las calles y a pedir la renuncia del 
Presidente Cubas, a quien responsabilizaron, conjuntamente con el ex general Lino 
Oviedo, de ser los autores intelectuales del asesinato del doctor Argaña. En la ciudad 
capital, Asunción, las manifestaciones fueron lideradas por el grupo independiente 
denominado “Jóvenes por la Democracia”.

El día 24 de marzo de 1999, la Cámara de Diputados del Congreso paraguayo 
decidió, con 49 votos a favor y 24 en contra, incoar un juicio político al Presidente 
Raúl Cubas, conforme a las disposiciones del artículo 225 de la Constitución Nacional 
paraguaya. En la misma fecha el ahora ex Presidente Cubas Grau decidió cumplir con 
la mencionada sentencia 415 de la Corte Suprema de Justicia que le ordenó ejecutar 
la referida sentencia Nº 84 de abril de 1998, y ordenó que el ex general Lino Oviedo 
fuese recluido en la Guardia Presidencial. Al ingresar en el cuartel militar, Oviedo 
declaró a los medios de prensa allí presentes que no se daba por arrestado, sino 
que se había presentado para “aclarar su situación jurídica ante el Tribunal Militar 
Extraordinario”.

El mismo día 24 de marzo de 1999, y ante la aludida decisión la Cámara de Diputados, 
la presidencia del Senado convocó a una sesión extraordinaria, en la cual dicho cuerpo 
legislativo decidió constituirse en tribunal e iniciar la tramitación del juicio político al 
Presidente de la República. A tal efecto, el Senado convocó a la Cámara de Diputados 
para que formulara su acusación al día siguiente, y convocó también al Presidente Cubas 
Grau para que escuchara la acusación y recibiera copias de las actuaciones respectivas.

El 25 de marzo de 1999 la Cámara de Diputados formuló su acusación en contra 
del Presidente Cubas, y el Senado convocó a la Defensa para que se presentara sus 
descargos al día siguiente.

(…)

Debe destacarse que desde el momento del asesinato del doctor Argaña y a lo largo 
del juicio político el país siguió paralizado. La tendencia espontánea de la gente en ese 
sentido fue complementada por pronunciamientos de diversas instituciones, entre ellas 
la propia Cámara de Diputados, los “Jóvenes por la Democracia”, los Gobernadores 
e Intendentes y otros integrantes de la sociedad civil paraguaya. El sitio de mayor 
concentración de personas fue las inmediaciones del Congreso en donde se llevaba 
a cabo el juicio político al ex Presidente Cubas. El Poder Ejecutivo realizó diversos 
actos intimidatorios para disuadir a las personas que se encontraban manifestando 
pacífi camente. Así, además de la Policía Nacional que se encontraba en las calles, 
Cubas Grau emitió el Decreto Nº 2.258 que ordenó a las Fuerzas Armadas salir de sus 
cuarteles a restablecer el orden. Además, el ex Presidente anunció ofi cialmente que 
tanques militares rodearían la sede del Congreso. El 26 de marzo de 1999 la Policía 
Nacional reprimió violentamente a los manifestantes que se encontraban frente al 
Congreso e hirió a cientos de ellos.

El 27 de marzo de 1999, en la prosecución del mencionado juicio político, se llevó a 
cabo una audiencia en donde los representantes de Cubas Grau presentaron su defensa. 
Ese mismo día, al fi nal de la tarde, las fuerzas policiales fuertemente armadas, y 
francotiradores que se encontraban en un edifi cio de las inmediaciones, efectuaron un 
ataque sangriento en contra de los jóvenes, obreros y campesinos que se encontraban 
frente al Congreso. En dicho ataque se emplearon bombas y armas de fuego, que 
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causaron la muerte a siete jóvenes y heridas graves a cientos de otras personas que 
se encontraban en las inmediaciones del Congreso, en apoyo al juicio político que se 
estaba desarrollando.

El 28 de marzo de 1999, en la víspera de la decisión del Senado sobre el juicio 
político, el Presidente Cubas Grau renunció a la presidencia del Paraguay. Momentos 
antes de la renuncia el Gral. (r) Lino Oviedo partió rumbo a Argentina, en donde 
solicitó y obtuvo asilo político. Por su parte, al día siguiente de su renuncia, Cubas 
Grau solicitó y obtuvo asilo en Brasil” (Informe Anual de la Comisión Interamericana 
de Derechos  Humanos, OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., 16 de abril de 1999).

La multitudinaria manifestación campesina iba iniciar su marcha en el mismo momento en que 
se produjo el atentado al vicepresidente de la República, Luis María Argaña. Ante esa situación, 
la dirigencia campesina optó por posponer el inicio de la manifestación para el fi nal de la tarde, 
a la espera de cómo se desarrollaban los acontecimientos. Los 30.000 manifestantes de las 
organizaciones campesinas marcharon hasta las plazas del Congreso a las 17:30 horas, con sus 
consignas propias, sin involucrarse aún con las demandas de juicio político que ya se levantaban 
desde otras organizaciones sociales y ciudadanas. La manifestación campesina se desarrolló sin 
incidentes, mientras en los alrededores se desataba un violento enfrentamiento entre ciudadanos y 
ciudadanas y efectivos de la Policía Nacional, ya en el contexto de las protestas exigiendo la renuncia 
de Raúl Cubas. Al día siguiente, las organizaciones campesinas resolvieron tras una asamblea 
sumarse a las protestas en contra del presidente de la República, no obstante, sin renunciar a las 
reivindicaciones específi cas de condonación de la deuda que habían traído en un principio.

Los campesinos y campesinas tuvieron a su cargo principalmente las tareas de seguridad alrededor 
de las plazas del Congreso, estableciendo un riguroso cordón humano que permitía controlar a 
las personas que llegaban a la manifestación, impidiendo de esa forma que se fi ltrasen agentes 
de civil armados o agitadores.

Como resultado de estas acciones, las organizaciones campesinas obtuvieron la sanción de la Ley N° 
1.418/99, aprobada por ambas cámaras del Poder Legislativo entre el 25 y 26 de marzo de 1999 
y promulgada el 15 de marzo de ese año, por la cual se establecieron “condiciones excepcionales 
para el tratamiento de las deudas impagas de los pequeños productores agropecuarios, artesanos, 
propietarios de industrias caseras y organizaciones campesinas que tienen créditos globales no 
individualizados por persona, prestatarios de las entidades Banco Nacional de Fomento, Crédito 
Agrícola de Habilitación y Fondo de Desarrollo Campesino” (art. 1). Esta ley exoneraba a estos 
deudores “del pago de sus obligaciones fi nancieras hasta la suma de seis millones de guaraníes de 
capital inicial más los intereses de cualquier naturaleza sobre esa operación de crédito, otorgados 
hasta el 1 de octubre de 1998, y siempre que el capital original no supere la suma de quince 
millones de guaraníes” (art. 2). El Estado quedaba obligado, con cargo a los recursos del tesoro, a 
asumir el monto total de la deuda condonada (arts. 3-5). Dicha ley fue posteriormente ampliada 
y ajustada en diversos aspectos por la Ley N° 1.470 de 9 de septiembre de 1999.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Cristóbal Espínola Cardozo participó activamente de la manifestación campesina y se unió a la 
movilización ciudadana en las plazas del Congreso en Asunción, que demandaban la renuncia 
del presidente Raúl Cubas.

A partir de la madrugada del jueves 25 de marzo de 1999, varios centenares de manifestantes 
del movimiento UNACE partidarios del gobierno de Raúl Cubas ingresaron a la fuerza y con 
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apoyo de la Policía Nacional en un sector de las plazas del Congreso, específi camente en el 
extremo oeste de las plazas, frente al edifi cio en el que en ese entonces funcionaban las ofi cinas 
de la Cámara de Diputados, edifi cio conocido también como Casa de la Cultura. El avance 
de los manifestantes “oviedistas” quedó frenado por la oportuna aparición de varios miles de 
manifestantes campesinos que llegaron aproximadamente a las 03:00 horas AM, y establecieron 
un cordón de seguridad que impidió que la Policía Nacional siguiera extendiendo la franja 
ocupada por los “oviedistas”. Tras varias negociaciones entre autoridades, la Policía Nacional y 
dirigentes políticos, se estableció una franja dispuesta por la Policía, que separaba al sector de los 
manifestantes “oviedistas” del resto de la plaza, ocupada mayoritariamente por los manifestantes 
que apoyaban la destitución de Cubas, quienes eran muy superiores en cantidad824.

Durante todo el día 25 de marzo, se sucedieron varios intentos violentos de ampliar la franja 
ocupada por los manifestantes del UNACE. Aproximadamente a las 20:00 horas de ese día, se 
produjo el enfrentamiento más grave, cuando desde el sector oviedista se lanzó un repentino 
ataque con piedras, cohetes de pirotecnia y disparos de armas de fuego. El incidente fue apoyado 
por efectivos de la Policía Nacional, quienes desplegaron sus carros hidrantes y lanzaron varios 
chorros de agua en contra de la barrera de personas que impedía el avance de los adherentes 
del gobierno. En ese ínterin, Cristóbal Espínola Cardozo, quien formaba parte de la barrera, fue 
alcanzado por un disparo de arma de fuego que le impactó en el maxilar inferior, dejándolo 
gravemente herido. Inmediatamente fue trasladado en una ambulancia del servicio de 
Emergencias Médicas hasta el Hospital de Primeros Auxilios en Asunción, y derivado esa misma 
noche al Hospital Nacional de Itauguá825.

Cristóbal Espínola Cardozo falleció el 7 de abril de 1999 como consecuencia de la herida de 
arma de fuego recibida. De acuerdo al informe proveído por el doctor Julio César Apodaca Güex, 
jefe de servicios cuidados críticos del Hospital Nacional de Itauguá,

“El señor Cristóbal Espínola Cardozo de 36 años de edad fue admitido en la Unidad 
de Cuidados Intensivos de Adultos en fecha 25 de marzo de 1999 siendo las 23:00 
horas PM derivado del Hospital de Primeros Auxilios del Ministerio de Salud Pública 
y Bienestar Social con los siguientes diagnósticos:
1) Insufi ciencia respiratoria aguda.
2) Cuadriplejia motora
3) Probable lesión medular espinal traumática a nivel cervical producida por un 
proyectil de arma de fuego con orifi cio de entrada a nivel del hueso maxilar inferior.

Observación: Los detalles anatomo-patológicos de la lesión deben constar en el 
informe de autopsia practicada tras su fallecimiento en el Servicio de Anatomía 
Patológica”826Patológica”826Patológica” .

De acuerdo al informe pericial de balística que fuera practicado sobre el proyectil extraído del 
cuerpo de Cristóbal Espínola Cardozo el 7 de abril de 1999, éste era una bala encamisada con 
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824 Testimonios N° 0097 y 0098. Poder Legislativo. “Informe de la Comisión Bicameral de Investigación del asesinato del Vicepresidente 
Constitucional de la República del Paraguay, Dr. Luis María Argaña, de la matanza y desaparición de personas como consecuencia de 
los hechos de violencia acaecidos entre los días 23 y 28 de marzo de 1999 y la supuesta participación, directa o indirecta, de Senadores 
y Diputados en los hechos mencionados”, octubre de 1999.

825 Idem.
826 Diagnóstico médico (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 95, Folio 12, Tomo 

XXXV Informes varios, fs. 6.917).
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núcleo de plomo deformada con un peso de 10,22 gramos y perteneciente al calibre .357. 
Al respecto, el informe pericial señaló que “[l]as balas extraídas de las víctimas presentan 
características no coincidentes en lo que respecta a distribución y campo de ancho de campos y 
macizos, como así también complejos del estriado con las balas testigos de las distintas armas de 
calibres similares decomisadas de los sucesos referidos”827.

Los propios compañeros de organización informaron a los familiares de Cristóbal Espínola 
Cardozo de la herida sufrida por la víctima828.

En la noche entre el 26 y 27 de marzo de 1999 también serían víctimas de ejecuciones arbitrarias 
los ciudadanos Víctor Hugo Molas Gini, Manfred Patricio Stark Coscia, Armando Daniel Espinoza, 
José Miguel Zarza Caballero, Henry David Díaz Bernal y Tomás Rojas. De acuerdo al más acabado 
estudio realizado sobre las personas heridas en los incidentes del “marzo paraguayo”, al término 
de la crisis del 23 al 28 de marzo de 1999 hubo un total de 7 personas víctimas de privación 
arbitraria de la vida, 92 heridas con arma de fuego, 208 heridas de consideración en otras 
circunstancias que implicaron uso ilegítimo y desproporcionado de la fuerza y 462 personas con 
heridas leves y atendidas por causas no determinadas. Meses después de los acontecimientos, 
falleció el ciudadano Arnaldo Luis Paredes Torres, como consecuencia de complicaciones 
derivadas de las lesiones sufridas durante el “marzo paraguayo” con lo que se elevó a 8 el 
número de víctimas fatales829.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de los sucesos de las plazas del Congreso durante el “marzo paraguayo” 
se inició ante una denuncia del diputado Ángel Barchini y del agente fi scal de turno Gustavo 
Amarilla, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 2° turno de Asunción, a cargo 
de Gustavo Ocampos González, el 26 de marzo de 1999. En esa misma noche, el Juzgado 
dispuso el allanamiento del edifi cio del Correo Nacional a fi n de detectar en el lugar la presencia 
de armas de fuego, bombas y proceder a la detención de las personas indiciadas de participar 
en el ataque a los manifestantes de la plaza del Congreso. El 27 de marzo de 1999, de ofi cio y 
a raíz de los hechos de público conocimiento, el Fiscal General del Estado Aníbal Cabrera Verón 
presentó una denuncia en contra del comandante de la Policía Nacional Niño Trinidad Ruiz Díaz 
por el delito de homicidio por omisión (art. 15 y 105 del Código Penal). En esa misma fecha, el 
Juzgado resolvió instruir sumario en averiguación de los hechos denunciados por el Ministerio 
Público, y decretó la detención preventiva del comandante de la Policía Nacional. También en 
esa misma fecha, y a solicitud del agente fi scal de turno, se incluyeron en carácter de procesados 
a Walter Gamarra Leguizamón y Héctor Martín Flores, dos civiles que fueron identifi cados como 
integrantes del grupo de francotiradores que atacaron a los manifestantes en la noche entre el 
26 y 27 de marzo de 1999. Asimismo se ordenó la captura de los mismos, el allanamiento de 
varios locales y la incautación de evidencias830.
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827 Informe SB Nº 122/99 de 26 de abril de 1999 de la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía Nacional 
(expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 95, Folio 12, Tomo IX, fs. 1.642-1.643).

828 Testimonios N° 0097 y 0098.
829 Poder Legislativo. “Informe de la Comisión Bicameral de Investigación del asesinato del Vicepresidente Constitucional de la República del 

Paraguay, Dr. Luis María Argaña, de la matanza y desaparición de personas como consecuencia de los hechos de violencia acaecidos 
entre los días 23 y 28 de marzo de 1999 y la supuesta participación, directa o indirecta, de Senadores y Diputados en los hechos 
mencionados”, octubre de 1999. Bareiro, et. al. (1999).

830 AI N° 278 de 26 de marzo de 1999; Dictamen N° 287 de 27 de marzo de 1999; AI N° 287 de 27 de marzo de 1999; AI N° 273 de 27 de 
marzo de 1999 (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 95, Folio 12, Tomo I, fs. 
1-4, 10, 63 y 148).
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El 7 de abril de 1999 el Juzgado dispuso la acumulación de tres causas iniciadas en contra 
de numerosas personas incriminadas por la perpetración supuesta de diversos hechos punibles 
ocurridos en el periodo de tiempo comprendido entre los días 25, 26 y 27 de marzo de 
1999831.

El 21 de abril de 1999, el juez Ocampos González se inhibió de seguir entendiendo en la causa, 
y los autos pasaron al Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Tercer Turno de Asunción, 
a cargo del juez Jorge Bogarín González832.

En la causa del “marzo paraguayo” acabaron siendo procesadas bajo los cargos de homicidio 
doloso, lesiones, amenaza, perturbación de la paz pública, amenaza de hechos punibles, 
asociación criminal, instigación a cometer hechos punibles, apología del delito, atentado 
contra la existencia del Estado, atentado contra el orden constitucional, coacción a órganos 
constitucionales y frustración de la persecución y ejecución penal, en total 46 personas:

1. general (SR) Lino César Oviedo Silva
2. Raúl Alberto Cubas Grau (ex presidente de la República)
3. capitán de navío (SR) Carlos Andrés Cubas Vildosola (ministro del Interior al momento 

de los hechos)
4. Atilio Monges (viceministro del Interior al momento de los hechos)
5. Niño Trinidad Ruiz Díaz (comandante de la Policía Nacional al momento de los 

hechos) 
6. Lidio Ramón Torales Ojeda (Director de Orden y Seguridad de la Policía Nacional al 

momento de los hechos)
7. Enrique González Quintana (senador)
8. José Francisco Appleyard Herrero (senador)
9. Octavio Manuel Gómez (senador)
10. Amado Enrique Yambay Velázquez (senador)
11. Víctor Galeano Perrone (senador)
12. Miguel Ángel González Casabianca
13. Ángel Roberto Seifart Spinzi
14. Carlos Duria Viveros
15. Mabel Escobar de Bogado (directora del Correo Paraguayo al momento de los hechos) 
16. Aida Aquino de Farias
17. César Durán
18. Carlos Duria (hijo)
19. general (SR) Carlos Egisto Maggi Vera
20. Walter Gamarra Leguizamón
21. Héctor Martín Flores
22. Nelson Orlando Caballero Luján
23. Raúl Melamed
24. Alberto Vargas Peña
25. Juan Carlos Bernabé
26. capitán (SR) Alfredo Florenciáñez Gibbons
27. Nardi Manuel Gómez Cattebecke
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831 AI N° 334 de 7 de abril de 1999 (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 95, 
Folio 12, Tomo II, fs. 215).

832 Providencias de 21 y 26 de abril de 1999 (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, 
Nº 95, Folio 12, Tomo III, fs. 576 y 593).
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28. Richar Estanislao Gómez Caballero
29. Eduardo Rafael Meyer Baliero
30. Juan Félix García
31. Sever Alexander Monges Acosta
32. Derlis Ramón Dávalos Acosta
33. Gustavo Adolfo Cubilla Alderete
34. Moisés Adle Monges
35. Arcadio Limpio Dávalos
36. Miguel Monges Acosta
37. Rubén Cristian Leiva
38. Alejo Sinforiano Monges Pereira
39. Roberto González Benítez
40. Brígido Eustaquio Guillén Martínez
41. Osvaldo González Ferreira
42. Luis Daniel Sarquis
43. Enrique Carmelo González Garcete
44. Sabino Villalba León
45. Víctor César Fernández y
46. Cipriano Saldívar Samudio833

A la fecha de este informe, el expediente que investiga los hechos del “marzo paraguayo” suma 
casi un centenar de tomos y varias miles de fojas. La extremada complejidad y extensión de los 
incidentes procesales planteados en dicha causa vuelve inconveniente para los propósitos de este 
informe la exposición de un relatorio de todas las actuaciones procesales acaecidas en marco de 
la causa. Un trabajo de esas dimensiones, excedería por sí solo la extensión total de este informe. 
No obstante, se hará una breve mención de los medios de prueba reunidos en relación a la 
ejecución arbitraria de Cristóbal Espínola Cardozo y la situación actual del proceso.

En el sumario de la causa, en relación a Cristóbal Espínola Cardozo, fueron producidas como 
pruebas: a) el informe sobre el diagnóstico médico de la víctima, proveído por el doctor Julio César 
Apodaca Güex, jefe de servicios cuidados críticos del Hospital Nacional de Itauguá; y b) La pericia 
balística practicada sobre el proyectil extraído del cuerpo de Cristóbal Espínola Cardozo el 7 de abril 
de 1999, a los efectos de determinar su calibre y origen. No fueron practicadas otras diligencias 
probatorias en la causa en relación a la ejecución arbitraria de Cristóbal Espínola Cardozo834.

Los familiares de Espínola Cardozo fueron los únicos, de entre las familias que tuvieron 
víctimas fatales en los sucesos del “marzo paraguayo”, que no pudieron intervenir como 
querellantes particulares en la causa, debido a la imposibilidad económica de sostener los gastos 
judiciales835.

En la causa ya fueron dictadas dos sentencias defi nitivas en primera instancia.

El 1 de octubre de 1999 el Juzgado dispuso el cierre del sumario y la elevación de la causa a 
estado plenario en relación a Walter Gamarra Leguizamón, Niño Trinidad Ruiz Díaz, Nelson 
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833 AI N° 1.654 de 19 de julio de 2000 (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 
95, Folio 12).

834 Diagnóstico médico; Informe SB Nº 122/99 de 26 de abril de 1999 de la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos 
de la Policía Nacional (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 95, Folio 12, 
Tomos IX, fs. 1.642-1.643 y XXXV, fs. 6.917).

835 Testimonios N° 0097 y 0098.
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Orlando Caballero, Héctor Martín Flores y Lidio Ramón Torales, por los supuestos delitos de 
homicidio doloso, instigación a la comisión de hechos punibles, lesiones, homicidio doloso por 
omisión y hechos punibles contra la seguridad de la convivencia contra las personas, dejando la 
causa abierta en relación a los demás procesados836.

El 9 de noviembre de 2001 el Juzgado en lo Criminal de Primera Instancia del Tercer Turno, a 
cargo de Jorge Bogarín González, dictó sentencia defi nitiva en relación a estos 5 acusados. Niño 
Trinidad Ruiz Díaz, comisario general inspector comandante de la Policía Nacional al momento de 
los hechos, fue declarado responsable de los delitos de homicidio doloso agravado por omisión 
de evitar resultado (art. 105 inc. 1° y 2°, numerales 2 y 4 en concordancia con el art. 15 del 
Código Penal) y de lesión grave en inducción de realización del hecho a un subordinado (art. 
112 incisos 1, 2 y 3 y art. 318 del Código Penal), y atendiendo a la gravedad de los hechos, fue 
condenado en consecuencia a la pena privativa de libertad de 18 años a ser cumplida el 27 de 
marzo de 2.017 en la Agrupación Especializada de la Policía Nacional, a disposición del Juzgado 
de Ejecución Penal. Por su parte, Lidio Ramón Torales Ojeda, comisario general inspector de 
la Policía Nacional, Director General de Orden y Seguridad, fue declarado responsable de los 
delitos de homicidio doloso agravado en grado de complicidad (art. 105 inc. 1° y 2°, numerales 
2, 4 y 6 en concordancia con el art. 31 del Código Penal) y de lesión grave en inducción de 
realización del hecho a un subordinado (art. 112 incisos 1, 2 y 3 y art. 318 del Código Penal), 
y en consecuencia condenado a la pena privativa de libertad de 8 años, a ser cumplida en la 
Agrupación Especializada de la Policía Nacional.

Walter Alfredo Gamarra Leguizamón, el funcionario del Ministerio de Hacienda que fuera 
identifi cado como uno de los francotiradores de la noche del 26 al 27 de marzo de 1999, fue 
declarado responsable de los delitos de homicidio doloso agravado en grado de autoría (art. 105 
inc. 1° y 2°, numerales 2, 4, 6 y 8 en concordancia con el art. 29 del Código Penal) y de lesión 
grave en grado de autoría (art. 112 inciso 1, numeral 1, 3 y 4, y art. 29 del Código Penal). Por su 
lado, Héctor Martín Flores Vera y Nelson Orlando Caballero Luján, dos civiles que acompañaban 
a Gamarra Leguizamón en la noche de los hechos, fueron declarados responsables de los delitos 
de homicidio doloso agravado en grado de complicidad (art. 105 inc. 1° y 2°, numerales 2, 4, 6 
y 8 en concordancia con el art. 31 del Código Penal) y de lesión grave en grado de complicidad 
(art. 112 inciso 1, numeral 1, 3 y 4, y art. 31 del Código Penal), y condenados a las penas de 4 
y 3 años de privación de libertad respectivamente, a ser cumplidas en la Penitenciaría Nacional 
de Tacumbú. Asimismo, declaró expresamente la responsabilidad civil emergente del delito de 
todos los condenados.837

Por otro lado, por disposición del Poder Ejecutivo, el comisario general Niño Trinidad Ruiz Díaz 
fue dado de baja por Decreto N° 4.372 de 30 de julio de 1999.

No obstante, esta condena fue objeto de numerosos recursos de apelación que aún no fueron 
resueltos, y por lo tanto no están fi rmes y ejecutoriadas a la fecha de este informe.

El 20 de marzo de 2000, el Juzgado dispuso el cierre del sumario y la elevación de la causa 
a la etapa plenaria con relación a los procesados Arcadio Limpio Dávalos, Enrique González 

CAPÍTULO V  PARTE II

836 AI N° 2.524 de 1 de octubre de 1999 (expediente Elevación de la causa a Estado Plenario, en relación a los procesados Walter 
Gamarra Leguizamón y otros en los autos “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros – Capital”, Año 1999, Nº 95, 
Folio 12, fs. 3-4).

837 SD N° 92 de 9 de noviembre de 2001 (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 
95, Folio 12).
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Quintana, Octavio Gómez Martínez, José Francisco Appleyard Herrero, Alejo Sinforiano Monges, 
Sever Alexander Monges Acosta, Derlis Ramón Dávalos Acosta, Carlos Maggi, Gustavo Adolfo 
Cubilla Alderete, Miguel Monges Acosta, Moisés Adle Monges, Rubén Cristian Leiva, Brígido 
Eustaquio Guillén Martínez, César Durán, Eduardo Rafael Meyer Baliero, Juan Félix García, Luis 
Daniel Sarquis Kachuk, Mabel Escobar de Bogado, Richar Estanislao Gómez, Roberto González 
Benítez, Alfredo Florenciáñez Gibbons, Carlos Duria Viveros, Carlos Andrés Cubas Vildosola, Atilio 
Monges, Nardi Manuel Gómez Cattebecke y Aida Aquino de Farias por los supuestos hechos de 
homicidio doloso, instigación a la comisión de hechos punibles, lesiones, homicidio doloso por 
omisión y hechos punibles contra la seguridad y la convivencia de las personas, dejando la causa 
abierta en relación a los procesados que aún permanecían en la etapa sumaria. El 29 de junio 
de 2000, el Juzgado dispuso el cierre del sumario y la elevación de la causa a estado plenario 
respecto de los procesados Ángel Roberto Seifart Spinzi, Miguel Ángel González Casabianca, 
Alberto Vargas Peña, Juan Carlos Bernabé y Amado Enrique Yambay Velázquez838.

El 25 de abril del 2003, el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del 7° turno de 
Asunción, a cargo del juez Hugo Bécquer, subrogante del fuero penal por inhibición y recusación 
en cadena de todos los juzgados del fuero penal, dictó sentencia defi nitiva con respecto a los 
procesados que se encontraban en la fase plenaria. En dicho fallo, el Juzgado resolvió absolver 
de reproche y condena por falta de méritos de las acusaciones a Richard Estanislao Gómez 
Caballero, Luis Daniel Sarquis, Sever Alexander Monges Acosta, Roberto González Benítez, Juan 
Félix García, Derlis Ramón Dávalos Acosta, Moisés José Adle Monges, Gustavo Adolfo Cubilla, 
Miguel Monges Acosta, Rubén Cristian Leiva, Alejo Sinforiano Monges Pereira, Arcadio Limpio 
Dávalos, Carlos Egisto Maggi Vera, Amado Enrique Yambay Velázquez, César Durán, Carlos 
Andrés Cubas Vidosola y Atilio Monges. Asimismo, fueron absueltos por falta de acusación Ángel 
Roberto Seifart Spinzi y Miguel Ángel González Casabianca.

Por su parte, el Juzgado declaró la responsabilidad de Aida Aquino de Farías, Eduardo Meyer 
Baliero, Carlos Duria Viveros, Enrique González Quintana, Octavio Manuel Gómez Martínez y 
Mabel Escobar de Bogado por el delito de perturbación de la paz pública (art. 234 inciso 1° 
del Código Penal) y de Alfredo Florenciáñez Gibbons y Nardi Gómez Cattebecke por el delito de 
perturbación de la paz pública agravado (art. 234 inciso 2° del Código Penal). En consecuencia, 
condenó a la pena privativa de libertad de 5 años a Gómez Cattebecke, a 30 meses a González 
Quintana, y a 1 año de prisión a Meyer Baliero, y a dos años de prisión a los demás. Asimismo, 
declaró expresamente la responsabilidad civil emergente del delito de todos los condenados. 

El Juzgado dispuso en la misma sentencia la suspensión de la tramitación del proceso plenario 
en relación a Appleyard Herrero, y resolvió la remisión de los antecedentes del caso respecto de 
Alberto Vargas Peña y Juan Carlos Bernabé a la causa “Julio Osvaldo Domínguez Dibb y otros s/ 
Hechos Punibles contra la seguridad de la convivencia de las personas, la existencia del Estado, 
la constitucionalidad del Estado y contra los órganos constitucionales”, para su juzgamiento en 
el marco de dicha causa839.

No obstante, esta condena fue objeto de numerosos recursos de apelación que aún no fueron 
resueltos, y por lo tanto no están fi rmes y ejecutoriadas a la fecha de este informe.
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838 AI N° 71 de 20 de marzo de 2000; AI N° 6.509 de 29 de junio de 2000 (expediente Elevación de la causa a Estado Plenario, en 
relación a los procesados Arcadio Limpio Dávalos y otros en los autos “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros 
– Capital”, Año 1999, Nº 95, Folio 12, fs. 2).

839 SD N° 323 de 25 de abril de 2003 (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 95, 
Folio 12).
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La causa continúa en la fase sumaria respecto a Lino César Oviedo Silva, Raúl Alberto Cubas Grau, 
Víctor Galeano Perrone, Carlos Duria (hijo), Víctor César Fernández, Crispiniano Saldívar Samudio, 
Enrique Carmelo González Garcete, Sabino Villalba León y Osvaldo González Guerrero840.

Ninguna de las resoluciones fue notifi cada a los familiares de Cristóbal Espínola Cardozo.

COMISIÓN BICAMERAL DE INVESTIGACIÓN (CBI)
El Poder Legislativo constituyó en abril de 1999, por resolución concordante de ambas cámaras, 
una “Comisión Bicameral de Investigación, con carácter transitorio, en los términos del Art. 195 
de la Constitución Nacional, en concordancia con lo que dispone la Ley Nº 137/93” (Art. 1), 
con el objetivo fundamental de investigar: “a) El asesinato del Vicepresidente constitucional del 
Paraguay, Dr. Luis María Argaña, ocurrido el 23 de marzo de 1999; b) La matanza y desaparición 
de personas como consecuencia de los hechos de violencia acaecidos entre los días 23 y 28 
de marzo del presente año y c) La supuesta participación, directa o indirecta, de Senadores y 
Diputados en los hechos mencionados” (Art. 3). La Comisión recibió el mandato de entregar al 
pleno de las cada Cámara del Congreso un informe de sus actuaciones y conclusiones dentro del 
plazo de 30 días hábiles, prorrogables de acuerdo a la legislación vigente. La Comisión Bicameral 
de Investigación quedó integrada por los diputados Luis Bécker Genes (ANR), Luis Mendoza 
Correa (PLRA) y Julio Perrotta Cariboni (PEN), y los senadores Miguel Ángel Ramírez (ANR), Juan 
Carlos Ramírez Montalbetti (PLRA) y Luis Alberto Mauro (PEN)841.

La CBI entregó a las cámaras del Poder Legislativo su informe fi nal de actuaciones y conclusiones 
en octubre de 1999842. Respecto de Cristóbal Espínola Cardozo, el informe de la CBI reseña en su 
relatorio de hechos de la semana del 23 al 28 de marzo de 1999 lo siguiente:

“En la tarde [del jueves 25 de marzo de 1999], quince de los diecisiete gobernadores, 
y doce intendentes del Departamento Central llamaron al paro general de actividades, 
en apoyo al juicio que se le hacía al presidente Cubas. La represión policial continuó 
con creciente agresividad: el saldo de la jornada fue de catorce heridos, uno de ellos 
ya con arma de fuego. El campesino Cristóbal Espínola recibió en el rostro una bala 
mortal y falleció semanas después, luego de una prolongada agonía”.

En sus conclusiones fi nales, el informe expresa:

“Aun siendo la CBI una instancia de investigación distinta a la del proceso penal, sus 
conclusiones, tanto en lo que respecta a la autoría moral como a la participación en el 
complot por parte de parlamentarios y personas vinculadas al movimiento Unace, están 
sustentadas en elementos de juicio de indudable fuerza y validez, evidenciando de 
manera inconstrastable que la responsabilidad principal en la autoría recae sobre Lino 
César Oviedo, Rubén Arias Mendoza y Raúl Cubas Grau, quienes resultan responsables 
del magnicidio del Dr. Argaña y la masacre de jóvenes en las plazas: el primero por su 
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840 AI N° 29 de 7 de febrero de 2001 (expediente “Lino César Oviedo Silva y otros s/ Homicidio Doloso y otros - Capital”, Año 1999, Nº 95, 
Folio 12, Tomo XXII, fs. 4.396).

841 Resoluciones Nº 219 de 8 de abril de1999 y 238 de 6 de mayo de 1999, dictadas por la Honorable Cámara de Senadores de la Nación. 
Resoluciones Nº 187 y 188 de 22 de abril de 1999, dictadas por la Honorable Cámara de Diputados de la Nación.

842 Poder Legislativo. “Informe de la Comisión Bicameral de Investigación del asesinato del Vicepresidente Constitucional de la República 
del Paraguay, Dr. Luis María Argaña, de la matanza y desaparición de personas como consecuencia de los hechos de violencia 
acaecidos entre los días 23 y 28 de marzo de 1999 y la supuesta participación, directa o indirecta, de Senadores y Diputados en los 
hechos mencionados”, octubre de 1999. 
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clara y persistente actitud dolosa, alentada por una imperturbable resolución criminal 
de generar violencia y sustentar el terrorismo estatal selectivo, y los dos últimos, por 
conductas omisivas o cómplices, como parte del engranaje montado para facilitar la 
eliminación física de los enemigos de Unace y de su caudillo Lino César Oviedo.

(…)

adyacentes a las plazas del Congreso, desde donde operaron los francotiradores y 
sirvieron de puesto de comando para la distribución de dinero, víveres, bebidas 
alcohólicas y armas -palos, objetos contundentes, garrotes, bombas pirotécnicas y 
armas de fuego- a los oviedistas constituye otro elemento probatorio de la complicidad 
del presidente Cubas, del ministro del Interior Carlos Cubas y del Comandante de 
la Policía Nacional Niño Trinidad Ruiz Díaz con los propósitos criminales de Lino 
Oviedo.

A esto se agrega la forma irresponsable y dolosa con que el propio Raúl Cubas dispuso, 
para apoyar el operativo criminal de las plazas del Congreso, de millonarias sumas 
del erario público. Los senadores J. F. Appleyard y Víctor Galeano Perrone también 
están comprometidos con este hecho de robo al fi sco, aunque la actitud más burda 
fue la del ex Ministro de Defensa Nacional J. F. Segovia Boltes, prófugo de la Justicia 
e inexplicablemente benefi ciado por un discutible asilo político en la República 
Oriental del Uruguay. Segovia, de acuerdo al informe de la Contraloría General de la 
República, giró su último cheque por 250 millones de guaraníes el miércoles 30 de 
marzo, minutos antes de ser sustituido en su cargo ministerial.

(…)

La investigación por la CBI de hechos tan funestos como los ocurridos en el llamado 
“Marzo Paraguayo”, que por mucho tiempo quedarán dolorosamente gravados en la 
memoria colectiva de la nación, arrojó como uno de sus resultados la complicidad y 
responsabilidad directa de los siguientes parlamentarios: los senadores Octavio Gómez, 
Enrique González Quintana, José Francisco Appleyard, Víctor Galeano Perrone, Amado 
Yambay y Ana Ma. Figueredo, y los diputados Benjamín Maciel Pasotti, Carmelo 
Benítez, Mario Benítez Escobar, Miguel Corrales, Luis Villamayor, Rosalino Andino 
Scavone, Conrado Pappalardo, Myriam Alfonso, Luis Fenando Talavera, Ernesto 
Zacarías Irún y Carlos M. Maggi, a quienes debiera aplicarse la sanción prevista en el 
Art. 190 de la Constitución Nacional, por ser la más grave de las sanciones previstas 
en la Ley fundamental. Al aplicar la sanción prevista en el Artículo constitucional 
mencionado, el Congreso transmitirá a la ciudadanía un claro mensaje contrario a la 
impunidad que tanto descreimiento genera en el pueblo y servirá de aliciente para 
alimentar la credibilidad en las instituciones democráticas”.

La CBI resolvió fi nalmente poner a consideración de ambas cámaras el informe, sus anexos y 
documentos probatorios. Recomendar la suspensión por sesenta días, sin goce de dieta, a los 
senadores y diputados que fueron hallados con algún grado de responsabilidad en los hechos del 
“marzo paraguayo”, y remitir el informe, sus anexos y documentación respaldatoria a la Corte 
Suprema de Justicia y a la Fiscalía General del Estado.

No obstante, la sanción recomendada por la CBI no fue aplicada.
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REPARACIONES
Cristóbal Espínola Cardozo fue enterrado en el cementerio de Campo 9, departamento de 
Caaguazú, donde hasta ahora reposan. Todos los gastos emergentes de su ejecución arbitraria, 
incluidos los gastos de los ritos funerarios, fueron asumidos por su familia y compañeros de la 
organización.

Por Ley N° 1.437 de 11 de junio de 1999 el Estado paraguayo concedió a la viuda de la víctima 
una pensión graciable de 1.600.000 guaraníes mensuales, que es percibida regularmente hasta la 
actualidad. Asimismo, por Ley N° 1.481 de 5 de octubre de 1999 se otorgó a Cristóbal Espínola 
Cardozo la Condecoración del Congreso de la Nación “Héroe de la Democracia Paraguaya” 
en mérito de “haber ofrendado su vida en defensa de la democracia en la gesta del 26 y 27 
de marzo de 1999”. Dicha condecoración, creada por esa misma ley, fue instituida para ser 
otorgada a “los ciudadanos paraguayos que ofrenden sus vidas o arriesgándola, sean heridos en 
lucha por la defensa de la democracia, de la Constitución Nacional y de las instituciones creadas 
por ella”. En dicha oportunidad la condecoración fue otorgada además a Luis María Argaña, a su 
guardaespaldas Francisco Barrios González, y a los ciudadanos Víctor Hugo Molas Gini, Manfred 
Patricio Stark Coscia, Armando Daniel Espinoza, José Miguel Zarza Caballero, Henry David Díaz 
Bernal y Tomás Rojas.

El asentamiento que fuera conquistado por la lucha campesina en la que Cristóbal Espínola 
Cardozo participara lleva hoy su nombre en homenaje, aunque aún carece de reconocimiento 
ofi cial. Asimismo, la escuela del asentamiento se denomina Cristóbal Espínola, y así es reconocido 
por las autoridades públicas.

Además, la Municipalidad de Asunción resolvió por Ordenanza N° 104 de 3 de septiembre de 
1999 denominar “Cristóbal Espínola” a “una calle sin denominación ofi cial que se inicia en una 
calle sin nombre que corre al costado del predio de la Caballería, al Suroeste y se extiende hasta 
otra calle sin nombre ofi cial al Noreste. La misma cuenta con 2 (dos) cuadras de longitud y es la 
cuarta paralalela al Sureste de la calle Ocara Poty Cue Mi, en el barrio Loma Pytã”. Mediante esa 
misma ordenanza, otras calles del barrio fueron designadas con los nombres de los ciudadanos 
Víctor Hugo Molas, Manfred Stark Coscia, Armando Daniel Espinoza Cardozo, José Miguel 
Zarza Caballero, Henry Díaz y Tomás Rojas. Igualmente, una plaza sin denominación ofi cial 
ubicada en la manzana N° 1.343 del barrio Loma Pytã fue denominada “Jóvenes Mártires por la 
Democracia”. Todas estas designaciones se realizaron “[e]n honor a compatriotas que perdieron 
la vida en defensa de la libertad y la democracia, en los sucesos acaecidos en la madrugada del 
26 y 27 de marzo del año 1999”.

No obstante estas importantes medidas de reparación, los familiares de Cristóbal Espínola 
Cardozo nunca recibieron un informe ofi cial del Estado respecto de la ejecución arbitraria de la 
víctima ni de las investigaciones llevadas adelante y sus resultados843.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, la 

CODEHUPY tiene la convicción de que Cristóbal Espínola Cardozo fue víctima de una ejecución 
arbitraria, en el contexto de la represión a organizaciones campesinas que ejercían el derecho 
a la manifestación en defensa de sus intereses gremiales, y en defensa de la democracia. 
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En tal sentido, la ejecución arbitraria de Cristóbal Espínola Cardozo es consecuencia de su 
pertenencia y militancia en una organización de productores agrícolas.

 La CODEHUPY sostiene la convicción que el uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional y por parte de bandas parapoliciales que actuaban con la protección de la Policía 
Nacional en la crisis del “marzo paraguayo” entre los días 23 y 28 de marzo de 1999 careció 
totalmente de legitimidad, debido a la falta de criterios de necesidad y proporcionalidad en 
el uso de la violencia, a los fi nes ilegítimos que se buscaban con la represión, y a la falta total 
de criterios de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego, lo que lleva a sospechar 
cierta intencionalidad criminal, tal como se determinara en la investigación realizada por 
la Comisión Bicameral de Investigación del Poder Legislativo y en la investigación llevada 
adelante por la justicia ordinaria.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de 
Cristóbal Espínola Cardozo, la investigación ofi cial no fue sufi ciente para identifi car y sancionar 
al agente de policía o al parapolicial que actuaba con protección policial, que fuera el autor 
material de la ejecución arbitraria de la víctima, obligación que subsiste y corresponde a los 
organismos jurisdiccionales del Estado, en particular al Ministerio Público. No obstante, resulta 
indudable que la justicia interna cuenta con sufi cientes elementos probatorios que justifi can 
la condena a los jefes policiales con mando en la operación, en particular el comandante de 
la Policía Nacional en ese entonces, el comisario general inspector Niño Trinidad Ruiz Díaz, el 
comisario general inspector Lidio Ramón Torales Ojeda, Director General de Orden y Seguridad, 
por su presunta responsabilidad penal en la ejecución arbitraria de la víctima, así como de 
las demás ejecuciones arbitrarias y cientos de heridos, por haber autorizado y tolerado que 
sus subordinados utilizasen ilegítimamente sus armas de fuego, y por no haber adoptado 
las medidas necesarias que razonablemente estaban a su alcance y potestad para regular la 
proporcionalidad del uso de la fuerza de sus subordinados y para impedir la actuación impune 
de bandas parapoliciales, tal como quedó demostrado en la justicia interna.

 La CODEHUPY sostiene que existe una abrumadora cadena de responsables por instigación y 
complicidad en los hechos acaecidos en el “marzo paraguayo”, incluida la ejecución arbitraria 
de Cristóbal Espínola Cardozo, que se extendería hasta abarcar prácticamente a toda la cúpula 
política directiva del movimiento UNACE, en aquel entonces movimiento interno del partido 
de Gobierno. Sin excluir a toda la cadena de responsables por instigación y complicidad con 
quienes dispararon en contra de manifestantes, la CODEHUPY debe señalar que Lino César 
Oviedo Silva y el ex presidente Raúl Cubas Grau deben ser investigados exhaustivamente, y 
enjuiciados por su probable responsabilidad en la autoría moral de la ejecución arbitraria de 
Cristóbal Espínola Cardozo, así como en los todos los demás actos de violencia ocurridos en 
el “marzo paraguayo”.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores de la ejecución de Cristóbal Espínola. La investigación 
judicial llevada adelante fue inconsistente e inocua para la determinación del autor material 
de la ejecución de la víctima, quien permanece en la más completa impunidad, y a la fecha es 
prácticamente imposible que pueda ser determinado tal extremo, lo que resulta inadmisible 
a tenor de lo requerido por el derecho internacional de los derechos humanos844.
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 A pesar de las defi ciencias de la investigación judicial sobre las circunstancias de la privación 
arbitraria de la vida de Cristóbal Espínola, los esfuerzos judiciales llevados adelante en relación 
a los autores morales de los hechos del “marzo paraguayo” no obstante lo benefi ciarían 
también a él. Sin embargo, la CODEHUPY lamenta que a la fecha, a 7 años de ocurridos 
los hechos, no se haya podido fi niquitar el juicio respecto de todos los procesados, que no 
haya ninguna sentencia fi rme y ejecutoriada en relación a los mismos, y que los principales 
responsables incriminados sigan procesados en la etapa sumaria de la investigación judicial. 
La extremada dilación y lentitud del procedimiento judicial incoado para investigar los hechos 
del “marzo paraguayo”, sin que se haya determinado judicialmente la verdad de lo sucedido 
ni se haya castigado a sus perpetradores, confi gura un retardo injustifi cado de los recursos 
judiciales internos845.

 A esta irregularidad, se suma el hecho que las resoluciones judiciales que dieron fi n al 
procedimiento nunca fueron notifi cadas a los familiares de Cristóbal Espínola Cardozo, lo que 
genera como consecuencia la indefensión y falta de protección judicial de los mismos, ya que 
quedan sin recibir la información que le es debida sobre los resultados de las investigaciones 
ofi ciales llevadas adelante y no pueden interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

3. La CODEHUPY reconoce los esfuerzos realizados por el Estado paraguayo para resarcir el 
daño causado a los familiares de la víctima mediante la asignación de una pensión graciable 
que compensa el lucro cesante. No obstante, una indemnización compensatoria adecuada 
debería incluir también reparaciones económicas que integren el daño moral y daño 
emergente. Asimismo, son loables las medidas de satisfacción dispuestas ofi cialmente a favor 
de Cristóbal Espínola Cardozo, entre ellas la designación con su nombre de diversos lugares 
públicos y el otorgamiento póstumo de la Condecoración del Congreso Nacional “Héroe de la 
Democracia Paraguaya”. Estas disposiciones son, además de un claro reconocimiento ofi cial 
de la responsabilidad, medidas de reparación adecuadas según el derecho internacional de 
los derechos humanos que tienen por fi nalidad rememorar y honrar a las víctimas y evitar 
que los hechos vuelvan a repetirse846.

4. De todos modos, las circunstancias señaladas de violación al derecho a la vida en virtud de 
una acción ilegítima de agentes públicos e impunidad llevan a la CODEHUPY a concluir que el 
Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de Cristóbal 
Espínola Cardozo.
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ARSENIO BÁEZ
☼ 14 de diciembre de 1950

† 16 de agosto de 2000

Arsenio Báez (CI Nº 2.183.910) nació el 14 de diciembre de 1950 en Acahay, departamento 
de Paraguarí, hijo de Escolástica Báez. Tenía 49 años cuando fue víctima de una ejecución 
arbitraria. Vivía en un lote de tierra ocupada en el asentamiento San Jorge, ex Caballería (hoy 
día asentamiento Arsenio Báez), en el distrito de José Domingo Ocampos, departamento de 
Caaguazú, en donde trabajaba plenamente en la agricultura cultivando un lote de tierra ocupada, 
además de emplearse en otros trabajos ocasionales. En ese lugar vivía con su esposa, Juana Rojas, 
nacida el 6 de mayo de 1952, con quien tuvo 8 hijos: Venancio, Eligio, Fabio, Ignacio, Herminio, 
Elvio, Víctor y Alberto Báez Rojas. Además, en ese sitio Arsenio Báez y su esposa cuidaban de 
dos nietos, Edgar Gustavo y Carolina Asunción. Había estudiado hasta el 4° grado de la escuela 
primaria y hablaba el guaraní como lengua materna847.

Arsenio Báez militaba en el Movimiento Campesino Paraguayo (MCP), era dirigente en el 
asentamiento San Jorge y miembro de la Mesa Coordinadora Departamental del MCP, en donde 
ejercía la secretaría de fi nanzas. Asimismo, ejercía el cargo de tesorero de la Comisión Vecinal del 
asentamiento San Jorge, reconocida por el Instituto de Bienestar Rural (IBR) para la tramitación 
administrativa de la ocupación y legalización de las tierras ocupadas848.

El asentamiento San Jorge fue una conquista de una comisión vecinal apoyada por el MCP tras 
largos años de lucha, que aún no se ha defi nido legalmente. El inmueble es una propiedad 
de 774 hectáreas que había sido ocupado por el Ministerio de Defensa, tras su adjudicación 
gratuita por parte del IBR a un destacamento de la Caballería el 15 de julio de 1982. No 
obstante, existe una situación de indefi nición legal porque el título confeccionado por el IBR 
para su cesión al Ministerio de Defensa habría sido adulterado, y las tierras en realidad nunca 
habían dejado de pertenecer al propietario original, la fi rma José D. Ocampos S.A. En 1995 el 
Ministerio de Defensa intentó rematar la propiedad, pero hubo un incidente judicial promovido 
por la empresa en razón de existir sobre el inmueble una orden de no innovar que se encontraba 
vigente e inscripta.

847 Testimonio N° 0043. Cédula de Identidad de Arsenio Báez.
848 Testimonios Nº 0043 y 0051. Resolución P N° 682 de 15 de septiembre de 1999 del Instituto de Bienestar Rural.
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Los campesinos, apoyados por el MCP, iniciaron el trámite para afectar el inmueble a la reforma 
agraria en 1996. En agosto de 1997 ocuparon el predio, lo fraccionaron, construyeron en él 
sus viviendas e iniciaron sus cultivos de subsistencia. Los militares señalaron a los campesinos 
que podrían ocupar el sitio ya que no promoverían el desalojo. Sin embargo, en un primer 
momento existía un temor de un inminente desalojo porque la Agrupación Ecológica y Rural 
tenía planeado ejecutar una orden de no innovar expedida por el Juzgado del 5º turno en lo 
Civil y Comercial de Asunción expedida el 25 de julio de 1996, recurso que fuera solicitado 
por el general Omar Guerín de la Primera División de Caballería. Sin embargo, el desalojo no 
se produjo, y en 1998 el IBR inició los trabajos de colonización de las tierras ocupadas. Sin 
embargo, el trámite administrativo continúa hasta la fecha de este informe, y el asentamiento 
aún no fue legalizado. Arsenio Báez estuvo muy cercanamente involucrado en este proceso de 
lucha por la tierra849.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como consecuencia de su actividad social y política como dirigente campesino, Arsenio Báez 
había recibido amenazas de muerte en numerosas ocasiones previas, por lo menos desde un 
año y medio antes de su ejecución arbitraria. Estas amenazas también se dirigían en contra de 
Casimiro Guanes, presidente de la comisión vecinal de San Jorge, y de Juan Ramón Ramírez, 
dirigente del asentamiento. Las amenazas provenían de un grupo de vecinos que se habían 
asentado en el lugar, que pertenecían al Partido Colorado y activaban en la seccional de la 
localidad. Este grupo, con apoyo del partido, había logrado establecer otra comisión vecinal, 
la que a pesar de no haber sido electa en asamblea ni reconocida por el IBR, contaba con un 
reconocimiento como comisión de desarrollo integral y de gestión legalizadora del asentamiento 
por resolución del 1 de diciembre de 1999 expedida por la Gobernación de Caaguazú, cuya 
titularidad en la fecha de los hechos era ejercida por Silvio Ovelar Benítez, del Partido Colorado. 
La comisión paralela era presidida por Miguel Campuzano, vecino del asentamiento y político 
activista de base de la seccional colorada local. El confl icto entre las dos comisiones estribaba 
en que los miembros de la comisión reconocida por la Gobernación tenían la intención de 
vender las derecheras a otros grandes productores agrícolas de la zona, en tanto que la comisión 
electa en la asamblea y reconocida por el IBR, a la cual pertenecía la víctima, tenía el objetivo 
de consolidar el asentamiento para asegurar la legalización de los lotes para los productores 
agrícolas sin tierra que estaban asentados allí y que habían dado tal mandato a los dirigentes. 
No obstante la entidad de las amenazas que recibían, los dirigentes no consideraron tan grave 
el riesgo de la situación850.

El miércoles 16 de agosto de 2000 en horas de la tarde, Arsenio Báez se encontraba en su 
domicilio, en el asentamiento San Jorge, dedicado a confeccionar las planillas de recepción 
de semillas de algodón que debía entregar al día siguiente a los compañeros del asentamiento 
que pasarían a retirarlas para su siembra. La víctima se encontraba en el patio de su rancho, 
en compañía de Pedro Nolazco Mora Melgarejo, un vecino del asentamiento, su esposa, la 
señora Juana Rojas, y sus hijos. Aproximadamente a las 18:00 horas, se acercó al domicilio de 
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la víctima un grupo de 7 personas, todas desconocidas y de sexo masculino, que se detuvo a 
cierta distancia. Del grupo se separó un hombre moreno, de unos 28 años aproximadamente, 
que venía con el rostro cubierto por un pañuelo y con una escopeta calibre 12 en una mano y un 
revólver en la otra. Irrumpió raudamente en la casa de la víctima dando voces de alto y diciendo 
que era un asalto. Cuando la víctima intentó encarar al atacante, este le disparó sin mediar 
palabras un tiro con la escopeta en el rostro, matándolo al instante. Acto seguido, efectuó otro 
disparo con el revólver, pero dirigido contra el hijo de la víctima Eligio Báez Rojas, quien había 
acudido a auxiliar a su padre. Una vez consumado el ataque, el pistolero dio media vuelta y salió 
caminando tranquilamente a reunirse con el grupo de personas que había quedado esperándole, 
y luego todos juntos desaparecieron del lugar. El atacante no robó nada851.

Todos los familiares de Arsenio Báez fueron testigos presenciales de su ejecución arbitraria852.

De acuerdo al examen a que fuera sometida la víctima por el paramédico Elvio Núñez, del 
puesto de salud local, la misma presentaba “una herida de proyectil presumiblemente escopeta 
cal. 12 con orifi cio de entrada en el mandíbula (sic) lado derecho sin orifi cio de salida, cuya 
consecuencia produciéndose (sic) su deceso en forma instantánea”. En tanto, Eligio Báez Rojas 
fue herido gravemente, pero alcanzó a sobrevivir y fue trasladado de urgencia hasta el Sanatorio 
Privado del Este de la ciudad de Caaguazú, donde recibió atención médica. De acuerdo al 
diagnóstico que se le expidiera en dicho centro, Eligio Báez presentaba una “herida por arma 
de fuego en región de cuello lado izquierdo, con orifi cio de entrada cuello lateral izquierdo 1/3 
medio, compromete orofaringe, toda la lengua, pérdida de dientes, orifi cio de salida en labio 
inferior comisura lado derecho. Fractura en maxilar inferior lado izquierdo. El paciente corrió 
peligro de muerte”853.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal se inició la misma tarde del 16 de agosto de 2000, cuando la Comisaría N° 
15 de José Domingo Ocampos recibió una presunta llamada telefónica anónima que denunció el 
hecho. De inmediato, el subcomisario Miguel Vázquez, jefe de la comisaría, y agentes a su cargo 
se constituyeron en el lugar del hecho, en compañía de Pedro Genes, secretario del Juzgado 
de Paz local y Elvio Núñez, paramédico del puesto de salud del lugar, en donde constataron 
la denuncia, examinaron el cadáver de la víctima y dispusieron su entrega a sus familiares. La 
denuncia fue comunicada por la Policía Nacional al Ministerio Público a las 11:30 horas del día 
siguiente854.

El fi scal Ángel Baranda, de la Unidad Fiscal N° 3 de la Fiscalía de Caaguazú fue asignado por 
turno a la investigación de la causa. En esa misma fecha, el Ministerio Público comunicó el inicio 
de las investigaciones al Juez Penal de Garantías de la circunscripción855.
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851 Idem.
852 Idem.
853 Acta de procedimiento; diagnóstico médico expedido por el doctor Marcos Crispín (carpeta fi scal “Investigación s/ Hecho Punible contra 

la Vida” Causa Nº 07-01-02-00004-2000-000391, ante la Unidad Penal N° 3 de la Circunscripción de Caaguazú a cargo de Ángel 
Baranda, fs. 3 y 12).

854 Parte Policial de 17 de agosto de 2000 del subofi cial 2° OS Fredy Ortega Portilla de la Comisaría N° 15 de José Domingo Ocampos; acta 
de procedimiento (carpeta fi scal “Investigación s/ Hecho Punible contra la Vida” Causa Nº 07-01-02-00004-2000-000391, ante la Unidad 
Penal N° 3 de la Circunscripción de Caaguazú a cargo de Ángel Baranda, fs. 1-3).

855 Ofi cio de 17 de agosto de 2000 (carpeta fi scal “Investigación s/ Hecho Punible contra la Vida” Causa Nº 07-01-02-00004-2000-000391, 
ante la Unidad Penal N° 3 de la Circunscripción de Caaguazú a cargo de Ángel Baranda, fs. 4).
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Durante el periodo de investigación el fi scal Baranda recibió la declaración de los testigos 
Casimiro Guanes y Pedro Nolazco Mora. Asimismo, el fi scal dispuso la agregación como pruebas 
documentales de las resoluciones N° 682/99 del Instituto de Bienestar Rural y N° 1.478/99 de 
la Gobernación de Caaguazú, así como el diagnóstico médico de Eligio Báez Rojas856.

El 18 de octubre de 2000, el fi scal Baranda solicitó a la comisaría N° 15 de José Domingo 
Ocampos “informar [sobre] el avance de las investigaciones” referentes al caso. El 5 de diciembre 
de 2000, el subofi cial 2° OS Fredy Ortega Portillo de la citada comisaría informó escuetamente 
que “al momento no fueron individualizados el o los autores del homicidio”857.

En realidad, no se realizó ningún otro acto de investigación.

El 2 de mayo de 2001, el fi scal Ángel Baranda resolvió disponer el archivo de la causa “hasta 
tanto surjan nuevos datos o elementos que sirvan a la investigación”, debido a que no se logró 
identifi car a los autores del hecho investigado, lo que según esa representación fi scal hizo que 
fuera imposible formular una imputación858.

Dicha resolución no fue notifi cada a los familiares de la víctima. Desde esa fecha la causa sigue 
archivada y no se realizaron otros actos de investigación.

REPARACIONES
Arsenio Báez fue enterrado en el cementerio Cooperadora, distrito de José Domingo Ocampos, 
donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos emergentes de su ejecución arbitraria 
fueron cubiertos por sus familiares y por compañeros y compañeras de la organización a la que 
pertenecía.

Los familiares de Arsenio Báez no recibieron indemnización alguna en los términos del derecho 
internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron 
disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución 
arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas.

En la actualidad, el asentamiento al que perteneciera Arsenio Báez lleva su nombre en su 
homenaje y recordación. Asimismo, la escuela del asentamiento lleva el nombre de la víctima. 
No obstante, estas nominaciones fueron puestas por los propios campesinos organizados del 
asentamiento, y aún carecen de reconocimiento ofi cial859.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los datos recabados en este informe, la CODEHUPY tiene la convicción de que 

Arsenio Báez fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada y ejecutada en el contexto de 
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856 Resolución P N° 682/99 del IBR; testifi cales de Casimiro Guanes y Pedro Nolazco Mora; Resolución N° 1478/99 de la Gobernación 
de Caaguazú; diagnóstico médico expedido por el doctor Marcos Crispín (carpeta fi scal “Investigación s/ Hecho Punible contra la Vida” 
Causa Nº 07-01-02-00004-2000-000391, ante la Unidad Penal N° 3 de la Circunscripción de Caaguazú a cargo de Ángel Baranda, fs. 5, 
8, 9, 11 y 12).

857 Ofi cio N° 265 de 18 de octubre de 2000 (carpeta fi scal “Investigación s/ Hecho Punible contra la Vida” Causa Nº 07-01-02-00004-2000-
000391, ante la Unidad Penal N° 3 de la Circunscripción de Caaguazú a cargo de Ángel Baranda, fs. 18).

858 Resolución Fiscal N° 43 de 2 de mayo de 2001 (carpeta fi scal “Investigación s/ Hecho Punible contra la Vida” Causa Nº 07-01-02-00004-
2000-000391, ante la Unidad Penal N° 3 de la Circunscripción de Caaguazú a cargo de Ángel Baranda, fs. 19).

859 Testimonios Nº 0043 y 0051.
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un confl icto por el derecho a la tierra y como consecuencia de su militancia política en una 
organización campesina.

 Sin embargo, la investigación ofi cial llevada adelante fue insufi ciente para poder determinar 
la identidad de quienes serían autores morales y materiales de la ejecución arbitraria de 
Arsenio Báez, circunstancia que le corresponde determinar al Ministerio Público, en el marco 
de sus funciones.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Arsenio Báez. 
La investigación fi scal llevada a raíz del hecho fue notoriamente defi ciente en los términos 
requeridos por derecho internacional de los derechos humanos860.

 El fi scal de la causa no ayudó con sus actos de investigación a esclarecer el hecho más allá de 
las pruebas y testimonios que le habían suministrado los familiares de la víctima, los testigos 
presenciales y el personal policial interviniente en las diligencias inmediatas al hecho. La 
investigación fi scal omitió producir pruebas fundamentales para el esclarecimiento del ilícito 
investigado como la autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado y la pericia 
balística de los proyectiles que acabaron con su vida, a los efectos de establecer el origen de 
los mismos. La revisión a que fuera sometida la víctima fue demasiado superfi cial, carente 
de rigor, técnicas y medios científi cos, y practicada por un funcionario que carece de título 
universitario de médico, por lo que carece de valor como prueba.

 Tampoco se han realizado actos de investigación básicos en la escena del crimen en este 
tipo de casos, como el levantamiento de evidencias fundamentales como vainillas servidas, 
huellas y restos en el lugar del hecho, que pudieran contribuir a identifi car posteriormente a 
los perpetradores. El fi scal de la causa jamás se constituyó en el lugar del hecho para realizar 
dichos actos de investigación de esta índole.

 La misma ausencia de una debida diligencia se observa respecto de la investigación a los 
posibles autores morales, quienes se mantienen en la más completa impunidad, debido a la 
futilidad de la investigación fi scal llevada adelante.

 Respecto a la obligación de investigar, cabe señalar que la extremada dilación de la causa 
iniciada sobre los hechos, archivada y sin avance alguno desde hace 5 años a la fecha de este 
informe, confi gura un retardo injustifi cado de los recursos judiciales internos861.

 Estas omisiones cometidas por el Ministerio Público en el deber de investigar y sancionar 
determinan que la ejecución arbitraria de Arsenio Báez haya quedado en la más completa 
impunidad, que no se haya esclarecido el hecho hasta determinar la verdad completa de 
lo sucedido y que no se haya castigado a sus perpetradores y a quienes habrían dado las 
órdenes y facilitado los medios para cometer el atentado.

3. Si bien la designación de una escuela y un asentamiento con el nombre de la víctima es 
una medida de reparación adecuada de acuerdo al derecho internacional de los derechos 
humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a las víctimas y evitar que los hechos 
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861 Ver Capítulo III, sección 3.



440

vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente para la reparación integral del 
daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares862. En este sentido, la CODEHUPY 
sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente responsable por el 
incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente a los familiares de 
Arsenio Báez, la que debería incluir por lo menos medidas de satisfacción y una indemnización 
adecuada.

4. Estas circunstancias de impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a 
concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria 
de Arsenio Báez, de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad en el derecho internacional 
de los derechos humanos. Dicha ejecución fue realizada en el contexto de la actuación de 
sicarios armados por grupos políticos y terratenientes que hostigan a las organizaciones de 
campesinos sin tierra, que se amparan ante la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para 
impedir, prevenir y sancionar dichas ejecuciones, ya que la falta de diligencia debida para el 
esclarecer la responsabilidad individual en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, 
como fue constatado en el presente caso, otorga un apreciable nivel aquiescencia a dichos 
grupos.
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JOSÉ FRANCISCO RUIZ DÍAZ JARA
☼ 18 de mayo de 2000

† 7 de marzo de 2001

José Francisco Ruiz Díaz Jara, nació en Coronel Oviedo, departamento de Caaguazú, el 18 de 
mayo de 2000, hijo de José Ruiz Díaz Medina y Marlene Jara Drakeford. Tenía 10 meses cuando 
fue víctima de una ejecución arbitraria. Vivía con sus padres y otros tres hermanos pequeños en 
su casa en el asentamiento Santiago Luis Franco, en el distrito de Simón Bolívar, departamento 
de Caaguazú863.

Los padres de José Francisco Ruiz Díaz Jara son activos dirigentes campesinos de la Asociación 
Santiago Luis Franco, del asentamiento del mismo nombre, integrante de la Organización 
Campesina de Simón Bolívar, afi liada a la Mesa Coordinadora de Organizaciones Campesinas 
(MCNOC). Esta comisión había conquistado una tierra mediante una activa lucha que se inició 
en julio de 1994, cuando unos 90 campesinos ocuparon un inmueble de 1.050 hectáreas 
de propiedad de las hermanas Estela y Nidia Buzarquis, en el distrito de Simón Bolívar. Los 
campesinos tenían la presunción que las propietarias se habían adueñado de un excedente de 
tierra fi scal que superaría las 1.000 hectáreas, la que era reclamada por los ocupantes. En agosto 
de 1994 los ocupantes fueron desalojados por la fuerza y 21 de ellos fueron detenidos. Sin 
embargo, los campesinos volvieron a ingresar a la ocupación y el 12 de enero de 1995 volvieron 
a sufrir un segundo desalojo, tras el que se detuvo a 7 ocupantes.

Sin embargo, el confl icto se solucionó a partir de un acuerdo fi rmado entre los campesinos y las 
propietarias, que fue homologado por resolución del Consejo del IBR. De acuerdo al arreglo, el 
IBR realizaría una mensura judicial de la propiedad con técnicos designados por ambas partes 
para supervisar el trabajo de los funcionarios del ente agrario. La mensura efectivamente detectó 
que existía un excedente de 774 hectáreas de tierras fi scales apropiadas indebidamente, las que 
fueron fraccionadas en 73 lotes y colonizadas por los campesinos. La colonia fue habilitada 
ofi cialmente por el IBR en 1998, como ampliación de la colonia Arroyo Hondo (Resolución P 
N° 1.165 de 31 de diciembre de 1998). La organización bautizó a la colonia con el nombre de 
Santiago Luis Franco, en homenaje a un campesino miembro de la comisión que falleció ahogado 
al caer a un pozo de fango cuando realizaban los trabajos de mensura judicial del inmueble.

863 Testimonio N° 0099.



442

El padre de José Francisco Ruiz Díaz Jara era presidente de la Asociación Santiago Luis Franco, 
que a su vez nucleaba 12 comités y un total de 280 asociados de base. En el 2000, José Ruiz Díaz 
Medina integraba la conducción nacional de la MCNOC en la secretaría de sin tierras864.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como dirigente de una organización campesina en Simón Bolívar, José Ruiz Díaz Medina había 
realizado varias denuncias en contra de dirigentes locales del Partido Colorado, algunos de 
los cuales habían sido denunciados ante la Fiscalía General del Estado y ante el Ministerio del 
Interior. En razón de estas denuncias, los dirigentes de la organización soportaban la persecución 
de los dirigentes colorados locales.

El 12 de enero de 2001 se produjo el homicidio de un campesino de nombre Víctor Bernal 
en el asentamiento Santiago Luis Franco. En el incidente también fue herido el cuñado de la 
víctima Domiciano Benítez. La organización mantenía un confl icto con la víctima, porque Bernal 
era ocupante de una parcela reclamada por otros campesinos pertenecientes a la asociación. 
Acusaban al administrador del IBR Carlos Bartomeu, de promover la ocupación de las tierras 
con personas ajenas a la organización, en desmedro de campesinos que habían participado del 
proceso de lucha. José Ruiz Díaz Medina, y sus hermanos Rafael, Isabelino e Ignacio Ramón, 
todos ellos reconocidos dirigentes campesinos del asentamiento Santiago Luis Franco, fueron 
denunciados como los autores de un homicidio ocurrido en el asentamiento, hecho que los 
hermanos Ruiz Díaz niegan haber cometido, y que denuncian forma parte de las acciones 
encaminadas al desmantelamiento de la organización865.

La Policía Nacional presentó denuncia al Ministerio Público, informando que la víctima había 
sido atacada por un grupo de otros 10 campesinos, entre quienes se encontraban los hermanos 
Ruiz Díaz, quienes le dispararon a quemarropa para luego prender fuego a su rancho. La Unidad 
Fiscal N° 4 de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Ever Ovelar formuló imputación penal 
en contra de ellos y se abrió la causa N° 0047/2001. El 13 de enero de 2001 el fi scal Ever Ovela 
dictó una orden de detención preventiva en contra de José Ruiz Díaz. El 15 de enero, el comisario 
principal DAEP Héctor Castor Álvarez Galeano, jefe de Orden y Seguridad de la Jefatura de la 
Policía Nacional de Caaguazú, solicitó al fi scal Ever Ovelar una orden de allanamiento de las 
viviendas de Francisco Rafael, Ignacio Ramón, Isabelino y José Ruiz Díaz. En la misma fecha, el 
fi scal Ovelar solicitó al Juzgado Penal de Garantías N° 1 a cargo de Luis Fernando Rivarola Ayala 
sea librada la orden de allanamiento, porque presumiblemente se encontrarían guardadas en 
los domicilios de los imputados las armas utilizadas en el homicidio de Bernal, de acuerdo a los 
datos proporcionados por la Policía Nacional al Ministerio Público. El fi scal asimismo solicitó 
que la orden sea emanada a nombre del funcionario Wilfrido Ovelar Vera, con autorización 
expresa para incautar objetos. En la misma fecha, el Juez Penal de Garantías dictó la orden de 
allanamiento conforme a lo solicitado866.
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864 Testimonio N° 0099. Riquelme (2003:113-114). Informativo Campesino N° 77/1995.
865  Testimonio N° 0099.
866 Testimonio N° 0099. Informativo Campesino Nº 148/2001. Requerimiento Fiscal N° 6 de 13 de enero de 2001; Solicitud de allanamiento 
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El allanamiento de la vivienda de José Ruiz Díaz y Marlene Jara Drakeford se realizó entre las 
12:00 y 01:00 horas de la madrugada del 17 de enero de 2001. La comitiva fi scal policial estaba 
encabezada por los funcionarios Wilfrido Ovelar y Juan Carlos Bedoya, el comisario José Sosa, los 
subofi ciales 2° de la Policía Nacional Bernardo Villasanti y Ramón Ferreira, y la integraban entre 
20 a 30 efectivos del Grupo de Operaciones Especiales de la Policía Nacional de la Jefatura de 
Coronel Oviedo, todos sin portanombres y algunos con pasamontañas que ocultaban su rostro.

Cuando los efectivos policiales llegaron a la vivienda y la rodearon, la familia Ruiz Díaz Jara 
se encontraba durmiendo. Además de José Ruiz Díaz y Marlene Jara Drakeford, en la vivienda 
estaban José Francisco y otros tres hermanos de cinco, siete y nueve años respectivamente. 
El rancho fue rodeado rápidamente, y los efectivos policiales empezaron a realizar disparos 
intimidatorios al aire y a dar voces para que Ruiz Díaz saliera y se entregara. José Ruiz Díaz, se 
negó a salir, y dijo que sólo saldría y se entregaría al amanecer. Ante la negativa, los policías 
amenazaron con matarlo a él y a toda su familia si no salía inmediatamente. A la vez, los policías 
iban dando voces de sus órdenes y disparaban sus armas al aire, amenazando a Ruiz Díaz que 
se encontraba totalmente acorralado y que si no salía, moriría toda su familia. Al cabo de unos 
minutos, los policías amenazaron con utilizar gas lacrimógeno para obligarlos a salir. Después 
de unos minutos de calma aparente, los policías derribaron una ventana de madera de unos 
30 centímetros que tenía la casa, utilizando como ariete un poste que encontraron en el patio. 
Ruiz Díaz prendió la luz de la pieza y del patio y observó como los policías arrojaron dentro de 
la pieza una granada de gas lacrimógeno que cayó al lado de José Francisco Ruiz Díaz Jara, y 
rápidamente inundó la pieza con los tóxicos, generando un susto y desconcierto total entre sus 
hijos pequeños que estaban llorando desesperadamente.

José Ruiz Díaz intentó alejar del los tóxicos a su hijo más pequeño, quien más había inhalado el 
gas, envolviéndolo en un colchón y alejándolo de la granada, y luego salió afuera de la casa y se 
entregó a los policías. Apenas abrió la puerta, se arrojaron encima de él unos 6 agentes que lo 
golpearon con suma brutalidad hasta dejarlo tendido en el suelo donde lo esposaron y dejaron 
reducido. Mientras, el resto del grupo ingresó a la vivienda de donde sacaron al resto de la 
familia afuera, para luego dedicarse a destrozar todo lo que encontraron dentro. En esa ocasión, 
de acuerdo a los testimonios, robaron el teléfono celular móvil de los Ruiz Díaz Jara e incautaron 
documentos y actas de la organización.

José Francisco Ruiz Díaz Jara falleció el 7 de marzo de 2001 en el Hospital Regional de Coronel 
Oviedo, como consecuencia de una afección pulmonar aguda que se derivó del gas lacrimógeno 
inhalado en ocasión del allanamiento realizado por la Policía Nacional en la casa de sus padres867.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
El funcionario portador de la orden de allanamiento, Wilfrido Ovelar Vera, labró un acta 
incorporada posteriormente como material probatorio válido en la causa seguida en contra del 
padre de la víctima en la que se señala que el allanamiento se llevó a cabo a las 09:30 horas 
del día 17 de enero de 2001. En el acta se consigna que en el domicilio sólo se encontraba 
la señora Luz Marlene Jara Drakeford, a quien se dio lectura de la orden de allanamiento. De 
acuerdo al acta, el registro de la vivienda se llevó a cabo con la aquiescencia de la dueña, y 
sólo se secuestraron 4 fotocopias de cédulas y 6 hojas manuscritas. No fueron encontradas ni 
secuestradas las armas que justifi caron el pedido de allanamiento. De acuerdo a dicha acta, en 
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ningún momento fue necesario utilizar la fuerza para realizar el registro de la vivienda de los 
Ruiz Díaz Jara868.

Con posterioridad a la muerte de José Francisco Ruiz Díaz Jara, su madre recurrió al Ministerio 
Público de Coronel Oviedo para denunciar la muerte de su hijo. Sin embargo, de acuerdo al 
testimonio de la víctima, funcionarios de la Fiscalía se habrían rehusado a recibir la denuncia869.

No hubo investigación fi scal de la ejecución arbitraria de José Francisco Ruiz Díaz Jara.

REPARACIONES
José Francisco Ruiz Díaz Jara fue enterrado en el patio de la casa de sus abuelos, en el distrito de 
Simón Bolívar, en el departamento de Caaguazú. Todos los gastos emergentes de su ejecución 
arbitraria, incluidos los gastos que demandó la atención médica de la madre, fueron asumidos 
por su familia.

Los familiares de José Francisco Ruiz Díaz Jara no recibieron indemnización alguna en los 
términos del derecho internacional de los derechos humanos. Nunca recibió la familia ningún 
tipo de disculpa ofi cial ni informe ofi cial respecto a la ejecución arbitraria de la víctima, ni las 
investigaciones llevadas adelante.

El oratorio del asentamiento Santiago Luis Franco fue denominado San José, en homenaje 
y recordación de José Francisco Ruiz Díaz Jara. Dicha designación fue resuelta por la propia 
organización, pero carece de reconocimiento por las autoridades públicas870.

CONCLUSIONES
1. Tras el detenido examen de todos los elementos de prueba recogidos en esta investigación, 

la CODEHUPY tiene la convicción de que José Francisco Ruiz Díaz Jara fue víctima de una 
ejecución arbitraria perpetrada por la Policía Nacional, en el contexto de una acción represiva 
dirigida contra su padre, derivada de un confl icto enmarcado en la lucha por la reforma agraria. 
En tal sentido, la ejecución arbitraria de José Francisco Ruiz Díaz Jara es consecuencia de la 
pertenencia y militancia en una organización de trabajadores rurales sin tierra de sus padres.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
estas facultades no pueden ser ejercidas arbitrariamente y con total desprecio a la dignidad 
humana, como la CODEHUPY lamenta constatar en este caso.

 La CODEHUPY concluye que fue ilegitimo del uso de la fuerza por parte de la Policía Nacional 
en la agresión de la que fuera víctima la familia Ruiz Díaz Jara, durante el allanamiento del 
domicilio de la familia en el asentamiento Santiago Luis Franco, distrito de Simón Bolívar, el 
17 de enero de 2001, que derivara a su vez en la ejecución arbitraria de su hijo José Francisco 
Ruiz Díaz Jara. Esta conclusión se funda en el hecho evidente que, de acuerdo a la información 
recolectada, ni la víctima ni otro miembro de su familia, incluidos sus progenitores, pudieron 
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868 Acta de allanamiento (expediente “José Ruiz Díaz y otros s/ homicidio en Simón Bolívar”, Año 2002, N° 251, folio 106, ante el Juzgado 
de Ejecución de Sentencia de la Circunscripción de Caaguazú fs. 32).

869 Testimonio N° 0099.
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haber puesto en peligro la vida de algún agente de policía u otra persona mediante actos 
de violencia, de manera que se justifi cara el uso de la desmedida violencia que se aplicó a 
toda la familia y, consiguientemente a la víctima. La decisión de arrojar una granada de gas 
lacrimógeno en el interior de un recinto privado cerrado en donde estaban durmiendo 4 
niños, sin que dicha medida guardara correspondencia y proporción con un peligro real a 
la vida y a la integridad de los agentes a cargo del operativo, evidencia que ni los agentes 
de la Policía Nacional ni los funcionarios del Ministerio Público portadores de la orden de 
allanamiento guardaban algún criterio de proporcionalidad y necesidad en el uso de las 
armas incapacitantes que se utilizaron.

 Concurren en fundamentar esta conclusión el hecho que la orden de allanamiento no contenía 
ninguna cláusula que autorizara expresa y fundadamente a realizar el allanamiento, registro y 
secuestro de evidencias en horario nocturno, como prescribe obligatoriamente el Código de 
Procedimientos Penales (art. 186). Dicha diligencia judicial se realizó en violación clara de las 
normas del debido proceso y del derecho a la defensa del imputado, en un procedimiento 
caracterizado por su incorrección e ilegalidad. Asimismo, el comportamiento de los agentes 
de la Policía Nacional y funcionarios del Ministerio Público inmediatamente posterior al 
allanamiento y detención del padre de la víctima, evidencia un comportamiento de notoria 
intencionalidad criminal.

 Al no existir un reconocimiento ofi cial por parte de la Policía Nacional ni del Ministerio Público 
de la agresión perpetrada, y una investigación ofi cial que demuestre la necesidad del uso de 
la fuerza, la CODEHUPY da credibilidad a los testimonios recolectados en esta investigación 
que refi eren que el ataque policial/fi scal fue totalmente innecesario y desproporcionado.

 También cabe señalar que la víctima directa de la ejecución arbitraria era un niño, de acuerdo 
a las normas legales vigentes en Paraguay al momento del hecho, circunstancia que lo hacía 
sujeto de derechos de protección especial por parte del Estado, que no fueron respetados.

 A pesar de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de José 
Francisco Ruiz Díaz Jara, la CODEHUPY carece de información sufi ciente para formarse una 
convicción respecto de la responsabilidad individual de todos agentes de policía que fueron 
los autores materiales de la ejecución arbitraria de la víctima, obligación que le corresponde 
a los organismos jurisdiccionales del Estado, en particular al Ministerio Público. No obstante, 
resulta indudable que el Ministerio Público cuenta con sufi cientes elementos incriminatorios 
que legitiman una investigación –y eventualmente el pedido de enjuiciamiento y sanción- a 
los responsables directos de dirigir el allanamiento del domicilio de los Ruiz Díaz Jara, por su 
presunta responsabilidad individual en la ejecución arbitraria de José Francisco Ruiz Díaz Jara, 
por no haber adoptado las medidas necesarias que razonablemente estaban a su alcance y 
potestad y que hubieran impedido que los agentes a su cargo utilizasen ilegítimamente la 
fuerza. La CODEHUPY considera que bajo esta imputación deberían ser investigados el fi scal 
Ever Ovelar y el funcionario Wilfrido Ovelar Vera, portador de la orden de allanamiento.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los responsables de la ejecución de José Francisco Ruiz Díaz Jara, 
debido a que ninguna investigación judicial fue abierta de ofi cio para la determinación del 
hecho y la sanción correspondiente a los responsables.

 La activa complicidad institucional de la Policía Nacional y el Ministerio Público en el 
encubrimiento de los responsables individuales, lleva a concluir que estas instituciones 
tuvieron una conducta cercana a la colaboración directa con el ilícito cometido. Esta conducta 
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determinó fi nalmente que la ejecución arbitraria de José Francisco Ruiz Díaz Jara no haya sido 
investigada ofi cialmente.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de José Francisco Ruiz Díaz Jara, la que debería incluir por lo menos medidas 
de satisfacción, un formal pedido de perdón a la familia y una indemnización compensatoria 
adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
José Francisco Ruiz Díaz Jara.

CAPÍTULO V  PARTE II
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DEPARTAMENTO DE CAAGUAZÚ / SANTIAGO MARTÍNEZ CARDOZO

SANTIAGO MARTÍNEZ CARDOZO
☼ 25 de noviembre de 1954

† 11 de marzo de 2001

Santiago Martínez Cardozo (CI Nº 1.593.747) era oriundo de Natalicio Talavera. Tenía 46 años 
cuando fue ejecutado. Nació el 25 de noviembre de 1954, hijo de Reinerio Martínez y de 
Gabriela Cardozo. Trabajaba plenamente en la agricultura, cultivando su tierra propia, y además 
contaban con otros ingresos familiares de la venta de carne vacuna de la que se encargaba su 
esposa. Había estudiado hasta el tercer grado de la enseñanza primaria, y no había hecho otros 
estudios. No obstante, había recibido mucha formación política a través de la organización 
lo que amplió sus conocimientos, experiencias y capacidades de liderazgo. Hablaba guaraní y 
español. Santiago Martínez estaba casado con Susana Olivella Penayo (36 años cuando ocurrió 
la ejecución arbitraria), con quien tenía cuatro hijos: Zunilda, Augusto César, Juliana y Marcos 
Martínez Olivella. Toda la familia vivía en la vivienda construida sobre la tierra propia, 10 
hectáreas ubicadas en el asentamiento Yvypytã, distrito de Yhu, departamento de Caaguazú que 
se ganaron mediante la lucha y después de varias ocupaciones871.

Santiago Martínez Cardozo militaba en el Movimiento Campesino Paraguayo (MCP) desde 1981 
y era dirigente en el asentamiento Yvypytã, miembro de la Mesa Coordinadora Departamental y 
miembro de la conducción nacional del MCP. Asimismo, era miembro del Partido Convergencia 
Popular Socialista, y del comité regional de Caaguazú del partido. Además era Presidente de la 
Asociación de Padres de la escuela de la zona y Coordinador del Proyecto Oñondivepa872.

El asentamiento Yvypytã fue una conquista de comisiones vecinales apoyadas por el MCP tras 
largos años de lucha. El origen de este asentamiento data de una ocupación de 100 campesinos 
sin tierra de unas 2.297 hectáreas propiedad de la empresa BLAYSUR SA ubicada en el distrito de 
Yhu (dpto. de Caaguazú) en diciembre de 1990. La ocupación fue desalojada en 1994. En julio 
de 1996, unos 40 campesinos sin tierra intentaron ocupar nuevamente la propiedad, montaron 
un campamento al costado del predio, y empezaron los trabajos de medición de los lotes, pero a 
raíz de presiones recibidas por la empresa decidieron abandonar el intento. Unos 60 campesinos 

871 Testimonio Nº 0003. Nota Nº 01/01 e Informe 02/01 de la Sub comisaría Nº 30 Colonia Bella Vista, de 12 y 11 de marzo de 2001 
respectivamente (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 2 y 8).

872 Testimonios Nº 0003 y 0004. Testifi cal de Susana Olivella Penayo (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” 
Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 18).
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pertenecientes al mismo grupo que fuera desalojado en 1994 de BLAYSUR ocupó ese mismo año 
otro inmueble de 852 hectáreas pertenecientes a Milton Kupas (252 hectáreas), Benito González 
(300 hectáreas) y Dietma Rehinard Kaiser (300 hectáreas) ubicados en la compañía Yvypytã, 
distrito de Vaquería, departamento de Caaguazú. Esa ocupación fue violentamente desalojada 
en agosto de 1996; 11 campesinos de la propiedad de Kupas (entre quienes se encontraba 
Santiago Martínez) y 17 de la de Kaiser fueron detenidos y recluidos en la Penitenciaría Regional 
de Coronel Oviedo, y se sumaron al grupo de 114 campesinos que estaban recluidos en ese 
penal en ese momento, provenientes de otros desalojos ocurridos en esas fechas en San Pedro 
(Kururuo, Kapi´ivary y Toro Piru), Concepción (Yhu) y Caaguazú (Santa Carmen y Simón Bolívar). 
En total, la población del penal ascendió a 391 personas, sobrepasando su capacidad de albergue 
(de 60 a 80 personas) y los campesinos fueron instalados bajo un quincho en el fondo del patio 
de la Gobernación departamental, sin mínimas condiciones de habitabilidad, en medio de un 
marco de hacinamiento, subalimentación y falta de atención médica adecuada. La ocupación de 
las tierras de Kupas, González y Kaiser fue abandonada tras el desalojo y las distintas comisiones 
vecinales se reagruparon y pasaron a ocupar una parcela perteneciente a la familia Oviedo 
ubicada en el mismo distrito. Al fi nal, la ocupación forzó la negociación del predio y el IBR 
compró el terreno y lo convirtió en un asentamiento. Son 1227 hectáreas en las que se asentaron 
123 familias (Resolución Nº 1325/1997 del IBR). Santiago Martínez estuvo muy cercanamente 
involucrado en este proceso de lucha por la tierra. A la fecha de su ejecución, hacía 8 años que 
estaba afi ncado en el lugar del asentamiento con su familia873. 

A raíz de la ocupación de las tierras de Kupas en 1996, Santiago Martínez fue detenido y procesado 
bajo los cargos de usurpación de propiedad privada y amenaza junto a otros 10 compañeros 
(Claudio Morales, Florentín Duarte Duarte, Mario Ríos Garay, José Duarte Duarte, Rubén Cardozo, 
Ignacio Garay, Silverio Enciso Martínez, Fausto Ríos Castillo, Del Pilar Cabrera e Hilario Centurión 
Florentín). Esta causa terminó el 14 de febrero de 2002, con el sobreseimiento libre por falta de 
méritos de todos los procesados, incluido Martínez Cardozo quien había permanecido sometido 
al proceso judicial aún después de un año de su ejecución arbitraria874.

El 6 de diciembre de 1996 Santiago Martínez, siendo secretario general adjunto de la Mesa 
Coordinadora Nacional del MCP, fue detenido sin orden judicial junto con Epifanio Armoa y 
Segundo Alcaraz tras una represión policial realizada en el asentamiento Yvypytã encabezada 
por el jefe de la comisaría de Yhu, un policía de apellido Coronel, quien los aprehendió bajo 
la acusación de ser los autores de la quema de un oratorio que había ocurrido el día anterior. 
Los tres dirigentes campesinos fueron detenidos a tempranas horas de la mañana y llevados a la 
comisaría de Bella Vista, a unos 20 km. del lugar, donde fueron interrogados y acusados de ser 
comunistas, responsables de las ocupaciones de tierra en la zona, de las manifestaciones y cierres 
de rutas y de la quema del oratorio. La base de la organización se alertó y realizaron una caminata 
hasta la comisaría, a lo largo de los 20 km., a donde llegaron a las 15:00 horas, y liberaron a sus 
compañeros. El MCP denunció en un comunicado que la quema del oratorio fue “preparad[a] 
por los propios seccionaleros para motivar la represión a la organización, amparados y apoyados 
por la seccional de Yhu cuyo cabecilla es Raúl Oviedo, que al día siguiente se fue a ofrecerle 
materiales para su nuevo oratorio al sacerdote. Asimismo, se intensifi can los robos de vacunos de 
la gente humilde sin que las autoridades muevan un solo dedo para poner fi n a este mal”875

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
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873 Informativo Campesino Nº 27/1990, 87/1995; Riquelme (2003: 100); testifi cal de Susana Olivella Penayo en el juicio oral y público 
(Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79. Acta de Juicio 
Oral y Público, fs. 88).

874 Véase el expediente “Silverio Enciso Martínez y otros s/ usurpación de propiedad provada y amenaza de muerte en Yhũ”. Año 1996, Nº 
179/126, Folio 32/39/41/42, ante el Juzgado de Liquidación y Sentencia Nº 3, secretaría de Carlos Zena, en la Circuncripción Judicial de 
Caaguazú. El sobreseimiento libre se dictó por AI Nº 21 de 14 de febrero de 2002.

875  Informativo Campesino Nº 94/1996.
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Como consecuencia de su actividad social y política como dirigente campesino, Santiago Martínez 
Cardozo había recibido amenazas de muerte en numerosas ocasiones previas a su ejecución 
arbitraria, presumiblemente por parte de terratenientes de la zona. En particular, un miembro de 
la familia Oviedo, Raúl Oviedo, propietaria de las tierras donde se hallaba el asentamiento, había 
amenazado a Santiago Martínez por la lucha que la organización estaba llevando adelante para 
recuperar unas 137 hectáreas de pastura pertenecientes al asentamiento que la familia Oviedo 
había vendido a un ganadero. Las últimas y más serias amenazas las recibió pocas semanas antes 
de su ejecución por parte de un vec ino suyo, Luis Esquivel Medina, quien vivía a 200 metros 
de su casa y que se desempeñaba como empleado de las estancias de la zona. Esquivel Medina 
había disparado con una escopeta calibre 28 sobre dos de las hijas de Santiago Martínez cuando 
éstas se encontraban lavando ropas en un arroyo; en esa misma época, vecinos y compañeros 
de la organización alertaron a Santiago Martínez acerca de un comentario que habría realizado 
Luis Esquivel Medina en el sentido que “mataría a Santiago Martínez o por lo menos a su perro”. 
Unos 8 días antes de la ejecución, la esposa de Santiago Martínez había visto a Esquivel Medina 
merodeando, escopeta en mano, en la chacra de la víctima. Santiago Martínez no realizó denuncia 
alguna sobre las amenazas que recibió, porque no consideró grave el riesgo de la situación876.

El domingo 11 de marzo de 2001 Santiago Martínez había recibido la visita de Damacio Quiroga 
Ruiz, quien en esa época se desempeñaba como coordinador departamental del MCP. La visita 
era de rutina, y tenía el objetivo de acompañamiento y animación de la base de Yvypytã, de 
la que Santiago Martínez era su dirigente. Ese día estuvieron en una reunión de sin tierras en el 
lugar, hasta la tarde, cuando volvieron a la casa de Martínez a bañarse, tomar tereré y continuar 
la conversación en el patio. Aproximadamente a las 16:30 horas decidieron ir a la chacra de 
Santiago Martínez, para mostrarle su producción de algodón y el manejo que estaba haciendo de 
su tierra. Fueron entre cuatro, Martínez y Quiroga, Susana Olivella y una de las hijas. Estuvieron 
en la chacra el tiempo necesario que les llevó sacar media bolsa de mandioca y Susana Olivella 
juntar pasto camerún para dar a las vacas, y aproximadamente a las 18:00 horas volvieron a la 
casa. Adelante, iban Susana Olivella y su hija, y mucho más atrás volvieron Santiago Martínez 
y Damacio Quiroga, quienes seguían con la conversación. Santiago Martínez volvía ligeramente 
adelantado, entre unos 5 a 10 metros, respecto de Quiroga, y llevaba al hombro una bolsa con 
mandiocas recién sacadas de la chacra. Al llegar un cruce de cuatro caminos, distante a unos 
200 metros de su casa donde había una porción de bosque, Santiago Martínez se detuvo a 
comentar con Quiroga que ese bosque lo estaba dejando en calidad de reserva para hacer de él 
un parque donde sus hijos pudieran jugar. En ese momento se efectuó un disparo de escopeta 
desde el bosque, del lado derecho del camino y Santiago Martínez cayó al suelo mortalmente 
herido, con 7 impactos de balines en la cabeza región occipital, y dos en el rostro, falleciendo 
instantáneamente. Damacio Quiroga no pudo divisar al tirador, porque al escuchar el disparo y 
ver a Santiago Martínez caer herido se arrojó al suelo y ganó un refugio en un rápido movimiento 
de zigzag para evitar ser también él víctima de los disparos877. 

De acuerdo a las evidencias recogidas en el terreno, la ejecución arbitraria de Santiago Martínez 
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876 Testimonios Nº 0003 y 0004. Testifi cal de Susana Olivella Penayo (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” 
Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 18).

877 Testimonio Nº 0003. Testifi cales de Damacio Quiroga y Susana Olivella Penayo (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en 
Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 25 y 18). Acta de Constitución del Fiscal de la causa en el lugar del hecho, 
croquis del lugar del hecho y tomas fotográfi cas del 2 de abril de 2001 (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” 
Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 35-46).Notas Nº 01/01 y 03/01 e Informe 02/01 de la Sub comisaría Nº 30 Colonia Bella 
Vista, de 12, 11 y 16 de marzo de 2001 respectivamente y Nota Nº 02/01 de 15 de marzo de 2001 que transcribe la denuncia formulada 
por Susana Olivella Penayo ante la Subcomisaría Nº 30 (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-
01-02-00001-2001-000240, fs. 2, 8, 14 y 22).
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había sido meticulosamente preparada con anticipación. En el lugar desde donde se efectuó el 
disparo se había construido un parapeto con jahape y jahape y jahape chirca, desde el cual el tirador podía ver chirca, desde el cual el tirador podía ver chirca
sin ser divisado desde el camino. El sitio tenía rastros de haber sido usado con frecuencia en 
los últimos días porque la hierba estaba pisada. Del parapeto, salía un sendero que había sido 
recientemente abierto en el bosque, y que se bifurcaba. Uno de los senderos iba a dar a un árbol 
que había sido preparado y usado de “mangrullo”, un mirador natural desde el que se obtenía 
una apreciable vista del domicilio de la víctima y se controlaba el movimiento en el camino que 
conducía de la casa a la chacra. El otro sendero iba a dar a la chacra de un vecino del lugar, 
Luis Benítez, suegro de Esquivel Medina, que era lindante con la chacra de Santiago Martínez. 
Asimismo, el día y la hora elegidos para realizar el atentado fue domingo a la tarde, momento 
en que la mayor parte de la comunidad se encontraba en una cancha de fútbol muy lejos del 
lugar de los hechos878.

Todos los familiares de Santiago Martínez escucharon el disparo, pero recién cuando Damacio 
Quiroga llegó presurosamente a la casa poco después del atentado, se enteraron de lo sucedido, 
fueron a avisar a otros compañeros del asentamiento y a constatar lo sucedido879.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal se inició la misma tarde del 11 de marzo de 2001, cuando un vecino del 
asentamiento, Nino Trinidad Santacruz, dio aviso al personal de la Subcomisaría Nº 30. Personal 
de la policía comunicó el hecho telefónicamente al Fiscal de turno y se constituyó en el lugar 
con apoyo de agentes de otras comisarías 11 de Yhu, 20 de Vaquería y la subcomisaría 31 Santo 
Domingo. Los agentes policiales intervinientes levantaron el croquis del lugar y detallaron la 
descripción de las heridas. Asimismo, los agentes policiales procedieron, por orden del fi scal de 
turno, a entregar el cadáver de la víctima a Susana Olivella de Penayo. Del mismo modo, recabaron 
información sumaria de los testigos Damacio Quiroga, Susana Olivella y Pedro Martínez Dávalos. 
Susana Olivella refi rió al personal policial que el autor del disparo había sido Luis Esquivel 
Medina, persona que había amenazado de muerte a Santiago Martínez con anterioridad. Pedro 
Martínez Dávalos refi rió que divisó a Esquivel Medina cuando salía presuroso del bosquecillo 
rumbo a su casa, con el torso desnudo y escopeta en mano, momentos después de producirse 
el atentado; al requerirle sobre su actitud, el testigo refi rió que Esquivel Medina le contestó que 
había estado “mariscando”. En base a estas informaciones, la policía se dirigió al domicilio de 
Luis Esquivel Medina y procedió a su detención y a la incautación en calidad de evidencia de una 
escopeta calibre 28, una cartuchera de fabricación casera y seis cartuchos del arma respectiva y 
tres vainillas servidas. Esquivel Medina fue remitido a la Jefatura de Policía de Coronel Oviedo 
y se comunicó al Fiscal de turno, abogado José de los Santos Arzamendia de la Unidad Fiscal 
Nº 1 de Coronel Oviedo, sobre la detención y las diligencias realizadas el 12 de marzo, a las 
17:00 horas. El agente de policía responsable de las diligencias sumarias y de la detención fue 
el Subofi cial 2º OS Martín Candia Amarilla, jefe de la Subcomisaría Nº 30, dependiente de la 
Comisaría Nº 11 de Yhu. El 13 de marzo de 2001 Susana Olivella Penayo radicó denuncia ante 
la Subcomisaría Nº 30 Colonia Bella Vista, sobre el homicidio de Santiago Martínez, señalando 
la responsabilidad, en calidad de autor material, de Luis Esquivel Medina. La Policía comunicó 
la denuncia al Ministerio Público el 15 de marzo880.

El fi scal Arzamendia resolvió por Resolución Fiscal Nº 4 de 12 de marzo de 2001 disponer la 
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878 Testimonio Nº 0003. Acta de Constitución del Fiscal de la causa en el lugar del hecho, croquis del lugar del hecho y tomas fotográfi cas del 2 de 
abril de 2001 (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 35-46). Testifi cal 
de Damacio Quiroga (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 25).

879 Testimonio Nº 0003.
880 Notas Nº 01/01 y 03/01 e Informe 02/01 de la Sub comisaría Nº 30 Colonia Bella Vista, de 12, 11 y 16 de marzo de 2001 respectivamente 

y Nota Nº 02/01 de 15 de marzo de 2001 que transcribe la denuncia formulada por Susana Olivella Penayo ante la Subcomisaría Nº 30 
(carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 2, 8, 14 y 22).
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detención preventiva de Luis Esquivel Medina en la Jefatura Policial de Coronel Oviedo, en libre 
comunicación y a disposición de la Unidad Fiscal y del Juzgado Penal de Garantías, en vista 
de los méritos de la denuncia presentada y por considerar que resultaba necesario garantizar, 
mediante la aplicación de la privación de libertad cautelar la presencia de dicha persona, la 
sujeción al proceso que se le iniciaba. En esa misma fecha el fi scal comunicó el inicio de las 
investigaciones del caso al Juez Penal de Garantías Carlile Gauto Sanabria de la Circunscripción 
Judicial de Caaguazú881.

El 13 de marzo el fi scal Arzamendia dispuso la comparecencia de Luis Esquivel Medina a efectos 
de prestar declaración indagatoria, para ese mismo día a las 8:30 de la mañana. El detenido no 
contaba aún con un abogado defensor, se abstuvo de prestar declaración y sólo suministro sus 
datos personales de identidad882. En esa misma fecha el fi scal Arzamendia formuló imputación 
en contra de Esquivel Medina por el delito de homicidio de Santiago Martínez en base a los 
elementos que le fueran suministrados por la denuncia policial. Asimismo, el fi scal solicitó le sea 
fi jado en 4 meses el plazo del periodo de investigación y le sea establecida la fecha para presentar 
acusación pública. Por último, en esa misma fecha, solicitó la imposición de prisión preventiva 
en contra del imputado, fundándose en la gravedad de la pena prevista para dicho delito y en 
que las circunstancias del hecho refl ejaban “un estado de relativa peligrosidad del imputado 
de marras en las esfera social, refl ejando una típica conducta tendiente a la actividad delictual 
(sic)” y acreditando que el imputado no con contaba con arraigo conocido y que su libertad 
podría representar un peligro de obstrucción “de no sujetarse a las resultas del proceso”883. El 
Juzgado Penal de Garantías a cargo de Carlile Gauto Sanabria resolvió en la misma fecha tener 
por presentada la imputación, fi jar en dos meses el período de investigación fi scal, disponer 
la presentación de la acusación para el 14 de mayo del 2001 y señalar para el día siguiente 
la audiencia para resolver sobre el pedido de prisión preventiva solicitado por el Ministerio 
Público884. En el día fi jado, se llevó a cabo la audiencia de la prisión preventiva, y Luis Esquivel 
Medina fue asistido por el defensor público David Escobar. En la misma fecha el juzgado decretó 
la prisión preventiva de Luis Esquivel Medina teniendo en cuenta los elementos de convicción que 
se tenían en el momento que acreditaban el hecho y la vinculación a priori del imputado como 
responsable del mismo, la expectativa de la pena, y la falta de una actividad laboral fi ja que hacía 
presumir el peligro de fuga. Esquivel Medina fue recluido en la Penitenciaría Regional de Coronel 
Oviedo, en libre comunicación y a disposición del Juzgado; esta resolución no fue apelada885.

Durante el periodo de investigación, el fi scal Arzamendia recibió las testifi cales de cargo de 
Susana Olivella Penayo, viuda de la víctima; Pedro Martínez Dávalos, vecino y compañero del 
asentamiento de la víctima; Damacio Quiroga Ruiz, compañero de organización de la víctima 
y testigo presencial del hecho; Sergio Martínez Dávalos, César Sosa Medina y Osvaldo Aquino 
Giménez, vecinos y compañeros de asentamiento de la víctima y testigos presenciales de las 
circunstancias del hecho886. Asimismo, el fi scal solicitó a la Policía Nacional la realización de una 
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881 Resolución Fiscal Nº 4 de 12 de marzo de 2001 y Ofi cio N’ 119 de la misma fecha (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en 
Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 4 y 3).

882 Ofi cio Nº 120 de 13 de marzo de 2001 y acta de declaración indagatoria de la misma fecha (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ 
Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 5 y 7).

883 Requerimientos Fiscales Nº 22 y 30 de 13 de marzo de 2001 (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 
07-01-02-00001-2001-000240, fs. 11 y 12).

884 Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79. AI Nº 221 de 
13 de marzo de 2001, fs. 14).

885 AI Nº 228 de 14 de marzo de 2001. Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, año 
2001, Nº 172, folio 79, fs. 17).
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pericia sobre la escopeta incautada a Esquivel Medina a los efectos de determinar si el arma había 
sido disparada con anterioridad y el tiempo aproximado de los disparos, así como si las vainillas 
servidas incautadas como evidencia habían sido disparadas por el arma en cuestión. La pericia 
fue producida por el Ofi cial 1º OS Gilberto Salinas, Jefe de la Sección Balística del Departamento 
de Investigaciones de la Policía Nacional, y determinó que la escopeta incautada era apta para 
producir disparos, había sido disparada con anterioridad a la pericia y estos disparos eran de 
reciente data. Asimismo, las tres vainillas servidas incautadas habían sido disparadas por dicha 
escopeta887.

El 26 de marzo de 2001 el agente fi scal Arzamendia solicitó al Juzgado Penal de Garantías la orden 
de allanamiento del domicilio del imputado, con el fi n de tomar placas fotográfi cas del lugar, 
levantar un croquis ilustrativo y disponer de otras medidas que favorezcan al esclarecimiento 
del hecho, teniendo en cuenta que las testifi cales hacían referencia al domicilio del imputado 
y lugares aledaños. El juzgado resolvió el 29 de marzo ordenar el allanamiento del domicilio 
de Esquivel Medina a los efectos de obtener tomas fotográfi cas, levantamiento de un croquis 
ilustrativo así como para el levantamiento de evidencias o elementos utilizados en la muerte de 
Santiago Martínez. El juzgado facultó al fi scal Arzamendia para realizar el allanamiento con el 
auxilio de la fuerza pública y le otorgó el mandamiento correspondiente888. El procedimiento 
fue efectuado en fecha 2 de abril del 2001, con la presencia del agente fi scal Arzamendia, y se 
limitó a un reconocimiento del lugar del hecho, levantamiento de un croquis de sitio y tomas 
fotográfi cas. El fi scal resolvió durante el transcurso de la diligencia no proceder a allanar el 
domicilio de Esquivel Medina, por no ser necesario para el esclarecimiento del hecho889. 

El 5 de abril de 2001 el fi scal Arzamendia solicitó, como anticipo jurisdiccional de prueba, 
la autopsia de la víctima, con los objetivos de determinar la causa de la muerte, establecer 
la cantidad de proyectiles existentes en el cuerpo, determinar el calibre y el tipo de arma a 
que pertenecen dichos proyectiles, y determinar si dichos proyectiles pertenecen al arma y/o 
cartuchos incautados al imputado, proponiendo al cuerpo médico forense de la circunscripción 
como peritos del Ministerio Público890. El 30 de abril el juzgado dispuso ordenar la realización 
de la autopsia como anticipo jurisdiccional de prueba, pero al sólo efecto de determinar la 
causa de la muerte de Santiago Martínez, a cuyo efecto designó como perito médico forense 
al Dr. Octaviano Franco. Por el contrario, rechazó la realización de las pericias correspondientes 
para establecer la cantidad de proyectiles en el cuerpo de la víctima, disponer la extracción de 
dichos proyectiles, y determinar el calibre y procedencia del arma, y si los proyectiles extraídos 
correspondían al arma incautada al imputado, debido a que el fi scal no había propuesto peritos 
para tales pruebas, y que éstas podrían ser realizadas como actos propios de investigación del 
fi scal, en cualquier momento del procedimiento, y que no correspondía que fueran diligenciadas 
como anticipo jurisdiccional de prueba. Esta decisión no fue apelada891. Sin embargo, en fecha 
23 de mayo, el fi scal Arzamendia solicitó la ampliación de la resolución judicial en el sentido 
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886 Actas de declaraciones testifi ciales (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-
000240, fs. 18, 20, 25, 26, 27 y 28).

887 Ofi cio Nº 125 de 14 de marzo de 2001 al Jefe de la Policía Departamental e Informe Pericial (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ 
Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-00001-2001-000240, fs. 16 y 64-66).

888 Requerimiento fi scal Nº 37 de 26 de marzo de 2001; AI Nº 312 de 29 de marzo de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel 
Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 22, 23).

889 Acta de Constitución, croquis y tomas fotográfi cas (carpeta fi scal “Luis Esquivel Medina s/ Homicidio en Bella Vista” Causa Nº 07-01-02-
00001-2001-000240, fs. 35-46).

890 Requerimiento Fiscal Nº 42 de 5 de abril de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista 
– Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 24).

891 AI Nº 441 de 30 de abril de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, año 
2001, Nº 172, folio 79, fs. 28-29).
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de peticionar la exhumación previa del cadáver de Santiago Martínez, y que la autopsia debería 
realizarse en el mismo lugar del camposanto de Vaquería donde se halla enterrada la víctima, 
sin necesidad de traslado a centro médico alguno892. El juzgado resolvió el 20 de julio de 2001 
ampliar la resolución anterior en el sentido de disponer la exhumación previa del cadáver de 
Santiago Martínez, antes de realizar su autopsia, así como ordenar la constitución del juzgado, el 
perito y las partes para el 28 de julio de 2001 para la realización de la autopsia “en el cementerio 
de la localidad de Bella Vista” (sic)893. Sin embargo, por causas desconocidas y no explicitadas en 
el expediente, la autopsia nunca fue realizada.

El 11 de mayo de 2001, el fi scal Arzamendia solicitó la prórroga del plazo para presentar 
acusación, argumentando que no había fenecido el plazo máximo de 6 meses establecido para 
la etapa preparatoria, y que aún quedaba pendiente la realización de la autopsia de la víctima, 
prueba fundamental para la determinación de la responsabilidad del imputado. El 7 de junio el 
imputado y la defensa técnica manifestaron su oposición al pedido de prórroga del fi scal. El 16 
de junio el juzgado resolvió hacer lugar al pedido del fi scal y ampliar el periodo de investigación 
preliminar por un plazo de 50 días, estableciendo el 6 de agosto de 2001 como fecha para la 
presentación de la acusación fi scal894.

El 6 de agosto de 2001 el fi scal Arzamendia presentó un pedido de sobreseimiento provisional 
a favor de Luis Esquivel Medina, teniendo en cuenta la orfandad de elementos de convicción 
que ameriten sufi cientemente la formulación de una acusación en contra del imputado, pero 
teniendo en cuenta la posibilidad de incorporar nuevos elementos de convicción como la autopsia 
requerida y la deposición de algún testigo presencial no conocido. El 7 de agosto el Juzgado 
resolvió convocar la audiencia preliminar del caso para el 14 de septiembre de 2001895.

En la fecha prevista se celebró la audiencia preliminar ante el Juzgado Penal de Garantía. El 
Ministerio Público se ratifi có en todos los términos en el pedido de sobreseimiento provisional. 
La defensa pública, por la representación del imputado, se allanó al pedido del fi scal y solicitó el 
cese de las medidas cautelares impuestas al mismo896. El juzgado resolvió, teniendo en cuenta las 
disposiciones pertinentes del Código Procesal Penal, no hacer lugar al pedido de sobreseimiento 
provisional solicitado por el fi scal de la causa, y remitir el expediente al Fiscal General del Estado, 
para que éste ratifi que en la posición del fi scal inferior o acuse. Por otro lado, se resolvió rechazar 
la querella adhesiva promovida por la esposa de la víctima bajo patrocinio del abogado Alberto 
Alderete, porque no había presentado acusación en la etapa procesal oportuna. El juzgado no se 
pronunció sobre la solicitud de la defensa de levantar las medidas cautelares. La resolución no 
fue apelada por ninguna de las partes897.

El 8 de octubre de 2001, el Fiscal General Adjunto Diosnel Rodríguez, encargado temporalmente 
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892 Requerimiento Fiscal Nº 46 de 23 de mayo de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella 
Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 40).

893 AI Nº 830 de 20 de julio de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, año 
2001, Nº 172, folio 79, fs. 28-29).

894 Dictamen fi scal Nº 100 de 11 de mayo de 2001; acta de la audiencia del Art. 325 del CPP; AI Nº 673 de 16 de junio de 2001 (Expediente 
“Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 39, 42 y 43).

895 Requerimiento Fiscal Nº 177 de 6 de agosto de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella 
Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 47-48).

896 Acta de la audiencia preliminar del 14 de setiembre de 2001. (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible 
en Bella Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 56).

897 AI Nº 1109 de 14 de setiembre de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, 
año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 58-59).
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del despacho del Fiscal General del Estado, presentó acusación contra Luis Esquivel Medina por 
el delito de homicidio doloso en contra de Santiago Martínez, solicitando la aplicación de la pena 
correspondiente (art. 105 inc. 1º del Código Penal). Solicitó sean admitidas como pruebas en el 
jucio oral 7 testimonios (Susana Olivella Penayo, Damacio Quiroga Ruíz, Sergio Martínez Dávalos, 
César Sosa Medina, Osvaldo Aquino Giménez, Modesto Martínez Dávalos y Crispín Navarro Díaz). 
Asimismo, presentó como pruebas documentales el acta de constitución del Ministerio Público en 
el lugar del hecho, el croquis y las tomas fotográfi cas del lugar, la pericia balística de la Sección 
Balística del Departamento de Investigaciones de la Policía Nacional y una nota de la Comisión 
de Derechos Humanos de la Cámara de Senadores remitiendo una denuncia presentada ante 
esa instancia por la Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC). Por 
último, confi rmó la competencia del fi scal José de los Santos Arzamendia para que siga ejerciendo 
la representación fi scal en la causa. El 18 de octubre el Juzgado Penal de Garantía resolvió convocar 
una nueva audiencia preliminar para el 29 de noviembre, para lo cual dispuso las actuaciones y 
evidencias reunidas al examen de las partes por el plazo común de 5 días898.

En la fecha indicada se llevó a cabo la audiencia preliminar ante el Juzgado Penal de Garantías, 
con la presencia del fi scal Arzamendia, el imputado y el defensor público. El fi scal se ratifi có 
en la acusación del Fiscal General del Estado y en relación a la pena, señaló que la misma sería 
solicitada en juicio oral de acuerdo a las pruebas que sean diligenciadas. La defensa planteó la 
exclusión de tres pruebas ofrecidas por el Ministerio Público: la nota de la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Senadores, en razón que era un atentado contra la independencia del 
Poder Judicial y una infl uencia indebida en el ánimo del juzgador; el croquis y las fotografías del 
lugar del hecho, porque no constituían pruebas documentales, eran meros actos de investigación 
que además habían sido producidos sin el control de la defensa; por último, la pericia balística de 
la escopeta del imputado, porque había sido producida en violación de las garantías del derecho 
a la defensa y violando las disposiciones del Código Procesal Penal relativas a la notifi cación y 
facultades de la defensa para controlar y proponer peritos. Del mismo modo, la defensa ofreció 
como pruebas dos testifi cales de descargo (Cirilo Orquiola y Salvadora Benítez) así como ofreció 
como prueba instrumental los antecedentes penales del imputado. El Ministerio Público se allanó 
a la exclusión planteada por la defensa en relación a la nota de la Comisión de Derechos Humanos 
de la Cámara de Senadores, pero se opuso a las demás exclusiones899. El 29 de noviembre el 
Juzgado Penal de Garantía resolvió admitir la acusación contra Luis Esquivel Medina por el delito 
de homicidio (art. 105 inc. 1 del Código Penal) en grado de autoría, declarar la apertura del 
juicio oral y público para el juzgamiento de la causa, disponer la puesta del acusado en prisión 
preventiva a disposición del Tribunal de Sentencia competente, con informe sobre su situación, 
ordenar la remisión del expediente a la ofi cina del Tribunal de Sentencia. Del mismo modo, el 
Juzgado Penal de Garantías hizo lugar a la exclusión como pruebas de la nota de la Comisión de 
Derechos Humanos y del peritaje balístico realizado sobre la escopeta de Esquivel Medina. Todas 
las demás pruebas ofrecidas por las partes fueron admitidas. Esta resolución no fue apelada900.

El 21 de diciembre de 2001 se integró mediante sorteo el Tribunal de Sentencia para conocer 
y juzgar el caso, quedando integrado con los jueces Julio César Solaeche, como presidente, y 
Nimia de Guanes y Manuel Saifi ldin como miembros titulares, y los jueces Tito Derlis Gauto 
e Isidro Cáceres Oviedo como suplentes. El juicio oral y público fue convocado para el 11 de 
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898 Dictamen Nº 2488 de 8 de octubre de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista 
– Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 62-67).

899 Acta de la audiencia preliminar del 29 de noviembre de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible 
en Bella Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 76-77).

900 AI Nº 1317 de 29 de octubre de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella Vista – Yhu”, año 
2001, Nº 172, folio 79, fs. 79-81).
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febrero de 2001, en el local del Poder Judicial de Coronel Oviedo. La integración del Tribunal de 
Sentencia no fue objetada por ninguna de las partes901.

El 11 de febrero de 2002 se inició el juicio oral y público de la causa. El Ministerio Público se 
ratifi có en su acusación y señaló un pormenorizado relato del hecho, apuntando a que demostraría 
la reprochabilidad del acusado con las pruebas que produciría en el juicio, difi riendo el pedido 
de pena para la etapa correspondiente. La defensa se ratifi có en la inocencia del acusado de 
todos los hechos que se le acusan. Esquivel Medina se abstuvo de prestar declaración en el juicio 
oral, haciendo uso de su derecho constitucional a guardar silencio. A continuación se recibieron 
las declaraciones testifi cales de Susana Olivella, Damacio Quiroga Ruiz, Sergio Martínez Dávalos, 
César Sosa Medina, Modesto Martínez Dávalos y Crispín Navarro Díaz. El Ministerio Público 
desistió de la deposición del testigo Modesto Martínez Dávalos. En esa etapa del juicio, la defensa 
solicitó la suspensión de la audiencia con el fi n de hacer comparecer a los testigos de cargo que no 
se habían presentado. El Tribunal hizo lugar al pedido por única vez, señalando el 18 de febrero 
a partir de las 12 horas para la prosecución del debate. En esa fecha, el juicio prosigue, pero 
la defensa desiste de la deposición de los testigos de cargo, quienes tampoco habían vuelto a 
comparecer. Luego, son introducidas por su lectura las pruebas documentales. La defensa solicitó 
tomar declaración al acusado, pero lo hizo al sólo efecto de manifestar sus datos personales. A 
continuación, el Ministerio Público presentó sus alegatos fi nales señalando la reprochabilidad del 
acusado y solicitando que sea declarada la existencia del hecho punible y la responsabilidad de 
Esquivel Medina. La defensa, por su parte, solicitó la absolución argumentando que no existía 
prueba directa que lo vinculara con el hecho investigado902.

El Tribunal de Sentencia, previo debate, resolvió por unanimidad declarar la competencia del 
tribunal para conocer en el hecho juzgado. Seguidamente, declaró por unanimidad que de 
acuerdo a las pruebas producidas en el juicio, quedaba probado y fuera de toda duda el hecho 
punible contra la vida del que fuera víctima Santiago Martínez. Seguidamente, señaló que 
respecto de la reprochabilidad de Luis Esquivel Medina en la ejecución, no se contaba con una 
prueba directa que conduzca a admitir de forma categórica que el acusado era el autor del 
hecho, no se tenía certeza de que el mismo tenga motivos para provocar la muerte de Santiago 
Martínez, y que “sin elementos creíbles y fi ables no puede sustentarse una sentencia condenatoria 
(…) no existiendo confi abilidad y fi abilidad de los elementos de cargo contra el acusado, que 
pueda (sic) vulnerar su estado de inocencia (…) la duda debe necesariamente benefi ciarlo”. En 
consecuencia, el Tribunal resolvió absolver a Esquivel Medina de reprochabilidad y ordenó su 
inmediata puesta en libertad. La sentencia no fue apelada por el Ministerio Público, con lo que 
quedó fi niquitada esta causa903.

REPARACIONES
Santiago Martínez fue enterrado en el cementerio municipal de Vaquería, departamento de 
Caaguazú, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos emergentes de su 
ejecución arbitraria fueron cubiertos por sus familiares y por compañeros y compañeras de la 
organización a la que pertenecía.
Los familiares de Santiago Martínez Cardozo no recibieron indemnización alguna en los términos 
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901 Acta Nº 278 y providencia de 27 de diciembre de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella 
Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 84-85).

902 Actas del juicio oral y público del 11 y 18 de febrero de 2001 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en 
Bella Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 88-90).

903 Sentencia Defi nitiva Nº 7 de 18 de febrero de 2002 (Expediente “Ministerio Público c/ Luis Esquivel Medina s/ Hecho punible en Bella 
Vista – Yhu”, año 2001, Nº 172, folio 79, fs. 92-93).
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del derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco 
recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su 
ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas.

En la actualidad, existe un asentamiento que lleva el nombre de Santiago Martínez, en el distrito 
Santa Fe del Paraná, departamento de Alto Paraná. Asimismo, la escuela de Yvypytã lleva el 
nombre de Santiago Martínez. Estas nominaciones fueron puestas por los propios campesinos 
organizados de dichos lugares904.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los elementos de prueba reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene la convicción 

de que Santiago Martínez Cardozo fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada y 
ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y como consecuencia de su 
militancia política en una organización campesina.

 Sin embargo, a pesar de los testimonios y pruebas recolectadas, la CODEHUPY no está en 
condiciones de identifi car y denunciar a los autores morales y materiales de la ejecución 
arbitraria de Santiago Martínez Cardozo, función que le correspondía al Ministerio Público en 
la época en que acaecieron los hechos.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Santiago 
Martínez. La investigación fi scal llevada a raíz del hecho fue notoriamente defi ciente en los 
términos requeridos por derecho internacional de los derechos humanos905. El fi scal de la 
causa no ayudó con sus actos de investigación a esclarecer el hecho más allá de las pruebas y 
testimonios que le habían suministrado los familiares de la víctima, los testigos presenciales 
y el personal policial interviniente en las diligencias inmediatas al hecho. Asimismo, el fi scal 
omitió producir pruebas fundamentales para el esclarecimiento del ilícito investigado como la 
autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado (el cadáver de Santiago Martínez 
jamás fue revisado por profesional médico alguno) y la pericia balística de los proyectiles que 
acabaron con su vida, a los efectos de establecer el origen de los mismos. La única prueba 
pericial producida sobre el arma que presuntamente fuera utilizada para la ejecución, fue 
realizada en violación del derecho a la defensa, y por lo tanto fue anulada y careció de valor 
para el juicio.

 Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar, que se complementan con otras 
violaciones y abusos a que fuera sometido el imputado, determinaron que la ejecución 
arbitraria de Santiago Martínez no haya sido esclarecida, que no se haya determinado la 
verdad de lo sucedido, ni se haya castigado a sus perpetradores.

3. Asimismo, si bien la designación de una escuela y un asentamiento con el nombre de la 
víctima es una medida de reparación adecuada de acuerdo al derecho internacional de los 
derechos humanos que tiene por fi nalidad rememorar y honrar a las víctimas y evitar que los 
hechos vuelvan a repetirse, ésta resulta completamente insufi ciente para la reparación integral 
del daño provocado y para llevar consuelo a sus familiares906. En este sentido, la CODEHUPY 
sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente responsable por el 
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904 Testimonios Nº 0003 y 0004.
905 Ver Capítulo III, sección 3.
906 Ver Capítulo III, sección 4.
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incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente a los familiares 
de Santiago Martínez, la que debería incluir por lo menos medidas de satisfacción y una 
indemnización adecuada.

4. Estas circunstancias de impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a 
concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria 
de Santiago Martínez Cardozo, de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad en el derecho 
internacional de los derechos humanos. Dicha ejecución fue realizada en el contexto de la 
actuación de grupos armados por latifundistas que se amparan ante la ausencia de medidas 
ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar dichas ejecuciones, ya que la falta de 
diligencia debida para el esclarecer la responsabilidad individual en la jurisdicción nacional y 
proteger a las víctimas, como fue constatado en el presente caso, otorga un apreciable nivel 
de aquiescencia gubernamental a dichos grupo.
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LUCIO MARTÍNEZ
☼ 15 de junio de 1970

† 19 de octubre de 2001

Lucio Martínez (CI Nº 2.821.700) nació el 15 de junio de 1970 en Carayaó, departamento 
de Caaguazú, hijo de Clementina Martínez de Silva. Tenía 31 años cuando fue víctima de una 
ejecución arbitraria. Aunque carecía de tierra propia, Lucio Martínez trabajaba plenamente en la 
agricultura. Había estudiado hasta el segundo grado de la enseñanza primaria, y no había hecho 
otros estudios. Hablaba el guaraní como lengua materna. En el momento de su ejecución, vivía en 
el campamento de una ocupación precaria en la colonia Santa Catalina, distrito de Carayaó907.

Lucio Martínez militaba como activista de base en una comisión vecinal de sin tierras apoyada 
por el Movimiento Campesino Paraguayo (MCP) que ocupaba una propiedad privada en la 
colonia Santa Catalina908.

Dicha comisión vecinal había ocupado en el 2001 una propiedad de 950 hectáreas que 
consideraban improductivas y que sospechaban que abarcaban una fracción de excedentes 
fi scales, ubicadas en el desvío a Santa Catalina, sobre la ruta 3, en el distrito de Carayaó. Esta 
propiedad aparentemente estaba en proceso de sucesión, y sus propietarios radicaron denuncia 
de la invasión ante el Ministerio Público. Luego de un mes de ocupación, la propiedad fue 
abandonada y los campesinos se instalaron en un campamento en el linde de la propiedad, al 
costado de la ruta 3, en la franja de dominio público. Desde allí siguieron presionando para 
afectar a la reforma agraria el inmueble, a la vez que mantenían cultivos en una fracción de la 
propiedad reclamada. La ocupación fue abandonada ese mismo año909.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Tras la ocupación del inmueble, los propietarios habían presentado una denuncia penal ante 
el Ministerio Público en Coronel Oviedo, causa que se substanció ante la Unidad Penal N° 1 a 

907 Testimonios Nº 0099, 0100 y 0101. Cédula de Identidad de Lucio Martínez
908 Testimonios Nº 0099, 0100 y 0101.
909 Testimonios Nº 0099, 0100 y 0101. Testifi cales de Herminio Godoy Gamarra, Jorge Mercado Méndez, Magín Vázquez y Víctor Manuel 

Talavera Martínez (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio doloso”. Causa N° 07-01-02-
00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo 
de Fátima Capurro, fs. 31, 32, 33, 34, 35, 36 y 37).
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cargo del agente fi scal José de los Santos Arzamendia. En dicha causa, el fi scal dictó una orden 
de detención de varios ocupantes el 17 de octubre de 2001910.

El viernes 19 de octubre de 2001, Lucio Martínez se encontraba en el campamento al costado de 
la propiedad reclamada realizando labores agrícolas de carpida en la chacra. Otros compañeros de 
la ocupación se encontraban en el campamento, conversando y tomando tereré bajo la sombra 
de un árbol. Entre los campesinos que estaban en el campamento se encontraban Herminio 
Godoy, Eulalio Ortiz González, Roberto González, Jorge Mercado Méndez, Magín Vázquez, Lino 
Fernández, Simeón Ocampos, Digno Fernández y otros más. Aproximadamente a las 16:00 horas 
de ese día, se acercó al campamento un vehículo Fiat Uno Mille de color negro, el que fue 
estacionado frente a una gomería perteneciente al señor Arcadio Alonso, ubicada en la fracción 
de dominio público al costado de la ruta 3 a unos 50 metros al norte del campamento de los sin 
tierras. El vehículo era propiedad particular del subofi cial 2° OS Bernardino González, quien en 
la ocasión lo estaba conduciendo. Además, en el vehículo venían el subofi cial ayudante OS Edgar 
Osmar Cabrera Benítez y el subofi cial 2° OS Gerardo Gómez Martínez, quienes portaban la orden 
de detención dictada por el agente fi scal José de los Santos Arzamendia (Ofi cio N° 767 de 17 de 
octubre de 2001). Todos los agentes iban vestidos de civil, sin identifi caciones de ningún tipo ni 
distintivos institucionales911.

Los policías Edgar Cabrera y Gerardo Gómez bajaron del vehículo y se aproximaron hasta el 
campamento de los campesinos preguntando por Francisco Ortiz González, uno de los ocupantes 
contra quien tenían la orden de detención. Cuando lo localizaron, lo llevaron hasta el vehículo 
con la excusa que tenían que conversar con él, y una vez allí lo detuvieron y lo interrogaron 
respecto del paradero de su hermano Eulalio Ortiz González, otro de los ocupantes contra quien 
tenían la orden de detención. Una vez que obtuvieron sufi cientes referencias para localizarlo, 
los policías Cabrera y Gómez volvieron al campamento dejando ya a Francisco Ortiz González 
detenido y esposado en el interior del vehículo, bajo custodia del otro agente912.

Ya en el campamento, los dos policías se acercaron al grupo de campesinos que se encontraba 
descansando y tomando tereré a la sombra de un árbol, entre quienes se encontraba Eulalio 
Ortiz. Los campesinos saludaron a los dos agentes que llegaron hasta el sitio, e incluso le invitaron 
a tomar unas rondas de tereré. En un momento dado, el subofi cial Gómez pidió a Eulalio Ortiz 
que lo acompañara un momento porque tenía algo importante que conversar con él. Eulalio 
Ortiz accedió sin problemas a acompañarlo, se levantó y se dirigió hacia el lugar donde había 
quedado el vehículo Fiat, frente a la gomería, fl anqueado por los dos policías de civil913.

Al llegar frente a la gomería, los dos agentes procedieron a detener a Eulalio Ortiz, y le propinaron 
fuertes golpes con sus pistolas y lo arrojaron al suelo para esposarlo. Eulario Ortiz intentó 
resistirse a la agresión pero recibió varias patadas de los policías, generándose un tumulto que 
atrajo la atención de los demás campesinos que empezaron a dirigirse hacia el lugar donde 
estaban agrediendo a Ortiz. Cuando los policías vieron que los campesinos en gran número 
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910 Testimonios Nº 0099, 0100 y 0101. Parte Policial del subofi cial 2° OS Gerardo Gómez de 23 de octubre de 2001; Informe del investigador 
fi scal Juan Carlos Bedoya de 11 de diciembre de 2001; Testifi cales de Herminio Godoy Gamarra, Jorge Mercado Méndez, Magín 
Vázquez y Víctor Manuel Talavera Martínez (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio doloso”. 
Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la 
Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 3, 4, 19, 31, 32, 33, 34, 35, 36 y 37).

911 Idem.
912 Idem.
913 Idem.
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venían corriendo hacia donde estaban ellos, se asustaron y creyendo que iban a ser atacados 
desenfundaron sus armas de fuego y realizaron varios disparos en contra de los ocupantes, 
quienes se desbandaron, retrocediendo y buscando lugares donde guarecerse de los tiros914.

Cuando empezó el tumulto, Lucio Martínez se encontraba realizando carpida en una parte de la carpida en una parte de la carpida
propiedad ocupada, a unos 20 metros del campamento. Dejó su trabajo y se acercó corriendo hacia 
la gomería, pero se guareció detrás de un árbol cuando empezaron a sonar los primeros disparos. En 
un momento, sacó la cabeza de detrás del árbol para observar lo que sucedía, y ahí fue alcanzado 
por dos disparos de arma de fuego realizados por los policías, y cayó herido en el sitio915.

Los policías siguieron disparando hacia los ocupantes, y luego subieron a Eulalio Ortiz al auto y 
salieron huyendo del sitio raudamente, tomando la ruta 3 en dirección norte. Una vez desaparecidos 
los policías del lugar, los campesinos fueron saliendo de sus escondites y llegaron hasta donde 
Lucio Martínez se encontraba agonizando gravemente herido en la cabeza. Lo auxiliaron y lo 
acostaron en un inimbe (catre de tiras de cuero), mientras otro grupo fue a la comisaría N° 3 de inimbe (catre de tiras de cuero), mientras otro grupo fue a la comisaría N° 3 de inimbe
Carayaó a denunciar el hecho. Lucio Martínez fue traslado en una patrullera de la comisaría hasta 
el Hospital Regional de Coronel Oviedo, en donde falleció esa misma noche916.

De acuerdo al informe presentado por el director del Hospital Regional de Coronel Oviedo, 
doctor Pedro Sosa Leiva, Lucio Martínez “ingresa [a las 17:45] al servicio, traído por efectivos 
policiales. Presenta pérdida de masa encefálica en zona frontal izquierda, que corresponde al 
orifi cio de entrada por proyectil por arma de fuego. Ingresa con un Glasgow 7/15; respiración 
estertorosa, sin acompañante. Ingresó con los siguientes signos vitales: TA 60/40 P: 42, R: 23. 
Se realiza intubación y aspirado de aprox. 800 cc de líquido sanguinolento, vía periférica con 
Lactato Ringer. OBS: Esquimosis palpebral izquierdo importante. Sin respuesta pupilar (…) 21:00 
hs. Se examina al paciente (…) con Glasgow 4/15 sin acompañante traído por la policía. Se avisa 
por vía telefónica a la Fiscalía de Cnel. Oviedo sin respuesta al pedido realizado por nuestra 
parte. Posteriormente se llama a la Jefatura de Policía para informar sobre el caso del paciente 
quien dijeron (sic) se comunicaría a la Fiscalía. En el servicio no contamos con ambulancia y 
médicos de apoyo para su tratamiento. Paciente continúa grave, hace paro cardiaco respiratorio, 
y fallece. Al momento no contamos con la presencia del Fiscal de Turno ni la policía. Paciente se 
traslada a la morgue”917.

Los familiares de Lucio Martínez fueron informados de su muerte por otros compañeros de la 
ocupación, quienes fueron hasta el domicilio de su madre a dar el aviso. El cadáver de Lucio 
Martínez fue retirado por su madre y una hermana al día siguiente del Hospital Regional de 
Coronel Oviedo918.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal se inició el 8 de noviembre de 2001, cuando fue ingresado en mesa de 
denuncias del Ministerio Público en Coronel Oviedo el parte policial elaborado por el subofi cial 
2° Gerardo Gómez, que en su parte substancial refi ere:
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914 Idem.
915 Idem.
916 Idem.
917 Informe del doctor Pedro Sosa Leiva director del Hospital Regional de Coronel Oviedo de fecha 10 de diciembre de 2001 (expediente 

“Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio doloso”. Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 
10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 18).

918 Testimonio N° 0099.
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“Personal destacado para el cumplimiento del Ofi cio Judicial, se constituyeron (sic) en 
el lugar, en donde procedieron a la detención de FRANCISCO ORTIZ, quien consultado 
por su hermano EULALIO, manifestó que se encontraba trabajando en la zona, en 
el acarreo de leña, por lo que acudieron al lugar encontrando en la vía pública al 
mismo, éste al ponérsele al tanto del Ofi cio Judicial de Detención en su contra, opuso 
resistencia, desenfundando un arma cortante (machetillo) aplicando dos heridas al 
SUBOFIC. AYDTE. OS EDGAR CABRERA, a la altura del brazo lado izquierdo, cuyo 
diagnóstico médico se adjunta, ínterin que los intervinientes fueron atacados por 
un grupo de campesinos en mención (sic)un grupo de campesinos en mención (sic)un grupo de campesinos en mención , con armas de fuego y blanca, efectuando 
disparos contra personales intervinientes, éstos efectuaron disparos intimidatorios, 
parapetándose detrás de un vehículo particular marca FIAT, tipo UNO MILLE, 
perteneciente al SUBOFIC. 2° OS BERNARDINO GONZÁLEZ, recibiendo el automóvil 
cuatro impacto (sic)cuatro impacto (sic)cuatro impacto de bala, 2 en la puerta, 1 en el guarda barro y uno a la altura 
del tanque, todos lado izquierdo, cuya fotografía se agregan. Una vez calmada la 
situación, los campesinos retrocedieron a unos veinte metros, siendo divisado (sic) 
una persona tendida en el suelo, ocasión aprovechada por el personal para verifi car al 
sujeto, encontrando herido y en la mano un revólver cal. 32, marca Italo, N° de Serie 
1459A, procedencia argentina, de siete albeolo (sic),1459A, procedencia argentina, de siete albeolo (sic),1459A, procedencia argentina, de siete albeolo  de los cuales cuatro cartuchos 
servidas y percutidas (sic) y dos cartuchos; a unos metros se encontró un revólver 
cal. 22, con dos cartuchos y una vainilla servida y percutida, más un machetillo y un 
cuchillo perteneciente a EULALIO ORTIZ, de cuyo poder fue incautado; intentando 
auxiliar al herido nuevamente fueron atacados por el grupo de campesinos, por lo 
que los uniformados abordaron el vehículo abandonando el lugar”.

Adjunto a la denuncia, fue agregado un certifi cado médico del subofi cial Edgar Cabrera, 5 tomas 
fotográfi cas del vehículo Fiat Uno Mille utilizado en el operativo y una cédula de identidad y 
libreta de baja del Servicio Militar Obligatorio perteneciente al ciudadano Tomás Ramírez Sánchez, 
poblador del asentamiento Santiago Luis Franco del distrito de Simón Bolívar, documentos que 
habían sido denunciados como robados ante la Comisaría N° 19 de Simón Bolívar el 12 de 
marzo de 2001. No fueron presentadas las armas de fuego y armas blancas que fueron recogidas 
durante la intervención policial, y que fueron citadas en el parte919.

En esa misma fecha, la causa fue asignada mediante sorteo aleatorio a la Unidad Fiscal N° 3 
a cargo de Fátima Capurro, y comunicado el inicio de las investigaciones al Juzgado Penal de 
Garantías920.

El 22 de octubre de 2001, la Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 
(MCNOC) presentó una denuncia del hecho ante la Fiscalía General del Estado, la que fue 
derivada a la Fiscalía Regional de Caaguazú el 22 de diciembre de 2001921.

Durante el período de investigación, la fi scala Capurro produjo como pruebas documentales el 
diagnóstico médico de la víctima y un informe de Juan Carlos Bedoya, un ex policía contratado 
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919 Parte Policial del subofi cial 2° OS Gerardo Gómez de 23 de octubre de 2001 (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto 
hecho punible de homicidio doloso”. Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 
2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 3-10).

920 Providencia y ofi cio de 8 de noviembre de 2001 (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio 
doloso”. Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, 
y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 11 y 12).

921 Denuncia de la MCNOC de 22 de octubre de 2001 (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio 
doloso”. Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, 
y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 21-25).
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por el Ministerio Público como investigador fi scal, de escaso valor probatorio para la investigación 
del caso922.

Asimismo, se recibieron las declaraciones testifi cales de Herminio Godoy Gamarra, Jorge Mercado 
Méndez, Magín Vázquez (campesinos ocupantes citados en la denuncia de la MCNOC), Víctor 
Manuel Talavera Martínez (propietario del inmueble ocupado), Edgar Osmar Cabrera y Gerardo 
Gómez Martínez (policías)923.

Edgar Osmar Cabrera prestó volvió a ser citado por la fi scala Capurro para prestar declaración 
indagatoria el 12 de noviembre de 2002, oportunidad en la que nombró abogado defensor. Al 
día siguiente, prestó declaración indagatoria Gerardo Gómez Martínez, oportunidad en la que 
designó al mismo abogado defensor924.

El 26 de febrero de 2003, la fi scala Capurro formuló imputación en contra de Edgar Osmar 
Cabrera y Gerardo Gómez Martínez por el hecho de homicidio doloso de Lucio Martínez el 19 
de de octubre de 2001, y solicitó el plazo de 2 meses para la presentación de la acusación. El 
27 de febrero comunicó la imputación al Juez Penal de Garantías, y no solicitó la imposición de 
medidas cautelares por considerarlas innecesarias en el caso. El 5 de marzo de 2003 el Juzgado 
Penal de Garantías resolvió tener por recibida la imputación fi scal y en consecuencia dar por 
iniciado el procedimiento penal en contra de los policías imputados, señalando el 28 de abril de 
2003 como fecha para la presentación de la acusación925.

Después de la imputación, la fi scala Capurro no diligenció otra prueba.

El 28 de abril de 2003 la fi scala Capurro presentó acusación en contra de los policías Edgar 
Osmar Cabrera y Gerardo Gómez Martínez por el delito de homicidio doloso (art. 105 inc. 1 del 
Código Penal), solicitando que la causa sea elevada a juicio oral y público y sea impuesta la pena 
de 5 años de privación de libertad a los acusados. La fi scala ofreció como pruebas todas las que 
fueron diligenciadas durante la etapa preliminar926.

El 2 de mayo de 2003 el Juzgado resolvió convocar la audiencia preliminar del caso para el 26 de 
junio de 2003, y la puesta a disposición de las partes de las actuaciones y evidencias del caso927.

DEPARTAMENTO DE CAAGUAZÚ / LUCIO MARTÍNEZ

922 Informe del doctor Pedro Sosa Leiva director del Hospital Regional de Coronel Oviedo de fecha 10 de diciembre de 2001; Informe del 
investigador fi scal Juan Carlos Bedoya de 11 de diciembre de 2001; (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho 
punible de homicidio doloso”. Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo 
de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 18, 19 y 20).

923 Testifi cales de Herminio Godoy Gamarra, Jorge Mercado Méndez, Magín Vázquez, Víctor Manuel Talavera Martínez, Edgar Osmar 
Cabrera y Gerardo Gómez Martínez (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio doloso”. Causa 
N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal 
N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 42-44 y 45-46).

924 Actas de declaración indagatoria de Edgar Osmar Cabrera y Gerardo Gómez Martínez (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ 
supuesto hecho punible de homicidio doloso”. Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de 
Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 50 y 51).

925 Acta de Imputación; Requerimiento N° 14 de 27 de febrero de 2003; AI N° 107 de 5 de marzo de 2003 (expediente “Edgar Osmar 
Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio doloso”. Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el 
Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 52-54, 55 y 56).

926 Escrito de acusación fi scal (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio doloso”. Causa N° 07-01-
02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal N° 3 a 
cargo de Fátima Capurro, fs. 57-61).

927 Providencia del 2 de mayo de 2003 (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio doloso”. Causa 
N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal 
N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 61).
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Sin embargo, sin justifi cación alguna, dicha audiencia preliminar no fue llevada a cabo. El 2 de 
julio de 2003 el Juzgado resolvió fi jar nueva fecha de audiencia preliminar para el 3 de octubre 
de 2003. Sin embargo, esta audiencia preliminar no fue realizada por incomparecencia de los 
policías acusados. El Juzgado resolvió fi jar otra audiencia preliminar para el 15 de abril de 
2003, la que tampoco fue llevada a cabo por incomparecencia de los imputados y del abogado 
defensor. Se fi jó audiencia preliminar para el 9 de junio de 2004, pero la misma no se llevó a 
cabo por incomparecencia de la agente fi scal Fátima Capurro. El Juzgado volvió a convocar a 
otra audiencia preliminar para el 29 de junio de 2004, pero la misma no fue llevada a cabo 
por incomparecencia de los policías acusados. Una nueva audiencia preliminar fue fi jada para 
el 18 de agosto de 2004, pero la misma no se llevó a cabo, esta vez por incomparecencia del 
abogado de la defensa. Se fi jaron fechas para audiencia preliminar el 20 de septiembre de 
2004, 9 de noviembre de 2004 y 22 de diciembre de 2004, las cuales no se llevaron a cabo 
por no haberse presentado los policías acusados y su abogado defensor. En total, se convocó a 
audiencia preliminar un total de 10 veces, todas ellas infructuosas. En 8 ocasiones, debido al 
comportamiento elusivo de la defensa y los acusados928.

El 29 de diciembre de 2004 el Juzgado Penal de Garantías resolvió declarar la rebeldía de los 
policías Edgar Osmar Cabrera y Gerardo Gómez Martínez, sin perjuicio de proseguir los actos de 
investigación en la causa. Asimismo, ordenó su captura y detención preventiva929.

Sin embargo, dicha orden de detención no fue comunicada a la Policía Nacional por lo que 
nunca fue efectivizada.

Ninguna de las resoluciones que convocaron a audiencia preliminar fue notifi cada a los familiares 
de la víctima, como tampoco fue notifi cada la decisión que declaró la rebeldía de los policías 
acusados.

REPARACIONES
Lucio Martínez fue enterrado en el cementerio municipal de Coronel Oviedo, departamento 
de Caaguazú, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos emergentes de su 
ejecución arbitraria fueron cubiertos por sus familiares.

Los familiares de Lucio Martínez no recibieron indemnización alguna en los términos del derecho 
internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron disculpas 
públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución arbitraria 
y de los resultados de las investigaciones realizadas930.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los elementos probatorios reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene la 

convicción de que Lucio Martínez fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada y 
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928 Providencia del 2 de julio de 2003, Providencia del 14 de abril de 2004; Dictamen 158 de 9 de junio de 2004; Providencias de 11 de junio 
de 2004, 7 de julio de 2004, 19 de agosto de 2004, 20 de septiembre de 2004 (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto 
hecho punible de homicidio doloso”. Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 
2 a cargo de Alberto Godoy, y la Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 65, 67, 68, 69, 70, 71, 72 y 73).

929 AI N° 1182 de 29 de diciembre de 2004 (expediente “Edgar Osmar Cabrera y otros s/ supuesto hecho punible de homicidio doloso”. 
Causa N° 07-01-02-00001-2001-001533, N° 244, folio 10, ante el Juzgado Penal de Garantías N° 2 a cargo de Alberto Godoy, y la 
Unidad Fiscal N° 3 a cargo de Fátima Capurro, fs. 74).

930 Testimonios Nº 0099 y 0100.
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ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y como consecuencia de su 
militancia política en una organización campesina.

 Los elementos de prueba examinados llevan a concluir que el Ministerio Público contaba, al 
momento de iniciar su investigación sobre los hechos, con pruebas sufi cientes para acusar, y 
eventualmente obtener una condena, a el subofi cial 2° OS Bernardino González, el subofi cial 
ayudante OS Edgar Osmar Cabrera Benítez y el subofi cial 2° OS Gerardo Gómez Martínez, 
bajo el cargo de homicidio doloso de Lucio Martínez en coautoría. Además de esta convicción, 
para la CODEHUPY resulta indudable que la misma disponibilidad de elementos probatorios 
justifi caban que el Ministerio Público investigue a los jefes superiores inmediatos de dichos 
agentes policiales, por su presunta responsabilidad individual en el hecho, al no haber 
adoptado las medidas necesarias que razonablemente estaban a su alcance y potestad para 
regular la proporcionalidad del uso de la fuerza y para garantizar la legalidad y corrección del 
procedimiento llevado a cabo por sus subordinados.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en la ejecución arbitraria de Lucio Martínez, se funda en los elementos reunidos en 
la investigación que demuestran que:

a) Todo el procedimiento policial de detención de personas, en cuyo marco fue ejecutada la 
víctima, fue realizado en un contexto general de ilegalidad, incorrección y ausencia de 
debido proceso. Las detenciones estaban siendo practicadas por personal policial operando 
clandestinamente, sin identifi cación personal ni institucional, sin exhibir la orden de detención 
de la autoridad competente, y procediendo con una innecesaria violencia;

b) La versión policial que refi ere que hubo disparos por parte de los campesinos en contra de 
los agentes no tuvo sustento probatorio fi able posterior en el curso de la investigación, salvo 
el testimonio de los propios policías involucrados en la represión, y más nada. No existen 
pruebas directas producidas científi camente que tiendan a sustentar la versión de la Policía 
Nacional;

c) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los campesinos respecto del uso 
inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los campesinos no 
estuvieron precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, 
lo que evidencia la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención 
policial;

d) La víctima no había cometido un acto de violencia en contra de agente de policía alguno, ni 
había puesto en peligro la vida de alguna persona de otro modo, de manera que se justifi cara 
el uso de armas de fuego en su contra. En el instante de su ejecución, la víctima se encontraba 
guarecida detrás de un árbol, observando el comportamiento policial a la distancia; 

e) Los disparos de arma de fuego recibidos por la víctima iban dirigidos a acabar con su vida y 
fueron sufi cientes para ello, lo que señala que los efectivos policiales no guardaban criterios 
de proporcionalidad y de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego;

f) La Policía Nacional no prestó ningún tipo de auxilio a la víctima herida, sino que, en esas 
circunstancias, salió huyendo del lugar abandonando a la víctima a su suerte. La asistencia 
médica inmediatamente posterior al uso de las armas de fuego por parte de la Policía Nacional 
fue notoriamente defi ciente, tardía y caracterizada por una total desidia.
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2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por 
la impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Lucio 
Martínez. La investigación fi scal llevada a raíz del hecho fue notoriamente defi ciente en los 
términos requeridos por derecho internacional de los derechos humanos931, y merece en este 
informe un análisis particular.

 Con relación a esto, la CODEHUPY lamenta la total desidia fi scal en la investigación del caso. 
La fi scala asignada a la causa no contribuyó con sus actos de investigación a esclarecer el ilícito 
más allá de las pruebas y testimonios que le fueran proveídos por la denuncia de la Mesa 
Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC). En particular, el Ministerio 
Público omitió producir pruebas fundamentales para el esclarecimiento del ilícito investigado 
como la autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado, y la pericia balística de 
los proyectiles que acabaron con su vida, a los efectos de establecer el origen de los mismos y 
cotejar sus resultados con las armas de los policías acusados. Del mismo modo, el Ministerio 
Público no realizó diligencias básicas para el esclarecimiento de este tipo de hechos, como 
el reconocimiento y levantamiento de evidencias en la escena del crimen y la recepción de 
testimonios de más testigos presenciales, como los hermanos Ortiz González. Igualmente, el 
Ministerio Público omitió investigar al tercer policía involucrado en la ejecución arbitraria, 
quien había proporcionado el vehículo en el que se desplazaba el grupo y quien también 
habría realizado disparos. 

 Sumado a este hecho, la Policía Nacional habría preconstituido pruebas para el fundamento 
de su versión institucional, en particular le fue introducida a la víctima en su bolsillo una 
cédula de identidad que había sido denunciada como robada algunos meses antes, un 
certifi cado médico refi riendo heridas, impactos de bala en el vehículo utilizado en el operativo 
y supuestas armas incautadas del poder de los campesinos, las cuales nunca fueron puestas a 
disposición de la Fiscalía ni peritadas en modo alguno. No obstante la notoria improcedencia 
de estas pruebas, los informes policiales fueron presentados como prueba para el juicio oral 
por parte del Ministerio Público. 

 Además de estas omisiones en el deber de investigar, destaca notoriamente la extremada 
dilación y lentitud del procedimiento judicial incoado para investigar los hechos, cuya duración 
ya alcanza los 5 años a la fecha de este informe, sin arrojar resultado alguno, constatándose 
un retardo injustifi cado de los recursos judiciales internos932. Este caso constituye toda una 
muestra paradigmática de incumplimiento deliberado del plazo razonable para que una 
causa sea vista en juicio, el que de acuerdo a las reglas del Código Procesal Penal vigente 
en la época del hecho, es de tres años contados a partir del primer acto del procedimiento, 
prorrogables sólo por 6 meses más, en caso de existir una sentencia condenatoria, para 
permitir la tramitación de los recursos. Este plazo razonable se integra a partir de precisos 
plazos internos del proceso que marcan las distintas etapas, defi nen su naturaleza, su función 
y regulan su lógica de preclusiones sucesivas, y que fueron dilatadas e incumplidas en el 
presente caso, a saber:

a) La comunicación policial del hecho al Ministerio Público se produjo 20 días después de 
ocurrido el hecho, cuando debió de haberse comunicado inmediatamente y hasta luego de 
6 horas. En ese tiempo, numerosas pruebas de producción inmediata, como la prueba de 
parafi na a los policías implicados se volvieron impracticables;
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b) La etapa preparatoria, que debió durar 6 meses como máximo, se prolongó injustifi cadamente 
por 2 años, 4 meses y 20 días;

c) Infructuosamente se intentó celebrar la audiencia preliminar de la causa durante 1 año y 8 
meses, cuando el plazo máximo para celebrar la audiencia preliminar es entre 10 y 20 días 
posteriores a la fecha de presentación de la acusación. El hecho que la audiencia preliminar 
se haya suspendido 10 veces, de las cuales unas 8 veces fueron como consecuencia de la 
incomparecencia de los acusados y/o su abogado defensor, son evidencias claras de una 
conducta claramente evasiva de los acusados y una actitud complaciente con la impunidad 
por parte de los organismos jurisdiccionales del Estado.

 Como colofón de estas irregularidades, las órdenes de detención dictadas tras la declaratoria 
de rebeldía de los acusados nunca fueron notifi cadas a la Policía Nacional para su ejecución, 
por lo que devienen totalmente inefectivas.

 De acuerdo a las leyes procesales penales vigentes al momento de ocurrido el hecho, la causa 
penal abierta en investigación de la ejecución arbitraria de Lucio Martínez ya superó el plazo 
máximo de duración del proceso penal, por lo el juez podrá declarar de ofi cio o a petición de 
parte la extinción de la acción penal. No obstante, de aplicarse de modo retroactivo al caso la Ley 
Nº 2.341/03 que amplió a cuatro años el plazo de duración del procedimiento, y la causa fuera 
llevada a juicio oral, el resultado sería incierto por la ausencia de pruebas directas producidas en 
el momento procesal oportuno que fundamenten consistentemente la acusación.

 Las infracciones cometidas por el Juzgado y el Ministerio Público en la investigación de la 
ejecución arbitraria de Lucio Martínez, así como la activa complicidad institucional de la 
Policía Nacional en el encubrimiento de los responsables individuales, llevan a concluir que 
estas instituciones mantuvieron una conducta cercana a la colaboración directa con el ilícito 
cometido. Esta conducta determinó que la ejecución arbitraria de Lucio Martínez no haya sido 
juzgada ofi cialmente, que no se haya determinado judicialmente la verdad de lo sucedido, ni 
se haya castigado a sus perpetradores.

 A este cúmulo de irregularidades, se suma el hecho que las resoluciones judiciales que 
convocaron a audiencia preliminar y declararon la rebeldía de los acusados nunca fueron 
notifi cadas a los familiares de la víctima, lo que genera como consecuencia la indefensión y falta 
de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la información que le es debida 
sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas adelante, son privadas del derecho a 
ser oídas en juicio y no pueden interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Lucio Martínez, la que debería incluir por lo menos medidas de satisfacción, 
un formal pedido de perdón a la familia y una indemnización compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Lucio Martínez.
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CARLOS ROBLES CORREA
☼ 22 de febrero de 1977

† 21 de enero de 2004

MARIO ARZAMENDIA LEDEZMA
☼ 24 de mayo de 1969
† 21 de enero de 2004

Carlos Robles Correa (CI N° 4.078.861) nació el 22 de febrero de 1977 en Repatriación, 
departamento de Caaguazú, hijo de Ana Correa y Cornelio Robles. Tenía 27 años cuando fue 
víctima de una ejecución arbitraria. Carecía de tierra propia, y vivía con sus padres, trabajando 
en la agricultura exclusivamente, en una tierra de su padre en la colonia 3 de noviembre, tercera 
línea, en el distrito de Repatriación. Había estudiado hasta el 5° grado de la enseñanza primaria, 
y hablaba solamente el guaraní como lengua materna933.

Mario Arzamendia Ledezma (CI N° 2.085.308), nació el 24 de mayo de 1969 en Santa Elena, 
departamento de Cordillera. Tenía 34 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Tenía 
un lote de tierra propia en la colonia Chacoré manzana E, distrito de Repatriación, y trabajaba 
plenamente en la agricultura934.

Carlos Robles Correa y Mario Arzamendia Ledezma militaban como activistas de base en una 
asociación de productores agrícolas denominada Tekojoja Rekávo, que funcionaba como almacén 
cooperativo desde 1995, y que forma parte de la Organización Campesina de Agricultores de 
Repatriación (OCAR), que a su vez integra la Federación Nacional Campesina (FNC)935.

La Asociación “Tekojoja Rekávo” se involucró en un confl icto ambiental desatado en Repatriación, 
ante un pedido de solidaridad formulado por la comisión vecinal del asentamiento “Juliana 
Fleitas” de Repatriación, también integrante de la FNC. Esta comisión había iniciado acciones 
directas en torno a un problema de contaminación que tenían en la zona, derivado del uso 
indiscriminado de agrotóxicos en plantaciones de soja adyacentes al asentamiento.

Los antecedentes del caso refi eren que un ciudadano paraguayo, agroempresario sojero, oriundo de 
la colonia Sommerfeld, distrito de J. Eulogio Estigarribia, de nombre David Enns Hildebrand, había 
iniciado cultivos de soja en dos lotes de los que es propietario, las fi ncas N° 4.461 y 2.589 en la 

933 Testimonio Nº 0105. Cédula de Identidad de Carlos Robles Correa.
934 Testimonio Nº 0106. Cédula de Identidad de Mario Arzamendia Ledesma.
935 Testimonios Nº 00102, 0104, 0105 y 0106. Estatutos Sociales de la Asociación “Tekojoja Rekávo” (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho 

punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía 
Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 250-257).
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colonia Chacoré, distrito de Repatriación, lindantes con el asentamiento “Juliana Fleitas” y la colonia 
Ypekua. En los primeros días de diciembre de 2003, Enns Hildebrand había iniciado el pulverizado 
de agrotóxicos contra orugas y malezas que afectaron a las comunidades campesinas vecinas.

Éstas, desde hacía bastante tiempo, venían denunciando a los sojeros por la contaminación 
ambiental que sufrían los pequeños fundos agrícolas que estaban siendo encajonados por los 
grandes establecimientos sojeros que se instalaban en la zona. Los campesinos denunciaban que 
los agrotóxicos estaban generando graves problemas de salud en la población, en especial en 
los niños y ancianos, y pérdidas en los cultivos y muerte de los animales de granja. La cantidad 
de personas enfermas era tan grande, que en el Centro de Salud local no se les proveía de 
medicamentos porque ya se habían agotado.

El 17 de diciembre de 2003, un personal contratado por el sojero de nombre Peter Enns, se 
disponía a realizar el rociado de una superfi cie de 210 hectáreas de plantación reciente de soja 
con agrotóxicos, cuando un numeroso grupo de campesinos, integrado por hombres, mujeres y 
niños del asentamiento “Juliana Fleitas”, ocupó el predio e impidió que la fumigación siguiera 
adelante. El grupo de campesinos intimó a los trabajadores a abandonar la faena. Desde esa 
fecha, a pesar de varios intentos, no se pudo llevar a cabo la fumigación en el establecimiento 
por la oposición de los campesinos.

El 2 de enero de 2004, David Enns Hildebrand formuló denuncia en contra de los campesinos 
del asentamiento “Juliana Fleitas” y de la colonia Ypekua por el delito de coacción a raíz de la 
ocupación de su predio y de la oposición al rociado. La causa fue ingresada al Ministerio Público 
bajo el N° 05/2004 y se comunicó el inicio de las investigaciones el 5 de enero de 2004. El 
17 de enero de 2004, el fi scal Ángel Baranda, de la Unidad Penal N° 3 de la Fiscalía Zonal de 
Caaguazú, asignado a la causa, resolvió realizar una intervención en el predio ocupado con el 
fi n de “brindar garantías durante los trabajos de pulverización a ser realizados [en el inmueble 
de David Enns] teniendo en cuenta la amenaza de uso de violencia por parte de un grupo de 
personas que se oponen al uso de agroquímicos”, en un procedimiento fi scal-policial fi jado para 
el 20 de enero de 2004 a partir de las 07:00 horas. A tal fi n, solicitó a la Policía Nacional la 
constitución en el sitio de unos 50 efectivos de la Agrupación Ecológica y Rural (APER).

El 20 de enero de 2004, a las 09:30 horas, se constituyeron en el inmueble de David Enns 
Hildebrand el fi scal Ángel Baranda, una dotación de 46 efectivos de la APER al mando del 
comisario principal DAEP Rogelio Benítez, y dos funcionarias del Ministerio de Agricultura y 
Ganadería que tenían la función de verifi car la correcta aplicación de los agroquímicos y el 
cumplimiento de la normativa vigente. Una vez iniciado el trabajo de pulverización, cuando ya 
se tenían fumigadas unas 45 hectáreas, un grupo de 50 campesinos, entre mujeres, hombres y 
niños, iniciaron una manifestación en la calle adyacente que marcaba el linde entre la propiedad 
de Enns Hildebrand con el asentamiento “Juliana Fleitas”. Muchos campesinos estaban provistos 
de palos, honditas y machetes y vitoreaban consignas contra la fumigación.

El fi scal Ángel Baranda se acercó y dialogó un instante con los manifestantes campesinos, 
intentando avenir un acuerdo para poder proseguir con el pulverizado de los agrotóxicos. 
Asimismo, las dos funcionarias del MAG destacadas en la diligencia para el monitoreo del 
rociado conversaron con los campesinos, explicando los recaudos que se tomarían. No obstante, 
el fi scal Ángel Baranda, constatando la inferioridad numérica de los efectivos policiales, optó 
por retirarse del lugar para evitar un enfrentamiento con los manifestantes campesinos. Dispuso 
que se retirase en primer lugar una avanzada de agentes de la APER para controlar el camino 
de salida del establecimiento, porque tenían temor que los campesinos hubieran sembrado 
clavos para perforar los neumáticos de los vehículos de la comitiva. Seguidamente, partieron 
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los tractores, los empleados del establecimiento, y por último las funcionarias del MAG con la 
comitiva del fi scal. El comisario Rogelio Benítez se quedó custodiando con una fuerza policial la 
retirada.

En ese momento, se produjo un breve enfrentamiento entre los policías que quedaron rezagados 
y campesinos, que terminó con el repliegue de éstos hacia un bosque dentro del asentamiento. 
El incidente comenzó cuando el comisario Rogelio Benítez, a punto de retirarse, desafi ítez, a punto de retirarse, desafi í ó a los 
campesinos que allí estaban diciéndoles “Peñorairõsépa” (en guaranpa” (en guaranpa” í “¿quieren pelear?”) para luego quieren pelear?”) para luego quieren pelear?”
desenfundar el arma de uno de sus subordinados y realizar varios disparos intimidatorios al aire.

El fi scal Baranda y el comisario Rogelio Benítez informaron que mientras se producítez informaron que mientras se producí ía el repliegue, 
desde un bosque aledaño dentro del asentamiento “Juliana Fleitas” se produjeron varios disparos 
de arma de fuego, presumiblemente pistolas calibre 22 y 38. Uno de los disparos, impactó en el 
pecho del subofi cial ayudante OS Víctor Raúl Núñez Cardozo, quien se salvó, de acuerdo al informe, 
por tener puesto un chaleco antibala. Ante esta circunstancia, la comitiva fi scal policial abandonó el 
lugar. Además, hubo otros cuatro policías heridos, aunque todos ellos con lesiones leves.

Durante el incidente, los policías aprehendieron a Epifania Ruiz Guerrero, campesina domiciliada 
en la colonia Ypekua 2ª línea y dirigente del asentamiento, quien fue remitida a la Comisaría 
2ª de Caaguazú e imputada al día siguiente por el fi scal Baranda por los delitos de coacción y 
amenaza de hechos punibles.

En esa misma fecha, el fi scal Ángel Baranda solicitó al Juez Penal de Garantías de Caaguazú Emilio 
Gómez Barrios una orden de allanamiento del asentamiento “Juliana Fleitas”. El Juzgado Penal 
otorgó el mandamiento de allanamiento para el 21 de enero de 2004 al fi scal Ángel Baranda 
quien en compañía de efectivos policiales de la APER quedaba facultado para “el registro del 
recinto privado, propiedad inmueble, perteneciente al asentamiento rural Juliana Fleitas y las 
viviendas en él instaladas, ubicada en la compañía Ypekua, distrito de Repatriación. El mismo es 
a los efectos de realizar el registro del lugar y constatar si se encuentran en el lugar armas blancas 
(cuchillo y otros), armas de fuego, revólveres, pistolas, escopetas de distintos calibres, en caso de 
encontrarse se proceda a la incautación y remisión a la Fiscalía y la aprehensión de las personas 
poseedoras de las mismas y su posterior traslado a la Comisaría N° 2 de la ciudad de Caaguazú”. 
De acuerdo a los requisitos establecidos en el artículo 189 del Código Procesal Penal, esta orden 
de allanamiento era irregular.

El procedimiento de allanamiento, con refuerzos de efectivos de la Agrupación Especializada de 
la Policía Nacional (antidisturbios) y de las Fuerzas Armadas se llevó adelante en las primeras 
horas del 21 de enero de 2004936.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Luego del incidente del martes 20 de enero de 2004, los campesinos del asentamiento “Juliana 
Fleitas” se reunieron en asamblea para discutir los próximos pasos a seguir, teniendo en cuenta 
que la comitiva policial fi scal volvería con mayores refuerzos y que se desataría una represión 
muy fuerte en el asentamiento, con una orden de allanamiento que facultaba a la Fiscalía a 
registrar todas las casas y a detener a cuantas personas pudiese. Los campesinos resolvieron 
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936 Testimonios N° 102, 103, 104, 105 y 106. Carpeta fi scal “Hechos punibles c/ la Libertad – Coacción”, Causa N° 07-01-02-00004-2004-05, 
ante la Unidad Penal N° 3 de la Fiscalía Zonal de Caaguazú a cargo de Ángel Baranda Miltos.
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partir a pedir apoyo a las comunidades vecinas de las colonias 3 de noviembre y Chacoré, 
donde también había bases organizadas, para que vinieran a apoyar solidariamente las acciones 
de la comisión vecinal de Juliana Fleitas. Para tal fi n, comisionaron a uno de los compañeros, 
de nombre Catalino Herrera Herrera, quien partió en bicicleta hasta la casa de Alcides Sotelo, 
dirigente de base de la colonia 3 de noviembre. A primeras horas de la mañana del miércoles 
21, convocaron a una asamblea popular en la colonia, tirando un petardo 3x3, y se reunieron 
para resolver el apoyo a la comunidad de Juliana Fleitas937.

Aproximadamente a las 07:00 horas de la mañana, partieron en un camión de la Asociación 
Tekojoja Rekávo desde la casa de Fernando Villasboa Colmán, otro campesino de la colonia, 
dirigente y asociado a la organización, quien iba al mando del vehículo. El vehículo era una 
camión marca Hyunday, modelo Mighty, chapa N° ADB887, con carrocería de madera. Catalino 
Herrera Herrera subió su bicicleta a la carrocería y también viajó en el camión de vuelta a su 
asentamiento. Ya en la casa de Villasboa había abordado el vehículo un grupo numeroso de 
campesinos y campesinas, pero otros más fueron subiendo en el camino. Al llegar a la zona de 
la manzana E de la colonia Chacoré, se unió al grupo otro importante número de campesinos. 
Al fi nal, iban en el vehículo unas 40 personas aproximadamente. Los campesinos iban cantando 
estribillos y haciendo mucho ruido, en un ambiente de euforia. En la cabina, además de Villasboa 
Colmán, iban de acompañantes el señor Francisco Solano Cabañas Benítez, quien es el encargado 
del almacén cooperativo, y Enriqueta Duarte, también asociada a la organización. Como esa 
mañana llovía torrencialmente, los caminos estaban llenos de barro y resbaladizos, y el camión 
iba zigzagueando y dando tumbos, que eran respondidos con gritos y bromas por parte de los 
campesinos desde la carrocería. Asimismo, debido a la lluvia, los campesinos venían guarecidos 
bajo una carpa de lona en la carrocería del camión938.

Carlos Robles Correa había abordado el vehículo en el grupo que subió en la colonia 3 de 
noviembre, en tanto que Mario Arzamendia Ledezma se subió al transporte con el grupo que se 
acopló en la colonia Chacoré939.

Por otro lado, desde la mañana la comitiva fi scal-policial se había agrupado en la propiedad 
de David Enns Hildebrand, para allanar el asentamiento “Juliana Fleitas” y registrar todas las 
viviendas del mismo. El grupo estaba dirigido por el mismo fi scal Ángel Baranda Miltos, y contaba 
con el apoyo de 44 agentes de la Agrupación de Protección Ecológica y Rural (APER), al mando 
del comisario principal DAEP Rogelio Benítez Núñez. Aproximadamente al mediodía, llegaron 
al sitio refuerzos de efectivos consistentes en 45 subofi ciales antidisturbios de la Agrupación 
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937 Testimonios N° 102, 103, 104, 105 y 106. Acta de incautación de evidencias; Nota N° 75 de 22 de enero de 2004 del comisario principal 
Melchicedex Ramírez; Nota N° 2/04 de 23 de enero de 2004 del comisario principal DEJAP Víctor Cáceres; Informe PN N° 30 de 23 
de enero de 2004 del comisario general comandante Juan Humberto Núñez Agüero; tomas fotográfi cas; Certifi cado de inscripción en el 
Registro de Automotores y contrato de compraventa de automotor; declaraciones indagatorias de Rogelio Benítez Núñez, Blas Daniel 
Vera Caballero, Carlos Enrique Giménez, Elio Ramón Esquivel Paredes, René Darío Franco Benítez y Augusto Mercedito Samudio 
Godoy; declaraciones testifi cales de Alcides Ramón Sotelo, Pedro Cantero, Yony Ariel Amarilla Meza, Porfi rio González Romero, Porfi rio 
Villalba Martínez, Francisco Solano Cabañas Benítez, Juvencio Ramón Barrios Bogarín, Erico Sánchez Sánchez, Fidel Alejandro Isasa 
Palacio, Víctor Rafael Román Ruiz Díaz, Rodolfo Delgado Krause, Mariano Carlos Godoy, Ángel Rafael Baranda Miltos, Vidal Jara Gill, 
Richard Javier Caballero Subeldía, Miguel Ángel Villalba Benítez, Ceferino Duarte, Inocencio Bogado Báez, Lorenzo García Brítez, 
Antonio Manuel Borja Penayo, Salustiano Brítez, Serafi na Alfonzo de Báez, Catalino Herrera Herrera y Lourdes Nilda Báez Alfonso 
(carpeta fi scal “Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante 
la Unidad Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs.28-29, 31-32, 34, 71, 72, 80, 81, 82, 107-108, 109, 
115, 136, 148-150, 155, 156, 158, 159-160, 162, 164-170, 171-172, 173-176, 177-190, 192-194, 195-196, 197-199, 232-233, 234-236, 
200-201, 241-248, 349-350, 351-352, 353-354, 355-356, 357-358, 359, 360-361, 362-363 y 364-365).

938 Idem.
939 Idem.



473

Especializada de la Policía Nacional, al mando del ofi cial inspector OS Blas Vera, del ofi cial 1° 
OS Pablo Vera y del ofi cial ayudante Hugo Cardozo, y una fuerza militar de 15 subofi ciales 
del Ejército, provenientes de la II División de Infantería con asiento en Villarrica, al mando del 
teniente coronel Erico Sánchez Sánchez y del capitán Carlos Rafael Martínez Bogado. Como 
ofi cial policial de mayor grado en el operativo, el comisario Rogelio Benítez ejercía el mando 
unifi cado de las fuerzas policiales destacadas940.

Los subofi ciales de la Policía que participaban del operativo iban armados con cascos, escudos, 
tonfas y equipo autoprotector. Otros agentes contaban con pistolas de propiedad personal, de 
distintos calibres sin estandarización y con balas reales. Pero, además, a cuatro subofi ciales de 
la Agrupación Especializada se le habían proveído para el servicio armas largas de propiedad de 
la Policía Nacional. Por orden del ofi cial inspector OS Blas Vera, el subofi cial primero Yony Ariel 
Amarilla Meza (armero de la APER) había entregado dos escopetas calibre 12 al subofi cial 1° 
OS Rene Darío Franco Benítez (número de serie MV00286, con 20 cartuchos de balas de goma) 
y al subofi cial 1° OS Augusto Samudio Godoy (número de serie MV00449, con 30 cartuchos 
de balas de goma). Asimismo, había entregado dos fusiles M16 calibre 5,56 a los subofi ciales 
ayudantes OS Carlos Enrique Giménez y Elio Ramón Esquivel Paredes (fusiles con número de 
serie 182807 y 183361, respectivamente), con dos cargadores de 30 balas de plomo a cada uno. 
Los escopeteros de la Agrupación Especializada también portaban granadas de gas lacrimógeno. 
Todos los militares iban armados con fusiles M16 con munición de plomo941.

Debido a la lluvia torrencial que caía, el fi scal Baranda y el comisario Rogelio Benítez habían 
decidido posponer el procedimiento de allanamiento a la espera de que el tiempo mejore. Toda la 
fuerza policial y militar se agrupó en un retiro de propiedad de David Enns Hildebrand, donde se 
levanta un tinglado que estaban usando para guarecerse del tiempo. En ese lugar, habían pasado 
la noche los efectivos de la APER que habían participado del procedimiento del día anterior. Los 
efectivos de la Agrupación Especializada, que acababan de llegar al sitio, permanecían sentados 
en el bus de la Policía Nacional en el que habían viajado. En el lugar, conversando con el comisario 
Rogelio Benítez, se encontraba también el periodista del diario ABC Color Carlos Mariano Godoy, 
con un vehículo del diario, trabajando en la cobertura del operativo942.

Aproximadamente entre las 12:30 y las 13:00 horas pasó por el lugar el camión Hyunday 
repleto de campesinos que iban gritando estribillos, rumbo al asentamiento “Juliana Fleitas”. 
Al ver pasar el camión, el comisario Rogelio Benítez requirió la autorización correspondiente 
al fi scal Ángel Baranda para detenerlo y evitar que llegue hasta el asentamiento, la que le fue 
concedida inmediatamente. Tras esto, el comisario Rogelio Benítez subió al bus de la Agrupación 
Especializada y ordenó al ofi cial inspector OS Blas Vera que siguieran al camión para detenerlo. 
Tanto Vera como el chofer del bus manifestaron que debido a la lluvia y al mal estado del 
camino, sería imposible dar alcance al camión con el bus. Ante esta situación, Rogelio Benítez 
ordenó a Blas Vera que disponga que los fusileros y escopeteros de la Agrupación Especializada 
lo acompañen a él en su patrullera para detener a los campesinos943.

El comisario Rogelio Benítez, abordó la patrullera de la APER marca Mitsubishi, conducida por el 
subofi cial Richard Caballero Subeldía. En la cabina de la camioneta también iba el subcomisario 
Vidal Jara Gill, asignado a la APER. Todos estos policías iban armados con sus pistolas personales. 
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En la carrocería de la patrullera subieron los subofi ciales 1° OS Rene Darío Franco Benítez y 
Augusto Samudio Godoy (escopeteros) y los subofi ciales ayudantes OS Carlos Enrique Giménez 
y Elio Ramón Esquivel Paredes (ambos con M16). En la carrocería también subió un adolescente 
civil, MMVR quien, a pesar de no ser agente policial, iba con pantalón caqui, botas y kepis de la 
policía, y armado con una pistola calibre 22. MMVR era un criado del comisario Rogelio Benítez, 
quien lo tenía a su cargo en la APER, donde estaba viviendo y esperaba ingresar a la banda de 
música de la Agrupación. Mientras tanto, fungía de secretario del comisario y el día anterior había 
estado manejando la cámara de video de la Policía durante el operativo de fumigación944.

Una vez que los efectivos de la Agrupación Especializada subieron a la carrocería, la patrullera 
partió raudamente en persecución del camión de los campesinos, que ya llevaba una considerable 
ventaja. Detrás de la patrullera, partió también el móvil del diario ABC Color con el periodista 
Mariano Godoy y dos efectivos de la APER, los subofi ciales 2° OS Ricardo Vargas Ortiz y Rubén 
Barreto Martínez. Un poco más rezagado que el resto, se sumó el vehículo del Ministerio Público, 
con el fi scal Ángel Baranda y otros funcionarios de la Fiscalía945.

Tras unos breves minutos de persecución, faltando unos 1.000 metros para llegar al asentamiento 
“Juliana Fleitas”, la patrullera de la Policía se puso a una distancia de 15 a 10 metros del camión 
que transportaba a los campesinos e intentó sobrepasarle. Al llegar a una curva en el camino, 
la patrullera intentó adelantar al camión, pero no pudo porque el barro resbaloso del camino 
imposibilitó la maniobra. Los campesinos que venían en la carrocería no podían ver nada de lo 
que sucedía porque la carpa les impedía. Asimismo, Fernando Villasboa, quien venía al mando 
del vehículo, no se percató de la presencia policial porque no vio a la patrullera, y además porque 
no se escuchaba debido a la lluvia y a que venía con los vidrios de la cabina levantados946.

Aproximadamente luego de unos 100 metros de la curva donde intentaron el adelantamiento, 
el comisario Rogelio Benítez sacó su pistola por la ventanilla de la cabina de la patrullera y dio 
orden de disparar al camión a los subofi ciales que venían en la carrocería. Tanto el comisario 
Benítez como los subofi ciales Giménez y Esquivel Paredes realizaron varios disparos en contra del 
vehículo. Los escopeteros Franco Benítez y Samudio Godoy también realizaron un disparo cada 
uno, pero al aire, teniendo en cuenta que los perdigones de goma serían inútiles para lograr el 
propósito de detener el vehículo947.

Tras la primera andanada de disparos, en el interior de la carrocería del camión cayeron los 
primeros heridos que fueron alcanzados por los proyectiles, y se desató el pánico con los 
pedidos de auxilio de las víctimas. Fernando Villasboa no se había percatado que estaban siendo 
atacados, hasta que perdió el control del camión que empezó a zigzaguear debido a que uno de 
los neumáticos quedó en llanta. A unos 100 a 200 metros del lugar del primer ataque, el camión 
se detuvo, y fue sobrepasado por la patrullera que se le interpuso en frente, obstaculizándole el 
paso. Los efectivos policiales se desplegaron alrededor del camión y prosiguieron disparando. 
Uno de los fusileros realizó varios disparos en contra de la carrocería en la parte trasera, mientras 
que otros efectivos también dispararon al parabrisas, hiriendo a Enriqueta Duarte. A su vez, el 
adolescente civil MMVR disparó con una pistola, a través de la ventanilla del conductor, a la 
cabeza de Fernando Villasboa, quien quedó gravemente herido en el volante948.
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Cuando acabaron los disparos, los campesinos empezaron a gritar desde dentro de la carrocería 
que dejaran de disparar y que había muchos heridos. Los policías ordenaron a los campesinos que 
bajaran de a uno por una puerta lateral de la carrocería, y con golpes y amenazas de muerte los 
hicieron acostar a todos en línea, boca abajo, con la prohibición de levantar la cabeza o mirarlos. 
Luego, el comisario Benítez ordenó sacar la carpa de lona del camión y retirar a los heridos. En 
ese momento, llegó el fi scal Ángel Baranda al sitio y quedó sobrepasado por la situación que 
encontró. Requirió al comisario Benítez si él había dado la orden de disparar, circunstancia que 
negó, atribuyendo toda la responsabilidad a los dos subofi ciales fusileros949.

Al término de la operación, en el lugar estaban 8 campesinos y campesinas con heridas de 
arma de fuego de diversa gravedad, y 2 fallecidos. Por disposición de Baranda, los heridos 
fueron alzados a la patrullera y al vehículo del Ministerio Público, y evacuados hasta el Hospital 
Luz y Vida situado en J. Eulogio Estigarribia. Al resto de los campesinos y campesinas, unas 27 
personas, les tomaron sus datos personales y luego de una hora de estar en el suelo, los alzaron al 
bus de la Agrupación Especializada y fueron llevados en calidad de detenidos hasta la comisaría 
N° 7 de Repatriación, en donde nuevamente les tomaron sus datos personales, para liberarlos 
sin más trámite en horas de la tarde. En el bus y durante el trayecto a la comisaría volvieron a 
ser maltratados físicamente y amenazados de muerte por los policías. Tras los incidentes, el fi scal 
Baranda decidió suspender el allanamiento del asentamiento “Juliana Fleitas”950.

De acuerdo a los diagnósticos médicos que se hicieran a los heridos, estos presentaban las 
siguientes lesiones:

Enriqueta Duarte (43 años) presentaba una herida de aproximadamente 1 cm de diámetro 
en el tercio superior cara exterior del brazo izquierdo, y otra herida contuso cortante de 1 cm 
aproximadamente en el tercio medio cada exterior del brazo derecho.

Salustiano Brítez (de 32 años) presentaba una herida de aproximadamente 0,5 cm de diámetro 
en la región temporo parietal izquierda, y otra herida de aproximadamente 1 cm de longitud en 
el tercio superior cara exterior del brazo izquierdo, sin orifi cio de salida.

Pedro Cantero (34 años, CI N° 2.251.952) presentaba una herida producida por un proyectil 
de arma de fuego, región paravertebral lado derecho aproximadamente a nivel de D11-12, y 
una herida en la región tórax derecho en línea axilar superior.

Porfi rio González Romero (37 años, CI N° 2.074.914) presentaba traumatismo ocular del lado 
izquierdo, por impacto de esquirla de proyectil de arma de fuego.

Antonio Manuel Borja Penayo (22 años, CI N° 3.414.871) presentaba una herida de 
aproximadamente 1,5 cm de longitud en el tercio superior cara posterior interna del brazo 
izquierdo; dos pequeñas heridas en el tercio distal de la cara posterior brazo izquierdo y en codo 
izquierdo; una herida de aproximadamente 1 cm de diámetro en la región escapular izquierda; 
una herida de aproximadamente 1 cm de longitud en la línea axilar superior; una herida de 
apoximadamente 0,5 cm de diámetro en la región lumbar media; múltiples heridas puntiformes 
en la región lumbar derecha.
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Rodolfo Delgado Krause (18 años, CI N° 4.537.383) presentaba una herida anfractuosa 
profunda en la región hipotecar de la mano derecha, con pérdida de sustancia de la piel y 
presencia de elementos metálicos en la misma.

Claudio Sotelo González (19 años) presentaba herida de arma de fuego en el hombro y muslo 
derecho; asimismo, presentaba fractura del tercio externo de clavícula lado derecho por proyectil de 
arma de fuego, y fractura de trocanter mayor del fémur derecho por proyectil de arma de fuego.
Fernando Villasboa Colmán, presentaba traumatismo cráneo-encefálico por herida de proyectil 
de arma de fuego, en la zona parietal izquierda, con défi cit neurológico como consecuencia de 
la lesión recibida951.

De acuerdo al informe presentado por el médico forense de la Fiscalía de Caaguazú, doctor Silvio 
Osvaldo Da Silva Medina, las víctimas fatales del ataque policial presentaban las siguientes lesiones:

Mario Arzamendia Ledezma presentaba “heridas por arma de fuego, con orifi cio de entrada 
en número de dos, una en la región lateral del hemotórax derecho y otra a nivel del tercio medio 
de la cara posterior del muslo derecho. Presenta una dirección aparente de atrás hacia delante y 
de derecha hacia izquierda. Presenta además tres heridas desgarrantes, una de 4 cm de diámetro 
aproximadamente en cara posterior de codo derecho, con exposición radio ósea (radio, cúbito y 
húmero), una de aproximadamente 6 cm de diámetro en la cara interna, tercio medio del muslo 
derecho y otra de aproximadamente 12 cm de diámetro en el tercio medio la cara interna del 
muslo izquierdo, estas dos últimas con lesión de grandes vasos del muslo. Presenta excoriaciones 
varias, parecidas a quemaduras de aproximadamente 0,5 cm de diámetro en la cara posterior del 
antebrazo derecho. Al inspeccionar las heridas se extraen esquirlas aparentemente de proyectiles, 
en número de dos del muslo izquierdo y dos del codo derecho (…) Causa aparente de muerte: 
(…) Shock hipovolémico por hemorragia aguda por herida de arma de fuego”.

Carlos Robles Correa presentaba “estallido de cráneo con destrucción de los huesos parietal 
y occipital, con pérdida de masa encefálica, igualmente se inspecciona la herida en busca de 
esquirlas y no se hallan (…) Causa aparente de muerte: (…) Lesión de centros vitales (cerebro) 
por herida de arma de fuego”952.

De acuerdo a la inspección y levantamiento de evidencias que hiciera con posterioridad el 
Ministerio Público, el camión Hyunday que transportaba a los campesinos presentaba los 
siguientes impactos de bala: a) en la puerta trasera de madera de la carrocería, 5 impactos de 
proyectil de arma de fuego; b) en la carpa de lona que cubría la carrocería hacia la parte trasera, 
9 impactos de arma de fuego; c) en el neumático lado derecho, 1 impacto de proyectil de arma 
de fuego; d) en el ángulo superior derecho del parabrisa, 2 impactos; e) en la parte inferior del 
cárter, 2 impactos de proyectil. En el lugar del incidente se levantó una vaina servida y percutida 
de calibre 5,56 y una vaina sin percutir del mismo calibre. Asimismo, en la guantera del camión 
Hyunday, la Policía incautó un revólver marca Taurus, calibre 39 Spl, número de serie 151544, 
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951 Informe del Hospital Luz y Vida de Juan Eulogio Estigarribia de 30 de enero de 2004; Informe sobre diagnóstico médico del doctor 
Eduardo Abrahán Báez director del Hospital Regional de Coronel Oviedo de 3 de febrero de 2004; Certifi cados de diagnóstico médico 
expedido por la doctora Rafaela Fernández del Centro de Emergencias Médicas (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho punible c/ la vida 
– homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú 
a cargo de Lourdes Garcete, fs. 118, 162 y 368-372).

952 Informe del médico forense de la Fiscalía de Caaguazú, doctor Silvio Osvaldo Da Silva Medina de 22 de enero de 2004 (carpeta fi scal 
“Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad 
Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 73-76).

953 Acta de inspección del Ministerio Público; informe de la Dirección de Material Bélico de 26 de enero de 2004 (carpeta fi scal “Investigación 
s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la 
Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 77-78 y 83).
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que no se encontraba registrada en el Registro de Armas de la Dirección de Material Bélico, pero 
que era propiedad de la Asociación Tekojoja Rekávo, y siempre se la tenía en la guantera, por 
motivos de seguridad953.

Los familiares de las víctimas fueron informados de la ejecución arbitraria acaecida por otros 
vecinos y compañeros de la organización, quienes fueron hasta sus domicilios a dar el aviso. El 
cadáver de Mario Arzamendia Ledezma fue retirado por su cuñado, Juvencio Ramón Barrios 
Bogarín del Centro de Salud de Caaguazú954.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal del hecho se inició de ofi cio el mismo día 21 de enero de 2004, con las 
diligencias de comprobación inmediata del hecho realizadas por el mismo fi scal Ángel Baranda. En 
esa misma fecha, el fi scal Baranda dispuso la inspección del vehículo Hyunday, el levantamiento 
de evidencias en el mismo, así como la toma de muestras para la prueba de parafi na de ambas 
manos de las víctimas y de los policías Rene Darío Franco Benítez, Augusto Samudio Godoy, 
Carlos Enrique Giménez y Elio Ramón Esquivel Paredes. De igual modo, se recepcionó en calidad 
de evidencias las escopetas y los fusiles M16 utilizados por los policías, que quedaron en guarda 
en la comisaría N° 7 de Repatriación, a disposición del Ministerio Público. Asimismo, el fi scal 
Baranda informó del inicio de las investigaciones al Juez Penal de Garantías de Caaguazú Emilio 
Gómez. El fi scal dispuso la inspección de los cadáveres de las víctimas por parte del médico 
forense de la Fiscalía de Caaguazú, doctor Silvio Da Silva Medina y la entrega de los cuerpos a 
sus familiares. Por último, ordenó la aprehensión de los policías Franco Benítez, Samudio Godoy, 
Giménez y Esquivel Paredes, y su reclusión en la Comisaría N° 2 de Caaguazú955.

En la misma fecha, el comisario principal DAEP Rogelio Benítez Núñez presentó al fi scal un 
informe del hecho, que en su parte medular refi ere:

“A las 13:00 horas aproximadamente, un grupo de campesinos de 30 personas 
aprox., a bordo de un camioncito de carga encarpado, pasaron raudamente enfrente 
del establecimiento donde se encontraban la comitiva (sic), bociferando (sic) 
amenazas contra el personal policial, los mismos se dirigían como para acoplarce
(sic) con los grupos de campesinos del Asentamiento ‘Juliana Fleitas’, quienes se 
oponen a los trabajos de pulverización de Soja y que el día anterior hi[rie]ron 
a 5 Subofi ciales de la Agrupación de Protección Ecológica y Rural; acto seguido 
el suscrito a bordo de la Camioneta Patrullera, más 6 (seis) personal escopetero 
y fusilero de la Agrupación Especializada, siguieron al camioncito que llevaba a 
los campesinos, para detener; asi mismo (sic) el Agente Fiscal interviniente siguió 
el procedimiento, se le hacía señal para que se detengan, pero aumentaron la 
marcha, realizando disparos de arma de fuego, el personal fusilero y escopetero 
que viajaban en la carrocería de la Camioneta realizaron disparos intimidatorios al 
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954 Testimonio Nº 0105. Acta de constitución del Ministerio Público; Testifi cal de Juvencio Ramón Barrios Bogarín (carpeta fi scal “Investigación 
s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la 
Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 14-15 y 109).

955 Actas del Ministerio Público (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso 
en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 1-4, 11, 
12, 13, 14-15 y 16). Ofi cio de 21 de enero de 2004 (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” 
Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 10).

956 Parte Policial del comisario principal DAEP Rogelio Benítez Núñez de 21 de enero de 2001 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón 
Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado 
Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 5).
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aire y a la cubierta del vehículo, posteriormente el conductor detuvo la marcha, 
circunstancia en que resultaron con heridas 3 campesinos que viajaban en la 
carrocería, más el conductor, de cuya mano se requisó un Revólver calibre 38, con 
cuatro vainillas servidas y dos no percutidas”956.

El 22 de enero de 2004, el fi scal Ángel Baranda, presentó un informe del hecho al Fiscal General 
del Estado Óscar Germán Latorre, que en su parte más substancial señala:

“Esta Representación Pública se constituyó en el lugar a las once y treinta 
horas acompañado de tres pelotones de la AGRUPACIÓN ESPECIALIZADA 
ANTIDISTURBIOS. Minutos después empezó a llover por lo que se tuvo que esperar 
el mejoramiento de las condiciones climáticas. A las trece y treinta horas pasa por 
el lugar donde estaba campamentazo el contingente policial, un camión de cargas 
(…). Los mismos al pasar por el lugar vociferan que la situación sería peor. A los 
efectos de identifi car al grupo de personas que iban (sic) en el vehículo mencionado 
y verifi car si estaban armados o no un grupo de efectivos policiales al mando del 
Comisario ROGELIO BENÍTEZ se desplazó detrás del camión para detenerlo. Pese 
a que fue alteado y realizado disparos al aire el camión no detuvo la marcha. En 
un momento dado la patrullera intenta rebasar al camión, pero éste le impide el 
paso. Esta representación pública iba detrás de la patrullera a seiscientos metros y 
una vez llegado al lugar donde se detuvo el camión MITSUBISHI se pudo constatar 
que entre los ocupantes del mismo hubo heridos en cantidad de diez, de los cuales 
dos fueron remitidos a EMERGENCIAS MÉDICAS de la ciudad de Asunción, seis 
al Hospital Luz y Vida de J. Eulogio Estigarribia y dos al Hospital de J. Eulogio 
Estigarribia, falleciendo posteriormente estos últimos (…). Al ser consultado el 
Comisario ROGELIO BENÍTEZ si él dio la orden de disparar manifestó que no, 
que los Sub Ofi ciales ELIO RAMÓN ESQUIVEL, AUGUSTO SAMUDIO GODOY, RENE 
DARIO FRANCO Y CARLOS ENRIQUE GIMÉNEZ realizaron los disparos sin ninguna 
autorización suya. Los cuatro subofi ciales están aprehendidos en la Comisaría N° 2 
de Caaguazú y las armas utilizadas a disposición del Ministerio Público”957de Caaguazú y las armas utilizadas a disposición del Ministerio Público”957de Caaguazú y las armas utilizadas a disposición del Ministerio Público” . 

El 22 de enero de 2004, la Fiscalía General del Estado designó a la fi scala Lourdes Garcete como 
agente fi scal encargada de las investigaciones del caso, con el apoyo de los agentes fi scales Alfi rio 
González y Juan de Rosa Ávalos, este último, de la Unidad Especializada de Derechos Humanos, 
como fi scales coadyuvantes958.

En esa misma fecha, los subofi ciales Rene Darío Franco Benítez, Augusto Samudio Godoy, Carlos 
Enrique Giménez y Elio Ramón Esquivel Paredes prestaron declaración indagatoria ante la fi scala 
Lourdes Garcete, oportunidad en la que se abstuvieron de declarar. En la misma fecha, la fi scala 
Garcete formuló imputación en contra de los cuatro policías por el delito de homicidio doloso 
en grado de autoría (art. 105 del Código Penal), solicitó un plazo de 6 meses para el período de 
investigación y requirió se aplique a los imputados como medida cautelar la prisión preventiva 
a ser cumplida en la Agrupación Especializada de la Policía en Asunción, en atención a que los 
mismos podrían interferir en la investigación. En esa misma fecha, los cuatro agentes policiales 
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957 Informe del agente fi scal Ángel Baranda al Fiscal General del Estado Óscar Germán Latorre de 21 de enero de 2001 (expediente 
“Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 
939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 17-18).

958 Resolución F.A. A-II N° 01 de 22 de enero de 2004 (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en 
Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes 
Garcete, fs. 214).
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imputados comparecieron ante el Juzgado Penal de Garantías para la audiencia de las medidas 
cautelares, en las que se abstuvieron de declarar o formular manifestaciones. En esa misma 
fecha, el Juzgado Penal de Garantías resolvió califi car provisoriamente el hecho imputado bajo 
investigación fi scal como homicidio doloso en grado de autoría, y dispuso imponer a los mismos 
como medida cautelar la prisión preventiva a ser cumplida en la Agrupación Especializada. El 
Juzgado fi jó el 22 de julio de 2004 como fecha para la presentación de la acusación fi scal o 
cualquier otro requerimiento conclusivo959.

El 23 de enero de 2004 la Fiscalía amplió imputación en contra de Rogelio Benítez Núñez y Blas 
Vera Caballero por el delito de homicidio doloso (art. 105 del Código Penal), lesión grave (112 
inc. 1) y lesión corporal en ejercicio de las funciones públicas (art. 307), solicitando a los efectos 
de la investigación fi scal del hecho 6 meses de plazo para presentar acusación, pero no requirió 
para los imputados la imposición de ninguna medida cautelar. En esa misma fecha, el Juzgado 
tuvo por presentada la imputación y dio inicio al procedimiento respecto de ambos policías. El 
27 de enero de 2004 Rogelio Benítez Núñez y Blas Vera Caballero comparecieron ante el Juzgado 
Penal de Garantías a la audiencia de notifi cación de la imputación y de medidas cautelares, 
oportunidad en que designaron abogado defensor. Rogelio Benítez se abstuvo de declarar o 
formular manifestaciones, en tanto que Blas Vera negó totalmente haber tenido participación en 
el hecho. En esa misma fecha el Juzgado resolvió califi car provisionalmente la conducta imputada 
bajo los delitos de homicidio doloso, lesión grave y lesión corporal en ejercicio de las funciones 
públicas en grado de autoría, y dispuso la imposición de la prisión preventiva de ambos ofi ciales 
en la Comandancia de la Policía Nacional, en libre comunicación y a disposición del Juzgado y 
del Ministerio Público. La fecha para la presentación de la acusación también fue establecida 
para el 22 de julio de 2004960.

El 29 de enero de 2004, el Juzgado Penal de Garantías resolvió, a requerimiento de la fi scala 
de la causa, autorizar a mantener en reserva por el plazo de 10 días, desde el 29 de enero 
hasta el 7 de febrero de 2004, los primeros informes de las pruebas periciales producidas por el 
Departamento de Criminalística de la Policía Nacional en el marco de la causa961.

Durante el período de investigación, se incorporaron como pruebas documentales: a) la lista 
nominal completa del personal policial y militar interviniente; b) Informe de la Comandancia de 
la Policía Nacional sobre armamentos entregados a efectivos de la Agrupación Especializada; c) 
Diagnóstico médico de inspección realizada por el médico forense Silvio Osvaldo Da Silva Medina 
a los cadáveres de las víctimas; d) Informe de la Dirección de Material Bélico – Registro de Armas, 
sobre el revólver marca Taurus calibre 38 Spl, número de serie 151544 hallado en la guantera 
de camión de la Asociación Tekojoja Rekávo; e) copia libro de retiro de armas y municiones de 
la armería de la Agrupación Especializada de la Policía Nacional, correspondiente al día 21 de 
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959 Actas de declaración indagatoria de Carlos Enrique Giménez, Augusto Samudio Godoy, Elio Ramón Esquivel Paredes y René Darío 
Franco Benítez; Acta de Imputación de 22 de enero de 2004; Requerimiento Fiscal de 22 de enero de 2004; Actas de Audiencias del 
art. 242; AI N° 56 de 22 de enero de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ 
Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio 
Gómez, fs. 20-23, 27, 28, 31-34 y 37-38 ).

960 Acta de Imputación de 23 de enero de 2004; Requerimiento Fiscal de 23 de enero de 2004; providencia de 23 de enero de 2004; Acta de 
audiencia del art. 242; AI N° 65 de 27 de enero de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique 
Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a 
cargo de Emilio Gómez, fs. 42, 43, 44, 47, 49-50 y 52-53).

961 Requerimiento Fiscal N° 9 de 29 de enero de 2004; AI N° 71 de 29 de enero de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón 
Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado 
Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 76 y 77).
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enero de 2004; f) Certifi cado del Registro Nacional del Automotor del camión propiedad de 
la Asociación Tekojoja Rekávo; g) Informes del Hospital Luz y Vida, del Hospital Regional de 
Coronel Oviedo y del Centro de Emergencias Médicas de Asunción sobre los diagnósticos de los 
heridos y heridas atendidos en dichos centros; h) tomas fotográfi cas del lugar del hecho; e, i) 
informe de la Sección Dactiloscopía del Departamento de Identifi caciones de la Policía Nacional, 
sobre la identidad de las víctimas962.

Como pruebas periciales, el Ministerio Público practicó las siguientes:

a) Prueba química de comprobación de plomo y bario (componente de fulminante) y nitritos 
(restos de defl agración de pólvora) en las cintas levantadoras tomadas de ambas manos a las 
víctimas y a los policías Rene Darío Franco Benítez, Augusto Samudio Godoy, Carlos Enrique 
Giménez y Elio Ramón Esquivel Paredes. La prueba dio negativa para todos los casos, menos 
para la cinta correspondiente a la mano derecha de Carlos Robles.

b) Pericia practicada por la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos de 
la Policía Nacional sobre las escopetas y fusiles M16 utilizados por los policías imputados en 
la causa, para determinar su funcionamiento y aptitud para producir disparos, identifi cación 
genérica de las esquirlas extraídas del cuerpo de Carlos Robles, determinar si el revolver calibre 
38 Spl incautado en el camión Hyunday había disparado las vainas servidas y percutidas 
halladas en su tambor, y si las vainas 5,56 incautadas en calidad de evidencia habían sido 
disparadas por los fusiles M16.

c) Prueba química de comprobación de plomo y bario (componente de fulminante) y nitritos 
(restos de defl agración de pólvora) en las cintas levantadoras tomadas de ambas manos de 
Fernando Villasboa Colmán y Claudio Sotelo, con resultado positivo para la investigación de 
plomo en la muestra tomada a la mano derecha de Sotelo.

d) Pericia de revenido químico para determinar la autenticidad del número de serie del revólver 
Taurus hallado en la guantera del camión Hyunday.

e) Pericia química para detectar presencia de alcohol en la sangre tomada de muestra a las 
víctimas Robles Correa y Arzamendia, cuyo resultado fue negativo.

f) Pericia para la determinación de presencia de sangre y tipo en las muestras tomadas en la 
cabina del camión Hyunday.

g) Pericia para determinar aptitud y funcionamiento para producir disparos, del arma entregada 
por MMVR, cuyo resultado determinó que la misma es inservible963.
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962 Nota N° 75 de 22 de enero de 2004 del comisario principal Melchicedex Ramírez; Nota N° 2/04 de 23 de enero de 2004 del comisario 
principal DEJAP Víctor Cáceres; Informe PN N° 30 de 23 de enero de 2004 del comisario general comandante Juan Humberto Núñez 
Agüero; Informe del médico forense de la Fiscalía de Caaguazú, doctor Silvio Osvaldo Da Silva Medina de 22 de enero de 2004; 
informe de la Dirección de Material Bélico de 26 de enero de 2004; copia del libro de retiro de armas de la armería de la Agrupación 
Especializada; tomas fotográfi cas; Certifi cado de inscripción en el Registro de Automotores y contrato de compraventa de automotor; 
Informe del Hospital Luz y Vida de Juan Eulogio Estigarribia de 30 de enero de 2004; Informe sobre diagnóstico médico del doctor 
Eduardo Abrahán Báez director del Hospital Regional de Coronel Oviedo de 3 de febrero de 2004; Certifi cados de diagnóstico médico 
expedido por la doctora Rafaela Fernández del Centro de Emergencias Médicas; Nota de 6 de febrero de 2004 del ofi cial 1° OS Víctor 
Román jefe de la Comisaría N° 7 de Repatriación; NJota N° 65 de 2 de febrero de 2004 de la II División de Infantería (carpeta fi scal 
“Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad 
Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 31-32, 34, 48, 73-76, 83, 84-86, 114-115, 118, 162, 164-170, 
177-190, 204-206, 230, 297, 305-307 y 368-372).

963 Nota N° 08 de 23 de enero de 2004; acta de constitución del Ministerio Público; informe SB N° 16/04 de 26 de enero de 2004; Nota Ampl. 
SB N° 16/04 de 29 de enero de 2004; Nota IP N° 02/04 de 2 de febrero de 2004; Nota IL N° 22/01/04/047 de 20 de febrero de 2004; Nota 
IL N° 22/01/04/047 de 23 de marzo de 2004; Nota DPB N° 7 de 17 de junio de 2004 del Lic. José Rojas, investigador fi scal (carpeta fi scal 
“Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad 
Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 43, 44, 211-213, 274-279, 281-282, 283-284, 308-309, 
310-312 y 339-341).
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Asimismo, se recibieron las declaraciones testifi cales de 26 testigos, entre ellos: Alcides Ramón 
Sotelo, Pedro Cantero, Porfi rio González Romero, Porfi rio Villalba Martínez, Francisco Solano 
Cabañas Benítez, Rodolfo Delgado Krause, Miguel Ángel Villalba Benítez, Ceferino Duarte, 
Inocencio Bogado Báez, Lorenzo García Brítez, Antonio Manuel Borja Penayo, Salustiano Brítez, 
Serafi na Alfonzo de Báez Catalino Herrera Herrera, Lourdes Nilda Báez Alfonso (campesinos, 
testigos presenciales), Mariano Carlos Godoy (periodista de ABC Color, testigo presencial), 
Juvencio Ramón Barrios Bogarín (campesino, cuñado de Mario Arzamendia, no fue testigo 
presencial) y los funcionarios públicos Yony Ariel Amarilla Meza, Erico Sánchez Sánchez, Fidel 
Alejandro Isasa Palacio, Víctor Rafael Román Ruiz Díaz, Ángel Rafael Baranda Miltos, Vidal Jara 
Gill, Richard Javier Caballero Subeldía y Wilson Guillermo Rojas Brítez964.

Rene Darío Franco Benítez, Augusto Samudio Godoy, Carlos Enrique Giménez y Elio Ramón 
Esquivel Paredes comparecieron por segunda vez para prestar declaración indagatoria ante el 
Ministerio Público el 29 de enero de 2004, oportunidad en que designaron a sus abogados 
defensores, y se abstuvieron de declarar. El 2 de febrero de 2004 el comisario Rogelio Benítez 
Núñez prestó declaración indagatoria, oportunidad en que negó terminantemente haber disparado 
y haber dado órdenes para disparar, y descargó toda la responsabilidad en los subofi ciales de 
la Agrupación Especializada, que según su declaración habían actuado por iniciativa propia. 
En la misma fecha prestó declaración indagatoria Blas Vera Caballero, quien negó cualquier 
vinculación con el hecho965.

El 6 de febrero de 2004, Carlos Enrique Giménez, Elio Ramón Esquivel Paredes, René Darío 
Franco Benítez y Augusto Mercedito Samudio Godoy comparecieron por tercera vez para prestar 
declaración indagatoria. De modo coincidente, los subofi ciales refi rieron que el comisario Rogelio 
Benítez les dio expresamente la orden de disparar al vehículo, y que él mismo había iniciado 
los disparos. Asimismo, señalaron que MMVR y Rubén Barreto Martínez, efectivo policial de 
la APER que llegó en el móvil del diario ABC Color, también efectuaron disparos con arma de 
fuego. Giménez y Esquivel Paredes manifestaron haber realizado 19 disparos entre los dos, todos 
dirigidos a la cubierta del camión. Los subofi ciales declararon asimismo que protestaron el día 
del hecho ante el fi scal Baranda porque no se realizó la prueba de parafi na al comisario Rogelio 
Benítez y a los otros policías y el civil que estuvieron implicados en el operativo, y que el fi scal se 
hizo el desentendido y dijo que ellos dispararon pero por el suelo, en tanto que el comisario les 
advirtió que esas medidas eran sólo para la prensa y que no debían complicar a más superiores 
o camaradas966.

El 9 de febrero de 2004 la fi scala Lourdes Garcete amplió imputación en contra de MMVR, 
por los delitos de homicidio doloso, lesión grave y usurpación de las funciones públicas (art. 
241 del Código Penal) en grado de autoría. En la misma fecha, el Juzgado Penal de Garantías 
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964 Declaraciones testifi cales de Alcides Ramón Sotelo, Pedro Cantero, Yony Ariel Amarilla Meza, Porfi rio González Romero, Porfi rio Villalba 
Martínez, Francisco Solano Cabañas Benítez, Juvencio Ramón Barrios Bogarín, Erico Sánchez Sánchez, Fidel Alejandro Isasa Palacio, 
Víctor Rafael Román Ruiz Díaz, Rodolfo Delgado Krause, Mariano Carlos Godoy, Ángel Rafael Baranda Miltos, Vidal Jara Gill, Richard 
Javier Caballero Subeldía, Miguel Ángel Villalba Benítez, Ceferino Duarte, Inocencio Bogado Báez, Lorenzo García Brítez, Antonio 
Manuel Borja Penayo, Salustiano Brítez, Serafi na Alfonzo de Báez Catalino Herrera Herrera y Lourdes Nilda Báez Alfonso (carpeta fi scal 
“Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad 
Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 71, 72, 80, 81, 82, 107-108, 109, 156, 158, 159-160, 162, 
171-172, 173-176, 232-233, 234-236, 290-291, 349-350, 351-352, 353-354, 355-356, 357-358, 359, 360-361, 362-363 y 364-365).

965 Actas de declaración indagatoria (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 
07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 97-100, 
148-150 y 155).

966 Actas de declaración indagatoria (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 
07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 192-201).
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resolvió admitir la imputación en contra de MMVR y fi jar el 22 de julio de 2004 como fecha 
para la presentación de la acusación fi scal. El 16 de febrero de 2004 MMVR compareció ante 
el Ministerio Público a los efectos de prestar declaración indagatoria. En dicha ocasión, nombró 
abogado defensor y se abstuvo de declarar. Asimismo, hizo entrega de una pistola calibre 22 
largo, marca Doberman, número de serie 00838H, que supuestamente portaba el día de los 
hechos investigados. El 18 de febrero de 2004, el Juzgado dispuso califi car provisoriamente 
la conducta imputada a Magno Vadez bajo los delitos de homicidio doloso, lesión grave y 
usurpación de funciones públicas. Asimismo, dispuso imponer medidas cautelares al imputado 
consistente en el arresto domiciliario en la sede de la Agrupación de Protección Ecológica y Rural, 
la obligación de presentarse cada vez que le sea requerido por el Ministerio Público o el Juzgado 
de la causa, someterse a la vigilancia del jefe de la APER y fi jar un domicilio procesal en el radio 
urbano de la circunscripción. El 9 d emarzo de 2004 el Juzgado resolvió cambiar el domicilio del 
arresto domiciliario a la Dirección General de Institutos Policiales de Enseñanza967.

El 16 de febrero de 2004, el Tribunal de Apelación en lo Civil, Comercial, Laboral, Penal del 
Primer Turno de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro desestimó un recurso de apelación 
interpuesto por la defensa de Blas Vera Caballero en contra de la decisión del Juzgado Penal de 
Garantías que había rechazado la revisión de la prisión preventiva968.

El 25 de febrero de 2004 Rubén Darío Barreto Martínez y Ricardo Vargas Ortiz comparecieron 
ante el Ministerio Público para prestar declaración indagatoria. El 6 de abril de 2004 volvieron a 
comparecer ante el Ministerio Público, oportunidad en que designaron defensor y negaron tener 
cualquier participación en el hecho, ya que su misión en el día del incidente era la de resguardar 
al periodista de ABC Color. No llegaron a ser imputados por el Ministerio Público969.

El 5 de mayo de 2004, la defensa de los policías presentó un acta de escribanía en el que Mario 
Arzamendia Centurión, Cornelio Robles y Ana Rosa Correa, padres de las víctimas, presentaban un 
desistimiento de cualquier acción civil y/o penal en contra de todos los imputados en la causa970.

El 30 de enero de 2004 el Juzgado resolvió no hacer lugar a un pedido de sustitución de 
prisión preventiva solicitado por la defensa de Rogelio Benítez. El 31 de enero, una similar 
solicitud fue denegada, en relación a Blas Vera Caballero. Posteriormente, el Juzgado dispuso el 
traslado del lugar de reclusión a la Agrupación Especializada de la Policía Nacional, a solicitud 
de los imputados. El 18 de febrero, 11 y 28 de mayo de 2004 el Juzgado volvió a rechazar tres 
solicitudes de revisión de la prisión preventiva promovida por la defensa de Rogelio Benítez. 
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967 Acta de Imputación; Requerimiento fi scal de 9 de febrero de 2004; AI N° 16 de 9 de febrero de 2004; AI N° 31 de 18 de febrero de 
2004; providencia de 9 de marzo de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ 
Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio 
Gómez, fs. 140, 141, 142 y 207). Acta de recepción de arma de fuego; acta de declaración indagatoria (carpeta fi scal “Investigación s/ 
hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía 
Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 261, 263, 196-197).

968 AI N° 23 de 16 de febrero de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ 
Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio 
Gómez, fs. 201 y 202).

969 Actas de declaración indagatoria (carpeta fi scal “Investigación s/ hecho punible c/ la vida – homicidio doloso en Caaguazú” Causa N° 
07-02-02-00004-2004-0000090, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 289-290 y 
302-304).

970 Escritura N° 23 del 29 de abril de 2004 pasada ante la escribana Gladys Segovia Villamayor (expediente “Ministerio Público c/ Elio 
Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el 
Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 214-217).
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Esta última decisión, fue confi rmada por el Tribunal de Apelación en lo Civil, Comercial, Laboral, 
Penal de la circunscripción de Caaguazú y San Pedro el 15 de junio de 2004, ante un recurso 
promovido por la defensa de Benítez. El 11 de mayo de 2004, el Juzgado resolvió a solicitud 
de la defensa y sin oposición del Ministerio Público sustituir la prisión preventiva de Blas Vera 
Caballero por el arresto domiciliario en su vivienda, la obligación de comparecer mensualmente 
en la secretaría del Juzgado durante el proceso, la prohibición de cambiar de domicilio sin 
autorización del Juzgado, la prohibición de comunicarse con los otros imputados, la constitución 
de una garantía real de hasta 50 millones de guaraníes y la fi anza personal del defensor por 50 
millones de guaraníes971.

El 9 de junio de 2004 el Juzgado resolvió rechazar un incidente de cambio de la califi cación 
provisional del hecho imputado, de homicidio doloso a culposo, promovido por la defensa de 
los policías imputados972.

El 21 de julio de 2004, el Juzgado resolvió rechazar una solicitud de revisión de prisión preventiva 
promovida por la defensa de Rogelio Benítez973.

El 22 de julio de 2004 la fi scala Lourdes Garcete presentó requerimiento de sobreseimiento 
provisional a favor de Blas Vera Caballero, Augusto Samudio Godoy y René Franco Benítez, 
desvinculándolos temporalmente de la causa, a la espera de la recolección eventual de cinco 
pruebas periciales y documentales pendientes que terminarían por esclarecer completamente la 
responsabilidad de los citados imputados974.

En la misma fecha, la Fiscalía presentó acusación en contra de Elio Ramón Esquivel Paredes, Carlos 
Entique Giménez, MMVR y Rogelio Benítez Núñez por los delitos de homicidio doloso de Mario 
Arzamendia y Carlos Robles Correa, y lesión grave en perjuicio de Fernando Villasboa Colmán 
y Pedro Cantero, en grado de autoría. Asimismo, en relación a MMVR, la acusación se extendía 
al delito de usurpación de funciones públicas y tentativa de homicidio y en relación a Benítez 
Núñez la acusación se extendía al delito de lesión en ejercicio de funciones públicas, en grado de 
autoría. En sustento de la acusación, el Ministerio Público ofrecía cuatro peritajes a ser evacuados 
ante el Tribunal de Sentencia, 34 testigos, 48 pruebas documentales obrantes en la carpeta de 
investigación fi scal y la constitución del Tribunal en el lugar de los hechos, con el recorrido del 
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971 AI N° 73 de 30 de enero de 2004; AI N° 75 de 31 de enero de 2004; providencias de 2 y 5 de febrero de 2004; AI N° 30 de 18 de febrero 
de 2004; AI N° 328 de 11 de mayo de 2004; AI N° 398 de 28 de mayo de 2004; AI N° 89 de 15 de junio de 2004 (expediente “Ministerio 
Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 
19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 92-94, 97-99, 101, 104, 189-191, 230-232, 256-258 
y 308-309).

972 AI N° 441 de 9 de junio de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio 
doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, 
fs. 281-282).

973 AI N° 564 de 21 de julio de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio 
doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, 
fs. 330-331).

974 Requerimiento Fiscal N° 168 de 22 de julio de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique 
Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a 
cargo de Emilio Gómez, fs. 337-339).

975 Requerimiento fi scal de 22 de julio de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ 
Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio 
Gómez, fs. 340-353).
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itinerario seguido por las víctimas y los acusados e identifi cación del lugar. Asimismo, la Fiscalía 
remitió 13 objetos en calidad de evidencias. Por último, solicitó la imposición de las penas 
correspondientes a los delitos acusados y la apertura de la causa a juicio oral y público975.
El 23 de julio de 2004 el Juzgado resolvió convocar la audiencia preliminar del caso para el 12 
de agosto de 2004, y la puesta a disposición de las partes de las actuaciones y evidencias del 
caso976.

En la fecha fi jada se llevó a cabo la audiencia preliminar del caso, con la comparecencia 
del Ministerio Público y todos los imputados y sus defensores. La Fiscalía se ratifi có en sus 
requerimientos planteados, en tanto que las defensas de Benítez Núñez, MMVR y Vera Caballero 
solicitaron el sobreseimiento defi nitivo de la causa, en relación a los mismos. Asimismo, la defensa 
de Rogelio Benítez solicitó la exclusión de determinadas pruebas ofrecidas por la Fiscalía y la 
admisión de pruebas de descargo. La defensa de Esquivel y Giménez promovió un incidente de 
cambio de califi cación del hecho punible acusado de homicidio doloso a culposo. Asimismo, el 
Ministerio Público solicitó la exclusión probatoria de la pericia balística del revólver presentado 
por el comisario Rogelio Benítez en la audiencia preliminar, por no tener certeza que el mismo 
haya sido el arma utilizada en el incidente del 21 de enero de 2004.

El Juzgado Penal de Garantías resolvió: a) Rechazar todos los incidentes de cambio de califi cación 
del delito acusado; b) Hacer lugar al sobreseimiento provisional de Augusto Samudio Godoy, 
René Franco Benítez y Blas Vera Caballero, y en consecuencia ordenar el levantamiento de las 
medidas cautelares restrictivas de libertad en contra de los mismos, y disponer el archivamiento 
provisional de la causa respecto de ellos; c) Rechazar el pedido de sobreseimiento defi nitivo 
promovido por las defensas de Blas Vera, Rogelio Benítez y MMVR; d) Admitir la acusación 
formulada por el Ministerio Público conforme a la relación de hechos y la califi cación jurídica 
realizada por la fi scala del caso; e) Ratifi car la califi cación provisoria del hecho punible acusado 
conforme a lo requerido por el Ministerio Público; f) Hacer lugar al incidente de exclusión 
probatoria promovida por la defensa del comisario Rogelio Benítez y, en consecuencia, excluir de 
las pruebas a ser rendidas en juicio las declaraciones testifi cales de los policías Blas Vera, Augusto 
Samudio y René Darío Franco; g) Rechazar el incidente de exclusión probatoria promovido por 
el Ministerio Público; h) Admitir todas las demás pruebas ofrecidas por las partes; i) Declarar 
la apertura del juicio oral y público de la causa y, en consecuencia, remitir las actuaciones y 
elementos del caso al Tribunal, intimando a las partes a que se presenten ante el mismo en el 
plazo de cinco días; j) Ratifi car la vigencia de las medidas cautelares privativas de libertad para 
Rogelio Benítez, Carlos Enrique Giménez, Elio Esquivel Paredes y MMVR977.

El 12 de octubre, el Tribunal de Apelación en lo Civil, Comercial, Laboral y Penal, Segunda Sala, de 
la circunscripción de Caaguazú y San Pedro, declaró inadmisibles los recursos de apelación general 
en contra del auto del juicio promovidos por las defensas de Rogelio Benítez y MMVR978.

El 27 de octubre de 2004 se integró mediante sorteo el Tribunal de Sentencia para conocer y 
juzgar el caso, quedando integrado con los jueces Tito Derlis Gauto, como presidente, y Víctor 
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976 Providencia de 23 de junio de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ 
Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio 
Gómez, fs. 355).

977 Acta de Audiencia Preliminar; AI N° 624 de 12 de agosto de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y 
Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de 
Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 383-395 y 396-409).

978 AI N° 173 de 12 de octubre de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ 
Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio 
Gómez, fs. 427-428).
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Vera Valloud y Elio Rubén Ovelar como miembros titulares, y los jueces Olga Ruiz, Nimia Ferreira 
de Guanes y Ángel Eugenio Fiandro como suplentes. El juicio oral y público fue convocado para 
el 2 de diciembre de 2004, en el local del Poder Judicial de Coronel Oviedo. La integración del 
Tribunal de Sentencia no fue objetada por ninguna de las partes979.

El 2 de diciembre de 2004 se inició el juicio oral y público de la causa. Tras la lectura del auto 
interlocutorio que convoca al juicio, el Ministerio Público se ratifi có en su acusación y señaló un 
pormenorizado relato del hecho, ratifi cando asimismo la califi cación jurídica del delito acusado. 
El Tribunal, teniendo en cuenta que MMVR era menor de edad, resolvió disponer la cesura del 
juicio (art. 427 inc 6 a 9 del Código de Procedimientos Penales) disponiendo que en primer 
lugar se juzgaría la responsabilidad penal de los acusados, y luego se haría el juicio para la 
determinación de la pena. La defensa de Esquivel Paredes y Giménez solicitaron la absolución 
sobre la base que los acusados obraron en legítima defensa como funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley. Ambos acusados se abstuvieron de declarar ante el Tribunal. Las defensas 
de Rogelio Benítez y de MMVR realizaron sus intervenciones iniciales, solicitando la absolución 
de reproche y condena. Ambos acusados hicieron uso del derecho a declarar ante el Tribunal al 
inicio del juicio, dando sus versiones de descargo.

El juicio oral continuó el 9 de diciembre de 2004, con la recepción de las siguientes pruebas 
periciales: la pericia psicológica a MMVR producida por la licenciada María Luisa Prats de 
Invernizzi, trabajadora social del Departamento de Asistencia a Víctimas del Delito del Ministerio 
Público, la pericia socioambiental del núcleo familiar de MMVR realizada por la Lic. Dalma 
Rossana Figueredo de Rojas, la pericia balística del revólver de Rogelio Benítez, realizada por el 
perito balístico Honorio Núñez Larroza, y la pericia del médico Ignacio Isidoro Romero Villamayor. 
A continuación, se inició la recepción de pruebas testifi cales compareciendo los testigos Fidel 
Isasa Palacio, Víctor Román Ruiz Díaz, Vidal Jara Gill, Richard Caballero Subeldía y Ricardo Vargas 
Ortiz. Luego, el Tribunal ordenó el receso del juicio, y su convocatoria para el 15 de diciembre.

En dicha fecha, continuó el con la recepción del dictamen pericial del perito balístico Honorio 
Núñez Larroza. A continuación el juicio continuó con la deposición de los testigos David Enns 
Hildebrand, Porfi rio González Romero, Francisco Solano Cabañas Benítez, Ángel Baranda Miltos, 
Rubén Darío Barreto Martínez, Miguel Ángel Villalba Benítez y Salustiano Brítez Vega. La Fiscalía 
desistió de las testifi cales de Alcides Ramón Sotelo, Pedro Cantero, Porfi rio Villalba Martínez, 
Juvencio Barrios Bogarín, Ceferino Duarte, Inocencio Bogado Báez, Serafi na Alfonso de Báez y 
Lourdes Nilda Alfonso (todos campesinos testigos presenciales) y de Erico Sánchez Sánchez, el 
ofi cial al mando de las fuerzas militares desplegadas en el operativo. Luego, el Tribunal dispuso 
el receso del juicio, y su convocatoria para el 20 de diciembre.

El juicio prosiguió en la fecha citada, con la recepción de la prueba pericial del médico forense del 
Ministerio Público de la circunscripción, el doctor Silvio Osvaldo Da Silva Medina. Seguidamente, 
el Tribunal recibió las declaraciones testifi cales de Wilson Rojas Brítez y José Rojas. La Fiscalía 
desistió de las pruebas testimoniales de Mariano Godoy (periodista de ABC Color), Yoni Amarilla 
Meza, Rodolfo Delgado Krause, Lorenzo García Brítez, Antonio Manuel Borja, Catalino Herrera 
Herrera, Silvino Ortega y Miguel Léon. Asimismo, el Ministerio Público desistió de la prueba de 
constitución del Tribunal en el lugar de los hechos, para la reconstrucción. A continuación, todas 
las pruebas documentales fueron introducidas por su lectura. La defensa de Rogelio Benítez 
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979 Providencias de 26 y 27 de octubre de 2004; Acta N° 880 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos 
Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de 
Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 432, 433, 434 y 435).
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planteó diversos incidentes de exclusión probatoria en contra del testimonio de José Rojas y de 
varias pruebas documentales, las que fueron contestadas por el Ministerio Público, y diferida su 
resolución por el Tribunal para el fi nal del juicio. Luego, se ordenó el receso y la convocatoria 
para el 23 de diciembre para la prosecución de la audiencia.

En esa fecha, el juicio prosiguió con la recepción del informe socio ambiental realizado a MMVR. 
A continuación, el Tribunal ordenó a las partes que formulen sus alegatos respectivos. La fi scala 
Lourdes Garcete formuló sus alegatos en relación a Elio Esquivel Paredes y Carlos Giménez, 
solicitando que se declare su responsabilidad del hecho de homicidio doloso de Mario Arzamendia 
y Carlos Robles, con peligro inmediato para la vida de terceros (art. 105 inc. 2° numeral 2 del 
Código Penal), pero con reproche disminuido en atención a que habían actuado bajo “excitación 
emotiva (…), desesperación u otros motivos relevantes” (art. 105 incisos 3° numeral 1 e inciso 
4° del Código Penal). Respecto de MMVR, solicitó que su conducta fuera declarada bajo el delito 
de usurpación de funciones públicas (art. 241 del Código Penal) en concordancia con el Código 
de la Niñez y la Adolescencia, ya que no tuvo por probada su participación en el delito de 
homicidio. Inexplicablemente, en el momento fi nal de sus alegatos, la fi scala Garcete solicitó la 
absolución de reproche y condena de Rogelio Benítez “por no tener elementos en su contra”.

A su turno, la defensa de Rogelio Benítez se allanó a la solicitud del Ministerio Público. La defensa 
de MMVR formuló un allanamiento parcial a la solicitud del Ministerio Público, y formuló alegatos 
solicitando la absolución de reproche y condena respecto del cargo de usurpación de funciones 
públicas. A su turno, los defensores de Esquivel Paredes y Giménez alegaron la concurrencia 
de justifi cación en virtud de la legítima defensa de los policías (art. 19 del Código Penal), y en 
consecuencia solicitaron la absolución de reproche y condena.

El Tribunal de Sentencia, previo debate, resolvió por unanimidad declarar la competencia del 
tribunal para conocer en el hecho juzgado. Seguidamente, declaró por unanimidad el rechazo de 
los incidentes de nulidad y exclusión probatoria promovidas por la defensa de Rogelio Benítez 
Núñez. A continuación, declaró probada la existencia de los hechos punibles de homicidio doloso 
y lesión grave en ocasión de los hechos ocurridos en Ypekua, el 21 de enero de 2004.

Por unanimidad, resolvió declarar la responsabilidad y reprochabilidad de Elio Esquivel Paredes 
y Carlos Enrique Giménez de los delitos de homicidio doloso (art. 105 incisos 1° y 3° del Código 
Penal) y lesión grave (art. 112 inciso 1° numeral 1 del Código Penal), en grado de autoría, 
como los únicos autores de los disparos, reacción innecesaria y desproporcionada al riesgo que 
enfrentaban. Respecto del comisario Rogelio Benítez, el Tribunal de Sentencia, por dos votos 
contra uno, resolvió declarar su no reprochabilidad y su absolución de reproche y condena, en 
virtud del principio de falta de acusación fi scal980.
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980 El juez Vera Valloud votó en disidencia, argumentando que “no se puede decir que no existe acusación en este caso. La Fiscal ha acusado 
ya en la etapa preliminar, luego ha acusado nuevamente en el juicio oral y público. El Tribunal ha hecho al inicio del juicio oral y público 
la advertencia del art. 400 del CPP en consecuencia, corresponde ya única y exclusivamente al Tribunal de Sentencia, luego de existir 
acusación, determinar si se reúnen o no los elementos de absolución. El Tribunal puede cambia incluso la califi cación solicitada por el 
Representante del Ministerio Público, haciendo la advertencia correspondiente al acusado para preparar su defensa, que se ha hecho 
en este caso, puede imponer incluso una pena más gravosa que la solicitada por el Fiscal, de donde se colige consecuentemente que en 
este caso suscitado es el Tribunal de Sentencia el que debe determinar con precisión si corresponde la absolución del procesado. Para 
este Juez disidente la responsabilidad y reprochabilidad del Comisario Rogelio Benítez Núñez recae en su conducta omisiva de acción, 
es decir su conducta debe ser califi cada dentro de lo establecido en el art. 105 inc. 1° [homicidio doloso], en concordancia con el art. 15 
[omisión de evitar un resultado], ambos del Código Penal y el art. 174 de la Constitución Nacional, pues se reúnen conjuntamente todas las 
características de la conducta de acción en su faz omisiva. En efecto, el Comisario Núñez es un Policía que está afectado a los que da en 
llamar “garante legal”, precisamente por el deber de cuidado que le otorga la CN, respecto de los bienes y la seguridad de las personas, él 
tuvo la obligación de actuar y no lo hizo, después del momento de ordenar incluso la persecución del camioncito donde iban los campesinos 
–circunstancia totalmente innecesaria- y que sus subordinados aborten la persecución, sin embargo, nada hizo para evitar el resultado 
fi nal, el Comisario Núñez se encontraba en el lugar de los hechos, es decir tuvo la posibilidad real de impedir que se produzca el resultado 
conocido y no lo hizo e igualmente hubo existencia de daño, reuniéndose así todos los elementos de la conducta omisiva (…)”.
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Asimismo, el Tribunal de Sentencia resolvió declarar por unanimidad la no comprobación ni la 
existencia del hecho punible de usurpación de funciones públicas, y en consecuencia resolvió 
declarar la absolución de reproche y condena de MMVR. El Tribunal consideró que “no se constata 
con veracidad si la ropa que usaba en aquella fecha y lugar el citado acusado correspondía o no 
a la Policía Nacional, no se tiene un informe que acredite que el uniforme ofi cial y de faena de la 
policía (…) el solo hecho de estar en el lugar acredita las razones del mismo, pues se trata de un 
acompañante (secretario) del Jefe Policial, y estar vestido como parecido a un policía sin actuar 
como tal no es sufi ciente para acreditar ese hecho punible”.

El Tribunal resolvió condenar a Elio Ramón Esquivel Paredes y a Carlos Enrique Giménez a la 
pena privativa de libertad de 4 años a ser cumplida en la Agrupación Especializada de la Policía 
Nacional, a ser cumplida el 21 de enero de 2008. La pena fue considerablemente atenuada en 
atención a que el reproche se hallaba reducido porque se consideró probado que los agentes 
habían actuado en base a una excitación emotiva. No fue declarada la responsabilidad civil 
emergente del delito981.

Ninguna de las resoluciones que convocaron a audiencia preliminar y al juicio oral fue notifi cada 
a los familiares de las víctimas, como tampoco fue notifi cada la sentencia defi nitiva recaída en 
el caso.

El 11 de enero de 2005, la fi scala Lourdes Garcete interpuso recurso de apelación especial en 
contra de la sentencia dictada en primera instancia, fundando su argumentación en relación 
a la absolución de MMVR y la valoración de la pena de Esquivel y Giménez. El 2 de junio de 
2005 el Tribunal de Apelación, Segunda Sala, de la Circunscripción Judicial de Caaguazú y San 
Pedro, resolvió declararse incompetente para el estudio del recurso promovido en relación a 
MMVR, y remitir las actuaciones al Tribunal de Apelación de la Niñez y la Adolescencia de la 
circunscripción. En relación a Esquivel y a Giménez, el Tribunal declaró su competencia para el 
estudio del recurso interpuesto, y anular parcialmente la sentencia defi nitiva N° 151 recaída en 
el juicio en primera instancia, pero sólo en relación a la determinación de la pena, ordenando 
la reposición del juicio por otro Tribunal de Sentencia, pero al sólo efecto de determinar la pena 
correspondiente al hecho punible comprobado de homicidio doloso y lesión grave en grado de 
autoría. El Tribunal de Apelación consideró que la sentencia tenía extremos contradictorios y no 
se fundaba en hechos que habían sido probados en juicio al considerar la excitación emotiva 
como causal de reducción del reproche de los condenados, y que se basaba en simples creencias 
y opiniones sin motivación o comprobación fáctica alguna en los elementos de prueba rendidos 
ante el Tribunal de Sentencia982.

El 5 de septiembre de 2005 se integró se integró mediante sorteo el Tribunal de Sentencia para 
la determinación de la pena, quedando integrado con los jueces Olga Ruiz, como presidente, 
Nimia Ferreira de Guanes y Ángel Eugenio Fiandro como miembros, y Manuel Saifi ldín Stanley, 
Julio César Solaeche y Víctor Vera Valloud como suplentes. El juicio oral y público fue convocado 
para el 31 de octubre de 2005, en el local del Poder Judicial de Coronel Oviedo983.
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981 Acta del Juicio Oral y Público; SD N° 151 de 23 de diciembre de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y 
Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de 
Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 436-440, 447-451, 458-461, 454-466, 472-474 y 479-490).

982 Escrito de apelación; AyS N° 38 de 2 de junio de 2005 (expediente “Recurso de Apelación Especial interpuesto por la Ag. Fiscal Abog. 
Lourdes Garcete en: Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-
Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 1-5 y 11-16).

983 Providencias de 2 y 5 de septiembre de 2005; Acta N° 1048 de 5 de septiembre de 2005; providencia de 6 de septiembre de 2005 
(expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en Ypecua-Caaguazú”, 
Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 494-497).
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En la fecha indicada, el Tribunal de Sentencia resolvió posponer el juicio por incomparecencia 
de la defensa técnica de los acusados. La vista oral de la causa fue pospuesta para el 6 y 7 de 
febrero de 2006984.

La causa continúa en trámite a la fecha de este informe.

REPARACIONES
Mario Arzamendia Ledezma y Carlos Robles Correa fueron enterrados en el cementerio de 
Arroyito, distrito de Repatriación, departamento de Caaguazú, donde hasta ahora se encuentran 
sus restos. Todos los gastos emergentes de su ejecución arbitraria fueron cubiertos por sus 
familiares y la organización. No obstante, algunos gastos derivados del entierro fueron sufragados 
por el Ministerio Público.

Los familiares de Mario Arzamendia Ledezma y Carlos Robles Correa no recibieron indemnización 
alguna en los términos del derecho internacional de los derechos humanos como medida de 
reparación. Tampoco recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de 
las circunstancias de su ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas 
hasta el momento.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los elementos de prueba reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene la 

convicción de que Mario Arzamendia Ledezma y Carlos Robles Correa fueron víctimas de una 
ejecución arbitraria ejecutada en el contexto de una represión a organizaciones campesinas 
que demandaban una intervención estatal seria en una denuncia de contaminación ambiental 
provocada por un agroempresario sojero, y que afectaba la salud y las bases de subsistencia 
alimentaria de la comunidad del asentamiento “Juliana Fleitas”. En tal sentido, es posible 
sostener que la ejecución de las víctimas es consecuencia de su pertenencia y militancia en 
una organización de productores agrícolas.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
facultades inherentes a dicho deber no pueden ser ejercidas sin límites, arbitrariamente y con 
total desprecio a la dignidad humana, en particular cuando la intervención estatal menoscaba 
por acción u omisión el derecho a la vida de las personas.

 La conclusión respecto de la ilegitimidad del uso de armas de fuego por parte de la Policía 
Nacional en la ejecución arbitraria de Mario Arzamendia Ledezma y Carlos Robles Correa, y 
heridas graves por disparo de arma de fuego a otros 8 campesinos en Ypekua el 21 de enero 
de 2004, se funda en los elementos reunidos en la investigación que demuestran que:

a) La versión policial que refi ere que hubo disparos por parte de los campesinos en contra 
de los agentes no tuvo sustento probatorio fi able posterior en el curso de la investigación, 
salvo el testimonio de los propios policías acusados, y más nada. No existen pruebas 
directas producidas científi camente que tiendan a demostrar la versión sustentada por la 
Policía Nacional. La sola existencia de un arma en la guantera del camión propiedad de la 
organización campesina de las víctimas no es una prueba irrefutable de que la misma se haya 
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984 Acta de Juicio Oral (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel Paredes y Carlos Enrique Giménez s/ Homicidio doloso en 
Ypecua-Caaguazú”, Año 2005, N° 939, folio 19, ante el Juzgado Penal de Garantías de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 512).
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utilizado en esa ocasión en contra de los policías. Asimismo, esa pistola no fue recogida por 
el Ministerio Público en el contexto de un acto de investigación con los debidos recaudos para 
la protección y preservación de la autenticidad de la prueba; 

b) En abono a esta primera conclusión, la CODEHUPY debe expresar su honda preocupación 
por el hecho que no exista un método imparcial y fi able de investigación criminal que sea 
independiente de la Policía Nacional, en casos como el presente. La CODEHUPY no puede 
dar credibilidad a las pruebas periciales de parafi na que fueron practicadas por el Laboratorio 
Forense del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía Nacional en el contexto 
de esta causa, cuyos resultados inverosímiles dieron negativo para los agentes que realizaron 
varios disparos y positivo para dos de las víctimas, cuya ubicación en la carrocería del camión 
hacía imposible físicamente que tuvieran acceso a la pistola que la Policía requisó de la 
guantera del vehículo; 

c) La Policía Nacional no realizó ninguna advertencia previa a los campesinos respecto del uso 
inminente de sus armas de fuego. Los disparos directos en contra de los campesinos no 
estuvieron precedidos de otros medios de disuasión previos o de uso de la fuerza no letal, 
lo que evidencia la ausencia completa de un protocolo formal de actuación e intervención 
policial que reserve como última alternativa el uso de armas de fuego;

d) Las víctimas no habían cometido ningún acto de violencia en contra de agente de policía 
alguno, ni había puesto en peligro la vida de alguna persona de otro modo, de manera que 
se justifi cara el uso de armas de fuego en su contra. Los testimonios de los supervivientes del 
ataque policial recogidos por esta investigación, así como los que fueron recolectados por el 
Ministerio Público y rendidos ante el Tribunal de Sentencia revelan de un modo coincidente 
que todos los campesinos y campesinas que venían en el camión no se percataron que 
estaban siendo perseguidos por una patrullera policial, en particular, quienes venían en la 
carrocería cubiertos bajo la carpa de lona que les restaba toda visibilidad de lo que sucedía 
en el exterior;

e) De los 19 impactos de proyectil de arma de fuego que el Ministerio Público constató que 
recibió el camión de la Asociación Tekojoja Rekávo, 14 dieron en la parte trasera del camión, 
en un pequeño diámetro de 2 metros entre la puerta de madera trasera de la carrocería y la 
lona que la cubría, a la altura del torso y cabeza de las personas que apiñadas viajaban en 
el vehículo. Además, los disparos de arma de fuego recibidos por las víctimas iban dirigidos 
a acabar con sus vidas y fueron sufi cientes para ello, ya que las armas utilizadas eran armas 
de guerra con munición viva. Finalmente, cuando la Policía había obtenido su propósito de 
detener al camión, los perseguidores siguieron disparando innecesariamente, momento en 
el que el adolescente civil MMVR habría intentado ejecutar al chofer del vehículo Fernando 
Villasboa Colmán disparándole a la cabeza. Estas tres circunstancias debidamente acreditadas 
por la investigación ofi cial señalan fehacientemente que los efectivos policiales no guardaban 
criterios de proporcionalidad y de reducción de daños en el uso de sus armas de fuego;

f) La asistencia médica inmediatamente posterior al uso de las armas de fuego por parte 
de la Policía Nacional fue notoriamente defi ciente, tardía y caracterizada por una total 
improvisación. No existían en el lugar equipos médicos sufi cientes y adecuados para socorrer 
a la cantidad de heridos que provocó la acción policial.

 Además de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de 
Mario Arzamendia Ledezma y Carlos Robles Correa, la CODEHUPY, tras el examen de 
los elementos de prueba recolectados en la investigación de este caso, concluye que los 
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organismos jurisdiccionales del Estado cuentan con sufi cientes elementos de convicción para 
condenar a los subofi ciales ayudantes OS Carlos Enrique Giménez y Elio Ramón Esquivel 
Paredes de la Agrupación Especializada de la Policía Nacional por ser coautores materiales 
de la ejecución arbitraria de las víctimas, tal como ya fuera determinado por el Tribunal 
de Sentencia que juzgó los méritos del caso. Asimismo, la CODEHUPY sostiene que similar 
cúmulo probatorio incrimina al adolescente civil MMVR responsabilizándole como partícipe 
directo en el incidente, y se justifi caba que el Ministerio Público lo acuse, y eventualmente 
obtenga una condena en juicio, por su presunta  responsabilidad en la tentativa de ejecución 
arbitraria de Fernando Villasboa Colmán. No obstante, su responsabilidad no fue esclarecida 
porque el Tribunal de Sentencia lo absolvió de todos los cargos por los que fue acusado.

 Para la CODEHUPY resulta indudable que los organismos jurisdiccionales del Estado contaban 
con sufi cientes elementos de convicción para juzgar y condenar al comisario principal 
DAEP Rogelio Benítez Núñez, jefe policial al mando de los efectivos al momento de ocurrir 
los hechos, por la ejecución arbitraria de las víctimas y las lesiones provocadas a otros 8 
campesinos, por haber autorizado y tolerado que sus subordinados utilizasen ilegítimamente 
sus armas de fuego, y por no haber adoptado las medidas necesarias que razonablemente 
estaban a su alcance y potestad para regular la proporcionalidad del uso de la fuerza, tal 
como fuera sostenido por el juez Vera Valloud en su voto en disidencia en el juicio de méritos 
de la causa. Similares argumentos para incriminar alcanzan al fi scal Ángel Baranda, director 
del operativo, cuya falta de diligencia fue determinante para que los hechos tuvieran el 
trágico desenlace ocurrido. Los testimonios recogidos en el curso del proceso judicial, son 
coincidentes en señalar que el fi scal no tenía el control efectivo de los policías durante el 
operativo, y estos se desenvolvían en medio de decisiones inconsultas, caóticas, imprecisas y 
con nulo rigor profesional. El simple hecho que un adolescente civil, el criado del comisario 
Rogelio Benítez, sin preparación ni formación profesional alguna para ser policía, hubiera 
tenido activa participación en el operativo, vestido de policía y utilizando un arma de fuego 
en contra de personas, es una muestra acabada del descontrol y desidia que imperaba en el 
momento de los incidentes.

 Con respecto a Rogelio Benítez Núñez, la CODEHUPY considera necesario señalar un último 
aspecto de sensible importancia. No hubo en toda la transición democrática ninguna política 
de lustración con las fuerzas policiales, así como tampoco existe un mecanismo de control, 
tanto en el Ejecutivo como en la Cámara de Senadores985, para cruzar los pedidos de ascensos 
y promociones de grado de policías y militares con los registros de procesos abiertos en el 
Poder Judicial por crímenes de lesa humanidad durante la dictadura (1954-1989), así como 
con la información obrante en los numerosos archivos ofi ciales sobre la represión política en 
el periodo dictatorial, lo que impediría que ofi ciales con antecedentes represivos continúen 
impunemente en carrera. Esta circunstancia viene al caso de Rogelio Benítez, quien ostentando 
el grado de ofi cial ayudante de la Policía, estuvo destinado en la Comisaría 3ª Metropolitana 
entre enero de 1975 a enero de 1976, de acuerdo a su foja de servicio que fuera proveída 
por el Departamento de Personal de la Policía Nacional y ofrecida como prueba de arraigo 
por su defensa técnica para la solicitud de revisión de la prisión preventiva en la causa986. En 
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986 Legajo de Rogelio Benítez del Departamento de Personal de la Policía Nacional (expediente “Ministerio Público c/ Elio Ramón Esquivel 
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esa década, esa comisaría operó como centro de detención ilegal y tortura de detenidos/as 
por razones políticas, y es muy improbable que Rogelio Benítez haya permanecido al margen 
de la política represiva imperante en ese periodo, razón por la que debe ser investigado en 
atención a la imprescriptibilidad del delito de tortura.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que aún permanecen los responsables de la ejecución de Mario Arzamendia 
Ledezma y Carlos Robles Correa. Respecto del deber estatal de investigar, enjuiciar y castigar 
las ejecuciones arbitrarias, las actuaciones fi scales y judiciales realizadas en el contexto del 
presente caso registraron notorios défi cit en los términos requeridos por derecho internacional 
de los derechos humanos987, y merece en este informe un análisis particular.

 Respecto de la obligación de investigar, la CODEHUPY constata en primer término que el 
Ministerio Público omitió producir pruebas fundamentales para el esclarecimiento del ilícito 
investigado como la prueba de parafi na a Rogelio Benítez Núñez y MMVR, una autopsia 
completa bajo supervisión de un médico forense acreditado a las víctimas, así como la pericia 
balística de los proyectiles extraídos a los cuerpos de las otras personas que recibieron heridas 
de arma de fuego en el incidente.

 Sumado a este hecho, resulta sugerente la introducción de numerosas pruebas ex post facto, 
que no fueron recogidas en calidad de evidencias en la escena del crimen y en el momento 
inmediatamente posterior al hecho, y que fueron admitidas como pruebas determinantes 
como las armas que portaban Rogelio Benítez Núñez y MMVR.

 Constituye un hecho que motiva una profunda preocupación a la CODEHUPY la circunstancia 
que la Policía Nacional carezca del “arma de dotación” o “arma reglamentaria”. La institución 
policial no defi ne el tipo de arma y munición que se debe utilizar, tampoco las adquiere 
y registra, ni mantiene un sistema de entrega bajo custodia y acta a los agentes públicos 
para su uso reglamentario. Cada policía compra su arma y sus municiones, sin que existan 
estándares institucionales para ello. Sin un registro, control previo de tiro, con custodia y 
archivo de casquillos, de manera que puedan establecerse las características de cada arma 
y de las balas que dispara, es imposible determinar el origen de las balas disparadas en las 
intervenciones policiales y controlar efectivamente si el uso del arma de fuego fue necesario 
y proporcional.

 En tales circunstancias, a ambos acusados no les habría sido difícil presentar armas diferentes 
a las que utilizaron en el día del incidente, cuando las presentaron como elementos de prueba 
de descargo. En el caso de MMVR, el arma presentada había sido inutilizada para el tiro, y 
fue una prueba que pesó en su favor para desvincularse del cargo de lesión grave.

 Del mismo modo, a la CODEHUPY le preocupa hondamente que no exista un sistema de 
pruebas periciales laboratoriales independiente de la Policía Nacional, que evite la posibilidad 
de introducción de pruebas preconstituidas para el fundamento de la versión institucional o 
la impunidad de sus agentes.
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 Respecto del deber de enjuiciar y castigar, la CODEHUPY debe señalar su profunda preocupación 
respecto de tres aspectos: a) En primer término, resulta notoriamente inexplicable que el 
Ministerio Público haya renunciado a la acusación que tan consistentemente había formulado 
y probado en relación a la responsabilidad de Rogelio Benítez Núñez, en el último momento 
del juicio, cuando formulara sus alegatos fi nales, y que dicha renuncia haya ocasionado 
su defi nitiva impunidad; b) en segundo término, deviene una grave desidia del Ministerio 
Público el desistimiento de la prueba ofrecida de 17 testigos ya en pleno juicio oral, en su 
mayoría importantes testigos presenciales como el periodista del diario ABC Color Carlos 
Mariano Godoy, quienes no comparecieron por falta de debida notifi cación; c) no hubo 
ningún mecanismo de protección a los familiares de las víctimas frente a las presiones e 
intimidaciones de los agentes policiales acusados; incluso, fue admitida como prueba de 
descargo propuesta por las defensas de los acusados una renuncia convencional a cualquier 
acción civil o penal que los familiares otorgaron ante escribanía.

 Además de estas omisiones en el deber de investigar y enjuiciar, destaca notoriamente la 
extremada dilación y lentitud del trámite de los recursos pendientes en la causa, que impide 
la realización de un nuevo juicio para la medición de la pena, lo que confi gura un retardo 
injustifi cado de los recursos judiciales internos988.

 Estas infracciones determinan fi nalmente que en el caso de la ejecución arbitraria de Mario 
Arzamendia Ledezma y Carlos Robles Correa no se haya determinado judicialmente la verdad 
de lo sucedido ni se haya castigado aún a sus perpetradores.

 A este cúmulo de irregularidades, se suma el hecho que ninguna de las resoluciones judiciales 
de la causa fueron notifi cadas a los familiares de las víctimas, lo que genera como consecuencia 
la indefensión y falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la 
información que le es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas 
adelante, son privadas del derecho a ser oídas en juicio y no pueden interponer los recursos 
judiciales a que tienen derecho.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Mario Arzamendia Ledezma y Carlos Robles Correa, la que debería incluir 
por lo menos medidas de satisfacción, un formal pedido de perdón a las familias y una 
indemnización compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos, impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir 
que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de 
Mario Arzamendia Ledezma y Carlos Robles Correa.
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ALMIR 
BRANDT KURTZ
☼ 2 de mayo de 1984

† 11 de octubre de 2004

BRUNO CARLOS 
DA SILVA

† 11 de octubre de 2004

Almir Brandt Kurtz (CI N° 5.093.744), ciudadano paraguayo de padres de origen brasilero, nació 
el 2 de mayo de 1984 en Santa Rosa del Monday, departamento del Alto Paraná, hijo de Ilmo 
Brandt y Marlene Kurtz de Brandt. Tenía 20 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. 
Carecía aún de tierra propia, y vivía con sus tíos Sigmar y Hermann Brandt, en la colonia Laterza 
kue, distrito de Mariscal López, departamento de Caaguazú, ocupando tierras que se encuentran 
aún en litigio. Trabajaba exclusivamente en la agricultura, con sus tíos. Había estudiado hasta el 
7° grado, y hablaba español y alemán989.

Bruno Carlos Da Silva, migrante de origen brasilero radicado en Paraguay, tenía 26 años cuando 
fue víctima de una ejecución arbitraria. Aunque carecía de tierra propia, trabajaba exclusivamente 
en la agricultura, y vivía con Sigmar y Edmar Brandt en la colonia Laterza kue. Había estudiado 
hasta el 7° grado y hablaba portugués y español990.

Almir Brandt Kurtz y Bruno Carlos Da Silva eran asentados de una tierra en litigio y se encontraban 
vinculados a una organización de trabajadores rurales sin tierra, la Comisión de Desarrollo 
y Fomento de Laterza kue, que gestionaba la adjudicación de las tierras de la colonia a sus 
ocupantes, como benefi ciarios de la reforma agraria. Almir Brandt Kurtz era miembro suplente de 
la directiva de la comisión, y su tío Edmar era un miembro titular de la comisión directiva991.

El confl icto de tierra suscitado en la colonia Laterza kue tiene aspectos de gran complejidad y 
confusión, y aún no fue resuelto plenamente a pesar de los largos años que lleva el litigio. En 
realidad, sobre las tierras que se asienta la colonia Laterza kue, no existen títulos fi ables que 
acrediten realmente su propiedad. De acuerdo a los antecedentes del caso, estas tierras habrían 
pertenecido a la empresa Industrial Paraguay, uno de los mayores latifundios de la región oriental. 
Hacia el fi nal de la década de los años 60, empresas colonizadoras privadas iniciaron la ocupación 
de las tierras del distrito de Mariscal López, en aquél entonces, colonia Santa Teresa. Una de estas 

989 Testimonios Nº 0107, 0108, 0109 y 0110. Cédula de Identidad y Certifi cado de Nacimiento de Almir Brandt Kurtz.
990 Testimonios Nº 0107, 0108, 0109 y 0110.
991 Testimonios Nº 0107, 0108, 0109 y 0110.
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empresas era del agroempresario griego Euthymio Ioannidis, quien actuaba en la zona y hacía 
negocios bajo la protección del entonces ministro del Interior Sabino Augusto Montanaro. Ioannidis 
había sido logrado obtener del Instituto de Bienestar Rural su designación como administrador de 
la colonia, y a instancias suyas unas 170 familias compuestas por paraguayos, paraguayos de origen 
brasilero y migrantes brasileros ocuparon una fracción de 3.000 hectáreas, que pertenecerían 
a Mario Laterza y sucesores, quienes poseían un título de propiedad sobre las tierras. De esa 
manera, las familias campesinas ocupantes de esas tierras inician la ocupación pública, pacífi ca y 
continuada de las tierras, al amparo de la Ley N° 622 De Colonización y Urbanización de Hecho y 
obtuvieron en 1969 su reconocimiento como comisión vecinal por parte del IBR. A lo largo de los 
años siguientes, la ocupación siguió sin alteración alguna, y el empresario Ioannidis, propietario 
de latifundios y administrador de otras colonias de la zona, se desempeñaba como autoridad de 
facto en el lugar, proveedor de insumos agrícolas, principal acopiador de la producción, patrón y 
hombre fuerte de la zona, al amparo de su protección ofi cial.

En 1990, Euthymio Ioannidis convence a los ocupantes para iniciar una demanda de usucapión en 
contra de Laterza y sucesores, teniendo en cuenta la ocupación pública, pacífi ca, ininterrumpida 
y de buena fe de las tierras por más de 20 años. Para agilizar los trámites, Ioannidis convence 
a los colonos para que la acción sea ejercida por un solo vecino, el señor José Dias Filho, quien 
luego se encargaría de repartir los lotes a sus ocupantes. La acción de usucapión fue ganada y el 
título de propiedad inscripto a nombre de Dias Filho, pero este transfi rió a un precio ínfi mo la 
propiedad del terreno a la fi rma Arcadia SACI, propiedad de un empresario de origen griego de 
nombre Euthymio Ioannidis y su esposa, para luego desaparecer del lugar. 

La comisión vecinal inició los trámites legales para obtener la nulidad del título de propiedad 
entregado a la fi rma. En marzo de 1994 los campesinos ocupantes de la fracción solicitaron 
la intervención del Poder Legislativo para la sanción de una ley de expropiación, debido a la 
prolongada situación de confl icto que no se resolvía y a la aparición de varias personas que 
alegaban ser propietarios del predio ocupado. Ioannidis no sólo inició acciones legales ante 
los tribunales para despojar a los labriegos de la propiedad de las parcelas, sino que inició una 
campaña de persecución en la zona, introduciendo pistoleros y guardias armados que crearon 
zozobra en la ocupación mediante amenazas y actos de amedrentamiento.

En el marco de estas acciones, el 23 de febrero de 1997 un grupo de aproximadamente 60 
personas (integradas en unas 30 familias), autodenominado ‘compradores de buena fe’, ocupó 
una parte de las 3 mil hectáreas en litigio alegando para ello contar con la autorización del 
propietario. Los ocupantes exhibieron títulos de compra-venta de cuatro fracciones de 8 y 10 
hectáreas, en los que consta que las adquirieron de Corina Von Lasperg en representación de 
Santa Basílica SRL, una empresa ligada a Ioannidis a la que habían sido transferidas las tierras. El 
empresario griego había huido del país, a raíz de su procesamiento penal por el homicidio por 
encargo del intendente de Mariscal López profesor Rubén Acosta, y actualmente vive en Brasil, 
pero sigue manteniendo el control en la colonia.

El 4 de noviembre de 2004 el Poder Legislativo sancionó la Ley N° 2.508/04 que declara de 
interés social y expropia a favor del INDERT las tierras que comprenden la colonia Laterza, 
inscriptas como fi ncas N° 1 y 31 del distrito de Mariscal López, con una superfi cie total de 
2.999 hectáreas 9.153 m2 y 3.600 cm2. La ley otorgaba un plazo de 90 días para que el INDERT 
y los propietarios acordasen un precio por las tierras expropiadas, en caso contrario quedaban 
legitimados para recurrir a la justicia en lo civil para la determinación judicial del precio. La ejecución 
de la expropiación aún está pendiente a raíz de una medida de no innovar que fue planteada 
judicialmente. El caso de la colonia Laterza kue aún no fue solucionado992.
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CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como consecuencia del complejo confl icto por la tierra suscitado en la colonia Laterza kue, los 
dirigentes de la organización de productores agrícolas que reclamaban la expropiación para 
fi nes de la reforma agraria se encontraban en una situación de riesgo por el enfrentamiento 
que el confl icto generaba con otros ocupantes de las tierras que se oponían a la expropiación y 
a quienes acusaban de responder a los intereses de Ioannidis. Éstos venían realizando acciones 
de intimidación y amedrentamiento en contra de los otros pobladores, incluidos los ataques 
con armas de fuego perpetrados por capangas. El clima de tensión y hostigamiento creció en 
los días previos a que el pedido de expropiación del inmueble fuera tratado en la Cámara de 
Senadores993.

El incidente más grave ocurrió el sábado 9 de octubre de 2004, cuando el tío de una de las 
víctimas, el señor Edmar Brandt, fue víctima de un atentado perpetrado por dos capangas. Ese 
día, aproximadamente a las 16:00 horas, Brandt fue interceptado mientras iba por un camino 
vecinal de la colonia, conduciendo su propio vehículo en compañía de más personas allegadas, 
por los hermanos Perci y Gervasio Antúnez Da Silva, quienes acribillaron el vehículo realizando 
varios disparos. Sin embargo, el atentado no se cobró víctimas fatales, no obstante dejó a varios 
heridos y un ambiente de temor y zozobra en la colonia994.

El lunes 11 de octubre de 2004, aproximadamente a las 17:00 horas, Almir Brandt Kurtz y Bruno 
Carlos Da Silva salieron de su domicilio para ir a dedicarse a faenas agrícolas. En esa oportunidad, 
subieron a un carro tirado por un caballo para llevar forraje al ganado porcino de Edmar Brandt, 
al chiquero distante a unos 1000 metros de la casa. De ida, abrieron un portón (cimbra) que 
estaba a mitad del trayecto que debían recorrer, y que fue dejado abierto para el regreso995.

Sin embargo, cuando retornaron luego de dar el forraje a los cerdos, encontraron la cimbra 
cerrada nuevamente. Allí bajó Carlos Bruno Da Silva a abrir el portón, cuando se aproximó 
raudamente una camioneta que se había emboscado en lugar, conducida por Ireneu Favero, 
vecino del lugar a quien la organización de las víctimas identifi ca con el grupo de Ioannidis. Del 
vehículo de Favero bajaron raudamente los capangas Perci y Gervasio Antúnez Da Silva quienes 
abrieron fuego en contra de Da Silva, para luego disparar en contra de Brandt Kurtz. Una vez 
consumado el atentado y cerciorados los capangas que sus víctimas había muerto, volvieron 
a subir al vehículo de Favero y salieron raudamente del sitio. De cerca, iban seguidos por otra 
camioneta con más personas, que según las versiones brindadas por los testigos presenciales al 
Ministerio Público, pertenecería a José Luis Bortolini996.

De acuerdo al informe presentado por el médico forense de la Fiscalía de Caaguazú, doctor Silvio 
Osvaldo Da Silva Medina, las víctimas presentaban las siguientes lesiones:

Almir Brandt Kurtz presentaba “herida por arma de fuego con orifi cio de entrada en N° de 
4 (cuatro), una en la región malar izquierda, una en la región frontal lado derecho, otra en la 
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993 Testimonios Nº 0107, 0108, 0109 y 0110. Acta de constitución del Ministerio Público; parte policial de 12 de octubre de 2004 de la 
subcomisaría N° 38 de la colonia Mariscal López; testifi cales de Facundino Villalba González, Eustaciano Aguilar Melgarejo y Carlos 
Antonio Moreira; denuncia de Edmar Brandt al Ministerio Público; querella adhesiva de Ilmo Brandt; escrito de acusación fi scal (expediente 
“Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el 
Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 1, 2, 4, 5, 6, 7, 64-78 y 182-193).

994 Idem.
995 Idem.
996 Idem.
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región malar derecha y otra en la región parietal derecha; presenta orifi cio de salida en la región 
occipital, zona media. Orifi cio de entrada en la cara posterior del codo derecho y orifi cio de 
salida en el tercio medio de la cara anterior del antebrazo derecho”.

Bruno Carlos Da Silva presentaba “heridas por arma de fuego en N° 4 (cuatro), una en la 
región frontal, zona media; una en el parietal derecho; una en la mejilla derecha y otra en el 
pectoral derecho. Presenta orifi cio de salida en la región occipital izquierda. Herida cortante 
de 1 cm. de longitud en la palma de la mano derecha. Se palpa un proyectil en la espalda, 
aproximadamente a la altura de D8, D9, se realiza un corte de 3 cm. de longitud y se retira un 
proyectil de plomo”. Como causa aparente de muerte de ambas víctimas, el médico forense 
diagnosticó “shock hipovolémico por hemorragia aguda por herida de arma de fuego”997.

Fueron los propios familiares y allegados de las víctimas quienes se dieron cuenta de lo sucedido, 
cuando observaron instantes después de la ejecución que el carro en que habían viajado las 
víctimas se había tumbado cerca de la casa y estaba ensangrentado. Al dirigirse al lugar en 
que habían ocurrido los hechos ya encontraron a Almir Brandt Kurtz, y unos cien metros más 
adelante, al costado de la cimbra a Carlos Bruno Da Silva, ya sin vida998.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal se inició la misma tarde del 11 de octubre de 2004, cuando los familiares 
de las víctimas hicieron la denuncia a la Subcomisaría Nº 38 de la colonia Laterza, vía llamada 
por teléfono celular satelital. Personal de la policía comunicó el hecho telefónicamente al Fiscal 
de turno y se constituyó en el lugar con apoyo de agentes y la patrullera de la comisaría 16. En 
la madrugada del 12 de octubre, la fi scala Lourdes Garcete, de la Unidad Penal I de la Fiscalía 
Zonal de Caaguazú asignada al caso, se constituyó con el médico forense de la circunscripción, 
el doctor Silvio Da Silva Medina, en el local del Centro de Salud de Mariscal López, en donde 
procedieron a la inspección de los cadáveres de las víctimas y la determinación de la probable 
causa de muerte. Asimismo, la fi scala ordenó el levantamiento de los cadáveres y la entrega a 
sus familiares999.

El 13 de octubre de 2004, Edmar Brandt presentó denuncia ante el Ministerio Público por el 
doble homicidio, en contra de Perci y Gervasio Antúnez Da Silva e Ireneu Favero1000.

El 15 de octubre de 2004, la fi scala Garcete formuló imputación en contra de Perci y Gervasio 
Antúnez Da Silva y de Ireneu Favero, por el delito de homicidio doloso en grado de autoría (art. 
105, inc. 1 y 2, en concordancia con el art. 29 del Código Penal). Asimismo, solicitó se fi je fecha 
de acusación, solicitando un plazo de 4 meses para la etapa de investigación. Por último, la fi scala 
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997 Informe del médico forense de la Fiscalía de Caaguazú, doctor Silvio Osvaldo Da Silva Medina de 13 de octubre de 2004 (expediente 
“Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el 
Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 3).

998 Testimonios Nº 0107, 0108, 0109 y 0110.
999 Acta de constitución del Ministerio Público; parte policial de 12 de octubre de 2004 de la subcomisaría N° 38 de la colonia Mariscal López 

(expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-
1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 1 y 2).

1000 Denuncia de Edmar Brandt ante el Ministerio Público de 13 de octubre de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva 
y otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a 
cargo de Emilio Gómez, fs. 4).
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requirió se decrete la prisión preventiva en contra de los imputados, quienes se encontraban 
ya en detención preventiva en la comisaría N° 2 de Caaguazú, solicitando su traslado a la 
Penitenciaría Regional de Coronel Oviedo. En esa misma fecha, el Juzgado Penal de Garantías 
resolvió tener por recibida la imputación y por iniciada la causa, fi jando el 15 de febrero de 2004 
como fecha para la presentación de la acusación fi scal o cualquier otro requerimiento conclusivo. 
En esa misma fecha, los imputados comparecieron ante el Juzgado Penal de Garantías para ser 
notifi cados personalmente de la imputación formulada en su contra y para la audiencia de las 
medidas cautelares, en las que se abstuvieron de declarar o formular manifestaciones. El 16 
de octubre, el Juzgado Penal de Garantías resolvió califi car provisoriamente el hecho imputado 
bajo investigación fi scal como homicidio doloso en grado de autoría, y dispuso imponer a los 
mismos como medida cautelar la prisión preventiva a ser cumplida en la Penitenciaría Regional 
de Coronel Oviedo. Dicha medida cautelar fue confi rmada por el Tribunal de Apelación, Segunda 
Sala, que el 3 de noviembre de 2004 declaró inadmisible un recurso de apelación planteado por 
la defensa de los imputados1001.

El 3 de noviembre de 2004 el señor Ilmo Brandt, padre de Almir Brandt Kurtz, presentó una 
querella adhesiva en contra de Perci y Gervasio Antúnez Da Silva y de Ireneu Favero, por el delito 
de homicidio doloso. El 4 de noviembre, el Juzgado Penal de Garantías declaró la admisión de 
la querella y le dio intervención legal en el proceso1002.

Durante el período de investigación, como anticipo jurisdiccional de prueba, el Ministerio Público 
solicitó al Juzgado la constitución en el lugar de los hechos para la inspección judicial del sitio 
y el levantamiento de un croquis referenciado, en una diligencia que contó con la participación 
de todas las partes1003.

Asimismo, se recibieron las declaraciones testifi cales de Facundino Villalba González, Eustaciano 
Aguilar Melgarejo, Carlos Antonio Moreira y Edmar Brandt (testigos presenciales), Antonio 
Méndez Dos Santos, Orpides de Moraes, Valdemir José Lorini Osares, Damián Noguera, Valdivino 
Ribeiro Dos Santos, Luis Farezin y Rosilene Dos Santos Da Silva (testigos de la defensa)1004.

El 18 de noviembre de 2004 el Juzgado resolvió no hacer lugar a un pedido de revocatoria de 
la prisión preventiva y sustitución por medidas cautelares alternativas solicitado por la defensa 
de los imputados. No obstante, el 9 de diciembre de 2004, el Juzgado resolvió, a solicitud de la 
defensa y con oposición del Ministerio Público, revocar la prisión preventiva de Ireneu Favero, 
sin establecer medidas alternativas. El 22 de diciembre de 2004, el Juzgado resolvió rechazar 
una solicitud de revisión de la prisión preventiva a favor de los hermanos Antúnez Da Silva 
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1001 Acta de imputación; providencia de 15 de octubre de 2004; acta de notifi cación; actas de audiencias del art. 242 CPP; AI N° 745 de 16 
de octubre de 2004; AI N° 217 de 3 de noviembre de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio 
en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, 
fs. 8, 9, 11, 12, 13, 14, 15-16 y 60).

1002 Querella adhesiva; providencia de 4 de noviembre de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio 
en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, 
fs. 64-78 y 78).

1003 Acta de constitución, tomas fotográfi cas y croquis referenciado del lugar del hecho (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da 
Silva y otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú 
a cargo de Emilio Gómez, fs. 109-112).

1004 Testifi cales de Facundino Villalba González, Eustaciano Aguilar Melgarejo, Carlos Antonio Moreira, Antonio Méndez Dos Santos, Orpides 
de Moraes, Valdemir José Lorini Osares, Damián Noguera, Valdivino Ribeiro Dos Santos, Luis Farezin, Rosilene Dos Santos Da Silva y 
Edmar Brandt (carpeta fi scal “Investigación s/ H. P. contra la Vida – Doble Homicidio en Mcal. López”, causa N° 07-01-02-00004-2004-
00179, ante la Unidad Penal I de la Fiscalía Regional de Caaguazú a cargo de Lourdes Garcete, fs. 8, 9, 10, 88, 89, 90, 92, 93, 94, 111 
y 136).
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promovida por su defensa técnica. Dicha decisión fue confi rmada el 15 de marzo de 2005 por 
el Tribunal de Apelación, Segunda Sala, de la circunscripción de Caaguazú, ante un recurso de 
apelación interpuesto por la defensa1005.

El 15 de febrero de 2005 la fi scala Lourdes Garcete presentó un pedido de prórroga ordinaria del 
plazo fi jado para la etapa preparatoria, solicitando la ampliación de la misma a dos meses más 
para la investigación fi scal. El 7 de marzo de 2005 el Juzgado Penal de Garantía hacer lugar al 
pedido de prórroga planteado por la representación fi scal y, en consecuencia, fi jar para el 15 de 
abril de 2005 la fecha para la presentación de la acusación1006.

Igualmente, la fi scala Lourdes Garcete solicitó el 24 de febrero de 2005 la acumulación de las 
causas que investigaban la ejecución arbitraria de Brandt Kurtz y Da Silva, con la que se había 
iniciado a raíz de la tentativa de homicidio en contra de Edmar Brandt, en razón que existían 
causas para establecer la conexidad entre ambos hechos punibles, de acuerdo al artículo 46 
inciso 1 del Código de Procedimientos Penales. Sin embargo, la solicitud no fue resuelta1007.

El de 15 de abril de 2005, la Fiscalía presentó acusación en contra de Gervasio y Perci Antúnez 
Da Silva y de Ireneu Favero por el delito de homicidio doloso en grado de autoría de Almir 
Brandt y Bruno Carlos Da Silva. En sustento de la acusación, el Ministerio Público ofrecía el 
peritaje del médico forense a ser evacuados ante el Tribunal de Sentencia, 9 testigos y 12 pruebas 
documentales obrantes en la carpeta de investigación fi scal. Asimismo, la Fiscalía remitió 6 
objetos en calidad de evidencias. Por último, solicitó la imposición de las penas correspondientes 
a los delitos acusados y la apertura de la causa a juicio oral y público. En la misma fecha, la 
querella adhesiva presentó acusación en contra de los hermanos Antúnez Da Silva por el delito 
de homicidio en grado de autoría, y en contra de Favero por el delito de homicidio en grado 
de coautoría. La querella fundamentó la acusación en 17 pruebas documentales, 10 testigos 
ofrecidos y las evidencias presentadas por el Ministerio Público, solicitando la imposición de las 
penas correspondiente y la elevación de la causa a juicio oral y público1008.

El 4 de mayo de 2005 el Juzgado resolvió convocar la audiencia preliminar del caso para el 8 de 
junio de 2005, y la puesta a disposición de las partes de las actuaciones y evidencias del caso. A 
solicitud del Ministerio Público, la audiencia prelimar fue pospuesta para el 27 de julio1009.

En la fecha fi jada se llevó a cabo la audiencia preliminar del caso, con la comparecencia del 
Ministerio Público, la querella adhesiva y todos los imputados y su defensor. La Fiscalía y la 
querella adhesiva se ratifi caron en sus requerimientos planteados, en tanto que la defensa se 
allanó a la pretensión de la fi scala y el querellante adhesivo, manifestando que realizaría su 
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1005 AI N° 846 de 18 de noviembre de 2004; AI N° 904 de 9 de diciembre de 2004; AI N° 958 de 22 de diciembre de 2004 (expediente 
“Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el 
Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 43, 140-141, 153 y 178-179).

1006 Requerimiento Fiscal N° 16 de 15 de febrero de 2004; AI N° 226 de 7 de marzo de 2005 (expediente “Ministerio Público c/ Perci 
Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía 
de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 169 y 175).

1007 Requerimiento fi scal de 24 de febrero de 2004 (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio en Mariscal 
Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 171).

1008 Escrito de acusación fi scal; escrito de acusación de la querella adhesiva (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y 
otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a 
cargo de Emilio Gómez, fs. 182-193 y 195-198).

1009 Providencias de 4 de mayo y 17 de junio de 2005 (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio en 
Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, 
fs. 199 y 203).
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defensa en el juicio oral y público. La querella adhesiva solicitó, con oposición de la defensa, el 
restablecimiento de la prisión preventiva en contra de Ireneu Favero hasta la fecha de celebración 
de la vista oral de la causa. No hubo incidentes de exclusión probatoria.

Finalmente, el Juzgado Penal de Garantías resolvió: a) Admitir la acusación formulada por el 
Ministerio Público y la querella adhesiva conforme a la relación de hechos y la califi cación jurídica 
realizada por la fi scala del caso; b) Admitir todas las pruebas ofrecidas por las partes; c) Declarar 
la apertura del juicio oral y público de la causa y, en consecuencia, remitir las actuaciones y 
elementos del caso al Tribunal, intimando a las partes a que se presenten ante el mismo en el 
plazo de cinco días; d) Ratifi car la vigencia de las medidas cautelares privativas de libertad para 
Perci y Gervasio Antúnez Da Silva; e) Rechazar la solicitud de prisión preventiva en contra de 
Ireneu Favero, promovido por la querella adhesiva1010.

El 27 de octubre de 2004 se integró mediante sorteo el Tribunal de Sentencia para conocer y 
juzgar el caso, quedando integrado con los jueces Tito Derlis Gauto, como presidente, y Ángel 
Eugenio Fiandro y Elio Rubén Ovelar como miembros titulares, y los jueces Julio César Solaeche, 
Manuel Saifi ldin Paniagua y Víctor Vera Valloud como suplentes. El juicio oral y público fue 
convocado para el 30 de septiembre de 2005, en el local del Poder Judicial de Caaguazú. El 
Tribunal resolvió posponer el juicio al 7 de octubre de 2005, e integrar el Tribunal de Sentencia 
con el juez Julio César Solaeche, a raíz del nombramiento del juez Ovelar Frutos como juez de 
Asunción. La querella adhesiva presentó un pedido de recusación en contra del juez Solaeche, por 
haber conocido en otras causas que involucraban a las partes del litigio penal. El juez Solaeche se 
allanó a la recusación, y fue reemplazado por el juez Saifi ldin1011.

El 7 de octubre de 2005 se celebró el juicio oral y público de la causa. Tras la lectura del auto 
interlocutorio que convoca al juicio, el Ministerio Público se ratifi có en su acusación y señaló un 
pormenorizado relato del hecho, ratifi cando asimismo la califi cación jurídica del delito acusado. 
Asimismo, la querella adhesiva delineó su acusación. La defensa de los acusados solicitó la 
absolución de reproche y condena sobre la base que los acusados no tuvieron participación 
alguna en los hechos y que esto quedaría demostrado con las pruebas que ofrecería en juicio, en 
donde se señalaría que los autores del homicidio eran otras personas que mantenían problemas 
personales de índole económica con los acusados. Todos los acusados hicieron uso del derecho 
de abstenerse de declarar ante el Tribunal al inicio del juicio.

Seguidamente, el Tribunal recibió la prueba pericial del médico forense de la circunscripción, 
Silvio Osvaldo Da Silva, quien había inspeccionado los cadáveres de las víctimas. A continuación, 
el comparecieron ante el Tribunal los testigos de la acusación Edmar Brandt y Facundo Villalba 
González. Tras estas diligencias, el Tribunal ordenó el receso del juicio, y su convocatoria para el 
12 de octubre y dispuso, como medida de mejor proveer, la constitución del Tribunal en el lugar 
de los hechos.

El juicio oral continuó el 12 de octubre de 2005, con la constitución del Tribunal en el lugar de los 
hechos, donde se inspecciona el lugar y se vuelven a recabar las versiones de los testigos Edmar 
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1010 Acta de la Audiencia Preliminar; AI N° 680 de 7 de julio de 2005 (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ 
Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de 
Emilio Gómez, fs. 210-211 y 212-217).

1011 Providencias de 7, 8 y 27 de septiembre de 2005; Acta N° 1053 de 8 de septiembre de 2005; escrito de recusación; allanamiento 
(expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-
1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de Emilio Gómez, fs. 220, 221, 222, 223, 225, 227-228 y 231).
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Brandt y Facundo Villalba. El Tribunal ordenó realizar la reconstrucción judicial de los hechos. 
Seguidamente, el Tribunal recibió las declaraciones testifi cales de Antonio Carlos Moreira, Oscar 
Vera Silvera, Sixto Javier Villasanti, Luis Faresin y Valdovino Ribeiro Dos Santos. Luego, el Tribunal 
ordenó el receso del juicio, y su convocatoria para el 21 de octubre.

En esa fecha, el juicio oral y público continuó en el Palacio de Justicia de Caaguazú con la 
recepción de las declaraciones testifi cales de Antonio Mendes Dos Santos, Orpides Reino de 
Moraes, Valdemir José Lorini Soares, Damián Noguera, Almira Teresa Bécquer, Rosaline Dos 
Santos Jacquet y Sindia de Fátima Soares. En dicha audiencia se declaró el desistimiento de la 
querella adhesiva por incomparecencia sin justifi cación del abogado representante convencional 
de la víctima. Luego, el Tribunal ordenó el receso del juicio, y su convocatoria para el 27 de 
octubre.

El 27 de octubre de 2004, la audiencia del juicio prosiguió. El Ministerio Público desistió de 
las pruebas testifi cales que le faltaban producir. A continuación, hicieron uso de su derecho a 
declarar los acusados Pierci y Gervasio Antúnez Da Silva, quienes negaron tener vinculación con 
el hecho juzgado. Tras esas diligencias, el Tribunal ordenó el receso del juicio, y su convocatoria 
para el 31 de octubre. En esa fecha, el juicio prosiguió con la recepción de los alegatos fi nales 
ordenados por el Tribunal. La fi scala Lourdes Garcete formuló sus alegatos en relación a Perci y 
Gervasio Antúnez Da Silva, solicitando que se declare su responsabilidad del hecho de homicidio 
doloso de las víctimas (art. 105 inc. 4° del Código Penal), solicitando sean condenados a la 
pena de 8 años de prisión. En relación a Ireneu Favero, la fi scala Garcete solicitó en el último 
momento su absolución de reproche y condena porque carecía de elementos para probar su 
responsabilidad. La defensa de los acusados solicitó la absolución de los dos acusados, porque 
no tuvieron participación en el hecho punible juzgado.

El Tribunal de Sentencia, previo debate, resolvió por unanimidad declarar la competencia del 
tribunal para conocer en el hecho juzgado. A continuación, declaró probada la existencia del hecho 
punible de homicidio doloso de Almir Brandt Kurtz y Bruno Carlos Da Silva ocurrido en la colonia 
Laterza, el 11 de octubre de 2004. Por unanimidad, resolvió declarar la no responsabilidad y 
reprochabilidad de los tres acusados, y en consecuencia declaró su absolución de reprochabilidad 
en relación al hecho investigado. Por último, el Tribunal ordenó el levantamiento inmediato de 
las medidas cautelares que pesaban sobre los hermanos Antúnez Da Silva. El Tribunal consideró 
inconsistente la acusación del Ministerio Público y dio por probado que los acusados no tuvieron 
participación en el hecho1012.

La sentencia no fue apelada por el Ministerio Público ni por los familiares de las víctimas, con lo 
que quedó fi niquitada esta causa.

REPARACIONES
Almir Brandt Kurtz y Bruno Carlos Da Silva fueron enterrados en el cementerio de la colonia 
Laterza, distrito de Mariscal López, departamento de Caaguazú, donde hasta ahora se encuentran 
sus restos. Todos los gastos emergentes de su ejecución arbitraria fueron cubiertos por miembros 
de la familia Brandt.
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1012 Acta del Juicio Oral y Público; SD N° 106 de 31 de octubre de 2005 (expediente “Ministerio Público c/ Perci Antúnez Da Silva y otros s/ 
Homicidio en Mariscal Estigarribia”, causa N° 07-01-02-004-2004-1779, ante el Juzgado Penal de Garantía de Caaguazú a cargo de 
Emilio Gómez, fs. 235-247 y 248-253).
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Los familiares de Almir Brandt Kurtz y Bruno Carlos Da Silva no recibieron indemnización 
alguna en los términos del derecho internacional de los derechos humanos como medida de 
reparación. Tampoco recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de 
las circunstancias de su ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas 
hasta el momento.

CONCLUSIONES
1. A partir del examen de los elementos de prueba reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene 

la convicción de que Almir Brandt Kurtz y Bruno Carlos Da Silva fueron víctimas de una ejecución 
arbitraria planifi cada y ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y 
como consecuencia de su militancia política en una organización de productores agrícolas que 
buscaban la expropiación legal de un inmueble para los fi nes de la reforma agraria.

 Los testimonios recolectados por la CODEHUPY y los elementos de convicción recogidos 
por los organismos jurisdiccionales del Estado, aún a pesar de la notoria defi ciencia de la 
investigación ofi cial, llevan a concluir que los organismos jurisdiccionales del Estado contaban 
con sufi cientes elementos de convicción para enjuiciar y eventualmente condenar a los señores 
Pierci y Gervasio Antúnez Da Silva e Ireneu Favero, por su presunta participación en la] la 
ejecución arbitraria de las víctimas. Su responsabilidad penal individual no fue declarada por 
los organismos jurisdiccionales del Estado. No obstante los hermanos Antúnez Da Silva fueron 
encontrados culpables y condenados en primera instancia a 5 años de penitenciaría como 
consecuencia de la tentativa de homicidio de Edmar Brandt, ocurrida dos días antes de la 
ejecución arbitraria de las víctimas de este caso.

 Sin embargo, a pesar de los testimonios y pruebas recolectadas, la CODEHUPY no está en 
condiciones de formarse una convicción respecto de la posible autoría moral y material de 
la ejecución arbitraria de las víctimas, función que le correspondía al Ministerio Público 
en la época en que acaecieron los hechos y que subsiste. Las alegaciones formuladas por 
los familiares de las víctimas, en el sentido de atribuir dicha responsabilidad a Euthymio 
Ioannidis, deben ser tenidas en cuenta con toda la seriedad que exige el caso.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Almir Brandt 
Kurtz y Bruno Carlos Da Silva. La investigación fi scal llevada a raíz del hecho fue notoriamente 
defi ciente en los términos requeridos por derecho internacional de los derechos humanos1013. 
El Ministerio Público no contribuyó mayormente con sus actos de investigación a esclarecer 
el hecho más allá de las pruebas y testimonios que le habían suministrado los familiares 
de la víctima, los testigos presenciales y el personal policial interviniente en las diligencias 
inmediatas al hecho. Asimismo, la fi scala de la causa omitió producir pruebas fundamentales 
para el esclarecimiento del ilícito investigado como la pericia balística de los proyectiles que 
acabaron con su vida, a los efectos de establecer el origen de los mismos y la prueba de 
parafi na a los imputados.

 Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar determinaron que la ejecución arbitraria 
de Almir Brandt Kurtz y Bruno Carlos Da Silva no haya sido esclarecida, que no se haya 
determinado la verdad de lo sucedido, ni se haya castigado a sus perpetradores.
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1013 Ver Capítulo III, sección 3.
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3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Almir Brandt Kurtz y Bruno Carlos Da Silva, la que debería incluir por lo 
menos medidas de satisfacción y una indemnización compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a 
concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución 
arbitraria de Almir Brandt Kurtz y Bruno Carlos Da Silva, de acuerdo a los presupuestos 
de imputabilidad en el derecho internacional de los derechos humanos. Dicha ejecución 
fue realizada en el contexto de la actuación de grupos armados por latifundistas que se 
amparan ante la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar 
dichas ejecuciones, ya que la falta de diligencia debida para el esclarecer la responsabilidad 
individual en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, como fue constatado en el 
presente caso, otorga un apreciable nivel aquiescencia a dichos grupos.
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ÁNGEL 
CRISTALDO ROTELA
☼ 4 de febrero de 1985

† 24 de junio de 2005

LEONCIO TORRES
☼ 12 de septiembre de 1957

† 24 de junio de 2005

Ángel Cristaldo Rotela (CI N° 4.078.861) nació el 4 de febrero de 1985 en Itapé, departamento 
de Guairá, hijo de Teófi la Rotela de Cristaldo y León Cristaldo. Tenía 20 años cuando fue víctima 
de una ejecución arbitraria. Carecía de tierra propia, y vivía con sus padres, trabajando en la 
agricultura exclusivamente. Tiempo antes de su ejecución, había ocupado un lote de tierra que 
era reivindicado por la organización campesina en la que militaba, donde había construido un 
pequeño rancho en donde vivía solo y tenía iniciados algunos cultivos, en la colonia Tekojoja 2ª 
Línea, distrito de Vaquería, departamento de Caaguazú. Había estudiado hasta el 6° grado de 
la enseñanza primaria, y hablaba principalmente el guaraní como lengua materna, y un poco 
de español1014.

Leoncio Torres (CI N° 1.780.238), nació el 12 de septiembre de 1957 en Santa Elena, 
departamento de Cordillera. Tenía 47 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Estaba 
casado con María Catalina Romero Britos, con quien tuvo 8 hijos, de los cuales viven 7: Nilda 
Esther (21 años), Vidalina (18 años), Nelson (17 años), Noelia (16 años), Carolina (15 años), 
Francisco (12 años) y Ever Joel Torres Romero (10 años). Leoncio Torres tenía un lote de tierra 
propia en la colonia Tekojoja 1ª Línea, distrito de Vaquería, en donde trabajaba plenamente en 
la agricultura. Había estudiado hasta el 6° grado de la enseñanza primaria, y hablaba solamente 
el guaraní como lengua materna1015.

Ángel Cristaldo Rotela y Leoncio Torres eran activistas en organizaciones de productores agrícolas 
en el distrito de Vaquería. Ángel Cristaldo Rotela era militante de base del Movimiento Agrario y 
Popular. Por su parte, Leoncio Torres era socio de la cooperativa Tekoporãve rekávo y pertenecía Tekoporãve rekávo y pertenecía Tekoporãve rekávo
al Comité de Agricultores de Tekojoja (CAT), en donde integraba la comisión directiva como 
secretario. El CAT integraba a su vez el Movimiento Agrario y Popular. Esta organización se encuentra 
vinculada a la Mesa Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MCNOC)1016.

1014 Testimonios N° 0037 y 0039. Cédula de Identidad, Certifi cado de Nacimiento y de Defunción de Ángel Cristaldo Rotela.
1015 Testimonio N° 0038 y 0039. Cédula de Identidad, Certifi cado de Nacimiento y de Defunción de Leoncio Torres. Certifi cado de 

Matrimonio de Leoncio Torres y María Catalina Romero Britos.
1016 Testimonios Nº 0037, 0038, y 0039.



504

El Movimiento Agrario y Popular impulsó una lucha por la recuperación de lotes pertenecientes 
a la colonia Tekojoja, en el distrito de Vaquería, departamento de Caaguazú, que habían sido 
adjudicados a personas que no reunían los requisitos legales para ser sujetos de la reforma 
agraria. La colonia Tekojoja había sido habilitada ofi cialmente por el Instituto de Bienestar Rural 
(IBR) sobre la expropiación de 3.500 hectáreas que se hiciera sobre las tierras de Osmar Brain 
en 1976. Estas tierras habían sido loteadas y adjudicadas unas 223 parcelas de 15 hectáreas 
a campesinos paraguayos y también a algunos de origen brasilero (Resolución P N° 510 del 
16 de diciembre de 1976). En 1997 la superfi cie original de la colonia fue ampliada con 55 
lotes totalizando 720 hectáreas más de tierras adquiridas por el IBR (Resolución P N° 1.290 
de 18 de noviembre de 1997). Con el transcurso del tiempo y en gran parte debido a las crisis 
económicas, a principios de la década de 1990 numerosos colonos vendieron sus “derecheras” 
a otros productores agrícolas, mayoritariamente agroproductores sojeros de origen brasilero que 
tenían tierras en colonias aledañas y que ampliaban la superfi cie cultivada comprando los lotes 
de los campesinos paraguayos empobrecidos.

Esta circunstancia fue debidamente advertida por los campesinos organizados en el Movimiento 
Agrario y Popular, quienes iniciaron los trámites administrativos ante el IBR para obtener la 
recuperación de las tierras para su efectiva aplicación a los fi nes de la reforma agraria. Los 
dirigentes denunciaban que los sojeros que habían comprado las derecheras no tenían arraigo en 
el lugar, tenían otras tierras que habían adquirido del mercado, y que no reunían los requisitos 
legales para ser benefi ciarios de la reforma agraria.

El Movimiento Agrario y Popular presentó el 23 de septiembre de 2002 una denuncia al 
Presidente de la Cámara de Senadores sobre la situación de adjudicaciones ilegales de lotes del 
IBR en la colonia Tekojoja. El Poder Legislativo transmite la denuncia al IBR, donde se inicia el 
trámite correspondiente para el estudio de la situación de las tierras (Expediente N° 2879/02). 
En el marco de esa intervención administrativa, el IBR releva que unos 124 lotes totalizando 
unas 1.600 hectáreas estaban ocupadas por brasileros que no tenían título legal ni cumplían 
los requisitos para ser benefi ciarios de la reforma agraria. En el contexto de dicho expediente, 
la Presidencia del IBR dicta la Resolución P. N° 467/03 de 21 de octubre de 2003, por la cual 
se deja sin efecto la adjudicación de 10 lotes de la colonia Tekojoja a brasileños que había sido 
decidida con anterioridad por el Consejo de Administración del ente agrario. Fundado en esta 
decisión administrativa, el IBR hace entrega a campesinos paraguayos de los primeros lotes 
que se reincorporaron al patrimonio del IBR. Los campesinos iniciaron la ocupación de los lotes 
reclamados, a la par que procedieron a la construcción de viviendas familiares con materiales no 
provisorios y la iniciación de cultivos de consumo a razón de 10 hectáreas por núcleo familiar.

No obstante, 9 colonos brasileños perjudicados por la medida (María Inés Rippel, Luis Pedro 
Halmenschlager, Nestor Opperman, Odiar José Friedrich, Alexandro Ricardo Lenz, Idalvo José 
Opperman, Mauro Luis Baroni, Delmir Karting Bach y Ederson Jair Rucherk) inician la acción 
contencioso-administrativa en contra de la resolución ante el Tribunal de Cuentas Primera Sala 
de Asunción. Una semana después que el IBR reasentó a los campesinos, los brasileros obtuvieron 
una orden judicial que les otorgó como medida cautelar de urgencia una orden de no innovar en 
los inmuebles en litigio, pero que les permitía a los demandantes realizar los cuidados culturales 
de los rubros agrícolas que cultivan en dichos inmuebles.

Además de esta acción legal, los brasileños habían interpuesto una acción de amparo que les 
permitió una orden judicial de custodia permanente por parte de la Policía Nacional de los 
lotes reivindicados por los campesinos. El 11 de julio de 2003 los brasileros presentaron una 
denuncia ante la Fiscalía Zonal de Vaquería por el supuesto delito de invasión de inmueble ajeno 
contra campesinos que habían recibido lotes recuperados por el IBR. El 17 de julio de 2003 
efectivos de la Policía Nacional bajo la dirección de la asistente fi scal Marta Leiva de la Fiscalía 
Zonal de Vaquería realizan el primer desalojo de los campesinos en las tierras en litigio. En esa 
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oportunidad, fue detenido el campesino Benicio Villalba Alvarenga (20 años), se incautaron 
herramientas de trabajo y dinero del fondo de la organización. El Movimiento Agrario y Popular 
presentó una denuncia de los abusos policiales ante el Poder Legislativo.

Prosiguiendo con las acciones judiciales, el 2 de diciembre del 2004 unos 13 sojeros brasileros 
involucrados en el litigio interpusieron un interdicto de recobrar posesión en contra de 
17 campesinos paraguayos ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de 
la Circunscripción Judicial de Caaguazú y San Pedro, a cargo de Gladys Escobar Melgarejo, 
argumentando que habían ingresado en forma clandestina a sus propiedades, solicitando la 
restitución inmediata de los inmuebles sin perjuicio del ejercicio de las acciones civiles y penales 
que resolvieran interponer con posterioridad. El 3 de diciembre de 2004 el Juzgado resuelve la 
prohibición de innovar para los campesinos demandados y autoriza a los demandantes a realizar 
el cultivo y cosecha de los rubros agrícolas a los que se dedican mientras dure la sustentación del 
juicio, y ordena la restitución inmediata de los lotes. El 14 de diciembre de 2004 una comitiva 
de efectivos policiales y militares al mando del fi scal penal Alfi rio González, acompañados de 
peones y guardias civiles armados de los sojeros, ejecutó dicha orden de desalojo y destruyeron 
e incendiaron unas 46 viviendas de los ocupantes.

En enero de 2005 el dirigente del Movimiento Agrario y Popular Jorge Galeano, denunció que tres 
de los principales sojeros con quienes mantenían confl icto, los brasileros Aldemir, Idalvo y Néstor 
Opperman tenían contratado a una banda de parapoliciales, civiles armados que custodiaban sus 
propiedades, amenazaban de muerte a los dirigentes y creaban un clima de temor en la zona.

En el contexto de estos hechos de violencia creciente, el sojero Ademir Opperman, y dos paraguayos 
que trabajaban para él, los señores Leoncio Benítez y Bienvenido Roa, acompañados del agente 
fi scal Alfi rio González, superintendente fi scal de las circunscripciones de Guairá, Caaguazú y Caazapá, 
radicaron ante la Fiscalía General del Estado una denuncia contra los dirigentes del Movimiento 
Agrario y Popular Jorge y Antonio Galeano por los supuestos delitos de coacción grave e invasión 
de inmueble ajeno. El Fiscal General del Estado Óscar Germán Latorre dispuso la conformación 
de un equipo con los fi scales Alfi rio González, José María Taboada, Nelly Varela, con miembros 
del Centro de Investigación Judicial y el apoyo de efectivos de la Policía Nacional para iniciar las 
investigaciones del hecho. El 24 de junio de 2005 La fi scala Nelly Varela realiza una intervención 
fi scal en la colonia Tekojoja en la 2ª y 3ª Líneas, afi rmando cumplir órdenes del Fiscal General del 
Estado, y ordena el desahucio de los campesinos ocupantes de varios lotes y su detención. Tras el 
desalojo, los parapoliciales y sojeros brasileros destruyeron las viviendas de las familias que fueron 
desalojadas y se llevaron todas sus pertenencias, bajo la vigilancia policial. En dicha oportunidad, el 
Ministerio Público dispuso la detención de 130 personas, de las cuales unas 93 eran niños, quienes 
fueron derivados a la Penitenciaría Regional de Coronel Oviedo. Al término del desalojo, fueron 
víctima de una ejecución arbitraria dos campesinos paraguayos que se encontraban en el lugar.

El confl icto fi nalmente se resolvió a favor de los campesinos. El 24 de agosto de 2003 el 
Tribunal de Cuentas, Segunda Sala dictó el Acuerdo y Sentencia Nº 80 por el que rechazó el 
recurso promovido por 8 de los 9 colonos brasileros, y confi rmó recuperación de los lotes por el 
INDERT y su adjudicación a los campesinos paraguayos. Contra dicha resolución, los afectados 
interpusieron un recurso ante la Corte Suprema de Justicia, instancia que sin embargo confi rmó 
el fallo del Tribunal de Cuentas por Acuerdo y Sentencia N° 810 de 30 de agosto de 20061017.

DEPARTAMENTO DE CAAGUAZÚ  /   /   / ÁNGEL CRISTALDO ROTELA  /  LEONCIO TORRES

1017 Testimonios Nº 0037, 0038, y 0039. Informativo Campesino N° 178/2003, 181/2003, 182/2003, 195/2004, 196/2005, 203/2005 y 
205/2005. Expediente “Marcia Inés Rippel y otros c/ Resolución P. Nº 467/03, de la Presidencia del Instituto de Bienestar Rural” ante 
el Tribunal de Cuentas Segunda Sala. Expediente “Delmir Karling Bach y otros c/Ramón Martínez y otros s/Interdicto de Recobrar 
la Posesión” Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de la Circunscripción Judicial de Caaguazú y San Pedro, a cargo 
de Gladys Escobar Melgarejo. Testifi cal de Amador Iván Benavente, Jorge Galeano y Antonio Galeano; escrito de querella adhesiva 
(carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en grado de tentativa en Tekojoja – 
Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía Regional de Caaguazú Lourdes 
Soto de Bernal, fs. 187-188, 292-293, 294-295 y 425-429).
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CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
El viernes 24 de junio de 2005, aproximadamente a las 05:30 horas de la mañana, llegó a la 
colonia Tekojoja 2ª Línea una comitiva fi scal y policial encabezada por la fi scala penal Nelly Varela y 
unos 26 subofi ciales de la Jefatura departamental de la Policía Nacional más 40 subofi ciales de la 
Agrupación Especializada, todos al mando del comisario principal DEJAP Ceferino Adrián Adorno, 
Jefe de Orden y Seguridad de la jefatura del departamento. La intervención fi scal se enmarcaba 
dentro de los actos de investigación ordenados por el Ministerio Público en una denuncia por 
supuestos hechos de coacción grave e invasión de inmueble ajeno formulada en contra de Jorge 
y Antonio Galeano por el sojero brasilero Ademir Opperman, quien era uno de los granjeros más 
afectados por el litigio por la posesión de las tierras que habían sido adjudicadas irregularmente 
por el IBR en la colonia, debido a la cantidad de lotes cuyas “derecheras” había adquirido. Con 
la comitiva, también venía el denunciante, varios otros sojeros brasileños y un grupo de peones 
y guardias civiles armados de origen paraguayo, en varios vehículos entre los que se contaban 
cuatro tractores y un camión donde se trasladaba el personal de los sojeros1018.

Una vez que la comitiva arribó al cruce de 2ª Línea, la fi scala ordenó el desahucio por la fuerza 
de numerosas familias campesinas que fueron siendo señaladas por Opperman como supuestos 
invasores de su propiedad. Cuando acabó el desalojo y la detención de las personas, la fi scala 
autorizó a los brasileros para que procedan a la destrucción y quema de todas las viviendas y 
cultivos de las familias que habían sido desalojadas. Asimismo, por disposición fi scal fueron 
incautados los muebles, herramientas de trabajo y pertenencias personales de las familias 
campesinas desalojadas que no habían llegado a ser destruidas. Todo el operativo se realizó bajo 
protección de los agentes policiales y los guardias civiles armados, y por disposición de la fi scala 
Varela. No obstante, la evicción se realizó sin orden judicial y fuera del contexto de un juicio de 
desalojo ante la jurisdicción civil1019.

Posteriormente, la comitiva continuó viaje hasta la 3ª Línea de la colonia Tekojoja, donde 
prosiguieron los desalojos, las detenciones y la destrucción de viviendas y cultivos. Aproximadamente 
al mediodía, los trabajos habían concluido. La fi scala Varela dispuso la remisión a Coronel Oviedo 
de 130 personas que habían sido detenidas, y ordenó al denunciante que los muebles y objetos 
de uso personal de los campesinos que fueron incautados sean alzados al camión y trasladados 
hasta la comisaría N° 20 de Vaquería, donde los debía dejar depositados1020.

Ínterin se producía el desalojo, los vecinos alertaron de la situación a los dirigentes del Movimiento 
Agrario y Popular en la localidad de Vaquería. Antonio Galeano recibió una llamada a su celular 
aproximadamente entre las 06:30 y 07:00 horas, donde le avisaban del desalojo que estaba 
aconteciendo en la colonia y le pedían auxilio de la organización. Antonio Galeano puso al tanto 
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1018 Informe N° 569/05 de 24 de junio de 2005 del comisario principal DAEP Amado Zelaya, Jefe de Policía del Departamento de 
Caaguazú; Informe de 30 de junio de 2005 del comisario DEJAP Serafín Núñez, jefe de la comisaría N° 20 de Vaquería; testifi cales 
de Nicolás González González, Andrés Craig Hetherington, Ramona Fernández, Santiago Giménez Cabañas, Francisco Arévalos, 
Victoria González de González, José María Cardozo González, Gilda Ramona Roa Colmán, Teófi lo Villalba, María Catalina Romero 
viuda de Torres, Santiago Ariel Rolón, Silvio Mereles Ruiz, Teófi lo Ramírez Franco, Faustino Bogado, Margarita Fernández Guillén, 
Isidro Fernández, Miguel Ángel Amarilla Barrios, Jorge Galeano, Antonio Galeano, Esteban Bernal, Víctor Aquino Alvarenga y Roque 
Rodríguez Torales; declaración indagatoria de Leomar Ruckert, Ademir Aloisio Opperman, Luis George Diemer y Néstor Opperman; 
escrito de querella adhesiva (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en grado de 
tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía Regional de 
Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 88, 99-100, 104, 137-138, 139, 140-141, 142, 143-144, 145, 146-147, 149, 176-177, 178, 179, 
180-181, 182, 183, 185, 186-187, 266-267, 292-293, 294-295, 298-299, 309-310, 311-312, 353-354, 425-429, 492-493 y 494-495).

1019 Idem.
1020 Idem.
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de lo sucedido a su hermano Jorge, quien vive al lado de su casa. Luego, se dirigió hacia la radio 
comunitaria Santo Domingo, en Vaquería, donde el Movimiento tiene un espacio radial, y desde 
allí denunció el hecho y empezó a convocar a los asociados para que se reúnan en el domicilio 
del señor Eugenio Bogado, campesino domiciliado en la colonia Tekojoja 2ª Línea, para llevar la 
solidaridad a los compañeros que habían sido desalojados. Por su parte, Jorge Galeano se dirigió 
a una cabina telefónica desde donde llamó al obispo de Caaguazú monseñor Juan Bautista 
Gavilán, a la Pastoral Social de Coronel Oviedo, al presidente de la MCNOC, Luis Aguayo, entre 
otras personas1021.

Dirigentes y asociados del Movimiento se fueron reuniendo en la casa del señor Eugenio Bogado 
a partir de las 11:00 horas aproximadamente. El domicilio del señor Bogado quedaba cerca de 
donde habían ocurrido los desalojos en 2ª Línea, y lindaba con un camino de la colonia que 
comunicaba a Tekojoja con el pueblo de Vaquería. En ese lugar fueron juntándose varias de 
las familias que habían sido desalojadas y que habían perdido sus viviendas y pertenencias. 
Asimismo, fueron congregándose otros campesinos que acudieron a la convocatoria radial 
lanzada por Antonio Galeano, así como otros agricultores vecinos de la colonia quienes al ver la 
humareda de las casas incendiadas fueron llegando para ver qué estaba ocurriendo1022.

Entre las personas que estaban reunidas allí, se encontraba Ángel Cristaldo Rotela, quien había 
llegado presuroso desde el domicilio de sus padres, para constatar que su rancho había sido 
derribado por los tractores de los sojeros brasileros, y luego quemado. Todas sus pertenencias, 
incluidas sus ropas y herramientas de trabajo habían desaparecido. También al lugar llegó Leoncio 
Torres quien, si bien no estaba afectado por los desalojos ya que tenía un lote adjudicado a su 
nombre por el IBR que no estaba en litigio, había llegado hasta el sitio en compañía de su esposa 
para llevar su solidaridad a sus compañeros. Por su parte, otro agricultor llamado Nicolás González 
González acudió al sitio porque su hermano Francisco González había sido uno de los desalojados 
y detenidos ese día, y llegó para ver si podía recuperar alguna de sus pertenencias. Asimismo, 
en el lugar se habían dado cita otras personas que no eran afectados ni campesinos asociados 
a la organización. Entre ellas, estaba Andrés Craig Hetherington, un antropólogo canadiense 
candidato a un doctorado en la Universidad de California Davis, quien estaba realizando el trabajo 
de campo de su tesis doctoral sobre confl ictos agrarios en la zona de Caaguazú. El señor Craig 
Hetherington estaba viviendo en Paraguay desde agosto de 2004. Luego de haber estudiado 
guaraní, se había mudado a vivir en diciembre de 2004 al domicilio de Antonio Galeano en 
Vaquería, desde donde salía a realizar trabajo de campo por la zona de Caaguazú, Guayaibí (en 
San Pedro) y la colonia Independencia (en el departamento del Guairá). Craig Hetherington se 
trasladó hasta la zona del confl icto en la motocicleta de un militante del Movimiento Agrario y 
Popular, y allí empezó a tomar fotografías del desalojo y la destrucción de las casas. También al 
lugar llegó el señor Esteban Bernal, un funcionario contratado por el Programa de Desarrollo de 
Pequeñas Fincas Algodoneras (PRODESAL) del Ministerio de Agricultura y Ganadería, quien vivía 
en Vaquería y había acudido rápidamente al lugar del desalojo, ya que el programa en el que 
trabajaba asistía técnicamente a los campesinos de la colonia; específi camente estaban apoyando 
en ese momento la producción y comercialización de arvejas, y tenía una gran preocupación 
porque la intervención fi scal hubiera destruido los cultivos que el programa había fi nanciado y 
cuya comercialización estaba ya asegurada en el Mercado de Abasto de Asunción. Leoncio Torres 
era uno de los campesinos benefi ciarios del programa1023.
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Entre víctimas del desalojo, vecinos, compañeros y dirigentes de la organización, y otras personas 
que circunstancialmente estaban en el sitio, se habían reunido aproximadamente unas 40 a 50 
personas, entre adultos (mujeres y hombres) y niños1024.

Aproximadamente a las 14:30 horas, se aproximó al lugar donde se encontraban congregadas 
las personas la caravana de los vehículos de los sojeros. Los vehículos venían de 3ª Línea de la 
colonia Tekojoja, y se dirigían rumbo a la colonia Santa Clara, pasando por 2ª Línea. Encabezaba 
la fi la de vehículos un camión de carga marca Mercedes Benz 1313, de color rojo, con placa ABS 
868 Paraguay, conducido por Néstor Opperman. En la carrocería del camión se trasportaban los 
muebles y enseres domésticos que no habían sido quemados y que por orden de la fi scala Varela 
debían ser trasladados en calidad de evidencias hasta la comisaría N° 20 de Vaquería. Asimismo, 
en la carrocería venían 19 personas, todos ciudadanos de origen paraguayo, entre ellos guardias 
civiles armados y algunos peones contratados específi camente para el desalojo. Tras el camión, 
venía una camioneta marca Mitsubishi L200, doble cabina, de color blanco, con chapa N° AUB 
869 Paraguay, conducida por Ademir Opperman. Entre estos vehículos, venían cuatro tractores 
conducidos por los ciudadanos brasileros Luis Carlos Wouter, Lauri Ruckert, Olmir Friedris y 
Dorico Baroni. Al fi nal, cerrando la columna de vehículos venían dos vehículos marca Volkswagen 
Gol, uno blanco y otro plateado, conducidos por Leomar Ruckert y Luis George Diemer1025.

Cuando los campesinos vieron acercarse a la caravana de los sojeros, decidieron hacerle señas para 
que se detengan porque querían recuperar sus pertenencias. Específi camente, Ángel Cristaldo 
Rotela se estaba lamentando amargamente porque había perdido todas sus cosas y se había 
quedado sin casa, y pidió a Antonio Galeano para que le ayudasen a retener a los brasileros 
para poder conversar y recuperar las pertenencias personales. En eso, ya otros campesinos 
arrastraron un tronco de madera de unos 20 centímetros de diámetro, pedazo de una viga que 
había quedado de una de las casas derribadas, y lo atravesaron en el camino. Al mismo tiempo, 
Antonio Galeano, Ángel Cristaldo y otros campesinos se pararon en el camino para hacer señas 
a los brasileros para que se detengan al llegar. Ninguno de los campesinos presentes en el sitio 
tenía arma alguna en su poder, salvo algunos palos1026.

La caravana de los sojeros se detuvo a unos 60 metros aproximadamente de donde estaban 
reunidos los campesinos, y en ese lugar bajaron de los vehículos para discutir sobre la situación. 
Al cabo de unos 5 minutos aproximadamente, decidieron pasar atropellando el lugar, para evitar 
ser demorados por los campesinos1027.

Todos los vehículos arrancaron y continuaron camino. No obstante, los tractores y los dos 
vehículos Volkswagen Gol salieron del camino, atravesaron huertas particulares de vecinos, y 
dieron un amplio rodeo para volver a salir al camino un centenar de metros por delante de 
donde estaban los campesinos, y de ese modo los evitaron. En cambio, el camión conducido por 
Néstor Opperman y la camioneta manejada por Ademir Opperman avanzaron raudamente por 
el camino, en dirección a donde estaban esperando los campesinos1028.

Aproximadamente unos 8 metros antes de llegar hasta el cruce donde la gente se congregaba, 
desde la carrocería del camión, algunas personas se asomaron con pistolas en mano y realizaron 
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1024 Idem.
1025 Idem.
1026 Idem.
1027 Idem.
1028 Idem.
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varios disparos al aire y por encima de los campesinos que estaban al costado del camino, 
con lo que consiguieron desbandarlos. El camión fácilmente pasó por encima del tronco que 
habían colocado en el camino, y siguió viaje. Inmediatamente detrás de este vehículo pasó 
Ademir Opperman conduciendo su camioneta. Opperman venía con la ventanilla del lado del 
conductor abierta unos 10 centímetros aproximadamente, y por allí sacó una escopeta con la 
que efectuó varios disparos en contra de las personas que se encontraban al costado del camino. 
Uno de estos disparos impactó en los campesinos Nicolás González, Ángel Cristaldo Rotela y 
Leoncio Torres, quienes cayeron heridos en el lugar. Por su parte, los brasileros continuaron viaje, 
desapareciendo del lugar1029.

Cuando acabaron los disparos y terminaron de pasar los vehículos, los campesinos se incorporaron 
y salieron de los lugares donde se habían guarecido, y procedieron a auxiliar a los heridos. Leoncio 
Torres ya había muerto debido al disparo recibido. En tanto, Nicolás González y Ángel Cristaldo 
Rotela fueron trasladados de urgencia por sus propios compañeros hasta el Centro Médico “San 
Blas” del doctor Nimio González en Vaquería. En dicho lugar, se constató el fallecimiento de 
Cristaldo Rotela. Nicolás González recibió los primeros auxilios allí y luego fue trasladado hasta 
Hospital Regional de Coronel Oviedo y luego al Hospital de Emergencias Médicas en Asunción.

De acuerdo al diagnóstico médico que se hiciera al herido Nicolás Miguel González González
(de 20 años, CI N° 4.919.883), éste presentaba: 5 heridas por proyectil de arma de fuego de 
aproximadamente 1 cm de diámetro en cara anterior y tercio medio y superior del brazo derecho; 
1 herida producida por un proyectil de arma de fuego en la cara lateral tercio medio del brazo 
derecho, de aproximadamente 1,5 cm de diámetro; 2 heridas por proyectil de arma de fuego en 
cara posterior del brazo derecho de aproximadamente 0,6 cm de diámetro cada uno1030.

De acuerdo al informe de autopsia presentado por el médico forense del Departamento de 
Medicina Legal del Ministerio Público, doctor Pablo Lemir, las víctimas fatales presentaban el 
siguiente diagnóstico:

Leoncio Torres, a la inspección del cadáver presentaba “una herida compatible con orifi cio de 
entrada por proyectil de arma de fuego en el tórax, a 30 mm (treinta milímetros) de la línea 
medioesternal y a 44 mm (cuarenta y cuatro milímetros) por debajo del manubrio esternal, de 
forma ovalada con halo contuso equimótico de Fisk con ancho mayor arriba de 7 mm y a la 
izquierda – afuera de 5 mm y prácticamente sin halo abajo y a la derecha – adentro, midiendo 
su diámetro interno corrobramos que es de 6 mm. No se observa en todo el cuerpo y en especial 
en toda el área dorsal ningún orifi cio que pudiera corresponder a orifi cio de salida”. En sus 
conclusiones, el informe expresa que “[l]a muerte de Leoncio Torres con toda probabilidad fue 
una muerte agónica producida por un hemo pericardio y hemotórax, que llevó a un taponamiento 
cardíaco, estos cuadros devienen de lesiones producidas en grandes vasos y pulmón por un 
proyectil de arma de fuego en ese caso una posta usada como munición de escopeta, el proyectil 
siguió una trayectoria de arriba abajo, de fuera adentro y levemente de izquierda a derecha. El 
disparo fue a distancia media a larga. Ya no se observa ningún componente de disparo (excepto 
el proyectil, claro) y solo UN balín impacta en el cuerpo”.
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1029 Idem.
1030 Diagnóstico médico (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en grado de tentativa 
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Ángel Cristaldo Rotela, a la inspección del cadáver presentaba “una herida compatible con 
orifi cio de entrada por proyectil de arma de fuego en región frontal; con halo contuso equimótico 
de Fisk prácticamente homogéneo en todos sus lados”. En sus conclusiones, el informe expresa 
que “[l]a muerte de Ángel Cristaldo fue producida por lesión encefálica por proyectil (posta) de 
armad de fuego de proyectiles múltiples (escopeta), es una muerte instantánea”. El doctor Nimio 
González, del Consultorio Médico “San Blas” de Vaquería, quien había atendido en un primer 
momento a la víctima había diagnosticado “[t]raumatismo craneoencefálico realizado con arma 
de fuego (presumiblemente escopeta calibre N° 12). Presenta un solo orifi cio de entrada sin 
orifi cio de salida, en la región frontal de un cm de diámetro. Cuando lo examiné ya estaba 
muerto. Causa probable de muerte: Laceración masiva del encéfalo”1031.

De acuerdo al informe pericial de balística elaborado por la Sección Balística del Departamento 
de Investigación de Delitos de la Policía Nacional sobre los proyectiles extraídos de los cuerpos 
de las víctimas, estos corresponden a “cartuchería de proyectiles múltiples para arma de ánima 
lisa (escopeta) de la familia de las postas, del calibre 12”1032.

Del poder de Ademir Opperman, el Ministerio Público incautó una escopeta calibre 12, marca 
CBC, MOD 586-P, N° de serie 42786, inscripto a su nombre en el Departamento de Registro de 
Armas de la Dirección de Material Bélico bajo el registro N° 1458181033.

Los familiares de Leoncio Torres presenciaron el hecho personalmente. Por su parte, los padres de 
Ángel Cristaldo Rotela fueron informados de la ejecución arbitraria acaecida por otros vecinos y 
compañeros de la organización, quienes fueron hasta sus domicilios a dar el aviso1034.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación fi scal del hecho se inició de ofi cio el mismo día 24 de junio de 2005, cuando 
agentes de la Comisaría N° 20 de Vaquería recibieron una denuncia verbal del intendente 
municipal Ciro Rubén Franco. Inmediatamente se dio intervención al asistente fi scal de turno de 
la Fiscalía Zonal de Vaquería, abogado Roel Valdez, quien inició las diligencias de comprobación 
inmediata del hecho con la constitución del Ministerio Público en el lugar del hecho para la 
comprobación del ilícito denunciado y el levantamiento del cadáver de Leoncio Torres que aún 
se encontraba en el sitio. Asimismo, se recibió en el lugar, en calidad de evidencia, una vainilla 
servida de escopeta calibre 12. De ofi cio, personal policial de la comisaría N° 20 de Vaquería 
al mando del comisario DEJAP Serafín Núñez, con apoyo de agentes de la comisaría N° 9 de 
San Joaquín, iniciaron la búsqueda y aprehensión de los supuestos autores del hecho, y dieron 
alcance al camión Mercedes Benz 1313 en la colonia Santa Clara, jurisdicción de Vaquería, a 
unos 10 kilómetros del lugar del hecho. En el lugar, procedieron a la verifi cación del vehículo y 
de sus ocupantes, y procedieron a la detención de 25 personas, quienes eran:

CAPÍTULO V  PARTE II

1031 Informes de autopsia del Departamento de Medicina Legal del Ministerio Público; diagnóstico médico (carpeta fi scal “Ademir Aloisio 
Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en grado de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-
00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía Regional de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 193-199, 
200-204 y 413).

1032 Informe Ampl. S.B. N° 190/05 de 1 de julio de 2005 de la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía 
Nacional (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en grado de tentativa en Tekojoja 
– Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía Regional de Caaguazú Lourdes 
Soto de Bernal, fs. 162-164).

1033 Informe S.B. N° 190/05 de 28 de junio de 2005 de la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía 
Nacional; Carnet de Tenencia de Armas N° 145818 (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio 
y homicidio en grado de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución 
de la Fiscalía Regional de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 106-110 y 366).

1034 Testimonios Nº 0037, 0038 y 0039.
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1) Néstor Opperman, quien al mando del vehículo.
2) Ademir Aloisio Opperman.
3) Lauri Richert.
4) Luis George Diemer.
5) Leomar Ruckert
6) Luis Carlos Wouters
7) Eleuterio Aveiro.
8) Hugo Roa Giménez.
9) Nelson Antonio Cardozo.
10) Daniel Cristaldo Ozuna.
11) Sindulfo Cabañas Caballero.
12) Nelson Obilón Alcaraz.
13) Alberto Galeano.
14) Juan Tito Stockel Almada.
15) Teodoro Gauto.
16) Cornelio Bogado.
17) Juan Bautista Zayas.
18) Claudio Antonio Martínez.
19) Eduardo Ibarrola.
20) Rafael Alcaraz Benítez.
21) Estanislao Mariano Alcaraz Almirón.
22) Félix Pereira Pacua.
23) Remigio Figueredo.
24) José Gumercindo Romero Duarte.
25) Wilfrido Garay Castillo.

Los 6 primeros son agricultores migrantes de origen brasilero; el resto son peones y personal 
de seguridad de nacionalidad paraguaya. Asimismo, se incautaron en el vehículo las siguientes 
evidencias: 1) una escopeta marca CBC, modelo 586 P, calibre 12 mm, serie N° 42786; 2) una 
escopeta Magtech, modelo 586.2, calibre 12 mm, serie N° 12437; 3) una escopeta marca Boito, 
calibre 20 mm, serie N° 52903; 4) una escopeta marca Boito, calibre 20 mm, serie N° 92521; 
5) un revólver marca Doberman, procedencia argentina, serie N° 01367G; 6) 21 cartuchos para 
escopeta calibre 12 mm; 7) 11 cartuchos para escopeta calibre 20 mm; 8) 10 cartuchos calibre 
22 mm; 9) tres puñales y un cuchillo de cocina. Asimismo, en el domicilio del señor Francisco 
Opperman, se incautó la camioneta Mitsubishi placa N° AUB 868 que había manejado Ademir 
Opperman. Por disposición de la Fiscalía, se tomó muestras con cintas levantadoras de ambas 
manos de todas las personas detenidas para el estudio pericial de restos de defl agración de 
pólvora y fulminante. Las evidencias fueron remitidas a la Unidad Fiscal N° 1 de la Fiscalía Zonal 
de Vaquería, y los detenidos fueron remitidos a la comisaría N° 201035.

En dicha oportunidad también fue detenido un menor de edad, C.E.M.D. de 15 años de edad, 
quien también viajaba a bordo del camión, pero que fue liberado inmediatamente por disposición 
del fi scal Pedro Torales Vera1036.
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1035 Actas del Ministerio Público; parte policial de 25 de junio de 2005 del comisario DEJAP Serafín Núñez, Jefe de la comisaría N° 20 de 
Vaquería (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, 
Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 1-4, 5-7 y 8-9).

1036 Nota N° 058 de 2 de agosto de 2005 (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en 
grado de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía 
Regional de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 391).
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El 25 de junio de 2005, todos los detenidos comparecieron ante el agente fi scal de la Unidad N° 
1 de Vaquería a cargo del abogado Pedro Torales Vera, a fi n de prestar declaración indagatoria. 
En dicha oportunidad, todos los detenidos se abstuvieron de declarar en razón de no contar aún 
con abogado defensor. En esa misma fecha, el fi scal Torales ordenó la detención provisional de 
los 25 indiciados, y dispuso su reclusión en la Jefatura de la Policía Nacional del departamento de 
Caaguazú, a disposición del Ministerio Público. En esa fecha, formuló imputación en contra de los 
25 detenidos, por los presuntos delitos de homicidio doloso y homicidio en grado de tentativa, 
solicitó 4 meses de tiempo para la etapa preliminar y requirió que el Juzgado Penal de Garantía 
disponga la prisión preventiva de los todos los imputados. La imputación fue comunicada el 
26 de junio de 2005 al Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Coronel Oviedo a cargo de Alberto 
Godoy Vera1037.

El 26 de junio de 2005, el Juzgado Penal de Garantía resolvió tener por recibida la imputación 
formulada por el Ministerio Público, y fi jar el 26 de octubre de 2005 como fecha de presentación 
de la acusación. Asimismo, resolvió fi jar para ese mismo día la audiencia de medidas cautelares y 
de notifi cación de la imputación. Todas las audiencias se substanciaron en esa misma fecha, con 
el patrocinio del abogado de la Defensa Pública, Luis Alberto Jiménez. En esa misma fecha, el 
Juzgado resolvió decretar la prisión preventiva de todos los imputados, ordenando su reclusión 
en la Penitenciaría Regional de Coronel Oviedo, en libre comunicación y a disposición del Juzgado 
y del Ministerio Público1038.

El 27 de junio de 2005, la Fiscalía General del Estado designó a la fi scala Lourdes Soto como 
agente fi scal encargada de las investigaciones del caso, con el apoyo de los asistentes fi scales 
Alfredo Daniel Mieres, Osvaldo Marecos y Marta Elena Leiva, quienes fueron comisionados a la 
Fiscalía Regional de Coronel Oviedo para dicho efecto1039.

Durante el período de investigación, se produjeron como anticipo jurisdiccional de prueba, a 
requerimiento del Ministerio Público:
a) La autopsia completa de las víctimas, con el propósito de extraer los proyectiles de los cuerpos 
de las víctimas, la comprobación de los órganos afectados y la determinación inequívoca de la 
causa de la muerte1040.
b) La declaración testifi cal de Andrés Craig Hetherington1041.
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1037 Actas de declaración indagatoria; Ofi cio N° 062 de 25 de junio de 2005; Resolución Fiscal N° 035 de 26 de junio de 2005; Acta de 
Imputación N° 020 de 25 de junio de 2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de 
Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto 
Godoy Vera, fs. 11-35, 37, 38 y 40-43).

1038 AI N° 449 de 26 de junio de 2005; Actas de audiencia del art. 242; AI N° 450 de 26 de junio de 2005 (expediente “Ademir Aloisio 
Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el 
Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 44-45, 47-71 y 72-74).

1039 Resolución N° 22 de 27 de junio de 2005 (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio 
en grado de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía 
Regional de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 65).

1040 Requerimiento Fiscal N° 050 de 27 de junio de 2005; providencia de 28 de junio de 2005; AI N° 451 de 28 de junio de 2005; actas de 
diligencia (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, 
Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 80, 88, 90-91 y 96-
101). Informes de autopsia del Departamento de Medicina Legal del Ministerio Público (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros 
s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en grado de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante 
la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía Regional de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 193-199 y 200-204).

1041 Requerimiento Fiscal N° 01 de 15 de julio de 2005; AI N° 541 de 26 de julio de 2005; acta de declaración testifi cal de Andrés Craig 
Hetherington (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-
Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 219, 
227-228 y 258-276).
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Asimismo, se incorporaron como pruebas documentales: a) 20 tomas fotográfi cas secuenciales 
del hecho captadas por el testigo Andrés Craig Hetherington; b) Informe de la Dirección de 
Material Bélico – Registro de Armas, sobre el registro de todas las armas incautadas en la causa, 
que determinó que la escopeta calibre 20 mm, serie N° 92521, se encontraba registrada a 
nombre de Néstor Opperman; las demás armas no se encontraban registradas en la institución; c) 
informes de la Dirección General de Migraciones, respecto del movimiento migratorio del testigo 
Andrés Craig Hetherington; d) Informe de Condición de Dominio de la Dirección del Registro 
Automotor de los vehículos incautados; e) Diagnóstico Médico de Nicolás González González, 
expedido por el director del Hospital Regional de Coronel Oviedo doctor Eduardo Abraham Báez; 
f) Certifi cado de antecedentes judiciales de los imputados; g) Certifi cados Médicos expedidos por 
el doctor Nimio González del Centro Médico “San Blas” de Vaquería, sobre Ángel Cristaldo y 
Nicolás González González; h) Documentos personales de identidad y certifi cados de defunción 
de las víctimas1042.

Como pruebas periciales, el Ministerio Público diligenció las siguientes:

a) Pericia practicada por la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos de 
la Policía Nacional sobre las escopetas y revólver incautados a los imputados en la causa, 
para determinar su funcionamiento y aptitud para producir disparos. La pericia determinó 
que las armas funcionaban normalmente y eran aptas para producir disparos, y habían sido 
disparadas.

b) Prueba química de comprobación de plomo y bario (componente de fulminante) y nitritos 
(restos de defl agración de pólvora) en las cintas levantadoras tomadas de ambas manos de 
todos los imputados. La prueba de plomo como componente del fulminante dio positivo 
para la mano derecha de Claudio Evaristo Meza Domínguez, y para las manos izquierdas de 
Teodoro Gauto, Félix Pereira Pacua y Rafael Alcaraz.

c) Inspección técnico-balística de los vehículos incautados, detectándose un orifi cio producido 
por un proyectil de arma de fuego en la cantonera divisoria de las puertas, del lado del 
conductor, de la camioneta Mitsubishi L200 guiada por Ademir Opperman.

d) Pericia balística para determinar calibre y tipo de los proyectiles extraídos de los cuerpos de 
las víctimas, practicada por la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos 
de la Policía Nacional.

e) Pericia balística para determinar calibre y tipo del proyectil extraído de la camioneta Mitsubishi 
L200 conducido por Ademir Opperman, practicada por la Sección Balística del Departamento 
de Investigación de Delitos de la Policía Nacional, que determinó que la misma corresponde 
a una bala de plomo calibre 38 mm disparada por un arma de tubo cañón estriado de dicho 
calibre1043.

DEPARTAMENTO DE CAAGUAZÚ  /   /   / ÁNGEL CRISTALDO ROTELA  /  LEONCIO TORRES

1042 Tomas fotográfi cas; Nota N° 7644 de 1 de julio de 2005 de la Dirección de Material Bélico; Nota DGM N° 613 de 30 de junio de 2005; 
Informe de Condición de Dominio de la Dirección del Registro Automotor; diagnóstico médico; certifi cados de antecedentes judiciales; 
Nota DGM N° 737 de 22 de julio de 2005, diagnósticos médicos (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de 
homicidio y homicidio en grado de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de 
Ejecución de la Fiscalía Regional de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 48-49, 52-61, 159, 245, 272-274, 306-307, 355-365, 373, 
413, 419 y 436-445).

1043 Informe S.B. N° 190/05 de 28 de junio de 2005 de la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía 
Nacional; Informe S.B. N° 191/05 de 28 de junio de 2005 de la Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos de 
la Policía Nacional; Acta de Procedimiento; Informe Ampl. 190/05 de 1 de julio de 2005 de la Sección Balística del Departamento de 
Investigación de Delitos de la Policía Nacional; I.P. N° 5 de 12 de julio de 2005; Informe Ampl. 190/05 de 3 de agosto de 2005 de la 
Sección Balística del Departamento de Investigación de Delitos de la Policía Nacional (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros 
s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en grado de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, 
ante la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía Regional de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 106-110, 111-118, 125, 162-164, 
205-207 y 463-466).
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Asimismo, se recibieron las declaraciones testifi cales de 44 testigos, entre ellos: Teodoro Vázquez, 
Nicolás González González, Andrés Craig Hetherington, Ramona Hernández Guillén, Santiago 
Giménez Cabañas, Francisco Arévalos, Victoria González de González, José María Cardozo 
González, Gilda Ramona Roa Colmán, Teófi lo Villalba, María Catalina Romero viuda de Torres, 
Silvio Mereles Ruiz, Teófi lo Ramírez Franco, Faustino Cardozo, Margarita Fernández Guillén, 
Isidro Fernández, Miguel Ángel Amarilla Barrios, Isidro Villalba Román, Jorge Galeano, Antonio 
Galeano y Esteban Bernal Arévalos (testigos presenciales, convocados de ofi cio por el Ministerio 
Público). Otros testigos circunstanciales, convocados de ofi cio por la Fiscalía, entre ellos Ciro 
Rubén Franco Jara (intendente municipal de Vaquería), Lucio Ramírez, Bernardo Villasanti Cubilla 
e Ignacio Cáceres Velázquez (agentes de policía), Serafín Núñez Martínez (empleado policial) 
y Santiago Ariel Rolón (funcionario del MAG). Por su parte, como testigos propuestos por la 
defensa comparecieron Amador Iván Benavente, Víctor Daniel Toledo Brizuela, Antonio Vázquez 
Escobar, Rubén Ramón Santacruz, Néstor Damián Santacruz, Sergio Benítez Martínez, Crecencio 
Ávalos Miranda, Margarita Santacruz, Artemio Benítez Martínez, Anuncio Gauto, Dionisio Garay, 
Inacio José Diemer, Inacio José Lenz, Aldair José Berres y Silvino Ortega Ledesma. La querella 
adhesiva promovida por las víctimas presentó los testimonios de Víctor Aquino Alvarenga y 
Roque Rodríguez Torales1044.

Todos los imputados nombraron posteriormente defensores particulares. El 14 de julio de 2005, 
los imputados Juan Tito Stockel Almada, Estanislao Mariano Alcaraz, Eleuterio Aveiro Alcaraz, 
José Gumercindo Romero Duarte, Félix Pereira Pacua, Daniel Cristaldo Ozuna, Alberto Galeano 
Miranda, Leomar Ruckert y Juan Bautista Zayas comparecieron por segunda vez para prestar 
declaración indagatoria ante el Ministerio Público, oportunidad en que negaron cualquier 
vinculación con el hecho imputado. Entre el 21, 25, 27 y 28 de julio de 2005 comparecieron 
por segunda vez para prestar su declaración indagatoria Ademir Aloisio Opperman, Luis George 
Diemer, Nelson Antonio Cardozo, Hugo Roa Giménez, Sindulfo Cabañas Caballero, Lauri Ruckert, 
Claudio Antonio Martínez, Wilfrido Garay Castillo y Néstor Opperman. Por su parte, entre el 5 y 
9 de agosto de 2005 comparecieron para prestar declaración indagatoria Nelson Odilón Alcaraz, 
Remigio Figueredo, Eduardo Ibarrola, Cornelio Bogado y Luis Carlos Wouters. El 26 de agosto de 
2005 prestaron declaración indagatoria Rafael Alcaraz Benítez y Teodoro Gauto. El 23 de agosto 
de 2005, Félix Pereira Pacua prestó declaración indagatoria ampliatoria1045.

El 8 de julio de 2005 el Tribunal de Apelación Primera Sala de la circunscripción judicial de 
Caaguazú y San Pedro rechazó un pedido de recusación en contra del Juez Penal de Garantías de 
la causa, promovida por la defensa de los imputados1046.
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1044 Declaraciones testifi cales de Teodoro Vázquez, Nicolás González González, Andrés Craig Hetherington, Ramona Hernández Guillén, 
Santiago Giménez Cabañas, Francisco Arévalos, Victoria González de González, José María Cardozo González, Gilda Ramona Roa 
Colmán, Ciro Rubén Franco Jara, Teófi lo Villalba, Lucio Ramírez, María Catalina Romero viuda de Torres, Santiago Ariel Rolón, Silvio 
Mereles Ruiz, Teófi lo Ramírez Franco, Faustino Cardozo, Margarita Fernández Guillén, Bernardo Villasanti Cubilla, Isidro Fernández, 
Miguel Ángel Amarilla Barrios, Isidro Villalba Román, Serafín Núñez Martínez, Amador Iván Benavente, Víctor Daniel Toledo Brizuela, 
Jorge Galeano, Antonio Galeano, Ignacio Cáceres Velázquez, Esteban Bernal Arévalos, Antonio Vázquez Escobar, Rubén Ramón 
Santacruz, Néstor Damián Santacruz, Sergio Benítez Martínez, Crecencio Ávalos Miranda, Margarita Santacruz, Artemio Benítez 
Martínez, Anuncio Gauto, Dionisio Garay, Inacio José Diemer, Inacio José Lenz, Aldair José Berres, Silvino Ortega Ledesma, Víctor 
Aquino Alvarenga y Roque Rodríguez Torales (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y 
homicidio en grado de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución de 
la Fiscalía Regional de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 137-138, 139, 140-141, 142, 143-144, 145, 146-147, 148, 149, 160-161, 
176-177, 178, 179, 180-181, 182, 183, 184, 185, 186-187, 188-189, 280-281, 287-289, 290-291, 292-293, 294-295, 296-297, 298-299, 
300-302, 374-376, 378-381, 382-384, 385-387, 456-457, 458-459, 460, 461, 462, 469-471, 492-493 y 494-495).

1045 Actas de declaración indagatoria (carpeta fi scal “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de homicidio y homicidio en grado 
de tentativa en Tekojoja – Vaquería”, causa N° 07-01-02-00001-2005-000182, ante la agente fi scal de Ejecución de la Fiscalía Regional 
de Caaguazú Lourdes Soto de Bernal, fs. 247-270, 309-340, 346-349, 353-354, 407-412, 415-418, 449 y 452-455).

1046 AI N° 117 de 8 de julio de 2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio 
en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy 
Vera, fs. 149).
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El 11 de julio de 2005 el Juzgado resolvió no hacer lugar a un pedido de revocatoria de prisión 
preventiva solicitado por las defensas de los imputados. El 19 de julio, dicha decisión fue 
confi rmada por el Tribunal de Apelación, Primera Sala, de la circunscripción de San Pedro y 
Caaguazú, ante un recurso de apelación promovido por la defensa. El 28 de julio de 2005, 
el Juzgado nuevamente volvió a rechazar un pedido de revocatoria y sustitución de prisión 
preventiva promovido a favor del imputado Claudio Martínez. El 29 de julio, el Juzgado rechazó 
asimismo los pedidos de revocación de prisión preventiva promovidos por Diemer, Lauri y 
Leomar Ruckert y Néstor Opperman. No obstante, en esa misma fecha el Juzgado ordenó la 
revocatoria de la prisión preventiva de Daniel Cristaldo Ozuna, Eleuterio Aveiro, Estanislao 
Mariano Alcaraz Almirón, Hugo Roa Giménez, José Gumercindo Romero Duarte, Juan Tito Stockel 
Almada y Wilfrido Garay Portillo, no disponiendo ninguna otra medida cautelar en relación a 
los mismos1047.

El 9 de agosto de 2005, el Tribunal de Apelación, Primera Sala, de la circunscripción de San Pedro 
y Caaguazú revocó el auto de prisión preventiva de Néstor Opperman, Claudio Martínez, Luis 
Jorge Diemer, Lauri y Leomar Ruckert, conociendo un recurso de apelación general interpuesto por 
la defensa de los imputados. El 12 de agosto de 2005 el Juzgado revocó la prisión preventiva de 
Alberto Galeano, Luis Carlos Wouters, Cornelio Bogado, Eduardo Ibarrola, Nelson Antonio Cardozo, 
Remigio Figueredo, Sindulfo Cabañas Caballero, Nelson Odilón Alcaraz y Juan Bautista Zayas1048.

El 12 de agosto de 2005 los padres de Ángel Cristaldo Rotela y la viuda de Leoncio Torres 
promovieron querella adhesiva en contra de los 25 imputados en la causa, bajo los cargos de 
homicidio doloso y homicidio en grado de tentativa. El 22 de agosto el Juzgado resolvió declarar 
la admisión de la querella, el reconocimiento de su personería y su intervención en la causa1049.

El 7 de septiembre de 2005 el Juzgado rechazó una solicitud de revocación de prisión preventiva 
a favor de Teodoro Gauto. El 15 de septiembre, el Juzgado rechazó un similar pedido promovido 
por la defensa a favor de Ademir Opperman. El 10 de octubre de 2005, el Juzgado dispuso, a 
solicitud de la defensa, la internación de Opperman en un centro asistencial médico privado, para 
su tratamiento, bajo custodia durante 8 días. El 27 de octubre de 2005, el Juzgado amplió por 
8 días más la internación del imputado. El 3 de noviembre, el plazo fue ampliado judicialmente 
por 15 días más1050.

El 7 de noviembre de 2005 el Juzgado resolvió, a solicitud del Ministerio Público, la ampliación 
ordinaria del plazo de la etapa preliminar, fi jando nueva fecha de presentación de la acusación 
el 22 de diciembre de20051051.

DEPARTAMENTO DE CAAGUAZÚ  /   /   / ÁNGEL CRISTALDO ROTELA  /  LEONCIO TORRES

1047 AI N° 490 y 491 de 11 de julio de 2005; AI N° 129 de 19 de julio de 2005; AI N° 551 de 28 de julio de 2005; AI N° 558 de 29 de julio de 
2005; AI N° 559 de 29 de julio de 2005; AI N° 563 de 29 de julio de 2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto 
hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 
2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs.187-192, 217-218, 232, 245-246, 247-248 y 249-251).

1048 AI N° 143, 144 y 145 de 9 de agosto de 2005; AI N° 596 de 12 de agosto de 2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ 
supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de 
Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 286-287, 312-313, 325-326 y 348-350).

1049 Escrito de querella adhesiva; providencia de 22 de agosto de 2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho 
de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de 
Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 352-379).

1050 AI N° 676 7 de septiembre de 2005; AI N° 713 de 15 de septiembre de 2005; providencias de 10 y 27 de octubre, y 3 de noviembre de 
2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, 
Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 384-386, 396-397, 
403, 416 y 425).

1051 Requerimiento Fiscal N° 03 de 25 de octubre de 2005; AI N° 913 7 de noviembre de 2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y 
otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado 
Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 412 y 464).
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El 8 de noviembre de 2005 el Juzgado resolvió rechazar un pedido de revocación de prisión 
preventiva promovida por la defensa de Ademir Opperman. No obstante, el 10 de noviembre, el 
Juzgado Penal de Garantía N° 1 a cargo de Marcial Villalba, interinando el Juzgado de la causa, 
resolvió, a solicitud de la defensa, revocar la prisión preventiva y disponer el arresto domiciliario, 
más la prohibición de salida del país, la fi anza personal del abogado defensor y la caución real 
sobre 5 fi ncas agrícolas propiedad de Néstor Opperman y del imputado, ofrecidas en garantía. 
No obstante, esta decisión fue apelada por la querella adhesiva y por el Ministerio Público, y 
el Tribunal de Apelación, Primera Sala, de la circunscripción judicial de San Pedro y Caaguazú 
resolvió el 21 de noviembre de 2005 revocar la decisión y mantener vigente la prisión preventiva 
de Ademir Opperman. Sin embargo, aprovechando la oportunidad, Opperman quebrantó su 
prisión domiciliaria y se fugó del país, presumiblemente retornando al Brasil1052.

El 14 de noviembre de 2005 el Juzgado resolvió rechazar un pedido de revocación de prisión 
preventiva promovida por la defensa de Alcaraz Benítez, Gauto y Pereira Pacua. Dicha decisión 
fue confi rmada por el Tribunal de Apelación, Primera Sala, de la circunscripción judicial de San 
Pedro y Caaguazú ante un recurso de apelación general promovido por la defensa1053.

El 7 de diciembre de 2005 el Juzgado resolvió declarar la rebeldía de Ademir Opperman y 
decretar su captura. No obstante, no se iniciaron los trámites para su captura internacional y 
extradición1054.

El 22 de diciembre de 2005 el Ministerio Público presentó acusación en contra de Rafael Alcaraz 
Benítez, Teodoro Gauto y Félix Pereira Pacuá por los delitos de homicidio doloso y homicidio en 
grado de tentativa (arts. 105 art. 26 y 29 del Código Penal), ofreciendo las pruebas producidas 
durante la etapa preliminar y solicitando la apertura de la causa a juicio oral y público. En esa 
misma fecha, la Fiscalía solicitó el sobreseimiento provisional del resto de los 21 imputados, a 
excepción de Ademir Opperman1055.

El 11 de abril de 2006 el Juzgado Penal de Garantía resolvió revocar la prisión preventiva de 
Félix Pereira Pacuá y Teodoro Gauto, y rechazó el pedido de revocación de la prisión preventiva 
de Rafael Alcaraz1056.

El 4 de septiembre de 2006, tras varias suspensiones, se llevó a cabo la audiencia preliminar en 
la causa. Tanto la Fiscalía como la querella adhesiva se ratifi caron en sus escritos de acusación 
y ofrecimiento de pruebas, en tanto que la defensa de los acusados solicitó el sobreseimiento 
defi nitivo de todos los encausados. El Juzgado resolvió tras la audiencia preliminar hacer lugar al 
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1052 AI N° 916 de 8 de noviembre de 2005; AI N° 922 de 10 de noviembre de 2005; AI N° 219 de 21 de noviembre de 2005 (expediente 
“Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, 
folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 466, 478-480 y 511-512).

1053 AI N° 938 de 14 de noviembre de 2005; AI N° 223 de 24 de noviembre de 2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ 
supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de 
Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 495-496, 524-525).

1054 AI N° 1.020 de 7 de diciembre de 2005 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de 
Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto 
Godoy Vera, fs. 536).

1055 Requerimiento Fiscal de 22 de diciembre de 2005; Requerimiento Fiscal Nº 2 de 22 de diciembre de 2005 expediente “Ademir Aloisio 
Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el 
Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 561-572 y 573-576).

1056 AI Nº 196 de 11 de abril de 2006 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho de Homicidio y Tentativa de 
Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de Caaguazú a cargo de Alberto 
Godoy Vera, fs. 698-702).
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sobreseimiento provisional de los 21 imputados respecto de los cuáles el Ministerio Público había 
solicitado su desvinculación de la causa. Asimismo, el Juzgado resolvió admitir las acusaciones de 
la Fiscalía y de la querella adhesiva, y declarar la apertura de la causa a juicio oral y público1057.

Esta causa continúa abierta y en trámite a la fecha de cierre de este informe.

REPARACIONES
Ángel Cristaldo Rotela fue enterrado en el cementerio de Vaquería, donde hasta ahora permanecen 
sus restos. Por su parte, Leoncio Torres fue enterrado en el cementerio de la colonia Tekojoja, 1ª 
Línea. Todos los gastos emergentes de la ejecución arbitraria fueron cubiertos por sus familiares, 
amigos y la organización.

Los familiares de Ángel Cristaldo Rotela y Leoncio Torres no recibieron indemnización alguna en 
los términos del derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. 
Tampoco recibieron disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las 
circunstancias de su ejecución arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas 
hasta el momento1058.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los hechos que resultan probados en este informe, la CODEHUPY tiene la convicción 

de que Ángel Cristaldo Rotela y Leoncio Torres fueron víctimas de una ejecución arbitraria 
perpetrada en el contexto de una represión a organizaciones campesinas que demandaban 
la recuperación de tierras fi scales de propiedad del INDERT apropiadas indebidamente por 
agroempresarios sojeros, con el fi n de reintegrarlas al patrimonio público y destinarlas a los 
fi nes de la reforma agraria. En tal sentido, es posible sostener que la ejecución de las víctimas 
es consecuencia de su pertenencia y militancia en una organización de trabajadores agrícolas 
en el contexto de la lucha por la tierra.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, 
facultades inherentes a dicho deber no pueden ser ejercidas sin límites, arbitrariamente y con 
total desprecio a la dignidad humana, en particular cuando la intervención estatal menoscaba 
por acción u omisión el derecho a la vida de las personas.

 En el presente caso de Ángel Cristaldo Rotela y Leoncio Torres (caso Tekojoja), la CODEHUPY 
concluye que el uso de armas de fuego en contra de las víctimas fue manifi estamente ilegal, 
partir de las siguientes circunstancias que se encuentran plenamente probadas:

a) La fi scala que dirigía el operativo de desalojo dio su autorización y consentimiento 
para que civiles armados procedan al desahucio forzoso de los ocupantes, usurpando 
indebidamente funciones que son privativas de la Policía Nacional. Esta autorización fue 
utilizada extensivamente por los denunciantes y los civiles armados para, posteriormente al 
desalojo, utilizar sus armas de fuego para repeler lo que consideraron una amenaza de los 
campesinos;
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1057 Acta de la audiencia preliminar; AI Nº 611 de 7 de septiembre de 2006 (expediente “Ademir Aloisio Opperman y otros s/ supuesto hecho 
de Homicidio y Tentativa de Homicidio en Tekojoja-Vaquería”, Año 2005, N° 85, folio 147, ante el Juzgado Penal de Garantía N° 2 de 
Caaguazú a cargo de Alberto Godoy Vera, fs. 741-751 y 752-764).

1058 Testimonios Nº 0037 y 0038.



518

b) Conjuntamente con este aspecto fundamental, todo el procedimiento fi scal de desahucio, 
en cuyo marco fueron ejecutadas las víctimas por los parapoliciales, fue realizado en un 
contexto general de ilegalidad, incorrección y ausencia de debido proceso. La violenta 
evicción, destrucción de viviendas, cultivos y secuestro de pertenencias de los campesinos, así 
como la masiva detención de los ocupantes, no fue llevada a cabo en el marco de un juicio 
de desalojo ante el fuero civil, y se realizó sin orden de autoridad judicial competente, en 
violación de la defensa en juicio de las personas que fueron desalojadas y en infracción a una 
orden judicial preexistente que prohibía innovar en los lotes en disputa.

 Además de la clara responsabilidad institucional del Estado en la ejecución arbitraria de Ángel 
Cristaldo Rotela y Leoncio Torres, la CODEHUPY, tras el examen de las pruebas recolectadas 
en la investigación de este caso, concluye que el Ministerio Público cuenta com sufi cientes 
elementos de convicción para solicitar el enjuciamiento -y obtener la evetual condena- de 
Ademir Opperman como presunto autor material de la ejecución arbitraria de las víctimas, 
circunstancia que aún no fue comprobada debidamente por los tribunales paraguayos.

  Asimismo, para la CODEHUPY resulta indudable que el Ministerio Público cuenta con 
sufi cientes elementos de incriminación para investigar y solicitar el enjuiciamiento de la fi scala 
Nelly Varela, representante del Ministerio Público quien dictó y ejecutó la orden de desalojo, 
por su presunta responsabilidad en la ejecución arbitraria de las víctimas y las lesiones 
provocadas a Nicolás González, por haber autorizado y tolerado que parapoliciales bajo su 
dirección utilizasen ilegítimamente sus armas de fuego, y por no haber adoptado las medidas 
necesarias que razonablemente estaban a su alcance y potestad para impedir la actuación 
irregular de civiles armados en la ejecución de órdenes fi scales que deben ser privativas 
de la fuerza pública. Sin embargo, la responsabilidad de esta funcionaria fi scal nunca fue 
investigada ni en sede judicial penal ni ante el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, por 
lo que permanece en la más completa impunidad hasta la fecha.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que aún permanecen los responsables de la ejecución de Ángel Cristaldo Rotela 
y Leoncio Torres. Respecto del deber estatal de investigar, enjuiciar y castigar las ejecuciones 
arbitrarias, las actuaciones fi scales y judiciales realizadas en el contexto del presente caso 
registraron notorios défi cit en los términos requeridos por derecho internacional de los 
derechos humanos1059, y merece en este informe un análisis particular.

 Respecto de la obligación de investigar, la CODEHUPY constata en primer término que el 
Ministerio Público omitió investigar la responsabilidad de la fi scala que dirigió el ilegal 
desalojo y permitió que parapoliciales utilizasen sus armas en contra de los campesinos. 
Esta grave omisión en la investigación penal del hecho permite diluir la responsabilidad 
de la funcionaria pública directamente responsable de lo sucedido e impide determinar 
judicialmente la real dimensión de la responsabilidad estatal en el caso. La agente fi scal 
Nelly Varela nunca fue imputada ni fueron dirigidas líneas de investigación encaminadas a 
examinar su responsabilidad individual en el hecho.

 Sobre la investigación llevada adelante con respecto a los civiles armados, la CODEHUPY constata 
que la actividad fi scal llevada adelante para el esclarecimiento del hecho fue satisfactoria para 
la determinación de lo sucedido y para el establecimiento de responsabilidades que permitan 
fundar adecuadamente una acusación. De acuerdo a los elementos reunidos en la carpeta 
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1059 Ver Capítulo III, sección 3.
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fi scal, fueron practicadas las pruebas que son necesarias y obligatorias para la investigación 
de las ejecuciones arbitrarias de acuerdo a los estándares del derecho internacional.

 Sin embargo, las medidas adoptadas por el Poder Judicial para asegurar la comparecencia 
en juicio del principal sospechoso del hecho fueron insufi cientes para impedir su fuga. La 
decisión judicial de sustituir la prisión preventiva de Opperman, dictada en violación de 
normas procesales que determinaban que el mismo debía seguir guardando reclusión en un 
establecimiento penitenciario, facilitó su huida del país.

 Además de estas omisiones en el deber de investigar y enjuiciar, destaca notoriamente la 
extremada dilación y lentitud del trámite judicial, que impide la realización de un juicio oral 
y público en la causa para los tres únicos acusados, lo que confi gura un retardo injustifi cado 
de los recursos judiciales internos1060.

 Estas infracciones determinan fi nalmente que en el caso de la ejecución arbitraria de Ángel 
Cristaldo Rotela y Leoncio Torres no se haya determinado judicialmente la verdad de lo 
sucedido ni se haya castigado aún a sus perpetradores.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Ángel Cristaldo Rotela y Leoncio Torres, la que debería incluir por lo menos 
medidas de satisfacción, un formal pedido de perdón a las familias y una indemnización 
compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una acción ilegítima de 
agentes públicos y de parapoliciales actuando bajo autorización de los primeros, impunidad 
y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo 
es responsable internacionalmente por la ejecución arbitraria de Ángel Cristaldo Rotela y 
Leoncio Torres.
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